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Derechos humanos 


CIEN AÑOS DE EVOLUCIÓN DE LOS DERECHOS EN LA 
CONSTITUCIÓN MEXICANA 


Je 


FONDO DE CULTURA ECONÓMICA 


No podré deciros que el proyecto que presento sea una obra perfecta, ya que 
ninguna que sea hija de la inteligencia humana puede aspirar a tanto; pero 
creedme, señores diputados, que las reformas que propongo son hijas de una 
convicción sincera, son el fruto de mi personal experiencia y la expresión de 
mis deseos hondos y vehementes porque el pueblo mexicano alcance el goce de 
todas las libertades, la ilustración y el progreso que le den lustre y respeto en el 
extranjero, y paz y bienestar en todos los asuntos domésticos. 
VENUSTIANO CARRANZA, Discurso pronunciado el 1° de diciembre de 
1916 al presentar el proyecto de Constitución ante el Congreso Constituyente 
de Querétaro 


La Constitución mexicana de 1917 [...] es una Constitución más imperfecta 
formalmente, pero también es ahora una Constitución más liberal, más 
democrática, más internacionalista y más garantista que antes. Una Constitución 
desaliñada, se diría, pero más acorde con los tiempos [...] 

México es más parecido hoy a la utopía liberal que lo fundó legalmente en 
1857. Pero México es hoy una democracia y el único referente estable en una 
democracia es el de la igualdad de derechos y obligaciones ante la ley. Es ese 
referente el que está sujeto a sospecha en el corazón de la cultura política 
mexicana. Sin una cultura de respeto a la ley será imposible construir una 
democracia sólida, como estamos viendo. 

HÉCTOR AGUILAR CAMÍN, La Constitución y los sueños de la Nación. Algo 
sobre el espiritu de las leyes mexicanas 


A la memoria 
de María Cristina Fierro González 
y Moisés Martínez Manrique 


PRESENTACIÓN DE LA SERIE 


A las dos de la tarde del miércoles 31 de enero de 1917 comenzó la ceremonia de firma 
de la Constitución acabada de aprobar. A las cuatro de la tarde los diputados 
constituyentes protestaron cumplirla y hacerla cumplir. Inmediatamente después arribó 
don Venustiano Carranza, quien dio un breve discurso, seguido de otro de don Hilario 
Medina, un poco más extenso y emotivo. Enseguida, don Luis Manuel Rojas declaró 
clausurado el periodo único de sesiones del Congreso Constituyente. Los diputados, 
Carranza y otros altos funcionarios civiles y militares se dirigieron al banquete 
organizado por los propios constituyentes. Cinco días después, en su carácter de Primer 
Jefe del Ejército Constitucionalista, encargado del Poder Ejecutivo de los Estados 
Unidos Mexicanos, Carranza emitió el decreto promulgatorio de la nueva Constitución. 
Conforme al artículo 1° transitorio, el texto constitucional entró en vigor el 1° de mayo. 
A partir de ese momento, la Constitución reformada, adicionada y mutada, se ha venido 
aplicando de manera regular entre nosotros, determinando, en parte, algunas de nuestras 
principales prácticas políticas, económicas y sociales. 

Hoy, a cien años de los acontecimientos acabados de narrar, la Constitución ordena 
una parte de nuestro actuar individual y colectivo, y determina, en demasía, la 
producción formal de las normas que componen nuestro orden jurídico. Lo primero 
acontece porque la Constitución, y con ella el resto del orden jurídico nacional, tienen 
una eficacia media en la dirección de las conductas. Basta observar la realidad cotidiana. 
El modo en el que individuos de diversos estratos socioeconómicos, empresas, 
autoridades, organizaciones y otros colectivos y personas que se quieran identificar e 
incluir en el listado, actúan conforme a derecho, es escaso. No llevan a cabo sus 
conductas conforme a lo previsto por las normas. La segunda distinción es, 
paradójicamente, existente a pesar de lo dicho antes. En el espacio en el que las personas 
han decidido observar lo dispuesto por el derecho, la conducta sí suele normarse de 
conformidad con lo que éste prevé. En ese campo, los mecanismos de producción y 
control de la regularidad jurídica suelen acatarse de maneras más bien consistentes. Ello 
provoca que la Constitución en vigor tenga una situación doble: la de ser desconocida en 
una parte de la dinámica social nacional y ser reconocida en otra. Estas dimensiones no 
provienen de ella misma, sea por su origen, evolución o contenidos. Provienen de ser la 
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Constitución una parte, así sea suprema, de un orden jurídico por el que no se acaba de 
ordenar todo aquello que él mismo postula, mediante sus normas, como ordenable. 

Condiciones de eficacia aparte, la Constitución aprobada el 31 de enero de 1917 y la 
actual es y no es la misma. Lo es si la entendemos a partir de sus funciones en el orden 
jurídico, o la autorreferencia en los procesos de reforma o adición a sus preceptos 
originarios. Desde esos dos valores estrictamente normativos, podemos aceptar que la 
Constitución de entonces y la de ahora son la misma. Desde un punto de vista histórico- 
político, también tendríamos que aceptar tal continuidad. En los últimos cien años no se 
ha producido un movimiento de tal magnitud que haya quebrado la línea de continuidad 
política que generó y mantiene al texto originario. Levantamientos ha habido; 
desconocimientos parciales también; momentos de duda legitimista pueden agregarse. 
Sin embargo, ninguno de ellos pretendió o ha estado en posibilidad de sustituir el texto 
del 17 por otro distinto. En los planos apuntados, la Constitución sigue siendo la misma. 
Cosa distinta es su texto, su entendimiento general y la función de sus preceptos. 
Vayamos por partes. 

La más evidente diferencia entre el texto actual y el originario es la gran cantidad de 
nuevos preceptos, provenientes de sucesivas e incrementales reformas y adiciones. 
Numéricamente la Constitución no ha cambiado. Siguen existiendo únicamente 136 
artículos, sólo que cada uno de ellos ha incrementado sus contenidos propios: apartados, 
párrafos, fracciones o incisos son hoy considerablemente más numerosos que en enero 
de 1917. Lo que se dice en cada uno de ellos es más complejo y detallado. En ocasiones, 
de una pasmosa especificidad. Tenemos un texto recargado de pequeñas reglas y 
soluciones ad hoc, complementado con una larga y novedosa utilización de los artículos 
transitorios como formas de expresión de elementos que, con cierta ortodoxia, bien 
pudieran haber quedado reservados a la legislación secundaria. Una doble columna de 
comparación entre el texto original y el actual mostraría lo que aquí sostengo. 

Al ser tantas las reformas y adiciones acabadas de referir, existe la posibilidad de 
agruparlas, inclusive por ciclos. Lo relevante está en identificar el criterio de 
clasificación de éstos. ¿Lo reformado proviene de una condición material común, es 
decir, partiendo de lo incorporado? O, por el contrario, ¿es mejor agrupar por tiempos o 
personajes? Dadas las condiciones temporales y personales prevalecientes en el país por 
razones de nuestro sistema caudillista-presidencial, la mayor parte de los cambios se han 
agrupado en razón del titular del Ejecutivo federal, con lo cual queda fácilmente 
incorporada la dimensión temporal-sexenal de su mandato. Al seguir este criterio, resulta 
posible entender que algo hicieron los generales Obregón o Cárdenas con el texto 
constitucional, distinto de lo que con éste quisieron hacer De la Madrid o Zedillo. Las 
narrativas que resultan de ese criterio son interesantes, en tanto son fácilmente incluibles 
en una narración mayor, normalmente más importante o, al menos, más valorada y más 
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fácilmente entendible: el derecho, Constitución incluida, no es sino parte de un 
fenómeno de poder más amplio, ordenado en torno a una figura individual, delimitada y 
excluyente. 

El problema con esta forma de entendimiento es que el derecho, nuevamente en lo 
general y la Constitución en particular, pierden todo tipo de especificidad. Dejan de ser 
un fenómeno que si bien nadie pretende que sea autónomo frente a otros fenómenos 
sociales, incluidos los políticos, sí tiene un modo propio de crearse y ordenarse, además 
de generar sus propios entendimientos y consecuencias, más allá de lo querido o pensado 
por sus autores originarios o participantes históricos concretos. Al entenderse los ciclos 
constitucionales fuera de la personificación corriente, surge de nuevo la pregunta: ¿qué 
determina un ciclo? La respuesta es la materialidad de los cambios producidos. Con el 
tiempo y más allá del funcionario concreto, hay una serie de ajustes que pueden 
suponerse con la facilidad que da el conocimiento ex post, que tienen o el mismo origen 
o la misma finalidad. No es éste el lugar para dar cuenta de todos y cada uno de los 
ciclos, pero sí podemos identificar tres para considerar no sólo lo que cambió entre 1917 
y 2017, asunto que por lo demás puede hacerse mediante un sencillo cuadro 
comparativo, sino adicionalmente, identificar algunos de los elementos genéticos que, 
así sea por vía ejemplificativa, puedan denotar algo de lo que pasó en estos años. 

Un primer ciclo por considerar es el político-electoral. Hasta antes de la reforma 
electoral de 1977, poco se había modificado en la materia. Los derechos y las 
obligaciones electorales se mantuvieron prácticamente iguales, los medios de elección 
fueron los mismos, la organización electoral estaba en manos de las autoridades e imperó 
la autocalificación. Luego de esa fecha todo ha sido un constante modificar cada uno de 
esos aspectos. Los derechos se han ampliado, los partidos tienen un estatus competente y 
central, las elecciones son organizadas entre autoridades y partidos, y los tribunales 
califican no sólo la validez de aquéllas, sino mucho de lo que acontece en el devenir 
electoral. Estamos ante un ciclo que, si bien no ha sido breve ni estrictamente 
continuado, sí se ha mantenido para irlo ajustando y ampliando en torno a lo que pudiera 
considerarse un diseño o, al menos, una concepción originaria. 

Otro ciclo que puede ejemplificar lo que aquí quiero demostrar es el que, con cierta 
amplitud, llamaré federal. Teniendo como antecedente lejano la famosa reforma 
promovida por el presidente Cárdenas para darle facultades al Congreso de la Unión a 
fin de distribuir las competencias educativas entre la Federación, las entidades 
federativas y los municipios, no fue mucho más lo que se hizo para ajustar la ordenación 
inicial de las competencias entre esos tres órdenes de gobierno. Sin embargo, de 
comienzos de los años setenta para acá ha habido un constante ejercicio de centralización 
de funciones en las autoridades federales y asignación en las municipales. Ello ha 
servido para ir dejando a los estados con ámbitos de acción crecientemente menores en 
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tanto y, como se sabe, su condición de competencia es residual. Analizadas las reformas 
con visión de conjunto y cierta liberalidad, lo que ha sucedido es que las competencias 
organizadoras de la Federación se han incrementado, sea esto por medio de 
coordinaciones o concurrencias. Para muestra véase la actual fracción XXIX del artículo 
73 constitucional, relativo a las facultades del Congreso de la Unión, para comprender 
las maneras en que este Órgano ordena o interviene en cuestiones tan variadas como el 
deporte, los asentamientos humanos, la ecología o el crimen organizado, por ejemplo. 

El tercer ciclo es el relativo a los derechos humanos. No se trata sólo del cambio de 
denominación que se ha dado desde las llamadas garantías individuales y lo que implica 
en términos culturales y, por lo mismo, jurídicos sino también todo aquello que 
materialmente existe en la actualidad. El ciclo comenzó con algunas adiciones en el 
ámbito de los llamados derechos sociales a principios de la década de los setenta. Éstas 
no fueron consideradas relevantes jurídicamente, pero sí simbólicamente, debido a que a 
todas ellas se les asignó el estatus de normas programáticas. Con el pasar de los años se 
fueron adicionando otros contenidos tanto de carácter liberal como social, es decir, 
aquellos que, respectivamente, exigen de meras limitaciones al actuar público o la 
satisfacción mediante el otorgamiento de prestaciones materiales. Al incorporarse a la 
Constitución en junio de 2011 el nuevo artículo 1°, las cosas han tomado un carácter 
completamente distinto. Este precepto no sólo dispone la protección de derechos, sino 
que amplía la materia a los contenidos en la Constitución y a cualquiera de los tratados 
internacionales celebrados por el Estado mexicano, además de generar, por decirlo así, 
las instrucciones de uso para que todas las autoridades nacionales los garanticen y 
preserven. 

En cualquiera de los tres ciclos mencionados, así como en cualquier otro del que 
podamos echar mano, es importante observar que la mera participación individual de los 
presidentes de la República o de ciertas legislaturas no termina por explicar lo que 
tenemos enfrente. Ello es así porque un presidente en lo individual no es capaz de 
generar y concluir un ciclo. En el mejor de los casos, su papel se reduce a ser su 
iniciador o su continuador. Vistas así las cosas, la comprensión y explicación de lo que 
hoy es la Constitución no puede reducirse al ámbito anecdótico de señalar lo que tal o 
cual titular del Ejecutivo hubiera hecho, sino a agrupar las modificaciones para darle 
sentido a su incidencia y sus efectos jurídicos. 

Del texto del 17 al actual, ¿qué ha cambiado y qué ha permanecido en la 
Constitución? Ya sin entrar en las génesis particulares, podemos decir que prácticamente 
todo. Los derechos humanos, como vimos, obedecen a otra concepción y tienen muy 
diversos y ampliados contenidos; la manera de regular la economía por parte del Estado, 
tanto por actividades como por posibilidades, es muy distinta de la que fue concebida 
por los constituyentes; el sistema de suspensión de derechos es más rígido y acotado; las 
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condiciones de nacionalidad son diversas; los derechos político-electorales han 
cambiado; el territorio nacional se compone ahora de partes no enunciadas o de plano 
diferentes a las previstas en el texto originario; la composición de las Cámaras de 
Diputados y de Senadores, sus competencias y el modo de elegir a sus integrantes, es 
muy diferente; las atribuciones del presidente de la República, los modos de sustituir sus 
faltas y sus relaciones con su administración, han cambiado; la composición de los 
órganos jurisdiccionales, las condiciones de sus miembros y sus competencias, son 
también diversas; el modo de regular las responsabilidades, las causas de ello, los 
procedimientos y las sanciones, se han ido ajustando con el tiempo; los municipios son 
hoy órdenes jurídicos más complejos y autónomos; el estatus actual de la Ciudad de 
México difiere considerablemente del que se previó para el Distrito Federal; las 
competencias estatales no son las mismas de antaño y el patrimonio público cuenta con 
garantías novedosas para protegerlo. 

Los cambios en el texto son tales que si hoy la leyeran Múgica, Palavicini, Jara, 
Macías o Carranza, difícilmente pensarían que es el resultado de lo que ellos y otros 
crearon hace 100 años. Pero no sólo por lo que el texto dispone, sino también por lo que 
como conjunto significa actualmente. Si nos preguntamos qué significaba la 
Constitución en 1917 y qué significa ahora, obtendremos respuestas muy distintas. Antes 
y durante buena parte del siglo XX, era entendida como el conjunto de las reglas 
mediante las cuales se ordenaba el ejercicio del poder público, tanto en su modo de 
funcionamiento como en sus relaciones con los particulares. Salvo los casos de las 
entonces garantías individuales y su relación con el juicio de amparo, la Constitución 
difícilmente se conceptualizaba como norma jurídica y menos se le asignaba una 
jerarquía superior respecto de la totalidad del orden jurídico. Hoy en día, por el contrario 
y como parte de un esfuerzo reflexivo iniciado apenas en la década de 1990, el 
entendimiento constitucional se ha invertido: se concibe más como la norma o el 
conjunto de normas ordenadoras de la totalidad del orden jurídico dada su posición de 
suprema jerarquía, entre lo que se encuentra la ordenación de los poderes públicos, sus 
relaciones con los particulares y sus competencias y modos de actuar. La Constitución, 
entonces, no es nueva sólo por sus novedosos contenidos normativos, sino también 
porque cada uno de éstos en lo particular y todos en lo general, pueden cumplir 
funciones diversas a las que entonces había o, inclusive, pudieron imaginar tan insignes 
personajes. 

Lo que verían los constituyentes o el Primer Jefe al enfrentarse con la Constitución 
actual sería, en su mayoría, la gran cantidad de órganos jurídicos que estarían 
concurriendo a su aplicación y a la determinación de sus sentidos posibles. Hacia 1917, 
el principal productor de normas constitucionales era, desde luego, el órgano complejo 
previsto en el artículo 135 para reformarlo o adicionarlo. Hoy en día sigue siendo el 
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mismo, más allá de las modificaciones marginales que ha sufrido. Hasta aquí nadie se 
vería sorprendido. La gran diferencia es que actualmente la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación tiene una importancia capital en la fijación del sentido de los preceptos 
constitucionales, al igual que la tienen el resto de los órganos que ejercen la función 
jurisdiccional en el país. En unos casos y por su pertenencia al Poder Judicial de la 
Federación, pueden determinar sentidos más o menos acabados y permanentes respecto 
de ámbitos normativos particulares (materias y territorios, primordialmente); en otros, es 
decir, en todos los casos en que esos órganos no pertenezcan a ese Poder Federal, podrán 
definir sentidos constitucionales con menos generalidad y permanencia, pero aun así 
podrán hacerlo. La suma de estas posibilidades diferenciadas ha producido lo que suele 
denominarse mutaciones constitucionales. Esto es, cambios en el sentido normativo 
extraíble de un enunciado jurídico que no ha variado. Así, ahí donde antes tal o cual 
expresión o enunciado significaban tal o cual cosa, hoy pueden querer decir algo 
distinto. Más allá de los tribunales de cualquier jerarquía y tipo, existen otros muchos 
Órganos que, así sea limitada y provisionalmente, están en posibilidad de darles sentido a 
los preceptos constitucionales. Pienso destacadamente en los llamados órganos 
constitucionales autónomos y en entidades parecidas a ellos. Al momento de actuar y 
hasta en tanto sus decisiones no sean controvertidas y revocadas por los órganos 
jurisdiccionales, lo que aquéllos determinen respecto del sentido de los preceptos de la 
Constitución puede tener un valor determinante. Apreciar el modo en que la 
Constitución se crea y recrea por parte de ciertos órganos es algo que está pasando. Por 
lo mismo hay que dar cuenta también de ello para comprender lo que es y puede ser la 
Constitución. 

Entre 1917 y 2017 han pasado otras cosas con la Constitución: desde 1917 hasta 
prácticamente la década de los noventa, el orden jurídico nacional era pensado y operado 
bajo la concepción de los compartimentos estancos. El derecho civil, el mercantil o el 
penal, por ejemplo, tenían su propia delimitación, exclusiva o excluyente con respecto a 
todas las demás. Un civilista bien podía mantenerse ajeno al resto de las llamadas “ramas 
del derecho”. Lo interesante de este proceder era que el derecho constitucional era 
considerado bien una disciplina académica, bien una cuestión que tenía que ver con el 
gobierno o bien un tema que incidía sólo en los juicios de amparo por vía de las 
garantías individuales. La misma insularidad del derecho mercantil o del laboral se daba 
en el constitucional. Sin embargo, al concebirse a la Constitución como norma jurídica 
general, ésta comenzó a permear, por decirlo así, al resto de las ramas del derecho, no 
sólo como un modo de fijar una jerarquía sobre ellas, sino de manera más determinante 
como un modo de definir concretamente los contenidos materiales de sus normas. Para 
ponerlo en claro, hoy en día quien haga, como se dice, derecho administrativo o familiar, 
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tendrá necesariamente que considerar lo que la Constitución dispone para su materia, a 
riesgo de encontrar que las normas que pretende crear puedan declararse inválidas. 

Otro efecto de la Constitución en la actualidad está relacionado con una amplia y 
disputada determinación de los sentidos posibles. No es que tal cuestión no estuviera en 
germen desde el texto originario, sino que por las crecientes condiciones de pluralidad y 
su relación con la multicitada normatividad, hoy una variedad de actores compiten entre 
sí para lograr que los operadores jurídicos (judiciales y no judiciales) formalicen el 
sentido constitucional que acoja su pretensión. De este modo, existe una mayor disputa 
por los textos de la que había en 1917, siempre en el segmento de quienes sí adoptan el 
derecho como manera de ordenar sus conductas o se ven forzados por otros a hacerlo ahí 
donde lo hubieren desconocido. Insisto: lo que estamos viendo no es algo nuevo en 
sustancia, si se quiere llamarlo así, pero sí en cantidad y diversidad, lo cual, desde luego, 
termina por imponer un cambio de magnitud que afecta a la totalidad del sistema. 

Este sentido de pluralidad interpretativa se ha hecho posible gracias a la existencia de 
un texto canónico y de una manera más o menos definida de entenderlo. Con 
independencia de lo que cada actor sostenga que dice el texto, siempre se refiere a un 
cuerpo compuesto de 136 artículos vigentes en un determinado momento, de una 
multiplicidad de artículos transitorios y de una serie de interpretaciones válidas 
sostenidas por diversos y autorizados órganos. En procesos específicos de diversa índole, 
distintas personas (políticos, burócratas, empresarios, padres de familia, procesados y un 
larguísimo etcétera) disputarán entre sí el sentido de los preceptos con distintos enfoques 
a fin de tratar de demostrar que su causa está debidamente recogida en la Constitución y 
excluye a las restantes. Lo importante es ver que ese segmento de la población que busca 
resolver sus temas y problemas mediante el derecho considerará a la Constitución como 
un elemento central de sus estrategias, procederes y argumentaciones, lo cual no pasaba 
ni de lejos en 1917. 

Me detengo en un elemento más para ir cerrando lo que ya es un largo recuento. Al 
momento en que la Constitución de 1917 se publicó, la idea jurídico-política dominante 
con respecto a este texto era que con él y con las interpretaciones realizadas por las 
autoridades nacionales se cerraba el orden jurídico mexicano. Dejando de lado la 
expedición punitiva que acababa de retirarse, los mal llamados Tratados de Bucareli u 
otros ejercicios intervencionistas semejantes, lo cierto es que, de un modo formal, lo 
establecido en la Constitución de 1917 en efecto cerraba nuestro orden jurídico. Hoy en 
día, y en gran parte debido a la idea de aceptar la jurisdicción de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (así como de otros mecanismos con funciones semejantes), 
nuestra Constitución no corona más, por decirlo así, a nuestro orden jurídico. Al menos 
en esta materia, lo que diga la Corte Interamericana tiene la posibilidad de sobreponerse 
a lo decidido por los órganos nacionales, la Suprema Corte incluida. La Convención 
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Americana, a veces y para ciertos y pocos casos, puede determinar lo que la Constitución 
debiera decir. 

Si ponemos en conjunto las piezas que por separado he relatado, podemos concluir 
que la Constitución de ahora y la de entonces no son la misma. No lo son 
normativamente hablando, debido a la variedad de preceptos existentes ahora, su 
complejidad y sofisticación. No lo son interpretativamente hablando, pues hoy existen 
muchas y más competidas interpretaciones. No lo son operativamente consideradas, en 
tanto son más las cosas que hoy se hacen con la Constitución, tanto como determinante 
de contenidos supraconstitucionales, como criterio de regularidad de las normas creadas. 
No lo son en cuanto a su posición de cierre del sistema, al menos y destacadamente para 
los derechos humanos. No lo son, finalmente, en cuanto a las condiciones simbólicas que 
el texto de hoy tiene para el fenómeno social, con respecto a las que tenía en 1917. 

Sin entrar a discutir las peculiaridades del concepto que voy a utilizar, supongo que 
el conjunto de cambios puede considerarse una evolución. Al menos, por estar en 
sintonía con lo que en el mundo moderno se identifica con el constitucionalismo. Siendo 
así, surge entonces una pregunta importante: ¿cómo se debe dar cuenta de la 
Constitución en la actualidad? Es decir, ¿cuál es el mejor modo de explicar, a cien años 
de su aprobación, el texto que nos rige? Como en todo ejercicio académico, la respuesta 
depende mucho de lo que quiera mostrarse. Si, por poner un par de posibilidades, lo 
único que se desea es registrar cambios, pues a ello debiera dedicarse el ejercicio a 
realizar; si lo que se quiere es definir lo que la Suprema Corte ha hecho en diversos 
momentos con los preceptos constitucionales, pues a eso debiera ponerse atención. En 
dado caso, es el contexto lo que ha definido en mucho lo que aquí se pretende hacer y, 
por lo mismo, el modo de hacerlo. En este sentido, el Fondo de Cultura Económica 
quiere celebrar los primeros cien años de vigencia de la Constitución de 1917, para lo 
cual ha generado varios proyectos, unos con mayor sentido histórico y otros con mayor 
énfasis normativo. Dentro de la gama de posibilidades que la ocasión admite, una de 
ellas consiste en considerar que la Constitución no es y nunca fue un texto rígido e 
invariable, sino un texto abierto a diferentes circunstancias, actores y tiempos. Como lo 
decía el título del famoso libro del profesor Allen, al Fondo le pareció importante 
generar una obra para entender the law in the making (“la ley en formación”), o más 
puntualmente dicho en el contexto del Centenario, a la Constitution in the making. 
¿Cómo, a partir del texto aprobado en Querétaro, se fue construyendo a lo largo de cien 
años y por qué? Esta opción implicó entender que tal evolución no podía limitarse a 
señalar, una vez más, las sucesivas reformas habidas, así fuera organizándolas con 
criterios distintos a los convencionalmente utilizados. Tampoco se trataba, como menos 
frecuentemente se hace, al menos entre nosotros, de relacionar las reformas con sus 
sentidos jurisprudenciales, o en una mezcla de reforma o adición textual con criterios 
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judiciales. En fin, tampoco se intentaba encontrar las relaciones entre la evolución 
constitucional y la historia general o política del país, como han pretendido hacer 
algunos autores más allá de su éxito. Haber procedido así hubiera sido interesante por los 
materiales utilizados, por los puntos de vista de nuevos analistas, o por las conclusiones 
novedosas extraídas de andar sobre lo ya andado, como si las rutas de exploración fueran 
únicas, y cambiantes sólo los enfoques o visiones de los caminantes. 

Para comprender el sentido de lo que se había hecho con la Constitución, el Fondo 
convocó a un conjunto de personas con base en su conocimiento de ciertos temas 
puntuales en materia constitucional: derechos humanos, sistema federal, división de 
poderes, ordenación económica, función legislativa, poder ejecutivo, función 
jurisdiccional, administración pública, relaciones exteriores, responsabilidad de 
servidores públicos y relaciones Estado y sociedad. 

Los convocados y el Fondo decidimos que lo acabado de señalar era justo lo que no 
queríamos producir. Con ese acotamiento, discutimos lo que podría ser la Óptima y más 
completa opción explicativa. Al irse emitiendo los puntos de vista sobre la Constitución 
y su contexto, resultó algo semejante a un listado de los temas, cambios y problemas que 
precisé en la primera parte de esta presentación. Si la Constitución del 17, en efecto, 
había cambiado en sí misma del modo descrito y si, adicionalmente, otros fenómenos de 
la dinámica y la cultura jurídica se habían modificado también, ¿cuál era el mejor modo 
de dar cuenta de ello? ¿Cómo, además, narrar lo que de la Constitución no había 
funcionado en el sentido previsto y las razones de que esto ocurriera? ¿Cómo, 
finalmente, señalar lo que faltaría por hacer para adecuar nuestros textos y nuestra 
Constitución a algún tipo de criterio más evolucionado? 

Partiendo de la tradición del Fondo de permitir a sus autores una total libertad de 
investigación, como no podía ser de distinta manera, cada uno de los convocados buscó 
la forma de tratar el tema particular asignado de modo que pudiera explicar las reformas 
principales y la variedad de preceptos en vigor, las principales interpretaciones, las 
muchas “cosas” que hoy se hacen con la Constitución, su condición de ordenamiento 
inmerso en el ámbito internacional y sus principales condiciones simbólicas. También 
aquello que no había sido posible hacer con el modelo ideal de Constitución que a lo 
largo de los años se había ido construyendo. A nadie escapa que, como suele decirse, 
entre la letra y la realidad constitucionales las distancias son inmensas. Asimismo, entre 
lo existente y lo que se podría hacer, desde luego dentro o en la propia Constitución y 
sus prácticas, hay espacios que deben ser señalados. El resultado de los esfuerzos 
individuales y la suma de todos ellos es la colección que ahora presento en mi carácter 
de coordinador. 

En los próximos meses iremos viendo la aparición de los 11 títulos que componen 
esta serie. Los temas ya quedaron apuntados; sus objetivos y condiciones de realización, 
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también. Los autores esperamos que su publicación, lectura y discusión contribuya no 
sólo a recordar de dónde venimos y cómo y por qué estamos aquí, sino, más 
destacadamente, hacia dónde debemos dirigirnos. Nadie pasa por alto que dentro del 
agotamiento de modelos y paradigmas que en nuestra época estamos viviendo, algunos 
de ellos afectan a la Constitución y otros tienen que ver con el constitucionalismo. 
Apreciar esta doble dimensión del problema es importante. Por una parte, hay 
afectaciones a los modos en que se ha instaurado la división de poderes, o el sistema 
federal o la representación política. De ello se habla algo, aun cuando se propone poco. 
Sin embargo y simultáneamente, hay una crisis diferente que tiene que ver con las 
maneras que hemos de considerar aceptables para ordenar la convivencia social, tanto a 
partir de la definición de los ámbitos colectivos como de los individuales. Qué vaya a 
aceptarse en los próximos años como una humanidad mínima, es una cuestión; cómo 
vayan a relacionarse entre sí las personas, es otra; cómo vayamos a ordenar la vida 
social, es una más. Todo lo anterior impone cargas enormes a diversos campos de 
reflexión. Desde luego, a la ciencia jurídica en tanto a su objeto de estudio, el derecho, le 
corresponde formalizar algunas de las principales formas de convivencia. 

Si en el futuro, como supongo acontecerá, las constituciones seguirán estando en la 
parte superior de los órdenes jurídicos y determinando la validez de sus normas, más allá 
de crecientes o disminuidas presencias internacionales, es preciso discutir las propias 
constituciones no sólo como textos, sino como conjuntos de posibilidades sociales. En la 
colección que tan generosamente ha animado el Fondo, los autores hemos querido 
contribuir con algo a esa discusión. Esperamos que nuestros esfuerzos sirvan para alentar 
o abrir debates importantes sobre lo que debiera ser el derecho en general. Por trilladas 
que suenen las palabras, en esta construcción social descansa la posibilidad de generar y 
garantizar humanidad y convivencia social. Es, sin duda y con todos sus problemas, el 
mejor invento que como seres humanos hemos creado para ordenar algunos aspectos 
relevantes de nuestras vidas. Pensarlo, criticarlo, repensarlo y construirlo es una gran 
inversión y, tal vez, nuestra única manera de preservarnos como especie. 

Para finalizar esta presentación, quiero agradecer en primer lugar a cada uno de los 
autores por haberse comprometido de manera decidida a colaborar con un texto riguroso, 
completo y útil para la discusión nacional que se avecina. Asimismo, agradezco a Julio 
Martínez Rivas y a Santiago Oñate Yáñez por el apoyo prestado en la coordinación de 
los trabajos. Por último, al Fondo de Cultura Económica, en particular a José Carreño 
Carlón, a Karla López y a Rocío Martínez Velázquez, por su generosidad y guía para la 
realización de los trabajos, y para su publicación como colección en esta prestigiada 
editorial. 
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JOSÉ RAMÓN Cossío DÍAZ 
Ministro de la Suprema Corte de Justicia 
Miembro de El Colegio Nacional 


INTRODUCCIÓN 


Desde fines del siglo xvm, el paradigma de las constituciones escritas modernas exige la 
incorporación en su articulado de una declaración de derechos. Lo proclama con diáfana 
claridad el artículo 16 de la Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano, del 
26 de agosto de 1789: “Toda sociedad en la que no está establecida la garantía de los 
derechos, ni determinada la separación de los poderes, carece de Constitución”. En 
consonancia con este principio, las constituciones y los documentos constitucionales 
mexicanos expedidos después de la consumación de la Independencia en 1821 
establecen un conjunto más o menos amplio de derechos y libertades que el poder 
público —organizado por la propia Ley Fundamental— se compromete a respetar y 
garantizar. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, promulgada en la ciudad 
de Querétaro el 5 de febrero de 1917 y en vigor desde el 1” de mayo del mismo año, no 
sólo no es la excepción sino que —al igual que su inmediata antecesora, la Constitución 
Política de la República Mexicana, del 5 de febrero de 1857— abre su articulado con la 
enumeración de una serie de derechos ——conocidos entonces como “garantías 
individuales”—, los cuales definen de manera expresa y bastante detallada el alcance de 
la protección que la propia Constitución les confiere. 

El propósito de esta obra es presentar y explicar la génesis, evolución y 
transformación de los derechos consagrados en la Constitución mexicana de 1917. Para 
tal fin, el texto se divide en tres capítulos y un epílogo. El primer capítulo toma como 
punto de partida la declaración de derechos contenida en la Constitución de 1857, pues 
sobre ella se elaboró el proyecto que el Primer Jefe del Ejército Constitucionalista, 
Venustiano Carranza, sometió a la consideración del Congreso Constituyente. Los 
diputados constituyentes introdujeron cambios significativos en el proyecto de Carranza, 
incluyendo la reglamentación de los derechos de obreros y campesinos, que se conoce 
justamente como la aportación de la Constitución mexicana al constitucionalismo 
universal. Con el propósito de situar a nuestra Constitución en un contexto más amplio, 
este capítulo examina también las declaraciones de derechos de varias constituciones 
latinoamericanas de la época, tanto anteriores como posteriores a la Carta de Querétaro. 
Por último, se analiza la declaración de derechos en la Constitución mexicana en 
términos de los modelos constitucionales subyacentes, y se llega a la conclusión de que 
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el texto liberal de 1857 fue el modelo fundador, el que evolucionó y se complementó con 
los derechos sociales de 1917. Los derechos sociales, a su vez, y en combinación con un 
modelo de Estado interventor, desplazaron relativamente a los derechos de origen 
liberal, hasta que la llamada transición democrática condujo a una nueva síntesis —la de 
los derechos humanos—, que quedó consumada con la reforma constitucional del 10 de 
junio de 2011. En cierto sentido, como señala Héctor Aguilar Camín en el epígrafe que 
antecede a estas páginas, México vuelve al modelo liberal de la Constitución de 1857, 
pero en un contexto tendencialmente democrático que se ha enriquecido a partir de la 
turbulenta experiencia de la Revolución mexicana y de las décadas de gobierno 
autoritario que la sucedieron. 

El segundo capítulo ofrece un panorama sintético de todos los cambios introducidos 
en el texto constitucional en materia de derechos hasta el 5 de febrero de 2017, tanto los 
que consagraron derechos nuevos como los que afectaron a los derechos ya existentes 
desde 1917. Ahí se puede advertir que fue apenas hasta los años setenta que empezó a 
ampliarse el catálogo de derechos original, con la incorporación —al día de hoy— de 21 
derechos nuevos. En cuanto a los derechos ya existentes, la mayoría de las reformas han 
contribuido a ampliarlos y precisarlos; sin embargo, en algunas ocasiones se ha 
producido un retroceso, con la imposición de mayores restricciones a las originalmente 
previstas, pero los cambios posteriores, en su mayor parte, han corregido lo que 
finalmente no era sino una anomalía transitoria en un modelo constitucional en esencia 
liberal. 

El tercer capítulo se propone aportar un contexto real al ejercicio de ciertos derechos 
que se vieron puestos a prueba, particularmente en las décadas de dominio político 
indiscutido de la Presidencia de la República y del partido hegemónico. A partir de los 
años sesenta surgen nuevos movimientos sociales que reclaman márgenes crecientes de 
libertad y autonomía para sus miembros. Poco después se inicia un ciclo de reformas 
constitucionales que amplían el campo de la representación política y que logran 
convertir al voto ciudadano en el principio fundamental de legitimación del poder 
público. De la mano de estos cambios se revitalizan también otras importantes libertades 
democráticas, como la de expresión, la de reunión y la de asociación. Más aún, la 
presión de la sociedad civil y de los organismos internacionales convence al gobierno 
mexicano de la necesidad de una apertura hacia los sistemas universal y americano de 
los derechos humanos, cuyos instrumentos tienen cada vez mayor impacto en el 
ordenamiento jurídico interno. 

No obstante los cambios que ha traído la citada apertura, en el momento actual se 
percibe una “crisis de derechos humanos” caracterizada por un ambiente de violencia y 
de impunidad generalizada, así como de graves violaciones a los derechos básicos de 
grupos e individuos. Nuestra tesis en el epílogo es que tal crisis se explica en parte por la 
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construcción inacabada del Estado, del imperio de la ley y de la democracia, de acuerdo 
con el esquema de análisis de los órdenes políticos contemporáneos propuesto por 
Francis Fukuyama. Al mismo tiempo, esa crisis no puede entenderse sin hacer referencia 
a la cultura institucionalizada de la sociedad mundial, cuyo horizonte está en permanente 
movimiento y, por tanto, genera incesantemente una brecha entre las normas y los 
estándares que la comunidad internacional considera, en cada momento, como un 
componente imperativo de la legitimidad de los estados nacionales. Concluimos 
expresando nuestra esperanza de que México logre resolver esta crisis sin renunciar a los 
indudables avances democráticos de las últimas décadas. 

Los tres capítulos y el epílogo se completan con un Anexo, en el que presentamos, 
mediante un cuadro comparativo, las disposiciones sobre derechos en la Constitución de 
1857, con sus reformas, en el proyecto de Constitución presentado por Venustiano 
Carranza a los diputados constituyentes, y en el texto de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos finalmente aprobada. 

Cerramos estas breves líneas introductorias expresando nuestro profundo 
agradecimiento a José Ramón Cossío por la invitación a participar en este importante 
proyecto, así como por la confianza y la paciencia que nos demostró en el largo trayecto 
que requirió su conclusión. Agradecemos igualmente al Fondo de Cultura Económica y a 
su director, José Carreño Carlón, la hospitalidad de esa prestigiada casa editorial, gracias 
a la cual este emocionante esfuerzo puede verse publicado. 

Toca ahora a los lectores decidir si hemos tenido éxito en despertar su interés en una 
historia que es crucial para el presente y el futuro de México. 
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I. LOS DERECHOS EN LA CONSTITUCIÓN 
DE 1917 


PREÁMBULO 


El propósito de este capítulo es describir y explicar los antecedentes y los debates que se 
plasmaron en la declaración de derechos del texto original de la Constitución de 1917. 
Este propósito exige hacer una referencia a tal declaración en la Constitución de 1857, 
junto con sus reformas, ya que constituye la base sobre la cual el Primer Jefe del Ejército 
Constitucionalista, don Venustiano Carranza (1859-1920), sometió su proyecto a la 
consideración del Congreso Constituyente de Querétaro el 1” de diciembre de 1916. El 
capítulo reseña también algunos de los debates particulares que se dieron en el Congreso 
en esta materia y que condujeron a la introducción de modificaciones importantes al 
proyecto de Carranza. De particular significado son, por supuesto, los debates en torno a 
la incorporación de los derechos de carácter social en beneficio de obreros y campesinos, 
que es justamente la aportación particular de la Constitución de 1917 al 
constitucionalismo nacional y universal. Para situar esta aportación y la declaración de 
derechos que contiene la Constitución de Querétaro, en este capítulo se hace también 
referencia a las declaraciones de derechos de algunas constituciones latinoamericanas 
expedidas aproximadamente en la misma época, es decir, en los años anteriores e 
inmediatamente posteriores al Congreso Constituyente mexicano. 

Por último, se elabora la tesis de que, si bien retomó como base la declaración de 
derechos de la Constitución liberal de 1857, la Constitución de Querétaro no fue un 
documento constitucional de espíritu liberal. La evolución política posterior y la 
importancia que adquirió la política social dejó a los derechos individuales de corte 
liberal en un estado de relativa latencia que fue sometido a prueba repetidas veces por 
algunos de los movimientos políticos y sociales que se produjeron en distintos momentos 
del siglo xx, hasta su nuevo despertar a partir de los años noventa. 


LOS DERECHOS EN LA CONSTITUCIÓN DE 1857 Y SUS REFORMAS 


El texto de la Constitución de 1857 inicia, en su artículo 1°, con la siguiente proclama: 
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El pueblo mexicano reconoce, que los derechos del hombre son la base y el objeto de las instituciones 
sociales. En consecuencia, declara, que todas las leyes y todas las autoridades del país, deben respetar y 
sostener las garantías que otorga la presente Constitución. 


En la presentación del proyecto de Constitución, durante la sesión del Congreso 
Extraordinario Constituyente correspondiente al 16 de junio de 1856, la Comisión de 
Constitución justificó con breves y contundentes palabras la necesidad de anteponer tal 
declaración al texto constitucional: 


La comisión conoció que un deber imperioso y sagrado le demandaba una declaración de los derechos del 
hombre y ha procurado satisfacer a esta exigencia en el título primero del proyecto. No se lisonjea de la 
perfección ni presume de original. En los artículos que propone, no verá el Soberano Congreso sino un 
resumen de los principios adoptados por los mejores publicistas, proclamados en las constituciones de los 
países más adelantados en el derecho público, acogidos también por los proyectos que en diferentes épocas 
han tenido por objeto reformar nuestra Carta fundamental. ! 


La comisión aceptaba que “los derechos de la humanidad son inmutables y sagrados” 
y, por ello, no era su pretensión crearlos “ni hacerlos dependientes de un pacto variable 
como la voluntad de los contrayentes”.? Aun así, consideraba indispensable “decir en 
palabras claras y solemnes cuáles son las seguridades que nuestra sociedad puede prestar 
a tales derechos”. Y siguió diciendo, unas líneas más adelante: 


En un país desgraciado como el nuestro, donde todavía se disputan y defienden a mano armada privilegios y 
prerrogativas añejas que para otros pueblos caducaron y para el sentido común de los hombres civilizados 
merecen apenas compasión, cuando no el desprecio; en un país tan desgraciado como el nuestro, donde parece 
que se han refugiado todas las preocupaciones y los absurdos de los siglos tenebrosos, es de todo punto 
indispensable que, si no como victoria, al menos como protesta, los derechos del hombre sean escuchados y 
reconocidos en el templo de las leyes y formen parte de la constitución del pueblo.? 


Aunque los congresos constituyentes mexicanos del siglo XIX, y particularmente el 
de 1856-1857, protagonizaron algunos debates importantes en la materia, las elites 
gobernantes aceptaban esencialmente las doctrinas de la época sobre los derechos y las 
libertades que correspondía reconocer y garantizar en un documento constitucional. 
También pensaban, como los revolucionarios franceses de 1789, que el olvido de esos 
derechos y libertades era la causa de los males que aquejaban a la sociedad, por lo que, 
para lograr su respeto y garantía, era necesario proclamarlos de manera prominente en la 
ley fundamental. La Constitución de 1857 reconoce, en su Título I, Sección Primera, los 
derechos típicos de las constituciones liberales de la época,“ pues si bien no lo hizo 
expresamente con la libertad de cultos por falta de consenso entre los diputados 
constituyentes, esta libertad quedó garantizada implícitamente al haber omitido en el 


25 


texto constitucional la declaración de una religión oficial y la intolerancia a otros cultos 
que caracterizó a los documentos constitucionales anteriores.’ 

No obstante el consenso general que existía en la época sobre los derechos naturales 
del hombre, en el Congreso de 1856-1857 no hubo unanimidad sobre esta declaración, 
y por ello afloraron algunas voces disidentes, en el sentido de considerar que el texto que 
se discutía presentaba significativas omisiones. Así, don Ignacio Ramírez (1818-1879) 
objetó que el proyecto no preveía los derechos más importantes: se olvidaba de los 
derechos sociales de la mujer y no pensaba en su emancipación ni en darle funciones 
políticas. Del mismo modo, nada decía tampoco de los derechos de los niños, de los 
huérfanos, de los hijos naturales.” Don Ponciano Arriaga (1811-1865), miembro de la 
Comisión de Constitución, presentó el 23 de junio de 1856 un famoso “voto particular” 
sobre el problema de la propiedad de la tierra, que la Constitución de 1857 finalmente no 
abordó. Vale la pena citar literalmente algunos elocuentes párrafos de ese extenso 


documento: 


[...] uno de los vicios más arraigados y profundos de que adolece nuestro país, y que debiera merecer una 
atención exclusiva de sus legisladores cuando se trata de su código fundamental, consiste en la monstruosa 
división de la propiedad territorial. 

Mientras que pocos individuos están en posesión de inmensos e incultos terrenos, que podrían dar 
subsistencia para muchos millones de hombres, un pueblo numeroso, crecida mayoría de ciudadanos, gime en 
la horrenda pobreza, sin propiedad, sin hogar, sin industria ni trabajo. 

Este pueblo no puede ser libre, ni republicano ni mucho menos venturoso, por más que cien constituciones 
y millones de leyes proclamen derechos abstractos, teorías bellísimas, pero impracticables, en consecuencia 
del absurdo sistema económico de la sociedad.” 


Cierto es que las leyes de desamortización y de nacionalización de los bienes de la 
Iglesia dictadas en esos años trataron de empezar a resolver el problema de la tierra 
poniéndola en circulación, pero también sabemos que ello fue antecedente de una nueva 
acumulación de la propiedad territorial en pocas manos, que contribuyó a desencadenar 
la Revolución en 1910. Con la Constitución de 1917 se sentarían apenas las bases 
jurídicas para la redistribución de la tierra durante el siglo XX, intentando superar los 
“derechos abstractos” y las “teorías bellísimas pero impracticables” de que hablaba 
Arriaga. Los derechos de las mujeres y de los niños que reclamaba don Ignacio Ramírez 
tuvieron que esperar bastante más, pero han sido finalmente reconocidos de manera 
expresa en la Constitución de 1917.*% 

La declaración de derechos de la Constitución de 1857 tuvo algunas reformas 
posteriores, particularmente durante la dictadura del general Porfirio Díaz. La reforma 
más importante, de 1873, incorporó a la Constitución las llamadas Leyes de Reforma, 
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que se proclamaron entre 1859 y 1861 para establecer la libertad religiosa y la 


separación completa entre el Estado y la Iglesia católica. !! 

Durante la vigencia de la Constitución de 1857, la Suprema Corte de Justicia dictó 
algunos importantes criterios de interpretación que influirían de manera significativa en 
la trayectoria jurídico-constitucional de los derechos fundamentales durante el siglo XX. 


Dichos criterios están indisolublemente ligados a la consolidación y evolución del juicio 
de amparo, incorporado de manera definitiva en los artículos 101 y 102 de la 
Constitución de 1857. Mencionamos solamente tres de ellos: 


a) En primer lugar, después de enconados debates, la Suprema Corte interpretó el 


concepto de autoridad competente a que se refería el articulo 16 constitucional!’ 
en el sentido de que la “competencia” no comprendía el nombramiento o la 
elección, conforme a la legalidad, de las autoridades públicas, sino solamente el 
hecho de que éstas estuvieran establecidas en el orden jurídico y de que las leyes 
previeran sus atribuciones. Por el contrario, y como lo había aceptado en un 
primer momento, incluir en el requisito de autoridad competente la legitimidad 
de origen permitía a la Suprema Corte declarar la inconstitucionalidad de leyes o 
actos dictados por autoridades —principalmente de los estados— que hubieran 
sido electas o designadas de manera irregular. Así, por ejemplo, una ley podía 
resultar inconstitucional si el Ejecutivo o los miembros del órgano legislativo que 
la habían expedido no provenían de una elección legítima. Es el caso del muy 
famoso “Amparo Morelos”. En 1874, varios hacendados del estado de Morelos 
pidieron amparo contra la Ley de Hacienda del 12 de octubre de 1873, 
argumentando que, conforme al artículo 16 constitucional, el gobernador y la 
legislatura eran autoridades ilegítimas. Una Suprema Corte dividida concedió el 
amparo respecto del primero y lo negó en relación con la segunda.!? Resulta 
evidente que esto implicaba a la Corte en graves conflictos políticos que 
probablemente este tribunal no estaba en condiciones de resolver 
satisfactoriamente. 


b) En segundo término, y en estrecha liga con la cuestión de la legitimidad de 


c) 


origen, desde fines del siglo XIX la Corte mexicana adoptó el equivalente de la 
doctrina de las cuestiones políticas de la Suprema Corte de los Estados Unidos, 
excluyendo así del ámbito protector del juicio de amparo las controversias 
electorales y dejando su resolución en manos de instancias puramente políticas.!* 
En consecuencia, durante casi todo el siglo XX se produciría una ardua lucha para 
encontrar instituciones y procedimientos capaces de resolver los frecuentes 
conflictos de naturaleza electoral. 

En tercer lugar, la Suprema Corte de Justicia interpretó el concepto de exacta 
aplicación de la ley, que se encontraba previsto en el artículo 14 constitucional!” 
como si fuera una “garantía individual”; es decir, que el juez que no aplicara 
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correctamente la ley ordinaria estaría violando también un derecho constitucional 
del ciudadano.!* Después de fuertes debates, esta interpretación se consolidó 
primero en la materia penal, para luego extenderse también a la civil. A pesar de 
que había voces importantes en la época (como la de don Emilio Rabasa) que 


señalaron que se trataba de una interpretación que deformaba y desnaturalizaba al 


juicio de amparo,|? 


“constitucionalizó”. 


el Constituyente de Querétaro la ratificó y la 


El efecto de estos tres criterios fue, en suma, el de “despolitizar” al juicio de amparo, 
lo que le permitió desarrollarse y afirmarse como un medio bastante efectivo para 
combatir toda clase de arbitrariedades y abusos cotidianos de las autoridades de los 
diversos órdenes de gobierno, !8 así como el de ampliar su manto protector a la correcta 
aplicación de las leyes ordinarias, convirtiéndose así, a través de la intervención de los 
juzgadores federales y en última instancia de la Suprema Corte de Justicia, en el 
guardián de todo el orden jurídico nacional. Ello resultaba particularmente necesario 
respecto de las autoridades de estados y municipios, las cuales gozaban de escasa 
legitimidad y precaria confianza a los ojos de la población. Por tanto, el juicio de amparo 
pudo servir también como instrumento de la paulatina y efectiva integración del 
incipiente Estado nacional mexicano, integración que recibiría justamente un nuevo y 
decisivo impulso con la Constitución de 1917. 


LOS DERECHOS EN LA CONSTITUCIÓN DE 1917 


En este apartado nos proponemos examinar, primeramente, los cambios que el proyecto 
de Venustiano Carranza introdujo en los derechos reconocidos en la Constitución de 
1857, para luego analizar las modificaciones —algunas de gran trascendencia— que el 


Congreso Constituyente aprobó en la misma materia. !° 


El proyecto de don Venustiano Carranza 


El 1° de diciembre de 1916 se abrieron, en el Teatro de la República de la ciudad de 
Querétaro, las sesiones del Congreso convocado por el Primer Jefe del Ejército 
Constitucionalista, Venustiano Carranza, para debatir y aprobar el proyecto de 
Constitución que el mismo Primer Jefe presentó. En el discurso que pronunció ese día 
para explicar los cambios y las novedades que el proyecto introducía respecto de la 
Constitución de 1857, Carranza expresó con claridad que se trataba de incorporar en su 
texto 
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todas las reformas políticas que la experiencia de varios años, y una observación atenta y detenida, me han 
sugerido como indispensables para cimentar, sobre las bases sólidas, las instituciones, al amparo de las cuales 
deba y pueda la nación laborar últimamente por su prosperidad, encauzando su marcha hacia el progreso por la 
senda de la libertad y el derecho.? 


Haciéndose eco de las ideas de varios distinguidos intelectuales porfiristas —como 
don Justo Sierra (1848-1912) y don Emilio Rabasa (1856-1930)—, Carranza señaló, en 
su diagnóstico del momento constitucional, que, si bien la nacionalidad mexicana se 
había consolidado a la sombra de la Constitución de 1857, por desgracia los autores de 
ésta 


se conformaron con la proclamación de principios generales que no procuraron llevar a la práctica, 
acomodándolos a las necesidades del pueblo mexicano para darles pronta y cumplida satisfacción; de manera 
que nuestro código político tiene en general el aspecto de fórmulas abstractas en que se han condensado 
conclusiones científicas de gran valor especulativo, pero de las que no ha podido derivarse sino poca o 
ninguna utilidad positiva. 


En relación con la declaración de los derechos del hombre contenida en la 
Constitución, Carranza constata que éstos 


han sido conculcados de una manera casi constante por los diversos gobiernos que desde la promulgación de 
aquélla se han sucedido en la república; las leyes orgánicas del juicio de amparo ideado para protegerlos, lejos 
de llegar a un resultado pronto y seguro, no hicieron otra cosa que embrollar la marcha de la justicia, 
haciéndose casi imposible la acción de los tribunales. 


Y más adelante precisa: 


La Constitución de 1857 hizo [...] la declaración de que los derechos del hombre son la base y el objeto de 
todas las instituciones sociales; pero, con pocas excepciones, no otorgó a esos derechos las garantías debidas, 
lo que tampoco hicieron las leyes secundarias, que no llegaron a castigar severamente la violación de aquéllas, 
porque sólo fijaron penas nugatorias, por insignificantes, que casi nunca se hicieron efectivas. De manera que 
sin temor a incurrir en exageración puede decirse que a pesar de la Constitución mencionada, la libertad 
individual quedó por completo a merced de los gobernantes. 

El número de atentados contra la libertad y sus diversas manifestaciones, durante el período en que la 
Constitución de 1857 ha estado en vigor, es sorprendente; todos los días ha habido quejas contra los abusos y 
excesos de la autoridad, de uno a otro extremo de la república; y sin embargo de la generalidad del mal y de 
los trastornos que constantemente ocasionaba, la autoridad judicial de la federación no hizo esfuerzos para 
reprimirle, ni mucho menos para castigarlo. 


Ya en el terreno de las reformas que proponía para superar estos males, Carranza 
opinaba que, “siendo el objeto de todo gobierno el amparo y protección del individuo”, 
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el primer requisito que debe llenar la Constitución Política es que la protección se 
otorgue 


con cuanta precisión y claridad sea dable, a la libertad humana, en todas las manifestaciones que de ella 
derivan de una manera directa y necesaria, como constitutivas de la personalidad del hombre. 

[...] con ellas [las reformas] y con los castigos severos que el código penal imponga a la conculcación de 
las garantías individuales, se conseguirá que los agentes del poder público sean lo que deben ser: instrumentos 
de seguridad social, en vez de ser lo que han sido, los opresores de los pueblos que han tenido la desgracia de 
caer en sus manos. 


La comparación entre el texto de la Constitución de 1857, con sus reformas, y el 
proyecto de Constitución presentado por Carranza resulta de gran interés?! porque 
permite identificar, en la perspectiva del Primer Jefe y sus colaboradores, cuáles eran los 
abusos que requerían corregirse a través de la determinación precisa del contenido y el 
alcance de las garantías individuales. De algunos de estos cambios —relacionados 
principalmente con la justicia penal— ofreció Carranza una explicación en su discurso, y 
a ella nos referimos enseguida, para luego comentar brevemente algunas otras de las 
propuestas. 

Carranza aborda en primer término el artículo 14 de la Constitución de 1857, 
numeral que se mantuvo en la Constitución vigente. Reconoce que, para los 
constituyentes de 1856-1857, las garantías de legalidad contenidas en este precepto — 
principalmente la de la “exacta aplicación de la ley”— se referían a la materia penal, 
pero que la interpretación que hizo la Suprema Corte a fines del siglo XIX la había 
ampliado a la materia civil, convirtiéndola en la puerta de entrada —a través del juicio 
de amparo— para que este tribunal pudiera revisar las sentencias de todos los juzgadores 
del país, principalmente las de los estados. Igualmente reconoce que, si bien de este 
modo se le había dado al artículo una extensión indebida, esto se justificaba, en todo 
caso, por la necesidad de escapar al control de la autoridad judicial por los gobernadores 
de los estados. Por tanto, Carranza propone mantener la situación vigente, aunque 
introduciendo algunos ajustes.?? 

La segunda disposición comentada en el proyecto es el artículo 20, el cual contiene 
las garantías de los acusados en el juicio penal. Carranza aduce que estas garantías han 
sido ineficaces porque, sin violarse abiertamente, a su lado se siguen prácticas 
verdaderamente inquisitoriales “que dejan por regla general a los acusados sujetos a la 
acción arbitraria y despótica de los jueces”. Frente a las escuetas fracciones del artículo 
20 de la Constitución de 1857, el proyecto de Carranza agrega expresamente varios 
derechos importantes del acusado, como el de ser puesto en libertad bajo fianza al 
solicitarlo (y no solamente cuando no pudiera imponerse pena corporal); el de no ser 
compelido a declarar en su contra y el de no quedar incomunicado; el de que se le 
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reciban los testigos y las pruebas que ofrezca; el de ser juzgado en audiencia pública 
dentro de un plazo máximo, entre otros. 

El artículo 21 del proyecto privó a la autoridad administrativa de la facultad de 
imponer la sanción de reclusión hasta por un mes, pues ello daba pie a múltiples abusos, 
como el uso de arrestos sucesivos. Al circunscribir la facultad de la autoridad judicial a 
la imposición de las penas, el proyecto pretendía introducir el modelo acusatorio, 
haciendo responsable de la investigación al Ministerio Público al otorgarle el mando de 
la llamada “policía judicial”, y quitando así a los presidentes municipales y a la policía 
común “la posibilidad que hasta hoy han tenido de aprehender a cuantas personas juzgan 
sospechosas, sin más méritos que su criterio particular”. 

En relación con el derecho de propiedad consagrado en el artículo 27, el proyecto de 
Carranza precisa las autoridades a quienes corresponde declarar o llevar a cabo una 
expropiación por causa de utilidad pública; introduce algunas restricciones adicionales 
para las corporaciones civiles respecto de la posesión y administración de bienes raíces, 
así como la prohibición expresa de que las instituciones de beneficencia privada estén a 
cargo de corporaciones religiosas y de ministros de los cultos. El artículo 28 del proyecto 
señala las excepciones a la prohibición de monopolios y estancos, y describe los actos y 
las prácticas contra la libre concurrencia que las autoridades deben perseguir con 
severidad y eficacia, con fundamento en la ley. 

Un tema de particular análisis en el proyecto de Carranza se refiere al derecho de 
voto. Después de examinarlas, desecha las razones que había a favor de restringir el 
sufragio según el nivel de instrucción de los electores; por tanto, el artículo 35 del 
proyecto queda en los mismos términos de la Constitución de 1857, conforme a la 
reforma de 1898. Sin embargo, introduce como novedad los supuestos específicos en que 
se suspenden los derechos o prerrogativas del ciudadano (que anteriormente eran materia 
de ley), como no votar en las elecciones populares, estar sujeto a proceso penal o ser 
prófugo de la justicia, o por vagancia o ebriedad consuetudinaria, entre otros. 

Los ajustes y las modificaciones en el proyecto al catálogo de derechos en la 
Constitución de 1857 no se limitan a los ya apuntados, sino que pueden mencionarse 
también los siguientes: 


e La educación en los establecimientos oficiales será laica, y gratuita la enseñanza 
primaria superior y elemental impartida en los mismos establecimientos (artículo 
39. 

e A la garantía de la libertad de trabajo (artículo 5%) se agrega el desconocimiento 
de todo convenio en que el hombre renuncie temporal o permanentemente a 
ejercer determinada profesión, industria o comercio; en cuanto al contrato de 
trabajo, éste sólo puede obligar a prestar el servicio convenido por un periodo 
que no exceda de un año, y no puede extenderse en ningún caso a la renuncia, 
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pérdida o menoscabo de cualquiera de los derechos civiles y políticos. 

En relación con los delitos cometidos por medio de la imprenta (artículo 7%), se 
prohíbe el secuestro de la imprenta como “cuerpo del delito”. 

Se agrega el requisito de un “breve término” a la obligación de la autoridad de 
dar a conocer su respuesta a las peticiones que se le presenten (artículo 8°). 

En materia de libertad de asamblea (artículo 9%), el proyecto precisa, de manera 
prolija, cuándo se considera ilegal una reunión y ésta puede ser disuelta. 

En cuanto a la garantía de posesión y portación de armas (artículo 10), se indica 
que están prohibidas las reservadas por la Nación para uso del Ejército, la 
Armada y la Guardia Nacional; la portación de armas en las poblaciones se sujeta 
a los reglamentos de policía. 

Sobre la libertad de tránsito y residencia (artículo 11), se prevé la posibilidad de 
que la ley establezca restricciones al ejercicio de este derecho por “extranjeros 
perniciosos residentes en el país”; en relación con esto último, el proyecto de 
artículo 33 agregó la facultad exclusiva del Ejecutivo de la Unión “de hacer 
abandonar el territorio nacional inmediatamente y sin necesidad de juicio previo, 
a todo extranjero cuya permanencia juzgue inconveniente”. 

En relación con el fuero de guerra (artículo 13), se señala que los tribunales 
militares no podrán, “en ningún caso y por ningún motivo”, extender su 
jurisdicción a personas que no pertenezcan al Ejército y se agrega que, cuando un 
“paisano” (civil) esté implicado en un delito o falta del orden militar, “conocerá 
del caso la autoridad civil que corresponda”. 

El artículo 16 del proyecto prescribe, de manera muy detallada, los requisitos y 
condiciones para la aprehensión o detención de las personas que presuntamente 
hayan cometido un delito; igualmente se precisan los requisitos que deben 
cumplir las órdenes de cateo y las visitas domiciliarias por la autoridad 
administrativa. 

La garantía de acceso a la justicia (artículo 17) precisa que los tribunales estarán 
expeditos para impartirla “en los plazos y términos que fije la ley”. 

En relación con el sistema carcelario (artículo 18), se dispone que los lugares de 
la prisión preventiva y los destinados a la extinción de las penas estarán 
completamente separados. 

El artículo 19 del proyecto establece de manera detallada los requisitos del “auto 
de formal prisión”; los hechos señalados en éste son por los que se seguirá 
forzosamente el proceso y no pueden ser cambiados para alterar la naturaleza del 
delito; si en la secuela del proceso aparece que se ha cometido un delito distinto, 
éste debe ser objeto de acusación separada. 

Se precisan las excepciones a la prohibición de la confiscación de bienes (artículo 
22). 

Se incluye expresamente en el texto constitucional la libertad de creencia y culto 
religiosos (artículo 24), y se establece la restricción de que los actos de culto 
público pueden realizarse solamente dentro de los templos. 
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e Se define que, en tiempos de guerra, los militares pueden exigir a los particulares 
alojamiento, bagajes, alimentos y otras prestaciones “en los términos que 
establezca la ley marcial correspondiente” (artículo 26). 

e Por cuanto hace a los estados de emergencia (artículo 29), se eliminan las 
“garantías que aseguran la vida del hombre” como excepción a la suspensión de 
derechos. 

e En relación con el derecho de voto o sufragio pasivo, se agregan requisitos 
adicionales para ocupar los cargos de diputado federal y senador (artículos 55 y 
59), así como el de presidente de la República (artículo 82); varios de esos 
requisitos tenían el propósito de evitar que los candidatos pudieran abusar de sus 
posiciones de poder o de autoridad (por ejemplo, el servicio activo en el Ejército 
o el desempeño de una secretaría de Estado) para influir indebidamente en los 
procesos electorales, señalándose la obligación de separarse de tales encargos 
con una cierta anticipación a la fecha de los comicios. 


Como puede advertirse fácilmente del recuento anterior, el proyecto del Primer Jefe 
no propone cambios mayores a la declaración de derechos proveniente del texto de 1857, 
sino más bien precisiones y ampliaciones —algunas de las cuales ya se encontraban 
previstas en las leyes ordinarias— que tenían el propósito de contribuir a hacer más claro 
y “operativo” —como se diría hoy— el susodicho catálogo de derechos, prohibiendo, 
limitando y previniendo algunos de los abusos más comunes que se produjeron durante 
las dictaduras de los generales Porfirio Díaz (1830-1915) y Victoriano Huerta (1845- 
1916). Lo anterior no quiere decir, de ninguna manera, que tales propuestas fueran 
irrelevantes para la vigencia de los derechos respectivos. Pero resultan significativas por 
otro motivo más: inauguran una tendencia de cambio que se expresará a lo largo del 
siglo XX y que llega hasta nuestros días, que es la de incluir de manera detallada en las 
disposiciones constitucionales normas que, si bien podrían consagrarse en las leyes 
ordinarias, se elevan a rango constitucional justamente por la desconfianza de que el 
legislador no las incorpore en aquéllas de la manera debida. Dicho en otros términos: se 
inicia la tendencia por la cual la Constitución pretende regular su propia aplicación, bajo 
la premisa de que al tener dicha reglamentación el máximo rango normativo, se sustrae a 
la discrecionalidad de las autoridades ordinarias y adquiere una autoridad superior. 

Un último cambio que amerita comentario es el texto del artículo 1” que figura en el 
proyecto de Carranza. En lugar de referirse a los “derechos del hombre” que el pueblo 
mexicano “reconoce” como “base y objeto de las instituciones sociales”, como lo 
proclamaba el artículo 1° de la Constitución de 1857, ahora se señala que en la República 
mexicana “todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución...” La 
doctrina mexicana ha discutido si este texto refleja la ideología del positivismo jurídico, 
en contraste con el iusnaturalismo que claramente se expresa en el texto de 1857. Es 
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posible que así sea, porque algunos de los autores del texto eran hombres preparados y 
conocedores de las novedades jurídicas y constitucionales del momento, pero también es 
verdad que los constituyentes no estaban mayormente interesados en cuestiones 
filosóficas, sino en elaborar un texto constitucional que fuera eficaz y contribuyera a 
resolver los problemas del país. Desde ese punto de vista, el texto propuesto es 
plenamente congruente con la idea de que, más que proclamar principios elevados y 
abstractos, la Constitución debe definir con precisión en qué medida “garantiza” los 
derechos y las libertades fundamentales de las personas, señalando con claridad su 
alcance, sus limitaciones y sus excepciones. 

A lo anterior podemos agregar que el cambio no es tan grande como aparenta, pues 
el artículo 1° de la Constitución de 1857 aludía tanto a la idea de los “derechos del 
hombre” como a la del “otorgamiento de garantías”, cuando declara, en su parte final, 
“que todas las leyes y todas las autoridades del país, deben respetar y sostener las 
garantías que otorga la presente Constitución”; es decir, parece postularse una dualidad 
entre la idea de los “derechos del hombre” como construcciones ideales de carácter 
natural que, por ello, solamente pueden ser objeto de reconocimiento, y las “garantías”, 
que son las protecciones jurídicas específicas que les concede la Constitución. Desde 
este punto de vista, lo único que hizo el Constituyente de 1916-1917 fue suprimir la 
mención de los “derechos del hombre” como objeto de reconocimiento por el pueblo 
mexicano, sin alterar expresamente la concepción de fondo subyacente. 

Más aún, el artículo 101 de 1857 (que corresponde al 103 de la Constitución de 
Querétaro), que establecía, junto con el artículo 102, las bases del juicio de amparo, 
disponía que los tribunales de la Federación conocerían de toda controversia que se 
suscitara por “leyes o actos de cualquier autoridad que viole las garantías individuales”. 
Vemos nuevamente, con bastante claridad, que en la Constitución de 1857 los “derechos 
del hombre” constituían el concepto general que daba fundamento a las instituciones y 
era su objeto propio, mientras que las “garantías individuales” venían a ser su 
concretización jurídica en la Constitución, razón por la cual era posible pedir su 
protección por la autoridad judicial federal a través del juicio de amparo. Así lo 
entendían los autores de la época y en esos términos lo explica un distinguido 
comentarista de la Constitución de 1857, don José María Lozano (1823-1893): 


[...] en nuestro concepto, los arts. 2 a 29 de la sección 1* no contienen la enumeración o inventario de los 
derechos del hombre. La Constitución no los designa ni los enumera, anuncia simplemente que ellos son la 
base y objeto de las instituciones sociales, y en consecuencia, que las leyes y las autoridades deben respetar y 
sostener las garantías que otorga la Constitución. De esto, inferimos que los arts. 2 a 29 de la sección 1* no 
designan los derechos del hombre, sino las garantías que la misma Constitución acuerda para hacer efectivos 
aquéllos. Los derechos del hombre son preexistentes a toda ley, a toda constitución, a todo orden social, la 
Constitución no los cria (sic), sino simplemente los supone; no los enumera, sino que considerándolos con 
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relación al orden social, en el variado desarrollo que tienen, establece las garantías propias para su libre 


ejercicio.” 


Y para ilustrar la idea anterior ofrece el siguiente ejemplo: 


Así [...] deberemos decir, que la libre emisión del pensamiento es un derecho que el hombre ha tenido en todo 
tiempo, y que si bien actualmente esa libertad se identifica y asimila con la libertad de imprenta por ser ésta el 
medio común de que nos servimos para publicar nuestras ideas, no hay que creer que aquel derecho nació con 
la imprenta; nació con el hombre y fue preexistente a los diferentes inventos o medios de que se ha valido para 
dar una forma permanente a los conceptos de su espíritu, lo mismo en los tiempos de la escritura ideográfica 
que en los actuales.” 


Así, pues, de lo expuesto por Lozano resulta que era perfectamente lógico y 
congruente que el capítulo I del título primero de la Constitución de 1917 se intitulara 
“De las Garantías Individuales”. 

En resumen: si bien no parece haber un cambio mayor en la concepción y la 
formulación de los derechos del individuo y el ciudadano entre los textos de 1857 y 
1917, sí lo hay —como veremos más adelante— en la visión filosófica sobre el Estado y 
sus funciones en la sociedad. Ello se manifestó de manera clara con la incorporación de 
los derechos sociales de campesinos y obreros, pero se hizo mucho más visible, varios 
años más tarde, en el régimen presidencialista y autoritario que se asumió como sucesor 
y heredero de la lucha revolucionaria. 


Los debates del Congreso Constituyente de 1916-1917 


De manera general, puede afirmarse que el Congreso Constituyente de 1916-1917 
aceptó, sin introducir modificaciones mayores, la propuesta de declaración de derechos 
fundamentales contenida en el proyecto del Primer Jefe. Entre las modificaciones 
predominan algunas mejoras a la redacción del texto, así como varias precisiones 
conceptuales, pero también hay adiciones significativas que conviene comentar 
brevemente, producto de los dictámenes y los debates habidos durante las sesiones del 
Constituyente. Por supuesto, entre dichos debates se encuentran las aportaciones 
históricas de ese Congreso en materia de los derechos de obreros y campesinos que, por 
primera vez en el panorama mundial, se consagraron en un texto constitucional. En lo 


que sigue haremos referencia a algunos de estos cambios y debates.?? 


Los derechos individuales 
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En materia de derechos individuales, los siguientes son, esquemáticamente, los 
principales cambios introducidos por el Congreso en el proyecto que presentó el Primer 
Jefe: 


e Restricciones a la libertad de enseñanza: adición al artículo 3%, según la cual 
ninguna corporación religiosa ni ningún ministro de culto podrán establecer o 
dirigir escuelas de educación primaria; las escuelas primarias particulares están 
sujetas a la vigilancia oficial. 

e Libertad de trabajo: adición de un párrafo final al artículo 5°, señalando que 
“[Lla falta de cumplimiento de dicho contrato [de trabajo] por lo que respecta al 
trabajador, sólo obligará a éste a la correspondiente responsabilidad civil, sin que 
en ningún caso pueda hacerse coacción sobre su persona”. 

e Libertad de imprenta: adición de un párrafo final al artículo 7° que señala: “Las 
leyes orgánicas dictarán cuantas disposiciones sean necesarias para evitar que so 
pretexto de las denuncias por delito de prensa, sean encarcelados los 
expendedores, “papeleros”, operarios y demás empleados del establecimiento de 
donde haya salido el escrito denunciado, a menos que se demuestre previamente 
la responsabilidad de aquéllos”.?$ 

e Sistema penal: se precisa que el sistema penal estará basado en el trabajo como 
medio de regeneración social (artículo 18). 

e Jurado: se establece el jurado para juzgar los delitos cometidos por medio de la 
prensa contra el orden público o la seguridad exterior o interior de la Nación 
(artículo 20, fracción VI). 

e Infracciones administrativas: se precisan y limitan los castigos que pueden 
imponerse a las infracciones administrativas (artículo 21). 

e Derecho de propiedad: al proyecto de artículo 27 se agrega la declaración de que 
la “propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del 
territorio nacional, corresponde originariamente a la Nación, la cual ha tenido y 
tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los particulares, constituyendo 
la propiedad privada”; asimismo, la Nación “tiene en todo tiempo el derecho de 
imponer las modalidades que dicte el interés público así como el de regular el 
aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, para 
hacer una distribución equitativa de la riqueza pública y para cuidar de su 
conservación”; se precisa que la expropiación por causa de utilidad se hará 
“mediante” (y no “previa”) indemnización. 

e Prohibición de monopolios: se declara que no constituyen monopolios las 
asociaciones de trabajadores formadas para defender sus intereses, ni las 
asociaciones o sociedades cooperativas de productores (artículo 28). 

e Ministros de culto religioso: en el nuevo artículo 130, el Congreso introdujo un 
catálogo amplio de restricciones a los derechos y las actividades de las 
corporaciones religiosas, denominadas “iglesias”, a las que no se les reconoce 
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personalidad jurídica, así como a los ministros de culto religioso, de acuerdo con 


la doctrina de supremacía del Estado sobre las iglesias y no meramente de 


separación entre ambas instituciones.?? 


Además de las modificaciones anteriores, hubo algunos debates en que se propuso la 
introducción de mayores cambios, como la de prohibir los juegos de apuesta y la 
producción y consumo de alcohol (artículo 4°), o la de imponer restricciones aún más 
graves a los ministros de culto religioso, como la obligación de ser casados o la 
prohibición de la confesión auricular (artículos 3% y 130), pero estas propuestas 
finalmente no prosperaron. 

En relación con los derechos políticos se suscitó un par de cuestiones que conviene 
mencionar con más detalle, si bien, como señalamos anteriormente, al final no se 
hicieron cambios al proyecto de Carranza en esta materia. En primer lugar, se examinó 
nuevamente la cuestión de si debía haber ciertas restricciones al voto activo, como el 
requisito de saber leer y escribir, lo que hubiera excluido de la calidad de electores a una 
buena parte de la población de entonces. Carranza había señalado que, de acuerdo con 
los principios de la ciencia política, el derecho electoral sólo tendría que atribuirse 


a aquellos individuos que tengan plena conciencia de la alta finalidad a que aquél tiende; lo que excluiría, por 
lo tanto, a quienes por su ignorancia, su descuido o indiferencia sean incapaces de desempeñar debidamente 
esa función, cooperando de una manera espontánea y eficaz al gobierno del pueblo por el pueblo. 


Sin embargo, en México —continuó Carranza— hay “factores o antecedentes 
históricos que obligan a aceptar una solución distinta de la que lógicamente se desprende 
de los principios de la ciencia política”. Así como la Revolución de Ayutla 


fue hecha por las clases inferiores, por los ignorantes y los oprimidos, la Constitución de 1857, que fue su 
resultado, no pudo racionalmente dejar de conceder a todos, sin distinción, el derecho de sufragio, ya que 
habría sido inconsecuente negar al pueblo todas las ventajas de su triunfo. 


Algo similar sucedía con la revolución que encabezaba el propio Carranza, por lo 
que concluía en los siguientes términos: 


El gobierno de mi cargo considera, por tanto, que sería impolítico e inoportuno en estos momentos, después de 
una gran revolución popular, restringir el sufragio, exigiendo para otorgarlo la única condición que 
racionalmente puede pedirse, la cual es que todos los ciudadanos tengan la instrucción primaria bastante para 
que conozcan la importancia de la función electoral y puedan desempeñarla en condiciones fructuosas para la 
sociedad. 
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Así, pues, parece ser que para Carranza, como para sus contemporáneos, el 
reconocimiento de la universalidad del voto era más bien una cuestión de oportunidad y 
conveniencia política y no de principio. Lo confirma con toda claridad el dictamen de la 
Comisión de Constitución cuando señala: 


La defensa del principio de la restricción del sufragio está hecha muy sabiamente en el informe del ciudadano 
Primer Jefe. Las cualidades morales de los grupos étnicos dominantes por su número en el país justifican la 
teoría del sufragio restrictivo; pero razones de política impiden que la doctrina pueda llevarse a la práctica en 
la época presente [...] si la revolución propusiera la restricción del voto, sus enemigos podrían hacerle la 
imputación de haber faltado a uno de sus principios [el de “sufragio efectivo”] y sería sumamente peligroso 


dejar en nuestros enemigos esas armas.>% 


En la discusión sobre el dictamen, en relación con el artículo 357 se desechó una 
propuesta del diputado Calderón, en el sentido de que las elecciones inmediatas para los 
poderes federales fueran absolutamente libres, es decir, sin restricciones al voto 
universal, pero que en las siguientes —dos o cuatro años después— solamente tuvieran 
acceso al voto los que supieran leer y escribir. Citando una opinión de Eduardo Hay, 
Calderón temía que 


el voto sin restricciones, dentro de poco tiempo, gracias a los votos de los analfabetos, guiados por los 
terratenientes o por los curas de los pueblos, nos conducirá irremisiblemente a los Gobiernos conservadores y 
quizá ultraclericales.?? 


Y adelantándose a algunas de las prácticas electorales del régimen revolucionario ya 
consolidado (que algunos han calificado de “fraude patriótico”), manifestó también lo 
siguiente: 


Pero día vendrá, y no muy tarde, si el orden constitucional lo permite, en que la reacción se organice de nuevo 
para combatir por medio de la prensa, por medio de la tribuna, abierta y ferozmente, no veladamente como 
hoy, a los jacobinos, a los verdaderos hombres de la revolución. Y entonces, el partido liberal se verá en la 
necesidad de apelar al fraude electoral para afianzar el Poder y a esto se le llamará la nueva dictadura militar, 
porque el fraude electoral llamará en su apoyo a las bayonetas. 

Esto, que está muy lejos de ser el funcionamiento normal y benéfico de la democracia que nosotros 
ambicionamos, mantendría en tensión al Gobierno y a la sociedad, si no en la frontera, sí en todos los Estados 
del país. 

Debemos convenir en que el partido liberal no cederá el campo a la reacción por ningún motivo y en que 
la democracia no consiste en llamar a los reaccionarios al poder.* + 


La otra cuestión que se mencionó en el debate fue la del voto de la mujer, cuando el 


diputado Palavicini preguntó por qué la comisión no había tomado en cuenta las 
iniciativas relativas al voto femenino que se le habían hecho llegar; el diputado Monzón 
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contestó que “a moción de varios ciudadanos diputados” y “también por cuestión 
tradicional”. En efecto, la comisión se había pronunciado en contra de aceptar el voto de 
las mujeres con los siguientes razonamientos: 


La diferencia de los sexos determina la diferencia en la aplicación de las actividades; en el estado en que se 
encuentra nuestra sociedad, la actividad de la mujer no ha salido del círculo del hogar doméstico, ni sus 
intereses se han desvinculado de los miembros masculinos de la familia; no ha llegado a nosotros a romperse 
la unidad de la familia, como llega a suceder con el avance de la civilización; las mujeres no sienten, pues, la 
necesidad de participar en los asuntos públicos, como lo demuestra la falta de todo movimiento colectivo en 
este sentido. 

Por otra parte, los derechos políticos no se fundan en la naturaleza del ser humano, sino en las funciones 
reguladoras, en las funciones que debe ejercer para que se mantenga la coexistencia de los derechos naturales 


de todos; en las condiciones en que se encuentra la sociedad mexicana no se advierte la necesidad de conceder 


el voto a las mujeres.** 


Es evidente que la comisión no compartía entonces la que es hoy la concepción 
plenamente aceptada de los derechos políticos como derechos humanos, es decir, 
derechos fundados en la naturaleza humana, e incluso parece un poco contradictorio, o 
discutible al menos, afirmar que no lo son, a pesar de tener como objeto —en palabras de 
la misma comisión— “la coexistencia de los derechos naturales de todos”.?* 

La comisión tampoco tenía razón en afirmar que “las mujeres no sienten, pues, la 
necesidad de participar en los asuntos públicos, como lo demuestra la falta de todo 
movimiento colectivo en este sentido”, y si bien reconoció que había algunas mujeres 
“excepcionales” que tenían las condiciones necesarias para ejercer “satisfactoriamente 
los derechos políticos”, de ello no se derivaba la conclusión de que “éstos deben 
concederse a las mujeres como clase”. Ello implicaba desconocer que, al igual que en 
otras latitudes, ya existía en nuestro país un movimiento feminista incipiente, pero cada 
vez más pujante. Además de otros importantes antecedentes, baste mencionar que en 
1916 se celebró en Mérida, Yucatán, el Primer Congreso Nacional Feminista, en donde 
cientos de mujeres se reunieron para debatir sobre la legislación nacional en temas como 
el derecho al sufragio y las libertades civiles y laborales. Así, pues, el reconocimiento 
del derecho de participación política de las mujeres en el ámbito nacional se postergó 
una vez más, pero algunos estados se adelantaron en este camino, como Yucatán en 1922 
y Chiapas en 1925.77 

En cuanto al derecho de voto o sufragio pasivo, es decir, la capacidad de ser electo 
para un cargo representativo, el Congreso Constituyente sí introdujo cambios al proyecto 
del Primer Jefe, y en particular al artículo 55, relativo a los requisitos para ser diputado 
federal (que eran los mismos que para ser senador, salvo el de la edad), que desencadenó 
un intenso debate, particularmente respecto de la fracción primera, relativa a la 


nacionalidad, la cual adicionaba la exigencia de “saber leer y escribir”. 3% 
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Respecto del requisito de la nacionalidad, la Comisión agregó, en contraste con la 
Carta de 1857, que debía ser “por nacimiento”, lo que excluía del cargo —y excluye 
hasta la fecha— a los mexicanos por naturalización. Se trató de justificar la adición 
señalando que, como al Congreso le correspondía designar al sustituto o interino del 
presidente de la República cuando éste faltara permanente o temporalmente, todos los 
diputados eran en algún momento “presidenciables”, y de ahí la necesidad de exigir la 
nacionalidad por nacimiento.?? Sin embargo, el debate tomó otro rumbo. Quienes se 
opusieron a este cambio señalaron que el cargo debía de estar abierto al menos a los 
originarios de naciones latinas que se naturalizaran mexicanos; a ellos no se les debía 
considerar extranjeros, pues por sus venas corría la misma sangre de los mexicanos.* 
Pero el diputado Paulino Machorro Narváez defendió el dictamen de la comisión, de la 
que era integrante, expresando lo que probablemente correspondía al pensamiento íntimo 
y a las pulsiones nacionalistas, quizá hasta xenófobas, de muchos constituyentes. 

Machorro Narváez se preguntó si el pueblo mexicano constituía ya una nacionalidad, 
para contestar que había “muchos elementos que actualmente son contrarios a la 
constitución de nuestra nacionalidad”, así que el mexicano venía a ser un pueblo débil 
que no tenía unidad nacional: “Somos diversas agrupaciones que todavía no pueden 
colaborar de un modo completo a un fin común, aún no nos hemos fundido en el tipo 


nacional”.* De ahí resulta que 


el extranjero sea siempre más fuerte en México que en cualquiera otra parte del mundo, y por este motivo, 
según la ley biológica, la nacionalización de los extranjeros en México es un trámite legal, no es un concepto 
real [...] el extranjero viene a México y se naturaliza, no se asimila al pueblo mexicano [...] el extranjero 
sigue siendo extranjero; su tipo biológico y sus cualidades naturales psicológicas están fijadas y están más 
cerca del tipo fuerte de su antigua patria, y las cualidades del tipo étnico mexicano no están fijadas. 


Las pulsiones nacionalistas del Congreso Constituyente de Querétaro, en buena parte 
fruto de la experiencia histórica del país y del movimiento revolucionario mismo, se 
reflejaron no solamente en el artículo 55, sino en muchas otras disposiciones que 
establecen restricciones para los extranjeros y menores derechos para los mexicanos por 


naturalización.* 


Los derechos sociales 


Es muy conocida la historia de la génesis de los artículos 27 y 123 de la Constitución de 
Querétaro, en cuanto contienen la primera declaración que hubo en el constitucionalismo 
mundial de los llamados “derechos sociales”, es decir, de los derechos particulares que 


se reconoció a dos grandes grupos sociales: los campesinos y los trabajadores.** 
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Si bien al presentar su proyecto Carranza había hecho profesión de fe respecto de la 
necesidad de la reforma social, retomando lo ya prometido en las adiciones de 12 de 
diciembre de 1914 al Plan de Guadalupe y en varias leyes prerrevolucionarias dictadas 
por él mismo,* resultó decepcionante para muchos diputados constituyentes no 
encontrar en el proyecto disposiciones más explícitas sobre las graves cuestiones 
sociales que agitaban a las fuerzas revolucionarias, sino solamente algunas adiciones 
generales en el artículo 5°, en materia del contrato individual de trabajo, y la previsión de 
la competencia a la Federación y los estados para que pudieran legislar en la materia 
laboral, pero sin estar obligados a hacerlo. El debate sobre el particular se desató al 
examinarse el proyecto del artículo.*? Varios diputados, principalmente de origen 
obrero, manifestaron su inconformidad con las propuestas de Carranza y sostuvieron la 
necesidad de incluir de manera expresa los derechos que la Constitución debía reconocer 
a los trabajadores, tales como la limitación de la jornada de trabajo, el trabajo nocturno, 
el descanso dominical, el salario, etc. Al respecto, el diputado Lizardi opinó que tales 
adiciones le quedarían al artículo “exactamente como un par de pistolas a un Santo 
Cristo”. Lizardi hacía más bien referencia a que tales propuestas, desde el punto de vista 
técnico, no estaban bien ubicadas en el artículo 5%, sino que correspondían mejor al 4°, 
que ya se había discutido y aprobado;*” pero también es cierto que, en general, los 
constituyentes con formación jurídica tenían reservas sobre la inclusión directa de los 
derechos sociales en el texto constitucional, cuando parecía más apropiado fijar 
solamente las competencias y las bases para la legislación laboral ordinaria. Los 
diputados favorables a dicha inclusión rebatieron el punto de vista de Lizardi. Heriberto 
Jara (1879-1968), por ejemplo, señaló, no sin ironía: 


[...] los jurisconsultos, los tratadistas, las eminencias en general en materia de legislación encuentran hasta 
ridícula esta proposición. ¿Cómo va a consignarse en una Constitución la jornada máxima de trabajo? ¿Cómo 
se va a señalar allí que el individuo no debe trabajar más que ocho horas al día? Eso, según ellos, es imposible; 
eso, según ellos, pertenece a la reglamentación de las leyes; pero precisamente, señores, esa tendencia, esa 
teoría, ¿qué es lo que ha hecho? Que nuestra Constitución tan libérrima, tan amplia, tan buena, haya resultado 
como la llamaban los señores científicos “un traje de luces para el pueblo mexicano”, porque faltó esa 
reglamentación que jamás se hizo. Se dejaron consignados los principios generales y ahí concluyó todo.*% 


El diputado Jorge von Versen (1882-1944) apuntó que la comisión no debería tener 
miedo de que el artículo pareciera un Cristo con pistolas, porque “si es preciso para 
garantizar las libertades del pueblo que ese Santo Cristo tenga polainas y 30-30. 
¡Bueno!... que se le pongan las polainas, que se le pongan las pistolas, que se le ponga el 
30-30 al Cristo, pero que se salve nuestra clase humilde, a nuestra clase que representa 


los tres colores de nuestra bandera y nuestro futuro y nuestra grandeza nacional”. 
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El diputado Froylán Manjarrez (1894-1937) hizo referencia a una cuestión crucial: 
¿quién podía asegurar que el legislador que viniera después respetaría los principios que 
los obreros deseaban ver plasmados en el texto constitucional? Manjarrez opinaba que al 
problema de los trabajadores había que dedicarle toda atención y, por tanto, que hacía 
falta 


no un artículo, no una adición, sino todo un capítulo, todo un título de la Carta Magna. Yo no opino como el 
señor Lizardi, respecto a que esto será cuando se fijen las leyes reglamentarias, cuando se establezca tal o cual 
cosa en beneficio de los obreros; no, señores, ¿quién nos garantizará que el nuevo Congreso habrá de estar 
integrado por revolucionarios? ¿Quién nos garantizará que el nuevo Congreso, por la evolución natural, por la 
marcha natural, el gobierno, como dijo el señor Jara, tienda al conservatismo? ¿Quién nos garantizará, digo, 
que ese Congreso general ha de expedir y ha de obrar de acuerdo con nuestras ideas? No, señores, a mí no me 
importa que esta Constitución esté o no dentro de los moldes que previenen los jurisconsultos, a mí no me 
importa nada de eso, a mí lo que me importa es se den las garantías suficientes a los trabajadores, a mí lo que 
me importa es que atendamos debidamente al clamor de esos hombres que se levantaron en la lucha armada... 


vamos al fondo de la cuestión; introduzcamos todas las reformas que sean necesarias al trabajo. 


En vista del cariz que tomaba el debate, el diputado Alfonso Cravioto (1884-1955) 
propuso que la comisión retirara del artículo 5° todas las cuestiones obreras 


para que con toda amplitud y con toda tranquilidad presentemos un artículo especial que sería el más glorioso 
de todos nuestros trabajos aquí; pues así como Francia, después de su revolución, ha tenido el alto honor de 
consagrar en la primera de sus cartas magnas los inmortales derechos del hombre, así la revolución mexicana 


tendrá el orgullo legítimo de mostrar al mundo que es la primera en consignar en una Constitución los 


sagrados derechos de los obreros.” 


Así se hizo y el resultado fue el artículo 123 de la Constitución de 1917. Ahora, de 
acuerdo con este nuevo artículo, que comprendía todo un título (el sexto) de la 
Constitución, no sólo se les imponía a los órganos legislativos la obligación de dictar 
leyes en materia de trabajo, sino que se determinaban de manera detallada las bases a 
que se sujetaría la respectiva legislación: jornada máxima de trabajo, tanto diurna como 
nocturna; descanso obligatorio; derechos de las mujeres trabajadoras durante y después 
del periodo de gestación; garantías del salario y salario mínimo; vivienda para los 
trabajadores; accidentes de trabajo y enfermedades profesionales; sindicalización y 
derecho de huelga; creación de las juntas de conciliación y arbitraje para dirimir los 
conflictos de trabajo; derechos de los trabajadores en caso de despido, entre otras 
importantes disposiciones. La trascendencia de la labor del Constituyente quizá se hace 
más visible si pensamos que, a pesar de las numerosas enmiendas que ha sufrido, buena 
parte del texto original del artículo se conserva en la disposición constitucional vigente. 

Por lo que se refiere al proyecto del artículo 27, la decepción fue similar, si no es que 
más grande. Rememora Pastor Rouaix: 
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[...] el artículo 27 que se refería a la propiedad de las tierras y a los derechos del poseedor, causó mayor 
desconsuelo entre los constituyentes, porque sólo contenía innovaciones de interés secundario sobre el artículo 
vigente de la Constitución de 1857, sin atacar ninguna de las cuestiones vitales cuya resolución exigía una 
revolución que había sido provocada e impulsada por la necesidad de una renovación absoluta en el régimen 
de la propiedad rústica. Hasta esos tiempos el obrero pesaba poco en la sociedad mexicana porque el país no 
estaba industrializado y el número de trabajadores fabriles era insignificante, comparado con la masa 


campesina sujeta al peonaje... Estos motivos hacían que la resolución del problema agrario fuera de más 


urgencia y de mayor necesidad para el país.*? 


En efecto, el sector social más importante era el campesino, pues una gran mayoría 
de los habitantes del país vivía en el campo y para las labores agrícolas. La tierra se 
hallaba concentrada en pocas manos —principalmente en las de los hacendados y 
latifundistas—, lo cual no sólo era consecuencia de la historia colonial, sino de los 
intentos que hicieron los liberales desde mediados del siglo XIX para poner en circulación 
la propiedad inmueble. Por tanto, al tratarse de la principal fuente de riqueza, los 
movimientos campesinos reivindicaban el reparto de tierras, en unos casos, y la 
restitución de las mismas, cuando habían sido despojados de ellas, en otros. Sin 
embargo, el proyecto de don Venustiano Carranza suponía que, para resolver el 
problema agrario, bastaba con restituir las tierras ilegalmente adquiridas y, en lo demás, 
recurrir a la facultad expropiatoria por el poder público, por lo que el artículo 27 
meramente disponía que la propiedad privada no podía ocuparse sino para uso público y 
que correspondía a la autoridad administrativa declarar la necesidad o utilidad de la 
ocupación, pero que ésta sería dictada por la autoridad judicial si hubiera desacuerdo 
sobre sus condiciones “entre los interesados”. En un párrafo posterior el proyecto añadía 
tímidamente: 


Los ejidos de los pueblos, ya sea que los hubieren conservado posteriormente a la Ley de Desamortización, ya 
que se les restituyan o que se les den nuevos, conforme a las leyes, se disfrutarán en común por sus habitantes, 
entretanto se reparten conforme a la ley que al efecto se expida. a 


Nuevamente se formó una comisión que sesionó de manera paralela al Congreso 
Constituyente para elaborar el proyecto de lo que sería el artículo 27 finalmente 
aprobado y que, como hemos apuntado, da un giro muy pronunciado a la reglamentación 
constitucional de la materia, pues la declaración de que correspondía a la Nación la 
propiedad originaria sobre las tierras y aguas comprendidas dentro del territorio nacional 
permitió al Congreso Constituyente establecer, acto seguido, que se podrían dictar 


las medidas necesarias para el fraccionamiento de los latifundios; para el desarrollo de la pequeña propiedad; 
para la creación de nuevos centros de población agrícola con las tierras y aguas que les sean indispensables; 
para el fomento de la agricultura y para evitar la destrucción de los elementos naturales y los daños que la 
propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad. Los pueblos, rancherías y comunidades que carezcan de 
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tierras y aguas, o no las tengan en cantidad suficiente para las necesidades de su población, tendrán derecho a 
que se les dote de ellas, tomándolas de las propiedades inmediatas, respetando siempre la pequeña propiedad. 


Esta disposición sería el fundamento para el reparto agrario a gran escala, iniciado en 
los años veinte con los gobiernos de los generales Álvaro Obregón (1920-1924) y 
Plutarco Elías Calles (1924-1928) e intensificado en la década de los treinta con el 
gobierno del general Lázaro Cárdenas (1934-1940), el que continuaría con altas y bajas 
hasta comienzos de los años setenta. Más allá de sus aciertos y errores,* el reparto 
agrario logró una cierta mejoría en las condiciones de vida de amplios grupos 
campesinos, pero en la realidad actual de una economía industrial y de servicios 
sometida a la competencia global, solamente algunos sectores de la economía agrícola 
han logrado prosperar, gracias a la industrialización y la exportación de sus productos, 
mientras que buena parte de la población que todavía vive en el campo 
(aproximadamente 25% de los habitantes del país) lo hace en situación de marginación y 
pobreza. 


Los instrumentos de protección 


Aunque no es materia central de este ensayo, resulta indispensable hacer referencia a los 
instrumentos que la Constitución prevé para la protección y defensa de los derechos 
reconocidos por ella misma, bajo la premisa —hoy habitual— de que poco valen tales 
derechos si no existen los medios adecuados para lograr su garantía efectiva. En este 
sentido, la Constitución de 1917 contiene algunos cambios trascendentes que reseñamos 
someramente en esta oportunidad. 

El primer instrumento protector es el juicio de amparo, que termina por consolidarse 
en 1917 con la estructura y las funciones que había adquirido paulatinamente en el 
último tercio del siglo xIx.*? En este sentido, el proyecto de Carranza “constitucionaliza” 
dicha evolución mediante la propuesta de especificar, en el artículo 14, los criterios 
orientadores de las sentencias judiciales en las materias penal y civil, así como la 
incorporación detallada, en el artículo 107, de las bases de la procedencia y de la 
tramitación del juicio de amparo. En su discurso del 1° de diciembre de 1916, Carranza 
mencionó expresamente la importancia de los cambios que su proyecto introducía en 
esta materia y, en relación con el artículo 14, aceptó que se le había dado a éste una 
extensión indebida, lo que había provocado diversos males, entre ellos el recargo de las 
labores de la autoridad judicial federal y el entorpecimiento de la marcha de los juicios 
del orden común. Sin embargo, siguió diciendo Carranza, 
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hay que reconocer que en el fondo de la tendencia a dar al artículo 14 una extensión indebida, estaba la 
necesidad ingente de reducir a la autoridad judicial de los estados a sus justos límites, pues bien pronto se 
palpó que convertidos los jueces en instrumentos ciegos de los gobernadores, que descaradamente se 
inmiscuían en asuntos que estaban por completo fuera del alcance de sus atribuciones, se hacía preciso tener 
un recurso, acudiendo a la autoridad federal para reprimir tantos excesos. 


Carranza señaló, entonces, que no había vuelta atrás y que había que aceptar y 
ratificar esta situación con las siguientes palabras: 


El pueblo mexicano está ya tan acostumbrado al amparo en los juicios civiles para librarse de las 
arbitrariedades de los jueces, que el gobierno de mi cargo ha creído que sería no sólo injusto, sino impolítico 
privarlo ahora de tal recurso, estimando que bastará limitarlo únicamente a los casos de verdadera y positiva 
necesidad, dándole un procedimiento fácil y expedito para que sea efectivo, como se servirá ver la Cámara en 
las bases que se proponen para su reglamentación. 


No obstante que al aprobar el artículo 14 el Congreso Constituyente ya había 
ratificado esta postura de Carranza, al discutirse el artículo 107 se reabrió el debate con 
ocasión del voto particular al dictamen respectivo que presentaron los diputados 
Heriberto Jara e Hilario Medina (1891-1964), quienes se oponían al uso habitual del 
amparo para revisar las sentencias ordinarias locales. Medina expresó los propósitos del 
voto en los siguientes términos: 


[...] defendemos la justicia local, el prestigio de los tribunales locales; queremos que haya perfecta división 
entre las materias civiles y penales y las materias constitucionales de que debe conocer la Corte; queremos que 
todos los asuntos judiciales no se concentren en la ciudad de México en manos de cuatro o cinco abogados a 


quienes se considere como las notabilidades del foro mexicano y se les invoque como los únicos abogados en 


la República, cuando en provincia hay abogados bastante competentes." 9 


Más aún, había que reconocer que la justicia federal también podía cometer 
arbitrariedades e injusticias al revocar las sentencias correctas de los jueces de los 
estados,” ” por lo que el diputado Medina preguntaba: “¿qué se hace cuando haya un fallo 
injusto en la Corte Suprema?” 

No obstante que el voto particular contenía argumentos atendibles, el Congreso 
Constituyente ratificó abrumadoramente —por 139 votos contra cuatro— la procedencia 
del juicio de amparo contra sentencias definitivas, siguiendo la propuesta de don 
Venustiano Carranza y el dictamen de la Comisión de Constitución. Pero el debate sirvió 
para clarificar algunas cuestiones importantes que han seguido alimentando la discusión 
sobre este tema hasta nuestros días: la necesidad de que hubiera unidad en la justicia del 
país, de modo que se nivelaran las diferencias entre los estados;?* que no había violación 
de la soberanía de los estados, porque sus atribuciones estaban limitadas por el respeto a 
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la Constitución General; que los poderes judiciales de los estados seguían teniendo la 
última palabra, en cuanto el amparo no era una instancia más, sino un instrumento para 
constatar si había habido o no violación de una garantía individual, regresando el fallo a 
la autoridad que lo había dictado para su corrección; que hubiera sido incongruente no 
aceptar la protección del amparo contra sentencias judiciales, cuando ya en el nuevo 
artículo 14 se habían detallado, como garantía individual, los requisitos que debían 
cumplir dichos fallos, tanto en la materia civil como en la penal; que en el proyecto del 
Primer Jefe ya estaban corregidos algunos de los vicios y abusos del amparo que atacaba 
el voto particular; que los jueces y abogados de los estados cometían errores por falta de 
personal, así como de conocimientos, de práctica y de requisitos para la defensa de la 
libertad, etcétera. 

Como puede advertirse del recuento anterior, aunque importante, el debate ya no giró 
principalmente en torno a la función protectora de los derechos por el amparo, la cual se 
daba por descontada, sino más bien alrededor de la ubicación de una de sus modalidades 
—la impugnación de sentencias judiciales— en la arquitectura institucional del país; 
indirectamente, se trataba también del principio de supremacía constitucional y de la 
unidad del orden jurídico en un sistema federal, lo que —como hemos recalcado 
anteriormente— no era trivial en un país que seguía siendo muy diverso y heterogéneo 
en lo político, lo económico y lo social, y que estaba todavía escasamente integrado. 

La Constitución de 1917 creó además un instrumento original para la protección de 
derechos, tanto de las garantías individuales como de los derechos político-electorales: la 
facultad de investigación de la Suprema Corte de Justicia, asentada en el párrafo tercero 
del artículo 97. En la presentación de su proyecto, Carranza se refirió a esta propuesta 
con las siguientes palabras: 


El Poder Legislativo tiene incuestionablemente el derecho y el deber de inspeccionar la marcha de todos los 
actos del gobierno, a fin de llenar debidamente su cometido, tomando todas las medidas que juzgue 
convenientes para normalizar la acción de aquél; pero cuando la investigación no deba ser meramente 
informativa, para juzgar de la necesidad e improcedencia de una medida legislativa, sino que afecta a un 
carácter meramente judicial, la reforma faculta tanto a las cámaras como al mismo Poder Ejecutivo, para 
excitar a la Suprema Corte a que comisione a uno o algunos de sus miembros, o a un magistrado de circuito, o 
a un juez de distrito, o a una comisión nombrada por ella para abrir la averiguación correspondiente, 
únicamente para esclarecer el hecho que se desea conocer; cosa que indiscutiblemente no podrían hacer los 
miembros del Congreso, los que de ordinario tenían que conformarse con los informes que quisieran rendirles 
las autoridades inferiores [las cursivas son nuestras]. 


El “hecho que se desea conocer” se refería a diversas cuestiones, como la conducta 
de algún juez o magistrado federal; un hecho o hechos que constituyeran la violación de 
una garantía individual; la violación del voto público y algún otro delito castigado por la 
ley federal. Claramente se advierte que Carranza desconfía de la capacidad del Congreso 


46 


para investigar hechos similares a los mencionados, y al considerar que tal averiguación 
podría entrañar un “juicio” que pudiera invadir la esfera de competencia del Poder 
Judicial, determinó que era conveniente encargarla a la Suprema Corte de Justicia. Sin 
embargo, al ocuparse de los artículos relativos al Poder Judicial, el Congreso 
Constituyente debatió principalmente el tema de su independencia y de los modos de 
nombramiento de ministros, magistrados y jueces, por lo que la facultad de investigación 
no fue objeto de discusión, y el proyecto se aprobó en sus términos. 

La facultad de investigación de la Suprema Corte fue siempre una figura muy 
debatida. Si bien no están claros sus antecedentes y motivaciones,*! sí afloraron pronto 
sus problemas, sobre todo la indefinición sobre el procedimiento y el alcance de la 
intervención de la Corte, lo que desató intensas discusiones en su interior, o la 
posibilidad de que se viciara de origen la posterior actuación del Poder Judicial, entre 
otros. Su ejercicio durante los años que siguieron a la aprobación de la Constitución de 
1917, particularmente en frecuentes cuestiones electorales suscitadas en los estados en 
conexión con la comisión de delitos federales, despertó pronto resistencias políticas que 
llevaron al mismo presidente Carranza a proponer al Congreso de la Unión, en mayo de 
1919, la supresión de dicha facultad, pues al convertirse la Corte en árbitro de las 
elecciones —según él— se confundía “la órbita judicial con la electoral”, además de que 
la “injerencia de la Suprema Corte ha estado comprometiendo la armonía de las 


relaciones entre el Poder Federal y los locales”.2 La iniciativa no fue aprobada por un 


Congreso que era mayoritariamente opositor a Carranza. 


La propia Suprema Corte advirtió también los riesgos y peligros a que la exponía el 
ejercicio de esa facultad, negándose frecuentemente a admitir las peticiones que recibía 
en tal sentido. Vale la pena citar, de manera extensa, las reflexiones que al respecto 
elaboró su presidente, don Salvador Urbina, con motivo del informe rendido al Pleno de 
la Corte al terminar el año de 1951, pero haciendo una valoración de toda la década 
anterior: 


Rememoramos la actitud de serenidad y de abstención de este Alto Tribunal y de sus componentes en todo 
acto o manifestación de carácter partidista o de política interior en favor de una tendencia o de cualquier 
funcionario [...] Y en lógica o íntima relación con este deber primordial de la Suprema Corte, ha examinado 
con toda ponderación, en los casos que se le han presentado, la procedencia de la aplicación, o la negativa de 
ésta, de la facultad discrecional que le concede el párrafo 3° del artículo 97 de la Constitución. 


En este terreno escabroso y resbaladizo de las pasiones políticas, que pone en peligro la rectitud necesaria de 
la Justicia, y dentro de las numerosas y variadas interpretaciones a que se presta esa facultad, motivando en 
casos concretos largas sesiones y discusiones acaloradas en este Alto Tribunal, hemos procurado, con las 
resoluciones adoptadas, usar de dicha facultad excepcionalmente, como en el caso de León, Guanajuato. 

De no hacerlo así, las pasiones políticas harían fácil presa de este Alto Tribunal, con mengua de sus 
funciones constitucionales, de su imparcialidad para juzgar posteriormente como Juez de garantías o de 
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competencia, los mismos actos base de la investigación, además de servir, sin quererlo ni saberlo, de 
instrumento a los políticos para el logro de sus objetivos, no siempre nobles, de cualquier lado de los que 
contiendan y que tratan de obtener para su provecho situaciones de aparte legitimidad en su favor; o también 
servir de apoyo indebido, mediante la investigación, a los actos transgresores de la ley, de autoridades de alta 


O baja categoría. La Suprema Corte dará el fallo definitivo y último, dentro del debido procedimiento legal, y 


conforme lo ordena la Constitución, nuestra Ley Suprema. + 


Con el ascenso del presidencialismo, disminuyó la necesidad —por así decirlo— de 
invocar esta facultad de la Suprema Corte, pero con el debilitamiento de aquél a partir de 
los años noventa, resurgieron los intentos de ponerla en funcionamiento. Al final, se 
consideró que se trataba de una facultad que ya no era necesaria, porque existían varios 
otros instrumentos protectores de derechos, pero, sobre todo, porque no era adecuada a 
las funciones de autoridad judicial máxima de la Suprema Corte, y así la reforma 
constitucional en materia de derechos humanos de 10 de junio de 2011 resolvió 


trasladarla a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 


PERSPECTIVA SOBRE LOS DERECHOS EN LA CONSTITUCIÓN DE 1917 


Para cerrar este capítulo y tratar de redondear el panorama que presenta, haremos 
referencia a las declaraciones de derechos en varias constituciones latinoamericanas de la 
época; es decir, en las expedidas algunos años antes o después de la promulgación de la 
Constitución de Querétaro. Esta referencia nos servirá para situar en un contexto más 
amplio la labor del Constituyente mexicano en el ámbito de los derechos fundamentales. 
También puede servir a este propósito una reflexión final sobre el “espíritu” y los 
modelos de Estado en la Constitución, los cuales, en su evolución posterior, influyeron 
también de manera significativa en la trayectoria de los derechos consagrados en ella. 


Las garantías individuales y sociales en las constituciones latinoamericanas de 


la época 


Comenzamos nuestra revisión de las constituciones latinoamericanas de la época con la 
Constitución colombiana de 1886, la cual tuvo una vigencia de más de 100 años —con 
numerosas reformas— hasta su sustitución por la actual Constitución de 1991. El Título 
III de la Constitución de 1886 se intitula “De los derechos civiles y garantías sociales” y 
comprende los artículos 19 a 52. Se trata de una declaración de derechos típica de las 
constituciones liberales latinoamericanas de la segunda mitad del siglo XIX. Por ejemplo, 
el artículo 23 está redactado en términos casi textualmente iguales a los de los artículos 
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14 y 16 de la Constitución mexicana de 1857:% “Nadie podrá ser molestado en su 
persona, familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, 
sino a virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, con las formalidades 
legales y por motivo previamente definido en las leyes”. 

En la materia de las relaciones entre la Iglesia y el Estado, la Constitución 
colombiana de 1886 establece un régimen con rasgos confesionales, pero con libertad de 
cultos. Así, el artículo 38 dispone lo siguiente: 


La Religión Católica, Apostólica, Romana es de la Nación; los Poderes públicos la protegerán y harán que sea 
respetada como esencial elemento de orden social. 
Se entiende que la Iglesia Católica no es ni será oficial, y conservará su independencia. 


Por su parte, los artículos 39 y 40 conceden las siguientes garantías. 


Artículo 39. Nadie será molestado por razón de sus opiniones religiosas, ni compelido por las autoridades a 
profesar creencias ni a observar prácticas contrarias a su conciencia. 

Artículo 40. Es permitido el ejercicio de todos los cultos que no sean contrarios a la moral cristiana ni a las 
leyes. 

Los actos contrarios a la moral cristiana o subversivos del orden público, que se ejecuten con ocasión o 
pretexto del ejercicio de un culto, quedan sometidos al derecho común. 


Por lo que se refiere a la enseñanza, el artículo 41 dispuso: “La educación pública 
será organizada y dirigida en concordancia con la Religión Católica”. 

El interés de ese régimen constitucional respecto de las relaciones entre Iglesia y 
Estado radica en que resulta similar al que se pretendía establecer en la Constitución 
mexicana de 1857% y que quizá pudo llevar a un compromiso entre los liberales 
moderados y los conservadores, pero en vista de que éstos, con el apoyo de la Iglesia 
católica, desconocieron la Constitución, los liberales puros lograron imponer, con las 
Leyes de Reforma, una separación mucho más tajante entre ambas instituciones, la cual 
se radicalizó aún más en el Congreso Constituyente de 1916-1917, según hemos visto 
más arriba. 

Conviene mencionar también, en materia de derechos políticos, que la Constitución 
colombiana de 1886 estableció —como en la Constitución mexicana de 1857—”% la 
incompatibilidad de los ministros de culto para ocupar cargos públicos.”! Por el 
contrario, en Colombia el sufragio no se otorgó de manera universal e irrestricta, como 
en nuestra Constitución de 1857, sino que se limitó a los ciudadanos (varones) que 
supieran leer y escribir o tuvieran “una renta anual de quinientos pesos, o propiedad 
inmueble de mil quinientos” (artículo 173). Resulta interesante hacer notar que en la 
Constitución colombiana de 1886 ya se anuncian algunas bases de la justicia electoral, lo 
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que en nuestro país ocurriría hasta bastante tiempo después. ”? De acuerdo con el artículo 
180: 


Habrá Jueces de escrutinio, encargados de decidir con el carácter de Jueces de derecho, las cuestiones que se 
susciten de validez o nulidad de las actas, de las elecciones mismas, o de determinados votos. 

Estos Jueces son responsables por las decisiones que dicten, y serán nombrados en la forma y por el 
tiempo que determine la ley. 


Por último, se puede mencionar que el artículo 14 de la Constitución de 1886 parece 
contener un antecedente de la llamada “Cláusula o Doctrina Calvo”,” que el 
Constituyente de 1917 incorporó en el artículo 27 y que consiste en la renuncia expresa 
que hagan los extranjeros a invocar la protección de sus gobiernos en relación con las 
tierras y aguas que adquieran en territorio mexicano, es decir que aceptan considerarse 
como nacionales respecto de dichos bienes. El artículo 14 citado dispone: “Las 
sociedades o corporaciones que sean en Colombia reconocidas como personas jurídicas, 
no tendrán otros derechos que los correspondientes a personas colombianas”. 

La segunda Constitución que examinamos es la Constitución de la República de los 
Estados Unidos de Brasil, de 24 de febrero de 1891.”* El Título Cuarto (“De los 
ciudadanos brasileños”), sección Il, contiene una “Declaración de derechos” que 
comprende los artículos 72 a 78. El artículo 72 declara que la Constitución “asegura a los 
brasileños y a los extranjeros residentes en el País la inviolabilidad de los derechos 
concernientes a la libertad, a la seguridad individual y a la propiedad”, los que se 
desarrollan de manera relativamente detallada en los siguientes 31 parágrafos. Se trata 
también de una típica declaración de derechos de las constituciones liberales del siglo 
XIX, y en este sentido se encuentra muy próxima a la Constitución mexicana de 1857 y 
en ciertos aspectos inclusive a la de Querétaro. En lo que sigue subrayamos algunos 
elementos de interés relacionados también con la separación entre Iglesia y Estado, y que 
contrastan de algún modo con lo examinado más arriba en el caso colombiano. El 
artículo 72 proclama: 


La República sólo reconoce el matrimonio civil, cuya celebración será gratuita ($ 4). 

Los cementerios tendrán carácter secular y serán administrados por la autoridad municipal, dejando libre a 
todos los cultos religiosos la práctica de los respectivos ritos en relación con sus creyentes, siempre que no 
ofendan a la moral pública o la ley ($ 5). 

Será laica la enseñanza impartida en los establecimientos públicos ($ 6). 

Ningún culto o Iglesia gozará de subvención oficial, ni tendrá relaciones de dependencia o alianza con el 
Gobierno de la Unión o de los Estados ($ 7). 

Por motivo de creencia o de función religiosa, ningún ciudadano brasileño podrá ser privado de sus 
derechos civiles o religiosos ni eximirse del cumplimiento de cualquier deber cívico ($ 28). 

Los que aleguen algún motivo de creencias religiosas con el fin de exentarse de cualquier carga que las 
leyes de la República impongan a los ciudadanos, y a los que aceptaren condecoración o títulos nobiliarios 
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extranjeros, perderán todos sus derechos políticos ($ 29). 


Esta última declaración se complementa con lo señalado en el artículo 70, $ 1, inciso 
4”, en el sentido de que no pueden ser electores en las elecciones federales o de los 
estados los “religiosos de órdenes monásticas, compañías, congregaciones © 
comunidades de cualquier denominación, sujetas a voto de obediencia, regla o estatuto 
que importe la renuncia de la libertad individual”. 

En tercer lugar hacemos mención de la primera Constitución de Cuba, de 21 de 
febrero de 1901, luego de lograr su independencia del imperio español. El Título IV se 
denomina “De los derechos que garantiza esta Constitución”, que comprende los 
artículos 11 a 42. En los temas que hemos venido estudiando resalta la libertad de 
profesar todas las religiones, así como el ejercicio de todos los cultos, “sin otra 
limitación que el respeto a la moral cristiana y al orden público” (artículo 26). La misma 
disposición indica que la Iglesia está separada del Estado, “el cual no podrá 
subvencionar, en caso alguno, ningún culto”. 

En cuanto a la educación, el artículo 31 proclama que la enseñanza primaria es 
obligatoria y que ésta, así como la de artes y oficios, son gratuitas; ambas están a cargo 
del Estado, pero lo están también la segunda enseñanza y la superior, aunque “toda 
persona puede aprender o enseñar libremente cualquier ciencia, arte o profesión y fundar 
y sostener establecimientos de educación y enseñanza”. 

Por lo que se refiere al derecho de sufragio, es de interés lo señalado en el artículo 
39: “Las leyes establecerán reglas y procedimientos que aseguren la intervención de las 
minorías en la formación del censo de electores y demás operaciones electorales y su 
representación en la Cámara de Representantes, en los Consejos Provinciales y en los 
Ayuntamientos”. 

De la Constitución cubana de 1901 también llama la atención la reglamentación 
relativamente detallada de las situaciones de emergencia y la suspensión de las garantías 
constitucionales, reglamentación que establece claras limitaciones temporales, materiales 
y procedimentales a las facultades de los poderes respectivos —Llimitaciones que hoy 
consideraríamos “garantistas” de los derechos humanos—, como por ejemplo la 
existencia previa de una Ley de Orden Público para regir en el territorio en donde se 
hubieran suspendido las garantías; pero ni en dicha ley ni en ninguna otra procedía 
suspender más garantías que las indicadas expresamente por la Constitución, ni se podía, 
durante la suspensión, hacerse la “declaración de nuevos delitos, ni imponerse otras 
penas que las establecidas en las leyes vigentes al decretarse la suspensión” (artículo 
41). 

Pasamos ahora a revisar algunas constituciones latinoamericanas dictadas después de 
1917, en algunas de las cuales encontraremos —haya sido o no por influencia de la 
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Constitución de Querétaro—”% el reconocimiento constitucional de las cuestiones 


sociales, lo que las distingue de las típicas constituciones liberales del siglo XIX y 
comienzos del Xx. 

Iniciamos el examen de estos ordenamientos con la Constitución Política de Costa 
Rica, de 8 de junio de 1917.” Las garantías individuales están contenidas en el Capítulo 
II, que comprende los artículos 13 a 38. En ellas encontramos muchas fórmulas muy 
similares a las de la Constitución mexicana, como por ejemplo en lo relativo a la 
prohibición de títulos de nobleza, prerrogativas y honores hereditarios, así como de la 
esclavitud (artículo 13); la prohibición de efectos retroactivos a las leyes (artículo 14); la 
libertad de profesión, industria, comercio y trabajo (artículo 16); la prohibición de 
prisión por deudas civiles (artículo 17), y la libertad de tránsito (artículo 32), entre otras 
semejanzas más. 

En cuanto a las relaciones entre Iglesia y Estado, el artículo 8° declara que la 
“Religión Católica, Apostólica y Romana es la del Estado, el cual contribuye a su 
mantenimiento, sin impedir el libre ejercicio de ningún otro culto que no se oponga a la 
moral universal ni a las buenas costumbres”. 

El artículo 9° se refiere de manera bastante extensa a la intervención y las 
responsabilidades del Estado en materia de educación: la enseñanza primaria es 
obligatoria y gratuita; las escuelas públicas primarias y las normales están a cargo del 
Estado; las escuelas primarias particulares quedan sujetas a la vigilancia del gobierno. El 
artículo dispone también que los institutos de educación secundaria existentes serán 
mantenidos por el Estado y se otorga a éste facultad para “crear otros centros de la 
misma índole y para contribuir a su sostenimiento y al de las Escuelas Profesionales que 
se funden por iniciativa pública o privada”, así como para restablecer la Universidad. El 
artículo concluye con la declaración de que “todo costarricense o extranjero en los 
establecimientos no costeados con fondos públicos, es libre para dar o recibir la 
instrucción que a bien tenga”. 

La disposición más interesante e innovadora en la Constitución costarricense de 1917 
es la siguiente: 


Artículo 10. Es obligación del Estado velar por el bienestar de las clases trabajadoras, y por ello dictará las 
leyes necesarias; a falta de iniciativa social promoverá y en todo caso apoyará en la medida de sus recursos, 
las instituciones que tengan por objeto armonizar sobre bases de justicia las relaciones entre patrones y 
obreros, y las que tiendan a mejorar la condición económica de éstos y a ampararlos en caso de enfermedad, 
vejez o accidente, para de trabajos u otras circunstancias de desgracia independientes de su voluntad. 


Encontramos en esta disposición las bases de una política social en favor de los 
trabajadores similar al programa delineado por la Constitución mexicana de 1917, pero 
una diferencia notable es que no se ha formulado en términos de derechos de los 
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trabajadores, sino de obligaciones del Estado, aunque el resultado final pueda ser el 
mismo. 

La Constitución de la República Oriental del Uruguay, de 3 de enero de 1918, no 
contiene novedades expresas en estas materias./ Es de hacer notar que la pena de 
muerte está completamente abolida (artículo 163), y que se habla del reconocimiento del 
derecho de la mujer al voto activo y pasivo, en materia nacional o municipal, pero sólo si 
es “hecho por la mayoría de dos tercios sobre el total de los miembros de cada una de las 
Cámaras” (artículo 10). 

La Constitución de la República del Perú, promulgada el 18 de enero de 1920, 
contiene un título, el I, denominado “Garantías individuales” (artículos 22 a 36). El 
artículo 35 solamente permite, en caso de que peligre la seguridad interior o exterior del 
Estado, la suspensión de unas cuantas garantías (libertad personal, permanencia en la 
República o lugar de residencia, inviolabilidad del domicilio, derecho de reunión) por el 
término máximo de 30 días. 

El título IV se denomina “Garantías sociales” (artículos 37 a 58), el cual se refiere 
sustancialmente a la propiedad, al trabajo y a los conflictos entre capital y trabajo, a la 
salud, a la asistencia pública, a las instituciones de previsión y seguridad social, así como 
a la protección y auxilio de la infancia y de las clases necesitadas, incluyendo a los 
pueblos indígenas. Destacan las siguientes disposiciones por su similitud de contenido 


79 


con varios preceptos de la Constitución de Querétaro,'” e incluso van más allá de 


éstos, aunque de nueva cuenta resalta su formulación en términos de facultades y 
obligaciones del Estado y no de derechos de sus habitantes: 


Artículo 40. La ley, por razones de interés social, puede establecer restricciones y prohibiciones especiales 
para la adquisición y transferencia de determinadas clases de propiedad, ya sea por la naturaleza de ellas o por 
su condición o situación en el territorio. 

Artículo 42. La propiedad minera en toda su extensión pertenece al Estado [...] 

Artículo 47. El Estado legislará sobre la organización general y la seguridad del trabajo industrial y sobre 
las garantías en él de la vida, de la salud y de la higiene. La ley fijará las condiciones máximas del trabajo y 
los salarios mínimos en relación con la edad, el sexo, la naturaleza de las labores y las condiciones y 
necesidades de las diversas regiones del país. 

Es obligatoria la indemnización de los accidentes de trabajo en las industrias y se hará efectiva en la forma 
que las leyes determinen. 

Artículo 48. Los conflictos entre el capital y el trabajo serán sometidos a arbitraje obligatorio. 

Artículo 53. La enseñanza primaria es obligatoria en su grado elemental para los varones y las mujeres 
desde los seis años de edad. La Nación garantiza su difusión gratuita. Habrá por lo menos una escuela de 
enseñanza primaria elemental para varones y otra para mujeres en cada capital de distrito, y una escuela de 
segundo grado para cada sexo en las capitales de provincia. 

El Estado difundirá la enseñanza secundaria y superior y fomentará los establecimientos de ciencias, artes 
y letras. 

Artículo 55. El Estado establecerá y fomentará los servicios sanitarios y de asistencia pública, institutos, 
hospitales y asilos, y cuidará de la protección y auxilio de la infancia y de las clases necesitadas. 
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Artículo 56. El Estado fomentará las instituciones de previsión y de solidaridad social, los 
establecimientos de ahorros, de seguros y las cooperativas de producción y de consumo que tengan por objeto 
mejorar las condiciones de las clases populares. 

Artículo 57. En circunstancias extraordinarias de necesidad social se podrá dictar leyes o autorizar al 
Ejecutivo para que adopte providencias tendentes a abaratar los artículos de consumo para la subsistencia, sin 
que en ningún caso se pueda ordenar la apropiación de bienes sin la debida indemnización. 

Artículo 58. El Estado protegerá a la raza indígena y dictará leyes especiales para su desarrollo y cultura 
en armonía con sus necesidades. 

La Nación reconoce la existencia legal de las comunidades de indígenas y la ley declarará los derechos 
que les corresponden. 


En cuanto al sufragio, éste se reconoce a los ciudadanos en ejercicio, mayores de 21 
años, que sepan leer y escribir; no pueden ejercerlo ni ser elegidos diputado, senador o 
presidente de la República quienes no estén inscritos en el registro militar (artículo 66). 
Entre las bases del sufragio se enlista la jurisdicción del Poder Judicial, “en la forma que 
determine la ley, para garantizar los procedimientos electorales, correspondiendo a la 
Corte Suprema conocer de los procesos e imponer las responsabilidades a que hubiere 
lugar en los casos que igualmente la ley establezca” (artículo 67, inciso 3). 

Por último, examinamos la Constitución Política de la República de Chile, de 1925. 
Esta Constitución contiene, en el capítulo II que comprende los artículos 10 a 23, las 
“garantías constitucionales”. Destacan las siguientes disposiciones en el artículo 10, que 
se refiere a los derechos que la Constitución asegura a todos los habitantes de la 
República: 


En las plazas, calles y demás lugares de uso público, el Estado propenderá a la conveniente división de la 
propiedad y a la constitución de la propiedad familiar. 

[...] Es deber del Estado velar por la salud pública y el bienestar hijiénico (sic) del país. 

Deberá destinarse cada año una cantidad de dinero suficiente para mantener un servicio nacional de 
salubridad (inciso 4”). 

[...] El ejercicio del derecho de propiedad está sometido a las limitaciones o reglas que exijan el 
mantenimiento y el progreso del orden social y, en tal sentido, podrá la lei (sic) imponerle obligaciones y 
servidumbres de utilidad pública a favor de los intereses jenerales (sic) del Estado, de la salud de los 
ciudadanos y de la salubridad pública (inciso 10°). 

14°. La protección al trabajo, a la industria y a las obras de previsión social, especialmente en cuanto se 
refieren a la habitación sana y a las condiciones económicas de la vida, en forma de proporcionar a cada 
habitante un mínimo de bienestar, adecuada a la satisfacción de sus necesidades personales y las de su familia. 


En materia de derechos, una novedad interesante es la indemnización por acusación 
penal indebida (y no por error judicial, es decir, por una condena judicial injusta, como 
se reconoce actualmente):*! “Todo individuo a favor de quien se dictare sentencia 
absolutoria o se sobreseyere definitivamente, tendrá derecho a indemnización, en la 
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forma que determine la ley, por los perjuicios efectivos o meramente morales que 
hubiere sufrido injustamente”. 

Después del repaso anterior, podemos hacer algunas observaciones generales. En 
primer lugar, ninguna de las constituciones examinadas ofrece a los derechos o garantías 
constitucionales la ubicación inicial y prominente que le concedieron las constituciones 
mexicanas de 1857 y 1917. En segundo lugar, se advierte que hay un núcleo básico de 
derechos —provenientes de la tradición liberal— que está presente en todas las 
constituciones, redactados en un lenguaje muy similar o incluso con fórmulas 
prácticamente idénticas. Las variaciones entre las constituciones se producen 
principalmente en los temas en los que hubo importantes debates tanto en 1856-1857 
como en 1916-1917: las relaciones entre la Iglesia católica y el Estado; la libertad de 
enseñanza y la educación obligatoria a cargo del Estado; el sufragio universal, 
incluyendo el voto de las mujeres y la justicia electoral; la protección de los pueblos 
indígenas; los derechos de trabajadores y campesinos, y la política social del Estado, 
entre otros. La solución dada a estos temas ha dependido, en cada país, de su particular 
trayectoria histórica, de modo que, en el tiempo, parece darse una dialéctica entre el 
patrimonio constitucional común, de carácter cosmopolita, y el desarrollo político- 
constitucional local, en el cual con frecuencia se hace visible un elemento de tinte 
nacionalista. 

La cuestión social —propiedad agraria, trabajo, salud y educación públicas— surge 
con fuerza después de 1917. Con independencia de si la Constitución mexicana de 1917 
influyó o no de manera particular en algunas de las disposiciones constitucionales 
latinoamericanas arriba citadas, no podemos dudar de que la mera noticia de que el 
Constituyente de Querétaro hubiera decidido incluir en la Constitución mexicana los 
derechos sociales debe haber facilitado la tarea de aquellos otros constituyentes. Pero 
llamamos nuevamente la atención sobre una diferencia importante: en Querétaro se 
insistió en que se trataba de derechos, y así se reflejó en el texto constitucional, mientras 
que en otros países de la región se prefirió hablar de facultades y de obligaciones del 
Estado frente a los grupos sociales desfavorecidos. Al mismo tiempo, hemos visto 
también algunos ejemplos de derechos consagrados en las otras constituciones que se 
presentan como más avanzados que los incorporados en la Constitución de Querétaro. 
Sin embargo, más temprano o más tarde esos mismos derechos han acabado por 
consagrarse en nuestro ordenamiento constitucional, inclusive por la vía de los tratados 
internacionales, de modo que hoy día no hay duda de que nuestra Constitución se 
encuentra, en materia de derechos, en el nivel general del constitucionalismo 
contemporáneo. 2 

Por último, planteamos la cuestión de la originalidad y la aportación del 
Constituyente de 1916-1917 en materia de derechos. Por supuesto, la incorporación de 
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los derechos de trabajadores y campesinos como derechos en un texto constitucional, por 
primera vez en el mundo, ha sido resaltada, con justicia, como la principal y la más 
meritoria de dichas aportaciones, aunque es igualmente de justicia señalar —y los 
mismos constituyentes lo reconocieron— que los derechos de los trabajadores ya estaban 
consagrados ampliamente en la legislación de varios países avanzados de la época, la 
cual varios de los mismos diputados habían estudiado con gran cuidado, pero también en 
algunas leyes que ya se habían expedido en las entidades federativas previamente a la 
aprobación de la Constitución de 1917.8? 

Nosotros deseamos subrayar algunos otros aspectos interesantes que se han 
mencionado a lo largo de este capítulo. En primer lugar, el profundo cambio del 
concepto y de la función de la propiedad, así como del papel de la Nación en su 
constitución y distribución, si bien tiene puntos de contacto con el patrimonialismo 
colonial,** abre las puertas al México moderno, al incorporar al desarrollo al sector más 
amplio y desprotegido de la población. Es bien sabido que en otros países de América 
Latina o bien no hubo realmente reforma agraria o ésta enfrentó, y ha enfrentado hasta el 
día de hoy, dificultades mucho más considerables que las surgidas en nuestro país en los 
años veinte y treinta. 

En segundo lugar, una característica particular de la Constitución de 1917 que no 
parece compartir con los documentos constitucionales latinoamericanos de la época, 
según hemos apreciado más arriba, pero que se ha convertido en un rasgo común del 
constitucionalismo latinoamericano contemporáneo, es la tendencia a la reglamentación 
detallada de sus preceptos, en particular de los que consagran derechos, es decir, la 
tendencia a intentar regular su propia aplicación, lo cual tiene dos motivaciones 
principales: primero, la preocupación por superar las declaraciones “abstractas” y 
“generales” de las constituciones decimonónicas, pero luego, y sobre todo, la 
desconfianza en el legislador ordinario —secundariamente también en el juez 
constitucional— y el temor a la inestabilidad política, elementos de nuestro 
constitucionalismo que se manifestaron ya en 1917 y que han subsistido hasta el día de 
hoy. En efecto, durante el periodo de hegemonía política del presidencialismo, el 
crecimiento del texto constitucional fue bastante moderado, también porque las reformas 
del periodo, salvo excepciones, no introdujeron en la Constitución grandes 
innovaciones;*” pero este esquema, basado en el control y la estabilidad garantizada por 
el poder presidencial, desapareció con las reformas constitucionales pactadas desde los 
años noventa, cada vez con más frecuencia, entre los principales partidos políticos 
nacionales.* 

Por último, mencionamos una característica propia de la Constitución mexicana de 
1917, en comparación con los demás textos latinoamericanos de la época: su radical 
anticlericalismo, expresado en la reglamentación de los artículos 3%, 5%, 24, 27 y 130. 
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Más allá de las razones que, a los ojos de los constituyentes de 1917, justificaban estas 
medidas, se trata de un elemento extraño tanto para el constitucionalismo liberal? como 
para el contemporáneo. Prueba de que no se trataba de un régimen viable a largo plazo 
es que el intento de su aplicación estricta en los años veinte desató una guerra civil que 
concluyó con un pacto entre el Estado y la Iglesia católica que dejó parcialmente en 
suspenso la aplicación de las normas constitucionales respectivas, hasta que la reforma 
de 1992 normalizó, constitucionalmente hablando, las relaciones entre ambas 
Instituciones. 

En síntesis: la importancia de la Constitución de Querétaro para los derechos se 
encuentra quizá menos en su originalidad intrínseca y más en el desarrollo posterior que, 
como trataremos de justificar en los siguientes capítulos, equivale a una transición hacia 
un nuevo modelo o paradigma constitucional: los derechos humanos. 


La revolución antiliberal y los modelos constitucionales 


En materia de derechos, la Constitución mexicana de 1917 es un ordenamiento de 
transición entre el constitucionalismo liberal, característico del siglo XIx, y el llamado 
constitucionalismo social, que se desarrolló sobre todo después de la segunda posguerra. 
No obstante el fuerte núcleo de derechos trasladado al nuevo texto desde la Constitución 
liberal de 1857, el espíritu de la Constitución de Querétaro no es ya predominantemente 
liberal, y este giro se confirmaría con el carácter de los gobiernos posteriores a la 
Revolución, particularmente a partir de los años treinta del siglo XX. 

Ese espíritu iliberal o incluso antiliberal reside menos en los llamados “derechos 
sociales” en sí mismos, en cuanto se considera que superan y trascienden las limitaciones 
del liberalismo decimonónico, y más en otros elementos que Martín Díaz y Díaz ha 
calificado de “ambivalentes” e incluso de “contradictorios”, pertenecientes a un 
“constitucionalismo heterodoxo”, heredero de “ciertas peculiaridades premodernas y 
autoritarias” del país.?! Nos referimos, sobre todo, a la concepción y la reglamentación 
del derecho de propiedad en la Constitución de 1917, que don Emilio Rabasa, en un 
documento recientemente descubierto, examina y critica duramente por desconocer los 
elementos centrales de la noción liberal de dicho derecho. En conexión con esto último 
debemos resaltar también la importancia de este cambio para el reforzamiento de la 
figura y el poder presidenciales. Lo significativo, para Díaz y Díaz, es que la 
Constitución de 1917 debe en buena medida su éxito histórico a las peculiaridades 
premodernas y autoritarias ya mencionadas —el presidencialismo y el patrimonialismo 
— que los autores de la Constitución de 1857 habían intentado obviar, sin conseguirlo; 
sin duda, ello le otorgó viabilidad y flexibilidad, pero postergó al mismo tiempo la 
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vigencia del constitucionalismo ortodoxo, hasta que entró en crisis el presidencialismo 
autoritario. 

María del Refugio González y José Antonio Caballero Juárez ofrecen una 
explicación todavía más refinada de los elementos clave de la flexibilidad y longevidad 
de la Constitución de 1917, al mismo tiempo que permiten comprender mejor el 
“eclipse” relativo que sufrieron algunos de los derechos individuales de corte liberal, 
hasta su resurgimiento en las últimas décadas del siglo xx. Estos autores proponen 
identificar en la Constitución de 1917 tres modelos de Estado, superpuestos en el mismo 
texto constitucional: el “Estado liberal de derecho”, configurado básicamente en la 
Constitución de 1857; el “Estado central”, producto del proceso de centralización de 
facultades y recursos en la Federación y en la institución presidencial que se inició desde 
fines del siglo XIX, en la época del llamado Porfiriato, y que continuó a partir de los años 
treinta del siglo xx, y el “Estado social”, cuyas bases estableció por primera vez la 
Constitución de 1917 a partir de la declaración de los derechos de campesinos y 
trabajadores.” 

Con fundamento en este planteamiento, podríamos entender cómo y por qué el 
presidencialismo autoritario gobernó al país apoyándose esencialmente en los 
mecanismos constitucionales del “Estado central” y del “Estado social” en el marco de 
una política de rasgos corporativos, mientras que los elementos del “Estado liberal”, 
como los derechos individuales, permanecieron relativamente latentes. La crisis de 
legitimidad del régimen presidencialista obligó a revitalizar el modelo del Estado liberal, 
cuya preexistencia en el texto constitucional ha permitido generar una “nueva 
constitucionalidad” sin necesidad de elaborar y aprobar una nueva Constitución, pero 
dicha revitalización ha exigido también atenuar o eliminar algunas de las restricciones 
que se habían impuesto a los derechos individuales e incluso a los sociales que se 
encontraban en la Constitución. Así se explicaría, por ejemplo, la necesidad de concluir 
la reforma agraria y dar mayor certeza a la propiedad en el campo; la reforma de las 
relaciones entre el Estado y las iglesias; los cambios encaminados a hacer efectivo el 
derecho al voto, o la aceptación de una mayor pluralidad en las organizaciones 
sindicales, entre otros cambios significativos. De ello se hablará con más amplitud en los 
capítulos siguientes. 

Para concluir, resulta necesario, sin embargo, hacer un planteamiento más amplio a 
partir de la idea general de los “modelos constitucionales”, pues ésta se revela como 
altamente fructífera para entender la evolución y las transformaciones de las 
constituciones y de los derechos que éstas consagran. Carla Huerta nos dice que los 
modelos constitucionales: 


son productos coyunturales con los que se pretende satisfacer necesidades de orden político y social 
temporalmente delimitadas. Una Constitución dentro del marco de los pilares de su estructura contiene al 
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menos un modelo a realizar, el cual consagra los principios y valores que constituyen las premisas del Estado 
y la sociedad que regula. 

Toda Constitución originaria contiene un modelo fundador que se modifica en mayor o menor grado 
dependiendo del tiempo de vigencia de una Constitución histórica y de las expectativas de una nación. En 


virtud de la dinámica social y política vigente, posteriormente se agregan otros modelos que no 


necesariamente sustituyen a los anteriores, sino que se interrelacionan.?> 


Los modelos constitucionales no operan de manera aislada, sino que interactúan 
conjunta y simultáneamente, a pesar de que se hayan insertado de manera subsecuente en 
la estructura constitucional. A partir de la creación del modelo fundador, se producen 
posteriormente las etapas de estabilización y consolidación. Sin embargo, con el tiempo, 
y por efecto de la dinámica social, se hace necesario introducir correcciones y 
actualizaciones al modelo dominante. Esta modernización puede abrir una etapa de 
transición ——caracterizada precisamente por la incertidumbre acerca del modelo 
dominante—, la cual, a su vez, puede desembocar en un nuevo modelo.” 

Con apoyo en lo anterior, tenemos la convicción de que, en la materia de derechos 
constitucionales, el modelo fundador de que habla Huerta se encuentra en la 
Constitución de 1857, pues es históricamente la primera Constitución mexicana que, 
junto con las Leyes de Reforma, contiene una declaración completa y acabada de 
derechos de acuerdo con el constitucionalismo liberal que se inicia a fines del siglo XVIII. 
Esta declaración se estabiliza y consolida, normativamente al menos, durante las largas 
décadas de la dictadura porfirista, pero la Revolución mexicana pone en evidencia la 
necesidad de modificar y corregir el modelo liberal fundador, lo que sucede a través de 
la declaración de los derechos sociales. En este punto no está del todo claro si se trata de 
un nuevo modelo, otro distinto o incluso opuesto al fundador, o meramente una 
actualización y ampliación del mismo. El desarrollo político y económico de las décadas 
posteriores pareciera indicar más bien que los derechos sociales se conciben como un 
nuevo modelo que no sustituye del todo, pero que sí desplaza de algún modo, al 
fundador. Sin embargo, hay también razones para pensar que no se trata ni de un nuevo 
modelo de derechos ni, por supuesto, de Constitución. Los cambios en la materia que 
empiezan a anunciarse en los años sesenta ponen en evidencia la necesidad de que las 
raíces tanto liberales como sociales del capítulo de derechos de la Constitución se 
combinen en una nueva y más amplia síntesis. 

La etapa de transición se inicia probablemente cuando se combinan varias líneas de 
cambio. Los efectos de las transformaciones políticas, económicas y sociales del país 
convergen, desde los años sesenta del siglo XX, con fuertes demandas de mayor 
pluralidad y respeto a las libertades y los derechos constitucionales. A partir de los años 
ochenta se inicia una apertura lenta pero progresiva hacia el ámbito internacional, hacia 
los sistemas universal y regional de derechos humanos. Esta apertura se incorpora al 
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proceso de cambio interno y contribuye a acelerarlo, desembocando finalmente en la 
reforma constitucional del juicio de amparo y de los derechos humanos, de 6 y 10 de 
junio de 2011, respectivamente. Diversos observadores consideran que estas reformas 
implican un cambio de paradigma o modelo en la materia, y ésa es la misma tesis que se 
deduce con claridad de la evolución de los modelos constitucionales que hemos 
esbozado. 
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II. CIEN AÑOS DE EVOLUCIÓN DE LOS 
DERECHOS EN LA CONSTITUCIÓN 
DE 1917 


PREÁMBULO 


El propósito de este capítulo es ofrecer una síntesis descriptiva de cómo, a través del 
instrumento de la reforma, han evolucionado normativamente los derechos contenidos en 
el texto de la Constitución de 1917, ya sea con la incorporación de derechos nuevos, o 
bien, con el desarrollo y la ampliación de los existentes, aunque ocasionalmente se han 
introducido restricciones mayores a las previstas en el texto original. 

El tema de la reforma constitucional es amplio y complejo.' Hasta el 5 de febrero de 
2017 —fecha en que cerramos nuestro recuento del centenario— se habían efectuado 
701 modificaciones a los artículos de la Constitución, mediante 230 decretos de 
reforma.? De esas modificaciones, cerca de un tercio —en total 206— han afectado a 40 
artículos de la Constitución que contienen derechos o instrumentos protectores de tales 
derechos.? Por ello, no resulta nada sencillo hacer una exposición sistemática de los 
cambios constitucionales en esta materia, lo cual nos lleva a plantearnos la necesidad de 
encontrar algunos criterios de ordenación para su estudio. 

Algunos juristas mexicanos que han estudiado el problema de la reforma 
constitucional han propuesto elementos de clasificación de los cambios al texto de la 
Constitución. Diego Valadés propone clasificar las reformas constitucionales en cinco 
erupos:* 1. innovadoras, las cuales introducen elementos que no existían en la 
Constitución o suprimen algunos que ya estaban para dejar lugar a otro tipo de 
instituciones; 2. actualizadoras de una institución, las cuales refuerzan o renuevan una 
institución existente, o suprimen aquello que por la evolución de esta u otras 
instituciones ya no tenga razón de existir; 3. actualizadoras del texto, las que se 
introducen para hacer coincidir el supuesto de la norma con la realidad; 4. explicativas, 
las que explicitan el alcance y contenido de una norma, aunque generalmente se limitan 
a decir lo que, por interpretación, ya podía deducirse del texto, y 5. correctivas, las que 
enmiendan deficiencias de expresión o de ubicación de los preceptos constitucionales. 
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Por su parte, Carla Huerta habla de “diseños institucionales” para referirse a aquellos 
cambios en la Constitución que tienen el propósito de establecer los modos de operación 
e interpretación de las instituciones, es decir, sus modos de relación para producir un 
significado o efecto especificos.’ Los diseños institucionales son de tres tipos 
primordiales: 1. constructivos, los que crean una nueva realidad o un nuevo modo de 
interacción entre gobernantes y gobernados; 2. justificatorios, los que legitiman una 
realidad cambiante legalizando situaciones de hecho ya existentes, y 3. correctivos, los 
que adecuan una o varias instituciones para ajustar sus aspectos disfuncionales o 
inoperantes en función de un modelo constitucional dominante.® 

Como puede advertirse fácilmente, aunque utilizan una terminología distinta, ambas 
clasificaciones son coincidentes en lo fundamental. Las reformas “innovadoras” de 
Valadés corresponden a los diseños institucionales “constructivos” de Huerta; las 
reformas “actualizadoras del texto”, las “explicativas” y, hasta cierto punto, las 
“correctivas”, con los diseños “justificatorios”; por último, las reformas “actualizadoras 
de una institución” equivalen a los diseños “correctivos”. Resulta evidente que estas 
clasificaciones son aplicables en principio a las reformas constitucionales en materia de 
derechos, teniendo un papel principal las reformas o diseños “innovadores”, 
“actualizadores de una institución” o “constructivos”, es decir, los que introducen en el 
texto constitucional nuevos derechos, nuevas modalidades de los existentes, nuevos 
instrumentos protectores, o bien, las que amplían el alcance de los derechos al suprimir 
las restricciones vigentes, pues todo ello es un indicador de evolución y desarrollo 
progresivos de la materia, creando, por así decirlo, una nueva realidad jurídica con el 
propósito de que se convierta, con el tiempo, en una nueva realidad social. En algunos 
casos, sin embargo, hay modificaciones “actualizadoras del texto”, “explicativas” o 
“correctivas” que afectan en realidad sólo al texto o lo ajustan a una realidad social ya 
existente. 

Por último, hay algunas cuantas reformas que introducen en el texto de la 
Constitución más restricciones que las previamente existentes; su justificación es más 
bien de tipo político —piénsese en el principio de supremacía del Estado sobre las 
Iglesias que se introdujo en 1917 (artículo 130) o la supresión del acceso a cualquier 
defensa, incluyendo el juicio de amparo, para los propietarios afectados por resoluciones 
dotatorias o restitutorias de tierras, que se incorporó al artículo 27 constitucional en 1934 
—, por lo que tienden a desaparecer cuando dejan de estar vigentes las condiciones que 
acompañaron su nacimiento. Este tipo de reformas en materia de derechos 
constitucionales parecen no tener correspondencia con ninguna de las dos clasificaciones 
que examinamos más arriba (por ejemplo, no son reformas “correctivas” ni 
“Sustificatorias”), quizá porque no implican un avance o desarrollo de la Constitución ni 
de los derechos, sino más bien porque constituyen un retroceso temporal. Aun así, 
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resulta indispensable tomarlas en cuenta, a fin de tener un panorama completo del 
movimiento de los derechos en la Constitución después de 1917. 

En vista de lo anterior, proponemos simplificar la cuestión y hacer un análisis de las 
reformas constitucionales en materia de derechos en tres apartados. El primero se 
ocupará de los “derechos nuevos”, es decir, de aquellos que crean una realidad jurídica 
nueva encaminada al progreso social. El segundo apartado abordará el desarrollo, la 
ampliación, y en ocasiones la restricción, de los derechos ya existentes en la 
Constitución de 1917. Por supuesto, la distinción entre ambos grupos de derechos no es 
tan clara ni tan tajante como parece. Por razones sistemáticas, en el primer apartado 
incluiremos también algunas de las modificaciones posteriores a los “derechos nuevos”, 
aunque estrictamente podrían tratarse en el segundo apartado. Un tercer apartado se 
referirá a los instrumentos de protección que la Constitución prevé a favor de los 
derechos y, de manera particular, a diversos organismos autónomos que se han creado en 
las últimas décadas para la promoción y protección, general o especializada, de ciertos 
derechos, razón por la cual se les ha denominado también “organismos garantes”. En los 
tres apartados combinaremos un enfoque temporal con un criterio sistemático, cuando 
sea posible agrupar varias reformas bajo un rubro temático. Un último apartado hará una 
reflexión más general sobre la evolución de los derechos en la Constitución desde el 
punto de vista de la transición del que llamaremos “modelo de las garantías individuales 
y sociales” al “modelo de los derechos humanos”. ? 

Antes de proceder a la revisión de los cambios constitucionales en materia de 
derechos, conviene aclarar algunas cuestiones. En primer término, aunque se trata de una 
situación frecuente, no será posible señalar siempre si algunos de los derechos nuevos 
que se analizan ya habían sido establecidos primero en la legislación federal ordinaria, 
en las constituciones y leyes de los estados o en los instrumentos internacionales. En 
todo caso, conviene tener conciencia de que las fuentes de que se nutren las 
innovaciones constitucionales en materia de derechos son múltiples y que, en muchos 
casos, los “derechos nuevos” no lo son, estrictamente hablando, en nuestro ordenamiento 
jurídico en su conjunto. En segundo lugar y por razones de extensión, tampoco se 
remitirá, salvo ocasionalmente, a los debates de las reformas constitucionales 
respectivas, a la interpretación de la Suprema Corte de Justicia o a la influencia de los 
instrumentos internacionales; por la misma causa, y salvo excepciones, no haremos 
mención de las numerosas leyes y normas jurídicas que reglamentan los derechos 
estudiados. Por último, agregaremos referencias doctrinales solamente de manera 
limitada y selectiva en relación con los derechos nuevos, sin dejar de reconocer que la 


bibliografía existente en cada uno de los temas abordados es muy amplia y significativa.’ 
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LOS DERECHOS NUEVOS 


En este apartado presentamos una explicación y un comentario de lo que denominamos 
“derechos nuevos” en la Constitución, los que se han introducido en su texto a partir de 
la primera reforma en el año de 1921. Seguiremos un orden cronológico, agrupando, en 
donde sea posible, la primera reforma con las subsecuentes que se hayan expedido en el 
mismo campo temático. 


Derecho a decidir el número y espaciamiento de los hijos (1974) 


El párrafo segundo del artículo 4° constitucional dispone: “Toda persona tiene derecho a 
decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y el espaciamiento de 
sus hijos”. Esta adición? se incorporó en la Constitución junto con el principio de 
igualdad entre el varón y la mujer ante la ley y con el señalamiento de que ésta —la ley 
— protegerá la organización y el desarrollo de la familia. 

La reforma estuvo motivada de manera directa por el Año Internacional de la Mujer 
en 1975, proclamado por la Asamblea General de las Naciones en 1972, y por la 
celebración, el mismo año en nuestro país, de la primera Conferencia Mundial sobre la 
Mujer, entre cuyos temas se discutió la igualdad entre hombres y mujeres y, en 
vinculación con ésta, la planificación familiar. Sin embargo, la proclamación del derecho 
de toda persona a “decidir el número y espaciamiento de los hijos” tiene también como 
antecedentes la Tercera Conferencia Mundial sobre la Población, promovida igualmente 
por las Naciones Unidas y que se llevó a cabo en la ciudad de Bucarest, Rumania, en 
1974, y la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, celebrada en Teherán, Irán, en 
1968. 

El derecho que comentamos está asociado a un cambio importante en la política 
demográfica en nuestro país, pues hasta inicios de los años setenta la población 
mexicana estaba en un proceso de acelerado crecimiento, con tasas superiores al 3% 
anual.!? El 7 de enero de 1974 se publicó una nueva Ley General de Población, cuyo 
objeto es el de “regular los fenómenos que afectan a la población en cuanto a su 
volumen, estructura, dinámica y distribución en el territorio nacional, con el fin de lograr 
que participe justa y equitativamente de los beneficios del desarrollo económico y 
social” (artículo 1%) y, entre otras medidas, crea el Consejo Nacional de Población como 
órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobernación encargado de la planeación 
demográfica del país (artículo 5°). 

El derecho a decidir el número y espaciamiento de los hijos pone de relieve que la 
política de planificación familiar que ejecuta el Estado mexicano —que, por cierto, ha 
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resultado relativamente exitosa— debe basarse en la participación voluntaria de las 
personas —la que también debe ser responsable e informada— y en ella encuentra sus 
límites. Dicho en otras palabras: en materia de lo que ahora se denominan “derechos 
sexuales y reproductivos”, no puede ejercerse, por parte de las autoridades públicas, 
principalmente del sector salud, ninguna coacción o imposición, como pueden ser el uso 
obligatorio de métodos anticonceptivos o la esterilización forzada. 


Derecho a la información (1977) 


Por decreto de reforma publicado el 6 de diciembre de 1977, se agregó a la parte final 
del artículo 6” de la Constitución, que se refiere a la libertad de pensamiento y de 
manifestación de las ideas, la siguiente frase: “El Estado garantizará el derecho a la 
información”. 

Esta adición forma parte de los cambios a la Constitución que se conocen como 
Reforma Política,'' y que tuvo el propósito de ampliar las vías de participación de las 
fuerzas políticas minoritarias, principalmente a través de la introducción del principio de 
representación proporcional en la integración de la Cámara de Diputados del Congreso 
de la Unión. Este contexto sugiere que la adición al artículo 6° estaba vinculada con un 
párrafo agregado al artículo 41 constitucional, en los siguientes términos: “Los partidos 
políticos tendrán derecho al uso en forma permanente de los medios de comunicación 
social, de acuerdo con las formas y procedimientos que establezca la ley”. 

Sin embargo, la discusión en torno al “derecho a la información” pronto tomó un 
cariz mucho más amplio en relación con los medios de comunicación masiva, sin duda 
alentado por la ubicación de la disposición y por los términos generales en que está 
formulada, y aunque se discutió la conveniencia de expedir la legislación reglamentaria, 
la falta de consenso al respecto impidió por varios años dicha reglamentación. i 

La discusión dio un nuevo giro y entró en movimiento después del año 2000, cuando 
se elaboraron las primeras leyes de transparencia y acceso a la información pública, cuyo 
fundamento constitucional se ubicó en la adición de 1977. La primera Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental se publicó el 11 de 
junio de 2002. Varias entidades federativas hicieron lo propio en los años siguientes. Sin 
embargo, la falta de un marco general y uniforme para el desarrollo de este derecho en 
todo el país llevó a la aprobación de una nueva reforma al artículo 6,'* la cual estableció 
las bases mínimas y un principio de reglamentación uniforme en la materia, obligatorio 
para la Federación y las entidades federativas. 

Mediante decreto publicado el 11 de junio de 2013 se hizo una nueva adición al 
artículo 6°, relacionada con una reforma más amplia en materia de telecomunicaciones. 
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Dos párrafos nuevos (el tercero y el cuarto) quedaron en los siguientes términos: 


Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y 
difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión. 

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a 
los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e Internet. Para tales efectos, 
el Estado establecerá condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos servicios. 


En el primer párrafo arriba citado se retoma una fórmula similar a la del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 19.2) y de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (artículo 13.1), que señala que toda persona tiene 
derecho a la libertad de expresión (la Convención Americana agrega primero la “libertad 
de pensamiento”) y que tal derecho comprende “la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, 
por escrito o en forma impresa o artística o por cualquier otro procedimiento de su 
elección”. 

En relación con el derecho que ahora consagra el párrafo cuarto del artículo 6”, el 
mismo decreto de reforma dio una nueva redacción al artículo 7°, el cual consagraba, 


desde 1857, la libertad de prensa,** cuyo texto quedó en los siguientes términos: 


Es inviolable la libertad de difundir opiniones, información e ideas, a través de cualquier medio. No se puede 
restringir este derecho por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares, 
de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas o de enseres o aparatos usados en la difusión de 
información o por cualesquiera otros medios y tecnologías de la información y comunicación encaminados a 
impedir la transmisión y circulación de ideas y opiniones. 

Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni coartar la libertad de difusión, que no tiene 
más límites que los previstos en el primer párrafo del artículo 6” de esta Constitución. En ningún caso podrán 
secuestrarse los bienes utilizados para la difusión de información, opiniones e ideas, como instrumento del 
delito. 


En el texto de las constituciones de 1857 y 1917, la libertad de prensa del artículo 7° 
estaba regulada como manifestación específica de la libertad general de pensamiento y 
opinión que consagraba el artículo 6°, y así como éste señalaba cuáles podían ser los 
límites legítimos a esa libertad, en el artículo 7° se encontraban las restricciones a la 
libertad de prensa que estaban prohibidas. Está claro que la nueva redacción con que 
inicia el primer párrafo del artículo 7° reitera de algún modo la adición del artículo 6°, 
desdibujando la libertad de prensa que era el objeto central del artículo original. Sin duda 
las restricciones legítimas e ilegítimas a que puede sujetarse la libertad de opinión y 
difusión deben quedar asentadas en la Constitución, pero la reforma de 2013 perdió la 
oportunidad de hacer una reglamentación más integral y articulada de ambos artículos, 
los que consagran una libertad que es esencial para todo régimen democrático y que ha 
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sufrido profundas transformaciones en las últimas décadas, principalmente por efecto del 
cambio tecnológico. 

Por lo que se refiere al “derecho de acceso a las tecnologías de la información y 
comunicación”, las bases de su reglamentación se agregaron al artículo 6°, a través de un 
nuevo apartado B (en el apartado A se ubicó lo relativo a la transparencia y el acceso a la 
información), con seis fracciones que establecen las principales responsabilidades y 
obligaciones del Estado en la materia, incluyendo la creación de un organismo 
descentralizado cuyo objeto es “proveer el servicio de radiodifusión sin fines de lucro” 
(fracción V). Vale la pena mencionar que la fracción VI introduce en la Constitución, 
como concepto nuevo, el de los derechos de los usuarios de las telecomunicaciones y de 
las audiencias, cuyos mecanismos de protección deberá definir la ley. 

La reforma más reciente al artículo 6°, apartado A,!° modificó y complementó las 
bases del derecho de acceso a la información y la transparencia, otorgó autonomía 
constitucional plena al organismo garante de la Federación (el actual Instituto Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, INAI) y 
confirió al Congreso de la Unión facultades para reglamentar, mediante leyes generales, 
“los principios y bases en materia de transparencia gubernamental, acceso a la 
información y protección de datos personales” (artículo 73, fracción XXIX-S), así como 
“la organización y administración homogénea de los archivos” en los tres órdenes de 
gobierno (fracción XXIX-T del mismo artículo). 


Derecho al trabajo (1978) 


A pesar del carácter avanzado del artículo 123 que aprobó el Congreso Constituyente de 
Querétaro, en su texto original no se consagró un “derecho al trabajo” como tal, pues se 
trata de un derecho que tiene muy importantes implicaciones económicas y por ello 
resulta muy difícil de proteger y garantizar, incluso en los países económicamente más 
avanzados. No obstante, el Constituyente previó, en la fracción XXV, la gratuidad del 
servicio para la colocación de los trabajadores, ya fuera efectuado por oficinas 
municipales, bolsas de trabajo o por cualquier otra institución oficial o particular. 

El derecho al trabajo se incorporó en el artículo 123, como párrafo inicial, en la 
reforma publicada el 19 de diciembre de 1978, en los siguientes términos: “Toda persona 
tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de 


empleos y la organización social para el trabajo, conforme a la Ley”.!6 


Derechos de niñas y niños (1980) 
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Los derechos de niñas y niños aparecieron por primera vez en el texto constitucional 
mediante reforma publicada el 18 de marzo de 1980, la cual adicionó el siguiente párrafo 
al artículo 4° constitucional: “Es deber de los padres preservar el derecho de los menores 
a la satisfacción de sus necesidades y a la salud física y mental. La Ley determinará los 
apoyos a la protección de los menores, a cargo de las instituciones públicas”. 

La segunda reforma en la materia se publicó el 7 de abril de 2000 y sustituyó el texto 
anterior por los siguientes párrafos: 


Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y 
sano esparcimiento para su desarrollo integral. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos. El Estado proveerá lo 
necesario para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio de sus derechos. 

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que se coadyuven /sic] al cumplimiento de los 
derechos de la niñez. 


El contenido de esta segunda reforma es idéntico al de la primera, ya que tanto el 
Estado como familiares de niñas y niños son responsables de respetar y proteger sus 
derechos. Sin embargo, la segunda reforma introduce una nueva terminología (ya no es 
correcto hablar de “menores”) y es más precisa respecto de las obligaciones específicas 
del Estado.'” 

Finalmente, mediante decreto publicado el 12 de octubre de 2011, se reordenó y 
adicionó la parte correspondiente del artículo 4”, quedando los párrafos noveno a 
decimoprimero como sigue: 


En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la 
niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus 
necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio 
deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de estos 
derechos y principios. 

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la 


niñez. !* 


En el mismo decreto se adicionó la fracción XXIX-P al artículo 73, para otorgar 
facultad al Congreso de la Unión para expedir leyes que establezcan la concurrencia de 


la Federación y las entidades federativas en materia de derechos de niñas, niños y 
adolescentes. 


Libertad de cátedra e investigación (1980) 
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La libertad de cátedra e investigación se consagró en el marco de la reforma que 
reconoció constitucionalmente la autonomía otorgada por la ley a las universidades y 
demás instituciones públicas de educación superior. Esta reforma estuvo motivada por 
los múltiples conflictos que se suscitaron en las universidades públicas en los años 
setenta en relación con la contratación laboral colectiva y la sindicalización tanto del 
personal académico como del administrativo.!? La cuestión se resolvió definitivamente 
mediante decreto publicado el 9 de junio de 1980, cuando se agregó la fracción VII 
(actual fracción VI) al artículo 3° constitucional, en los siguientes términos, que no se 
han modificado: 


Las universidades y las demás instituciones de educación superior a las que la ley otorgue autonomía, tendrán 
la facultad y la responsabilidad de gobernarse a sí mismas; realizarán sus fines de educar, investigar y difundir 
la cultura de acuerdo con los principios de este artículo, respetando la libertad de cátedra e investigación y de 
libre examen y discusión de las ideas; determinarán sus planes y programas; fijarán los términos de ingreso, 
promoción y permanencia de su personal académico; y administrarán su patrimonio. Las relaciones laborales, 
tanto del personal académico como del administrativo, se normarán por el apartado A del artículo 123 de esta 
Constitución, en los términos y con las modalidades que establezca la Ley Federal del Trabajo conforme a las 
características propias de un trabajo especial, de manera que concuerden con la autonomía, la libertad de 
cátedra e investigación y los fines de las instituciones a que esta fracción se refiere. 


El objetivo principal de la reforma fue, como hemos señalado, resolver las cuestiones 
laborales de las universidades públicas, separándolas de los temas estrictamente 
académicos —docencia, investigación y difusión de la cultura—, que son a los que se 
extiende propiamente la garantía de la autonomía. En relación con ello se consideró 
conveniente agregar los principios que dicha autonomía debe observar, entre los cuales 
se encuentra la “libertad de cátedra e investigación”. Sin embargo, de acuerdo con el 
texto citado, esta libertad —que incluye la de “libre examen y discusión de las ideas” — 
solamente se reconoció para las instituciones de educación superior que gocen de 
autonomía por ley, cuando debiera reconocerse en términos más amplios —incluso para 
las instituciones privadas— por tratarse de una libertad esencial para la búsqueda y la 
difusión del conocimiento en un marco universitario. 


Derecho a la protección de la salud (1983) 


El derecho a la protección de la salud se incorporó en el texto del artículo 4° 
constitucional mediante decreto publicado el 3 de febrero de 1983: “Toda persona tiene 
derecho a la protección de la salud”. 

La misma reforma agregó acto seguido: “La Ley definirá las bases y modalidades 
para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y 
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las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la 
fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución”. “Concurrencia” significa aquí que el 
Congreso de la Unión es el que establece las bases y los principios de la materia, 
señalando los alcances y límites de la facultad legislativa de las entidades federativas. 
Sobre este fundamento se han expedido la Ley General de Salud,?% así como numerosos 
reglamentos y normas oficiales que regulan minuciosamente el acceso y el 
funcionamiento de los servicios públicos de salud. Así, pues, se trata de un derecho que 
no sólo ha tenido un importante desarrollo legislativo sino también jurisprudencial y 


doctrinal, sobre el cual no podemos extendernos aquí?! 


Derecho a la vivienda (1983) 


El derecho a la vivienda se estableció en la Constitución como derecho general, aunque 
no de titularidad individual sino colectiva, a favor de la familia (artículo 4°), mediante 
decreto de reforma publicado el 3 de febrero de 1983, en los siguientes términos: “Toda 
familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley establecerá los 
instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo”. 

Antes de la reforma citada, la Constitución ya se refería a la vivienda. En la fracción 
XII del artículo 123, el Constituyente determinó que, en toda negociación agrícola, 
industrial, minera o “cualquiera otra clase de trabajo”, los patronos tendrían la obligación 
de proporcionar a los trabajadores “habitaciones cómodas o /sic] higiénicas por las que 
podrán cobrar rentas que no excederán del medio por ciento mensual del valor catastral 
de las fincas”. En vista de las dificultades financieras y prácticas para el cumplimiento de 
esta obligación, mediante reforma publicada el 10 de noviembre de 1972 se señaló en 
dicha fracción que la obligación mencionada se cumpliría “mediante las aportaciones 
que las empresas hagan a un fondo nacional de la vivienda a fin de constituir depósitos 
en favor de sus trabajadores y establecer un sistema de financiamiento que permita 
otorgar a éstos crédito barato y suficiente para que adquieran en propiedad tales 
habitaciones”. 

En un párrafo adicional se declaró de utilidad social “la expedición de una ley para la 
creación de un organismo integrado por representantes del gobierno federal, de los 
trabajadores y de los patrones, que administre los recursos del Fondo Nacional de la 
Vivienda. Dicha ley regulará las formas y procedimientos conforme a los cuales los 
trabajadores podrán adquirir en propiedad las habitaciones antes mencionadas”. 

El organismo citado es el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores (Infonavit), cuya ley se publicó el 24 de abril de 1972. Un cambio similar 
se introdujo en la fracción XI del apartado B del mismo artículo, relativo al derecho a la 
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vivienda de los trabajadores del Estado. El fondo equivalente es administrado por el 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE). 

Después de la reforma de 1983, la Constitución hizo una referencia más a la vivienda 
en relación con los pueblos indígenas. De acuerdo con la fracción IV del apartado B del 
artículo 2” constitucional, introducido en el texto constitucional el 14 de agosto de 2001, 
es obligación de las autoridades de la Federación, las entidades federativas y los 
municipios “Mejorar las condiciones de las comunidades indígenas y de sus espacios 
para la convivencia y recreación, mediante acciones que faciliten el acceso al 
financiamiento público y privado para la construcción y mejoramiento de vivienda, así 
como ampliar la cobertura de los servicios sociales básicos”. 


Derechos y autonomía de los pueblos indígenas (1992-2001) 


A pesar de que una parte importante de la población mexicana es descendiente de los 
pueblos indígenas originarios, ninguno de nuestros documentos constitucionales 
históricos hizo mención expresa de ellos, influidos por el principio liberal de la igualdad 
ante la ley, que impedía, a los ojos de los constituyentes, reconocer distinciones y 
diferencias de carácter étnico o cultural entre los habitantes de la nación. El 
Constituyente de Querétaro, sin embargo, hizo alusión indirecta a ellos al reconocer, en 
el artículo 27, la propiedad comunal de la tierra, que es típica de los pueblos y culturas 
indígenas. 

Al acercarse la conmemoración, en 1992, de los 500 años de la llegada de los 
europeos a los territorios que hoy conforman el continente americano —y que 
oficialmente se bautizó como “Encuentro de Dos Mundos”—, se iniciaron los debates 
sobre la conveniencia e incluso la necesidad de incorporar en la Constitución el 
reconocimiento de los derechos y la autonomía de los pueblos indígenas.?? Fruto de esos 
debates fue una modificación al artículo 4° constitucional, al cual se le incorporó un 


nuevo primer párrafo en los siguientes términos:?> 


La Nación mexicana tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas. 
La Ley protegerá y promoverá el desarrollo de sus lenguas, culturas, usos, costumbres, recursos y formas 
específicas de organización social, y garantizará a sus integrantes el efectivo acceso a la jurisdicción del 
Estado. En los juicios y procedimientos agrarios en que aquéllos sean parte, se tomarán en cuenta sus prácticas 
y costumbres jurídicas en los términos que establezca la ley. 


Respecto de la historia constitucional previa, la declaración anterior constituyó un 


importante avance en el reconocimiento constitucional de los pueblos y comunidades 
indígenas, pero fácilmente puede advertirse que no está formulado expresamente en 
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términos de derechos, ni individuales ni colectivos, sino de obligaciones del Estado a 
través de la ley. 

El 1° de enero de 1994, el día en que entró en vigor el Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte con los Estados Unidos y Canadá, se inició en el estado de Chiapas 
una rebelión armada contra el Estado mexicano por el llamado Ejército Zapatista de 
Liberación Nacional (EZLN), conformado principalmente por miembros de los pueblos 
indígenas de esa entidad. La lucha armada dio pronto paso a la negociación política entre 
las partes contendientes, negociación que culminó, en 1996, con los llamados Acuerdos 
de San Andrés Larráinzar. Con base en dichos Acuerdos se elaboraron varias iniciativas 
de reforma constitucional, pero ninguna pudo ser aprobada de manera inmediata. 
Finalmente, el 14 de agosto de 2001 se publicó un decreto de reforma constitucional que, 
entre otros cambios, derogó el párrafo primero del artículo 4” constitucional (producto de 
la modificación de 1992), y dio una redacción enteramente nueva al artículo 2”, cuyo 
contenido previo se trasladó al artículo 1°, al cual se incorporó también el principio de no 
discriminación.?* 

El nuevo texto del artículo 2” constitucional es largo y complejo, y por ello no será 
posible hacer su análisis aquí. Baste señalar, sin embargo, que se trata de una disposición 
que reconoce expresamente diversos derechos de los pueblos y comunidades indígenas, 
así como de sus integrantes, derivados del derecho a la libre determinación y de su 
autonomía como tales (apartado A). Adicionalmente, se agregó un catálogo detallado de 
obligaciones y políticas que deben llevar a cabo las autoridades de la Federación, las 
entidades federativas y los municipios en favor de estos pueblos y comunidades 
(apartado B). 


Derecho a la educación (1993) 


El “derecho a la educación”, es decir, a recibirla y no sólo a impartirla, se incorporó 
expresamente en el artículo 3° constitucional apenas en 1993:2% “Todo individuo tiene 
derecho a recibir educación”. Actualmente se trata de un derecho, pero también de una 
obligación por lo que se refiere a la educación básica (primaria y secundaria) y media 
superior. Tratándose de menores de edad, la obligación está establecida para sus padres y 
tutores en la fracción I del artículo 31, relativo a las obligaciones de los mexicanos. La 
educación (obligatoria) que imparte el Estado es, además, gratuita (fracción IV). 

El artículo 3% establece también los criterios y principios que deben regir la 
educación que imparta el Estado. La llamada Reforma Educativa de 2013? agregó el 
criterio de la “calidad” (párrafo tercero):?” “El Estado garantizará la calidad en la 
educación obligatoria de manera que los materiales y métodos educativos, la 
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organización escolar, la infraestructura educativa y la idoneidad de los docentes y los 
directivos garanticen el máximo logro de aprendizaje de los educandos”. 

Como instrumento y garantía de la calidad en la educación, la mencionada Reforma 
estableció, en el texto constitucional, las bases del servicio profesional docente (fracción 
II). Se elevó también a nivel de “organismo constitucional autónomo” al Instituto 
Nacional para la Evaluación de la Educación (fracción IX). 


Derechos de la víctima u ofendido por el delito (1993) 


Uno de los fenómenos más trascendentes de la justicia penal de las últimas décadas es el 
reconocimiento de un nuevo sujeto: el ofendido por el delito o la victima.” 
Anteriormente, se consideraba que la infracción a la ley penal implicaba un interés 
público predominante, representado por el Estado, quien se subsumía en los derechos e 
intereses del ofendido o la víctima en relación con la persona acusada del delito, 
reclamando un monopolio excluyente en el ejercicio de la acción penal y dejando a la 
víctima o al ofendido un papel muy secundario, apenas como “coadyuvante” en el 
procedimiento penal. 

La Constitución mexicana introdujo de manera expresa el reconocimiento de los 
derechos de la víctima u ofendido por el delito mediante decreto publicado el 3 de 
septiembre de 1993, en cuyo párrafo final, adicionado al artículo 20 constitucional se 
lee: “En todo proceso penal, la víctima o el ofendido por algún delito, tendrá derecho a 
recibir asesoría jurídica, a que se le satisfaga la reparación del daño cuando proceda, a 
coadyuvar con el Ministerio Público, a que se le preste atención médica cuando la 
requiera, y los demás que señalen las leyes”. 

Una reforma posterior, publicada el 31 de diciembre de 1994, introdujo en el artículo 
21, que, según opinión dominante, consagraba el mencionado “monopolio” del ejercicio 
de la acción penal por el Ministerio Público,?? un matiz a dicho monopolio, mediante la 
aceptación de la impugnación jurisdiccional de las resoluciones del Ministerio Público 
sobre el no ejercicio o el desistimiento de la acción penal, lo que evidentemente 
interesaba en primer término a víctimas y ofendidos por el delito, aunque no se les 
mencionara expresamente. 

El paso más reciente en la materia lo dio la reforma constitucional penal de 18 de 
junio de 2008. De acuerdo con el decreto respectivo, los derechos de la víctima u 
ofendido se sistematizaron en un nuevo apartado —el apartado C— del artículo 20 
constitucional. Además de algunas precisiones a los derechos mencionados más arriba, 
se agregó el derecho a recibir atención psicológica de urgencia, y no sólo médica, desde 
la comisión del delito (fracción III); el derecho al resguardo de su identidad en 
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determinados casos (fracción V); el derecho a solicitar medidas cautelares y providencias 
necesarias para la protección y restitución de su derechos (fracción VID, y el derecho a 
impugnar las resoluciones del Ministerio Público de reserva o suspensión del 
procedimiento cuando no esté satisfecha la reparación del daño (fracción VI). 

El mismo decreto de reforma modificó el artículo 21 para reconocer que los 
particulares tienen el derecho de ejercer la acción penal ante la autoridad judicial en los 
casos determinados por la ley. 


Derecho a un medio ambiente adecuado (1999) 


La protección del ambiente empezó a ser una preocupación del gobierno de nuestro país 
desde los años setenta, si bien ya el texto original del artículo 27 hablaba del derecho de 
la nación para “regular el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de 
apropiación, para hacer una distribución equitativa de la riqueza pública y para cuidar de 
su conservación”. No obstante, la primera mención constitucional del ambiente se 
produjo hasta 1987, en que se introdujo en el tercer párrafo de ese artículo la 
preservación y restauración del equilibrio ecológico como una de las medidas que se 
adoptarán en ejercicio del derecho que tiene la nación a imponer modalidades a la 
propiedad.*% En el mismo decreto se confirió facultad al Congreso de la Unión para 
expedir las leyes que establecieran la concurrencia entre el gobierno federal y los 
gobiernos de los estados y de los municipios en materia de protección al ambiente y la 
preservación y restauración del equilibrio ecológico (artículo 73, fracción XXIX-G). 
Éste fue el fundamento para la expedición de la Ley General del Equilibrio Ecológico y 
la Protección al Ambiente,?! la cual sigue en vigor, aunque con numerosas reformas. 

En cuanto al derecho de las personas a un medio ambiente adecuado, éste se 
incorporó en el artículo 4° por reforma publicada el 28 de junio de 1999: “Toda persona 
tiene derecho a un medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar”. Una 
modificación posterior”? adicionó lo siguiente: “El Estado garantizará el respeto a este 
derecho. El daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque 
en términos de lo dispuesto por la ley”. 


Derecho a la no discriminación (2001) 


Podría decirse que los principios de igualdad y no discriminación ya se encontraban 
implícitos en el artículo 1° constitucional aprobado en 1917. Sin embargo, varias 
reformas constitucionales posteriores han especificado y precisado dichos principios. En 
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1946, al suprimirse la educación socialista y darse una nueva redacción al artículo 3° 
constitucional, se incluyó entre los principios que deben guiar la educación “los ideales 
de fraternidad e igualdad de derechos de todos los hombres, evitando los privilegios de 
razas, de sectas, de grupos, de sexos o de individuos” (fracción I, inciso c). Ya hemos 
mencionado también la reforma de 19747* que estableció en el artículo 4° expresamente 
la igualdad del varón y la mujer ante la ley, la que modificó también los artículos 30, 
apartado B, fracción Il, relativa a la nacionalidad mexicana por naturalización, y al 
artículo 123, en sus dos apartados, en relación con los derechos de las mujeres 
trabajadoras. 

El principio de no discriminación, que aquí consideramos como un “derecho nuevo”, 
pues tiene implicaciones que van más allá de la mera igualdad formal de las personas 
ante el ordenamiento jurídico, se incorporó en el artículo 1% de la Constitución 
mediante decreto publicado el 14 de agosto de 2001, junto con el nuevo texto del artículo 
2°, relativo a los derechos de los pueblos y comunidades indígenas. El texto vigente se 


encuentra en los siguientes términos:”> 


Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las personas. 


Otro tema en el que la igualdad se ha vuelto relevante, en términos constitucionales, 
es el del trato a los extranjeros. La reforma en materia de derechos humanos de 20116 
modificó el famoso artículo 33, que previamente autorizaba al Ejecutivo de la Unión la 
expulsión inmediata, sin juicio previo, de los extranjeros cuya permanencia en el país el 
presidente juzgara inconveniente.??7 El nuevo texto garantiza la audiencia previa y 
dispone que la ley “regulará el procedimiento administrativo, así como el lugar y tiempo 


que dure la detención”. 


Derecho de réplica (2007) 


El derecho de réplica es el derecho que tiene toda persona de pedir la aclaración o 
rectificación de noticias, datos o hechos publicados en los medios de comunicación que 
sean falsos, inexactos o le causen de algún modo daño o agravio. Se introdujo como 
derecho constitucional en el primer párrafo del artículo 6° constitucional mediante 
decreto de reforma publicado el 13 de noviembre de 2007: “[...] el derecho de réplica 
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será ejercido en los términos dispuestos por la ley”. La ley reglamentaria tardó tiempo 
en expedirse y fue finalmente publicada el 4 de noviembre de 2015. 


Derecho a la cultura (2009) 


El derecho a la cultura es otra de las adiciones recientes al artículo 4° constitucional: 


Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en 
la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y 
desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con 
pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los mecanismos para el acceso y participación a 
cualquier manifestación cultural. 


Este derecho es particularmente importante en un país como México, que cuenta con 
un patrimonio cultural —material e inmaterial— de enorme riqueza y diversidad que 
tanto el Estado como la sociedad mexicanos tienen el compromiso de cuidar y difundir. 
La necesidad de contar con un marco jurídico básico y uniforme en la materia condujo a 
que la adición del artículo 4” fuera acompañada de una nueva facultad legislativa para el 
Congreso de la Unión (artículo 73, fracción XXIX-N), a fin de que los órdenes de 
gobierno puedan coordinar sus acciones en materia de cultura (con excepción de lo 
relativo a educación); las leyes correspondientes deben establecer también los 
mecanismos de participación de los sectores social y privado, encaminados a cumplir 
con los fines del artículo 4”. La ley reglamentaria, denominada Ley General de Cultura y 
Derechos Culturales, se publicó apenas el 19 de junio de 2017 Al 


Derecho a la protección de datos personales (2009) 


Una materia jurídica bastante novedosa, al menos en nuestro país, consecuencia del 
vertiginoso desarrollo de las tecnologías de la información y comunicación, es la 
llamada “protección de datos personales”. En relación con este concepto, en varios 
países se ha considerado que, con fundamento en la dignidad y la libertad humanas, así 
como en la protección de la vida privada, toda persona tiene derecho a decidir sobre la 
comunicación, el uso y el destino de sus “datos personales”; por tales se entienden las 
informaciones concernientes a una persona física o identificable, tales como sus 
características físicas, morales o emocionales, su vida afectiva y familiar, su domicilio, 
sus números telefónicos, su patrimonio, sus convicciones ideológicas, políticas, 


religiosas o filosóficas, su estado de salud, etcétera. 4 
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La protección de datos personales y los derechos correlativos ya estaban previstos en 
varias leyes mexicanas antes de la elevación a rango constitucional del derecho a la 
protección de datos personales. Previamente a dicha elevación, la reforma al artículo 6° 
en materia de transparencia y acceso a la información, publicada el 20 de julio de 2007, 
ya había hecho mención a la protección de datos personales. “4 El derecho a la protección 
de datos personales se incorporó, mediante la adición de un segundo párrafo, al artículo 


16 constitucional en los siguientes términos: * 


Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de 
los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los 
supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, 
disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros. 


Posteriormente, este derecho se ha reglamentado en relación con los datos personales 
en posesión de particulares, *' pero también respecto de toda clase de autoridades y 
organismos públicos, incluyendo a los partidos políticos (“sujetos obligados”). La 
responsabilidad de actuar como órgano garante de este derecho fundamental se le 
confirió al Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales (INAT). 


Derecho de asilo y refugio (2011) 


Las guerras, las catástrofes naturales, las epidemias y las hambrunas, pero también las 
persecuciones por motivos religiosos o politicos que desembocan hasta en genocidio, 
han provocado históricamente el movimiento de quienes huyen de estas calamidades y 
buscan asilo y refugio en otras tierras. El siglo xx ha sido especialmente pródigo en 
guerras y persecuciones, lo que ha motivado la elaboración de un marco jurídico 
específico, principalmente de carácter internacional, para el refugio y el asilo (por 
ejemplo, la Convención de Ginebra sobre el Estatuto del Refugiado, de 1951). Algunos 
países han incorporado estos conceptos como un derecho en sus constituciones. Así, por 
ejemplo, la Ley Fundamental de la República Federal de Alemania, de 1949, otorgó un 
derecho de asilo a los perseguidos políticos (artículo 16, inciso 2), lo que se explica por 
la historia inmediatamente anterior de ese país. 

México ha sido tradicionalmente un país generoso en otorgar asilo y refugio a 
extranjeros que huyen de conflictos armados y persecuciones. Baste recordar la política 
seguida por el gobierno mexicano para acoger a los exiliados por la Guerra Civil 
española (1936-1939) a fines de los años treinta, por las dictaduras militares 
latinoamericanas de los años setenta o por la violencia en Guatemala en los años 
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ochenta. Sin embargo, su reconocimiento a nivel constitucional es bastante reciente. 
Mediante decreto publicado el 10 de junio de 2011, se adicionó un segundo párrafo al 
artículo 11, que garantiza la libertad de residencia y tránsito, con el siguiente texto: “En 
caso de persecución, por motivos de orden político, toda persona tiene derecho de 
solicitar asilo; por causas de carácter humanitario se recibirá refugio. La ley regulará sus 
procedencias y excepciones”. 

Nótese que el texto garantiza el derecho a solicitar asilo por persecución de orden 
político, porque se trata de un acto discrecional del Estado, a diferencia del refugio, que 
sí se considera un derecho. 

El párrafo anterior fue modificado nuevamente poco tiempo después. El cambio se 
debió una deficiente redacción del texto anterior que no tomó suficientemente en cuenta 
el estado del derecho internacional, así como por las contradicciones que se suscitaron 
con un ordenamiento aprobado casi de manera paralela, la Ley sobre Refugiados y 
Protección Complementaria (actualmente Ley sobre Refugiados, Protección 
Complementaria y Asilo Político).*? El nuevo decreto se publicó el 15 de agosto de 
2016, quedando la nueva redacción del párrafo segundo del artículo 11 constitucional en 
los siguientes términos: “Toda persona tiene derecho a buscar y recibir asilo. El 
reconocimiento de la condición de refugiado y el otorgamiento de asilo político, se 
realizarán de conformidad con los tratados internacionales. La ley regulará sus 
procedencias y excepciones”. 


Derecho a la cultura física y la práctica del deporte (2011) 


Por decreto publicado el 12 de octubre de 2011, se agregó al catálogo del artículo 4° 
constitucional el derecho a la cultura física y la práctica del deporte, en los siguientes 
términos: “Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la práctica del deporte. 
Corresponde al Estado su promoción, fomento y estímulo conforme a las leyes en la 
materia”. 

Esta adición estuvo acompañada de la incorporación de una nueva fracción al 
artículo 73 constitucional (la XXIX-J), que otorga al Congreso de la Unión facultades 
para legislar en la materia, estableciendo la concurrencia entre la Federación, las 
entidades federativas y los municipios, con la participación de los sectores privado y 
social. En ejercicio de esta facultad, el Congreso de la Unión expidió la Ley General de 
Cultura Física y Deporte. o 

Los artículos 2 y 3 de la Ley desarrollan de manera detallada las finalidades y los 
principios de este derecho. Entre las primeras destacan: a) fomentar el óptimo, equitativo 
y ordenado desarrollo de la cultura fisica y el deporte en todas sus manifestaciones; b) 
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elevar, por medio de la activación física, la cultura física y el deporte, el nivel de vida 
social y cultural de los habitantes; c) fomentar la creación, conservación, mejoramiento, 
protección, difusión, promoción, investigación y aprovechamiento de los recursos 
humanos, materiales y financieros destinados a la activación física, cultura física y el 
deporte; d) fomentar el desarrollo de la activación física, la cultura física y el deporte, 
como medio importante en la preservación de la salud y la prevención de enfermedades, 
del delito y de la violencia. En cuanto a los segundos, se resalta que la cultura física y la 
práctica del deporte a) son un derecho fundamental para todos, y b) constituyen un 
elemento esencial de la educación, así como un estímulo para el desarrollo afectivo, 
físico, intelectual y social de todos, además de ser un factor de equilibrio y 
autorrealización personales. 

Sin duda la cultura física y la práctica del deporte pueden ayudar a cumplir estos y 
otros fines sociales importantes, especialmente en el contexto de la vida moderna, que 
desalienta el ejercicio físico al tiempo que promueve hábitos poco sanos en materia de 
alimentación, lo que ha propiciado el crecimiento explosivo de diversas enfermedades, 
como la diabetes y los padecimientos circulatorios. En el caso de la incorporación de 
este derecho, que tiene antecedentes en los documentos internacionales, es posible que 
haya influido especialmente la necesidad de regular de manera más uniforme, a través de 
una ley general, los instrumentos y medios con que cuenta el Estado en materia de 
cultura física y práctica del deporte. i 


Derecho a la alimentación (2011) 


En relación con el derecho a la cultura fisica y la práctica del deporte podemos ver el 
derecho fundamental a la alimentación, el cual se incorporó casi de manera concurrente 
al artículo 4° constitucional (13 de octubre de 2011), conforme al texto siguiente: “Toda 
persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad. El Estado lo 
garantizará”. 

En esta ocasión no se otorgaron nuevas facultades legislativas al Congreso de la 
Unión, quizá por la dificultad de regular la materia en un solo ordenamiento; sin 
embargo, se agregó un párrafo al artículo 27, para vincular el derecho a la alimentación 
con el concepto de desarrollo rural integral y sustentable: “El desarrollo rural integral y 
sustentable a que se refiere el párrafo anterior, también tendrá entre sus fines que el 
Estado garantice el abasto suficiente y oportuno de los alimentos básicos que la ley 
establezca”. 

Nuevamente, este derecho parece indicar la necesidad de una mayor y más efectiva 
intervención del Estado en lograr una mejor producción y más justa distribución de los 
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recursos alimentarios, tomando en cuenta que una proporción importante de la población 
padece lo que ahora se denomina “pobreza alimentaria” y desnutrición, y que, 
económicamente hablando, nuestro país estaría en condiciones de garantizar a cada uno 
de sus habitantes un nivel alimentario mínimo que satisfaga los principios 
constitucionales.?? 


Derecho al agua (2012) 


El agua es un recurso absolutamente vital para todas las formas y especies de vida en el 
planeta, incluyendo la vida humana en sociedad. Por eso resulta igualmente esencial que 
el orden jurídico regule el acceso a este vital recurso. Podemos recordar que el artículo 
27 constitucional proclamó el dominio de la Nación sobre todas las tierras y aguas 
comprendidas en el territorio nacional, lo que contempla la facultad de transmitir su 
dominio a los particulares. Tomando en cuenta la importancia económica y social de la 
agricultura y que los recursos hídricos en nuestro país son relativamente escasos y están 
mal distribuidos, la dotación de aguas se convirtió en un elemento importante de la 
reforma agraria. Al mismo tiempo, el acceso general al agua se convirtió en objeto de 
diversos ordenamientos sobre la materia (leyes de aguas nacionales), pero sólo hasta 
años recientes se aceptó la necesidad de declarar un “derecho humano al agua”, ya 
discutido desde hace tiempo en el ámbito internacional.” La adición correspondiente al 
artículo 4° constitucional, publicada el 8 de febrero de 2012, reza: 


Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico 
en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las 
bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, 
estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la 
participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines. 


El dilema jurídico particular que presenta el acceso al agua es, por un lado, que al 
tratarse de un recurso esencial para la vida, se ha considerado como derecho humano o 
fundamental que corresponde a toda persona por el solo hecho de serlo y, por tanto, el 
Estado debe garantizar el acceso a él en las condiciones que señala el artículo 4° 
constitucional. Por el otro, en las sociedades contemporáneas se ha aceptado —aunque 
se trata de un punto polémico— que es incluso necesario asignar un “precio” a los bienes 
valiosos como el agua o el aire, pues es la única manera de lograr la distribución racional 
(no necesariamente justa) y la conservación de esos recursos. Nuestra Constitución 
comprende ambas vertientes, pues el reconocimiento del derecho humano al agua da 
prioridad, por virtud de los principios contenidos en el artículo 1° constitucional, a las 
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necesidades humanas, pero en la práctica no será sencillo resolver las tensiones que 
surjan en este sentido, pues éstas seguramente se agudizarán con los efectos del cambio 


climático.** 


Iniciativa legislativa ciudadana (2012) 


Como parte de la importante reforma política de 2012, que incorporó novedosas 
instituciones en nuestra Constitución General, como la “consulta popular”, se agregó un 
derecho nuevo para los ciudadanos, el cual consiste en la posibilidad de presentar 
directamente ante las Cámaras del Congreso de la Unión iniciativas de ley que dichos 


órganos legislativos tienen la obligación de discutir y dictaminar. Las adiciones 


respectivas a la Constitución son las siguientes:? A 


Articulo 35. Son derechos del ciudadano: 

[...] 

VII. Iniciar leyes, en los términos y con los requisitos que señalen esta Constitución y la Ley del 
Congreso. El Instituto Federal Electoral [ahora Instituto Nacional Electoral] tendrá las facultades que en esta 
materia le otorgue la ley 

Artículo 71. El derecho de iniciar leyes o decretos compete: 


ha] 


IV. A los ciudadanos en un número equivalente, por lo menos, al cero punto trece por ciento de la lista 


nominal de electores, en los términos que señalen las leyes. La Ley del Congreso determinará el trámite que 


deba darse a las iniciativas. 


Se trata de un derecho nuevo —aunque no desconocido en nuestro orden jurídico, 
pues ya estaba previsto en varias constituciones de los estados— que enriquece las 
posibilidades de participación ciudadana en la vida pública. 


Derechos a la identidad y al registro (2014) 


Los últimos derechos fundamentales nuevos incorporados en la Constitución mexicana 
antes de la celebración del centenario de su promulgación son el “derecho a la identidad” 


y el “derecho al registro”, según párrafo adicionado al artículo 4° constitucional, en los 


términos siguientes: 


Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado (sic) de manera inmediata a su nacimiento. El 
Estado garantizará el cumplimiento de estos derechos. La autoridad competente expedirá gratuitamente la 
primera copia certificada del acta de registro de nacimiento. 
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Estos derechos tienen implicaciones principalmente para niñas, niños y 
adolescentes, razón por la cual están reglamentados de manera particular en la Ley 
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. La fracción II del artículo 
13 incluye el derecho a la identidad y éste, a su vez, comprende los derechos a contar 
con el nombre y apellidos que les correspondan, a ser inscritos en el Registro Civil, a 
contar con nacionalidad, a conocer su filiación y origen y a preservar su identidad, 
incluida la pertenencia cultural y las relaciones familiares (artículo 19). Pero también 
tiene consecuencias para otros ámbitos y fenómenos sociales, como los de cambio de 
sexo y reasignación de género (identidad sexual o de género), o los derechos de grupos 
étnicos y culturales (identidad étnica o cultural), temas sobre los cuales no es posible 
extendernos aquí. 


LOS DERECHOS EXISTENTES 


En este apartado haremos un repaso más breve y esquemático de los numerosos cambios 
que se han hecho a lo largo de cien años a los derechos individuales y sociales 
consagrados inicialmente en la Constitución de 1917, en razón de que han sido ya 
ampliamente estudiados y comentados por la doctrina constitucional a lo largo del 
tiempo.%! Nuestro repaso comprende las modificaciones constitucionales que han tenido 
el propósito de ampliar —o restringir en algunos pocos casos— los derechos 
constitucionales, así como de introducir diversas modalidades y una reglamentación más 
detallada en relación con los mismos. Para estos propósitos trataremos de agrupar y 
sintetizar lo más posible los cambios examinados, tomando igualmente en cuenta un 
criterio a la vez cronológico y sistemático. 


Federalización de la legislación del trabajo y de la seguridad social 


El artículo 123 constitucional aprobado por el Congreso Constituyente en 1917 preveía 
que tanto la Federación como los estados expedirían leyes del trabajo, sujetándose a las 
bases fijadas por dicho artículo. La fracción XXIX del mismo artículo declaraba la 
utilidad social del establecimiento de cajas de seguros populares, de invalidez, de vida, 
etcétera. 

La reforma publicada el 6 de septiembre de 1929 modificó ambos principios. En 
primer lugar, se reservó a la Federación la facultad de expedir leyes de carácter laboral, y 
con este fundamento se promulgó, en 1931, la primera Ley Federal del Trabajo.? En 
segundo lugar, la fracción XXIX se modificó en los siguientes términos: “Se considera 
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de utilidad pública la expedición de la Ley del Seguro Social y ella comprenderá seguros 
de invalidez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes 
y otras con fines análogos”. 

Con base en lo anterior se expidió, hasta 1943, la primera Ley del Seguro Social. 

La fracción XXIX (del apartado A) se reformó nuevamente en 1974% para agregar el 
seguro de vejez, de servicios de guardería “y cualquier otro encaminado a la protección y 
bienestar de los habitantes, campesinos, no asalariados y otros sectores sociales y sus 
familiares”. 


Derechos de los campesinos, reforma y justicia agrarias 


Los derechos de los campesinos y las bases de la reforma agraria en el artículo 27 
constitucional tuvieron cambios significativos en los años treinta. Por decreto publicado 
el 10 de enero de 1934 se reprodujo el texto íntegro del articulo, con algunos cambios de 
trascendencia, entre los cuales destacamos la nueva fracción XIV, la cual prescribió que 
los propietarios afectados con resoluciones dotatorias o restitutorias de ejidos o aguas 
que se hubieran dictado en favor de los pueblos o que se dictaran en el futuro “no 
tendrán ningún derecho ni recurso legal ordinario, ni podrán promover el juicio de 
amparo”. Los afectados con dotación solamente podían acudir al Gobierno Federal para 
que se les pagara la indemnización correspondiente y tendrían el plazo de un año para 
presentar su reclamación a partir de la publicación de la resolución respectiva en el 
Diario Oficial. 

Un decreto de reforma del año de 1947 65 sin modificar el texto de 1934, la revirtió 
parcialmente al agregar el siguiente párrafo a la fracción: “Los dueños o poseedores de 
predios agrícolas o ganaderos en explotación, a los que se haya expedido, o en lo futuro 
se expida, certificado de inafectabilidad, podrán promover el juicio de amparo contra la 
privación o afectación agraria ilegales de sus tierras y aguas”. 

La nueva fracción XV prohibió a las autoridades agrarias la afectación de la pequeña 
propiedad agraria o ganadera en explotación y definió las extensiones máximas de tierras 
que, para ambos usos, estarían exentas de tal afectación. 

La reforma publicada el 3 de febrero de 1983 se propuso dar garantías adicionales de 
seguridad a la propiedad agraria mediante la adición de una fracción XIX en los 
siguientes términos: “Con base en esta Constitución, el Estado dispondrá las medidas 
para la expedita y honesta impartición de justicia agraria, con objeto de garantizar la 
seguridad jurídica en la tenencia de la tierra ejidal, comunal y de la pequeña propiedad, y 
apoyará la asesoría legal de los campesinos”. 
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La reforma publicada el 6 de enero de 1992 —la más radical de la época 
posrevolucionaria hasta ahora— dio por terminado el reparto agrario, abrió la puerta para 
que los ejidos y comunidades pudieran enajenar sus tierras bajo ciertas condiciones, 
regularizar las ya privatizadas, y asociarse con empresas del sector privado para impulsar 
proyectos productivos en el campo. La reforma sentó también las bases constitucionales 
para la creación de tribunales agrarios especializados y autónomos, y constitucionalizó la 
función de procuración de justicia agraria, entre otros cambios significativos. 


Libertad de enseñanza 


Hemos visto en el capítulo anterior que el proyecto de artículo 3% que Venustiano 
Carranza presentó al Congreso Constituyente reiteró el principio —proveniente de la 
Constitución de 1857— de la libertad de la enseñanza, agregando solamente que sería 
laica la que se impartiera en los establecimientos oficiales de educación, en congruencia 
con los principios de las Leyes de Reforma. Sin embargo, los diputados constituyentes 
agregaron restricciones adicionales: se prohibió de manera absoluta que las 
corporaciones religiosas o los ministros de culto pudieran impartir instrucción primaria, 
y se dispuso que las escuelas particulares de educación primaria sólo podrían 
establecerse bajo vigilancia oficial. Además, en el artículo 130 se agregó un párrafo 
que privaba de toda validez y reconocimiento a los “estudios hechos en los 
establecimientos destinados a la enseñanza profesional de los ministros de los cultos”. 
El 13 de diciembre de 1934 se publicó un decreto de reforma del artículo 3° 


constitucional para proclamar como “socialista” la educación impartida por el Estado: 


La educación que imparta el Estado será socialista, y además de excluir toda doctrina religiosa combatirá el 
fanatismo y los prejuicios, para lo cual la escuela organizará sus enseñanzas y actividades en forma que 
permita crear en la juventud un concepto racional y exacto del universo y de la vida social. 


Enseguida se señaló que se podría conceder autorización a los particulares para 
impartir educación primaria, secundaria y normal (no hay mención de la educación 
media superior o superior), pero sujeta a condiciones todavía más restrictivas que las 
fijadas en 1917, lo que anulaba prácticamente la libertad de enseñanza en esos niveles de 
la educación: 


I. Las actividades y enseñanzas de los planteles particulares deberán ajustarse, sin excepción alguna, a lo 
preceptuado en el párrafo inicial de este artículo [relativo a la educación socialista], y estarán a cargo de 
personas que en concepto del Estado tengan suficiente preparación profesional, conveniente moralidad e 
ideología acorde con este precepto. En tal virtud, las corporaciones religiosas, los ministros de los cultos, las 
sociedades por acciones que exclusiva o preferentemente realicen actividades educativas, y las asociaciones o 
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sociedades ligadas directa o indirectamente con la propaganda de un credo religioso, no intervendrán en forma 
alguna en escuelas primarias, secundarias o normales, no podrán apoyarlas económicamente; 

II. La formación de planes, programas y métodos de enseñanza corresponderá en todo caso al Estado; 

II. No podrán funcionar los planteles particulares sin haber obtenido previamente, en cada caso, la 
autorización expresa del poder público; 

IV. El Estado podrá revocar, en cualquier tiempo, las autorizaciones concedidas. Contra la revocación no 
procederá recurso o juicio alguno. 

Estas mismas normas regirán la educación de cualquier tipo o grado que se imparta a obreros o 
campesinos. 


[...] 
El Estado podrá retirar discrecionalmente en cualquier tiempo el reconocimiento de validez oficial a los 
estudios hechos en planteles particulares. 


Doce años después, mediante reforma publicada el 30 de diciembre de 1946, se 
suprimió el carácter socialista de la educación, pero sin que hubiera un cambio 
trascendente en cuanto a las condiciones y los requisitos para la enseñanza a cargo de los 
particulares.*$ 

La situación anterior se modificó de manera importante gracias a las reformas 
publicadas el 28 de enero de 1992 y el 5 de marzo de 1993. Mediante la primera se 
suprime la prohibición a las corporaciones religiosas y ministros de los cultos de impartir 
educación primaria, secundaria y normal, así como la dirigida a obreros y campesinos. 
Se señala solamente que los particulares deberán apegarse a los fines y criterios de la 
educación que fija el artículo, cumplir los planes y programas oficiales, así como obtener 
la autorización expresa previa del poder público. La segunda reforma elimina la 
improcedencia de cualquier medio de defensa para combatir la negativa o revocación de 
la autorización para impartir educación, así como la facultad del Estado para retirar 
discrecionalmente el reconocimiento de validez oficial de los estudios impartidos por 
particulares. 


Derecho de propiedad y sectores económicos reservados a la nación 


Durante los cien años transcurridos desde la promulgación de la Constitución de 1917 se 
han realizado múltiples cambios a los artículos 27 y 28 constitucionales en materia del 
derecho de propiedad y de las actividades económicas que están reservadas al Estado y 
de las que, por tanto, están excluidos los particulares. 

En 1917, el artículo 27 constitucional proclamó la propiedad y el dominio directo de 
la Nación sobre todos los recursos del subsuelo, pero permitiendo el otorgamiento de 
concesiones a los particulares para la explotación de tales recursos. La nacionalización 
de la industria petrolera declarada por el presidente Lázaro Cárdenas el 18 de marzo de 
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1938 excluyó de la explotación de los hidrocarburos a los particulares, nacionales o 
extranjeros, y este cambio se elevó a rango constitucional mediante decreto publicado el 
9 de noviembre de 1940. Aun así, quedó abierta una posibilidad de participación de los 
particulares en la industria mediante la celebración de contratos con la empresa del 
Estado (Petróleos Mexicanos), pero la misma quedó clausurada en virtud de una reforma 
publicada el 20 de enero de 1960, conforme a la cual, tratándose del petróleo y los 
hidrocarburos, no se otorgarían concesiones ni contratos, “ni subsistirán los que se hayan 
otorgado”. Esta prohibición permaneció sin cambios en la Constitución hasta la llamada 
Reforma Energética de 2013,9 la cual reiteró la prohibición del otorgamiento de 
concesiones en la materia, pero permite que las actividades de exploración y extracción 
de hidrocarburos se realicen mediante asignación a las “empresas productivas del 
Estado” o a través de contratos con éstas o con particulares. 

Mediante decreto de reforma publicado el 29 de diciembre de 1960 se concluyó el 
proceso de nacionalización de la industria eléctrica, que se encontraba todavía 
parcialmente en manos de empresas extranjeras. En esa ocasión, la Nación se reservó en 
exclusiva la generación, conducción, transformación, distribución y abastecimiento de 
energía eléctrica que tuviera por objeto la prestación de servicio público, lo que 
implicaba la posibilidad de que los particulares generaran dicha energía para 
autoabastecimiento o para su venta a las empresas del Estado, posibilidad que empezó a 
desarrollarse a partir de los años noventa. La Reforma Energética de 2013 modificó de 
manera importante esta situación y solamente reservó en exclusiva a la Nación “la 
planeación y control del sistema eléctrico nacional, así como el servicio público de 
transmisión y distribución de energía eléctrica”, actividades en las que no podrán 
otorgarse concesiones, pero el Estado puede celebrar contratos con los particulares y 
éstos podrán además participar en las demás actividades de la industria eléctrica 
conforme a lo dispuesto en las leyes. 

Otro recurso natural cuyo aprovechamiento se reservó en exclusiva a la Nación, 
mediante una reforma publicada el 6 de febrero de 1975, son los combustibles nucleares 
para la generación de energía, así como su regulación para otros propósitos. Esta 
disposición subsiste sin cambios en el texto constitucional vigente. 

Por último, la “nacionalización” de la banca privada (estrictamente hablando, se trató 
de una expropiación, pues dicha banca era propiedad de mexicanos) que decretó el 
presidente José López Portillo (1976-1982) el 1” de septiembre de 1982 se elevó a rango 
constitucional mediante decreto publicado el 17 de noviembre del mismo año, el cual 
adicionó un párrafo quinto al artículo 28 constitucional. De acuerdo con dicha reforma, 
el servicio público de banca y crédito sería prestado exclusivamente por el Estado y en la 
materia no se otorgarían concesiones. Esta exclusividad se eliminó al poco tiempo, ° 
permitiendo a los particulares, nacionales y extranjeros, la prestación del servicio (ya no 
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definido como “público”) de banca y crédito, junto con algunas instituciones del Estado 
que forman parte de la llamada “banca de desarrollo”, lo que era la situación existente 
antes de la expropiación de 1982. 

A lo anterior agregaremos que la expropiación bancaria de septiembre de 1982 
motivó al presidente Miguel de la Madrid (1982-1988) a promover, al inicio de su 
gobierno, una reforma de los artículos 25 a 28 de la Constitución para crear una especie 
de “capítulo económico” que, a partir del concepto de “rectoría del desarrollo nacional” 
a cargo del Estado, delimitara con claridad las esferas de actividad de los sectores 
público, privado y social.?! La evolución posterior ha ampliado la esfera de acción 
económica de los particulares sin que hayan cambiado explícitamente estas disposiciones 
constitucionales. 

Por último, otra reforma constitucional que tiene implicaciones para la actividad 
económica y el uso de los recursos naturales es la que estableció, en el artículo 27 
constitucional, la llamada “zona económica exclusiva” en un área de 200 millas náuticas 
a partir de la costa, así como las bases para la regulación de los asentamientos humanos, 
según decreto publicado el 6 de febrero de 1976. 


Derechos de los trabajadores 


Después de la aprobación del artículo 123 de la Constitución en 1917, el cual contiene 
un catálogo muy avanzado de los derechos laborales, los gobiernos posrevolucionarios 
promovieron algunos cambios puntuales a esta reglamentación, los que, en general, no 
implicaron una ampliación importante de los derechos ya existentes, pero sí la 
incorporación de normas encaminadas a lograr su operatividad y eficacia. 

La primera de esas modificaciones, mediante decreto publicado el 31 de diciembre 
de 1938, suprimió la parte final de la fracción XVIII, que se refiere a los casos en que 
son lícitas las huelgas; dicha parte final exceptuaba de esta disposición a los obreros de 
los establecimientos fabriles militares del gobierno de la República, por considerarlos 
asimilados al ejército. La supresión de esta parte canceló la aplicación de este régimen de 
excepción. 

En cuanto a las relaciones individuales de trabajo, son numerosos los cambios 
puntuales al artículo 123. Una modificación publicada el 4 de septiembre de 1933 a la 
fracción IX, relativa al salario mínimo y la participación de los trabajadores en las 
utilidades de las empresas, agregó que cuando no existieran las comisiones especiales en 
cada municipio para la fijación del salario mínimo, esto quedaría a cargo de la Junta 
Central de Conciliación y Arbitraje respectiva. La siguiente modificación a esta 
fracción”? estableció, en varios incisos, las bases para poder fijar la participación de los 
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trabajadores en las utilidades de las empresas, pues era una disposición que no se había 
hecho efectiva desde su aprobación en 1917. Se determinó la creación de una Comisión 
Nacional, integrada con representantes de los trabajadores, de los patronos y del 
gobierno, encargada de fijar el porcentaje de las utilidades que debe repartirse entre los 
trabajadores. 

Otras modificaciones importantes han sido las siguientes: 


e Se precisa la prohibición del trabajo nocturno en establecimientos comerciales 
para mujeres y menores de 16 años después de las diez de la noche (fracción II). 

e Se prohíbe la utilización del trabajo de menores de 14 años (edad que se elevó a 
15 años en 2014)”* y se fija la jornada máxima de trabajo en seis horas para los 
mayores de 14 (ahora 15) y menores de 16 años (fracción ID. 

e Se hace la distinción entre salarios mínimos generales y profesionales. Se precisa 
que los primeros deberán ser “suficientes para satisfacer las necesidades 
normales de un jefe de familia, en el orden material, social y cultural, y para 
proveer a la educación obligatoria de los hijos”. Se determina que unos y otros 
salarios mínimos serán fijados por comisiones regionales tripartitas y sometidos a 
la aprobación de una comisión nacional (en la actualidad, dichos salarios son 
fijados por la comisión nacional con el auxilio de comisiones consultivas). Se 
prohíbe la utilización del salario mínimo como índice, unidad, base, medida o 
referencia para fines ajenos a su naturaleza (fracción VI).”* 

e Las consecuencias de la negativa del patrono a someter un conflicto de trabajo al 
arbitraje, consistentes en la terminación del contrato de trabajo, el pago de tres 
meses de indemnización al trabajador y la responsabilidad resultante del mismo 
conflicto, no son aplicables al despido injustificado (fracción XXI). 

e En caso de despido injustificado, la ley puede determinar los casos en que el 
patrono puede quedar eximido de la obligación de cumplir con el contrato de 
trabajo, mediante el pago de una indemnización (fracción XXII). 

e La obligación de los patronos de proporcionar vivienda a sus trabajadores 
conforme a la fracción XII puede cumplirse mediante aportaciones a un sistema 
de financiamiento; se declara de utilidad social la creación de un organismo, de 
integración tripartita, que administre los recursos del Fondo Nacional de la 
Vivienda,”” según hemos mencionado más arriba. 

e Se agrega la obligación de todas las empresas de proporcionar capacitación y 
adiestramiento para el trabajo (fracción XIII). ”* 


Como parte de la reforma publicada el 31 de diciembre de 1974, relacionada con la 
declaración de la igualdad entre el varón y la mujer en el artículo 4° constitucional, se 
introdujeron algunos cambios al artículo 123: se permite el trabajo nocturno y la jornada 
extraordinaria de las mujeres (fracciones II y XI); se precisan y amplían los derechos de 


88 


las mujeres trabajadoras durante el embarazo (fracciones V y XV); en relación con el 
servicio de colocación de los trabajadores a que se refiere la fracción XXV, se adicionó 
ésta para señalar que en la prestación de este servicio “se tomará en cuenta la demanda 
de trabajo y, en igualdad de condiciones, tendrán prioridad quienes representen la única 
fuente de ingresos en su familia” (es decir, hombres o mujeres). 

Una reforma significativa, y todavía controvertida en ambientes laboralistas, es la 
que creó un nuevo apartado, el apartado B, en el artículo 123, para regular de manera 
específica las relaciones de trabajo entre los Poderes de la Unión y el gobierno del 
Distrito Federal con sus trabajadores, conforme al decreto publicado el 5 de diciembre de 
1960.” Se trata de derechos similares y equivalentes a los aplicables en general a los 
trabajadores en el sector privado (consignados ahora en el apartado A), aunque con 
algunas modalidades y excepciones particulares, entre las cuales destaca el derecho a 
huelga, el cual pueden ejercer de acuerdo con la ley, pero solamente “cuando se violen 
de manera general y sistemática” los derechos consagrados en el artículo (fracción X). 

Este nuevo apartado B ha tenido bastantes modificaciones posteriores, que 
reseñamos brevemente: 


e Se precisa que en ningún caso los salarios del trabajador del Estado podrán ser 
inferiores al mínimo para los trabajadores en general en el Distrito Federal (ahora 
Ciudad de México) y en las entidades federativas (fracción iy." 

e Se crea un fondo nacional de vivienda para los trabajadores del Estado, similar al 
del apartado A, el cual se extiende a los miembros de las Fuerzas Armadas 
(fracciones XI y XII).8! 

e En relación con la igualdad entre hombres y mujeres, se precisa que en igualdad 
de condiciones, tendrá prioridad, en el goce de los derechos de escalafón y 
ascenso, “quien represente la única fuente de ingreso en su familia” (fracción 
VIII); se hace la reforma equivalente sobre los derechos de las mujeres 
trabajadoras durante y después del embarazo (fracción xp 

e En relación con la expropiación de la banca privada del 1” de septiembre de 
1982, se determina que el régimen laboral de las instituciones nacionales de 
crédito se regirá por el apartado B (fracción XIII bis);%% al convertirse el Banco 
de México en organismo autónomo, su régimen laboral se incluyó en esta misma 
disposición.** 

e En relación con la creación del Consejo de la Judicatura Federal, se dispone que 
el Consejo resolverá los conflictos entre el Poder Judicial de la Federación y sus 
trabajadores y la Suprema Corte de Justicia hará lo propio con sus empleados 
(fracción XI1).95 

e En cuanto a las instituciones policiales y el Ministerio Público, se determina que 
sus miembros que sean removidos de estas funciones por no cumplir los 
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requisitos vigentes en el momento de la remoción no tendrán derecho a 
reinstalación o restitución, sino sólo a indemnización; se promueve la creación de 
sistemas complementarios de seguridad social para estas instituciones, incluidos 
los servicios periciales; se amplían las prestaciones de vivienda y habitación a los 
miembros del Ejército, la Fuerza Aérea y la Marina (fracción XIIT).8° 

e Los salarios fijados en los presupuestos deben observar lo dispuesto en el artículo 


127 constitucional (fracción Iv). 


Libertad de trabajo y funciones públicas obligatorias 


El artículo 5° de la Constitución establece las limitaciones a la libertad de trabajo. El 
texto de 1917 disponía que, en cuanto a los servicios públicos, sólo podían ser 
obligatorios los de las armas, los de jurados, los cargos concejiles y los de elección 
popular, directa e indirecta. Una reforma publicada el 17 de noviembre de 1942 agregó 
que serían gratuitas y obligatorias las funciones electorales y censales, y que los 
servicios sociales de carácter profesional serían obligatorios y retribuidos en los términos 
de la ley y con las excepciones que ésta señale. Esta disposición constitucionalizó el 
llamado “servicio social” que deben prestar los estudiantes universitarios como uno de 
los requisitos que se les exige para obtener su título profesional. 

Una segunda reforma, publicada el 6 de abril de 1990, precisó que las funciones 
electorales y censales serán retribuidas cuando se realicen profesionalmente en términos 
de la Constitución y las leyes. De este modo se establecen las bases para el servicio 
profesional electoral en el Instituto Nacional Electoral, pero también para la realización 
profesional de los censos y encuestas que están a cargo del Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía. 


Derechos del inculpado en el proceso penal 


Los derechos de los inculpados en el proceso penal, consagrados en los artículos 19 y 20 
constitucionales, han sido objeto de múltiples modificaciones para precisarlos y 
ampliarlos. En 1917 se estableció por primera vez en la Constitución el derecho del 
acusado a ser puesto en libertad bajo fianza de hasta diez mil pesos en cuanto lo 
solicitara, según sus circunstancias personales y la gravedad del delito, siempre que éste 
no fuera castigado con pena de prisión de más de cinco años. Debido a la depreciación 
de la moneda, resultó necesario actualizar la cantidad determinada en el artículo, y así, 
según reforma publicada el 2 de diciembre de 1948, se fijó el monto máximo de la fianza 
en 250 mil pesos, salvo que el delito hubiera producido un beneficio económico a su 
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autor o un daño patrimonial a la víctima, en cuyo caso la garantía sería al menos tres 
veces mayor al beneficio obtenido o al daño causado. También se precisó la pena 
máxima que permitía alcanzar la libertad, señalando que ésta no debía rebasar el término 
medio aritmético de cinco años, es decir, tomaba en cuenta que las leyes penales 
habitualmente señalan una pena máxima y una mínima respecto de cada delito. 

Una nueva reforma actualizadora, publicada el 14 de enero de 1985, precisó aún más 
los casos y las circunstancias en que se podía otorgar el beneficio de la “libertad 
provisional bajo caución”, ya sin señalar una cantidad específica como máxima, pero 
imponiendo un tope en términos del salario mínimo general vigente. Una nueva reforma, 
de 1993, simplificó la redacción de la fracción I y fijó nuevos criterios para la 
determinación de la caución. Su otorgamiento estaría sujeto a que se garantizara la 
reparación del daño y el pago de las penas pecuniarias; se declaró que su monto y forma 
deberían ser asequibles al inculpado y que la autoridad podría disminuir la caución 
inicial. Sin embargo, la libertad provisional bajo caución no podría ser otorgada si la ley 
lo prohibía por la comisión de delitos graves. Por último, se facultó a la autoridad 
judicial a revocar la libertad provisional bajo caución cuando el procesado incumpliera 
en forma grave cualquiera de las obligaciones que la ley le impusiera en razón del 
proceso. 

La siguiente reforma, publicada el 3 de julio de 1996, reguló con más detalle el caso 
de la libertad provisional bajo caución en caso de delito no grave y determinó que el 
Ministerio Público podría solicitar que aquélla no fuera otorgada si el inculpado hubiera 
sido condenado previamente por un delito no grave o si dicho Ministerio aportaba 
elementos para justificar que la libertad del inculpado, por las circunstancias y 
características del delito o por su conducta precedente, representaría un riesgo para la 
sociedad o para el ofendido. 

En relación con lo anterior, la reglamentación de la prisión preventiva contenida en 
el artículo 19 constitucional ha sufrido varias modificaciones. La primera” precisó el 
término constitucional para prolongar una detención a través del dictado de un auto de 
formal prisión —que era de tres días según el texto de 1917— en 72 horas a partir de que 
el indiciado fuera puesto a disposición de la autoridad judicial. La segunda, publicada el 
8 de marzo de 1999, modificó nuevamente la descripción de las características y el 
contenido del auto de formal prisión. También previó la prórroga del término 
constitucional en términos de la ley, pero únicamente a petición del indiciado. La 
tercera,?! que introdujo el llamado sistema penal acusatorio, sustituyó el término de 
“auto de formal prisión” por el de “auto de vinculación a proceso” y añadió el siguiente 
párrafo, el cual prevé la llamada “prisión preventiva oficiosa”, es decir, obligatoria, para 
un número limitado de delitos: 
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El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva cuando otras medidas cautelares no sean 
suficientes para garantizar la comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la 
protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad, así como cuando el imputado esté siendo 
procesado o haya sido sentenciado previamente por la comisión de un delito doloso. El juez ordenará la 
prisión preventiva, oficiosamente, en los casos de delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, 
secuestro, delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, así como delitos graves que 
determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud. 


La reforma publicada el 14 de julio de 2011 agregó a los delitos que conllevan 
prisión preventiva oficiosa el de “trata de personas”. 

Otras varias modificaciones al artículo 20” han precisado algunos otros derechos de 
los inculpados en el sistema de justicia penal. Por ejemplo, la fracción II prohibió no 
sólo toda incomunicación, sino cualquier intimidación y tortura, y privó de validez a 
toda confesión rendida ante autoridad distinta del Ministerio Público o del juez, así como 
la rendida ante éstos sin asistencia del defensor, con lo que se trató de atajar una fuente 
constante de abusos en la persecución penal; igualmente, se señaló que el careo con 
quienes depusieran en contra del imputado se realizaría ante el juez (fracción Iv), así 
como la posibilidad de ampliación del plazo para la realización del juicio si, por razón de 
su defensa, así lo solicitara el inculpado (fracción VIII). Se incorporó la garantía de una 
“defensa adecuada” y no meramente el derecho del inculpado a ser defendido en juicio 
por un abogado o persona de su confianza, y se extendieron varias de las protecciones 
del proceso penal a la “averiguación previa” (etapa sustituida en el sistema penal 
acusatorio por la fase de investigación). 

Por último, la reforma de 18 de junio de 2008 revisó por completo el sistema de 
justicia penal para introducir el modelo acusatorio. En materia de los derechos de las 
personas imputadas, contenidos ahora en el nuevo apartado B del artículo 20 
constitucional, se agregaron algunos derechos importantes y se ampliaron o precisaron 
los existentes, como por ejemplo: se incorpora expresamente la presunción de inocencia 
(fracción I); se precisa el derecho a declarar o guardar silencio, el que no podrá ser 
utilizado en su perjuicio (fracción II); se suprime la defensa por “persona de confianza”, 
por lo que aquélla sólo puede ser realizada por abogado, ya sea particular o perteneciente 
a un organismo de defensa pública (fracción VII y artículo 17 constitucional). Conviene 
agregar que esta misma reforma incorporó diversas excepciones y limitaciones a estos 
derechos en relación con la delincuencia organizada; así, por ejemplo, en estos casos el 
juzgador puede autorizar que se mantengan en reserva el nombre y los datos del 
acusador. 


Tratamiento de menores infractores y sistema integral de justicia para 
adolescentes 
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Mediante reforma publicada el 23 de febrero de 1965, se añadió el siguiente párrafo al 
artículo 18 constitucional: “La Federación y los Gobiernos de los Estados establecerán 
instituciones especiales para el tratamiento de menores infractores”. 

Dos reformas posteriores, publicadas el 12 de diciembre de 2005 y el 2 de julio de 
2015, modificaron por completo el concepto de “tratamiento de menores infractores”, 
bajo la influencia del nuevo paradigma de los derechos del niño. El producto de ambas 
reformas son los siguientes párrafos del artículo 18 vigente: 


La Federación y las entidades federativas establecerán, en el ámbito de sus respectivas competencias, un 
sistema integral de justicia para los adolescentes, que será aplicable a quienes se atribuya la comisión o 
participación en un hecho que la ley señale como delito y tengan entre doce años cumplidos y menos de 
dieciocho años de edad. Este sistema garantizará los derechos humanos que reconoce la Constitución para toda 
persona, así como aquellos derechos específicos que por su condición de personas en desarrollo les han sido 
reconocidos a los adolescentes. Las personas menores de doce años a quienes se atribuya que han cometido o 
participado en un hecho que la ley señale como delito, sólo podrán ser sujetos de asistencia social. 

La operación del sistema en cada orden de gobierno estará a cargo de instituciones, tribunales y 
autoridades especializados en la procuración e impartición de justicia para adolescentes. Se podrán aplicar las 
medidas de orientación, protección y tratamiento que amerite cada caso, atendiendo a la protección integral y 
el interés superior del adolescente. 

Las formas alternativas de justicia deberán observarse en la aplicación de este sistema, siempre que resulte 
procedente. El proceso en materia de justicia para adolescentes será acusatorio y oral, en el que se observará la 
garantía del debido proceso legal, así como la independencia de las autoridades que efectúen la remisión y las 
que impongan las medidas. Éstas deberán ser proporcionales al hecho realizado y tendrán como fin la 
reinserción y la reintegración social y familiar del adolescente, así como el pleno desarrollo de su persona y 
capacidades. El internamiento se utilizará sólo como medida extrema y por el tiempo más breve que proceda, 
y podrá aplicarse únicamente a los adolescentes mayores de catorce años de edad, por la comisión o 
participación en un hecho que la ley señale como delito. 


Como puede observarse, el propósito del sistema integral de justicia para 
adolescentes es evitar que éstos sean objeto del sistema de justicia penal, razón por la 
cual está lejos de ser adecuada la ubicación de los párrafos precedentes en el artículo 18 
constitucional, relativo al sistema penitenciario. 


Derechos políticos 


Una de las materias más dinámicas en el texto constitucional, particularmente a partir de 
los años setenta, es el de las elecciones y, en relación con éstas, el de los derechos 
políticos. Un número importante de las modificaciones en materia electoral han ido 
acompañadas de cambios —principalmente en la modalidad de su ampliación— a la 
titularidad y el ejercicio de los derechos políticos. 
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El primer cambio de gran trascendencia se produjo en 1947,% a través del 


reconocimiento del derecho de la mujer a votar y ser votada en las elecciones 
municipales de todo el país (artículo 115, fracción I). El segundo paso se realizó con la 
reforma de 1953, que reconoció plenamente la ciudadanía de las mujeres en el artículo 
34 constitucional” 
electorales del país. 

Otra ampliación de la ciudadanía y del derecho a participar en los procesos 
electorales se produjo con la reducción de la mayoría de edad, de 21 a 18 años, mediante 


reforma al artículo 34 constitucional publicada el 22 de diciembre de 1969. La reforma 
6 


y, por tanto, su derecho de participación en todos los procesos 


en materia de libertad religiosa? restituyó a los ministros de culto religioso la 
ciudadanía y el derecho a votar en las elecciones, pero no a ser votados para ocupar 
cargos públicos, salvo que se retiren de su ministerio con una cierta anticipación 
(artículo 130 constitucional). El voto de los ciudadanos mexicanos residentes en el 
extranjero se hizo posible mediante una modificación al artículo 36, fracción II, de la 
Constitución, que obligaba a votar al ciudadano “en el distrito electoral que le 
corresponda”, señalando ahora simplemente que debe hacerlo en los términos que señale 
la ley.” 

El voto o sufragio pasivo se ha ampliado mediante las modificaciones que han 
reducido la edad mínima para ocupar algunos cargos de elección popular, como el de 
diputado federal, que se redujo de 25 a 21 años cumplidos (artículo 55, fracción m y 
el de senador, que pasó de 35 a 30 años, y luego se redujo a la vigente de 25 años 
cumplidos (artículo 58).?? En este contexto podemos mencionar también la reforma que 
ha permitido la reelección consecutiva, hasta por un periodo máximo, en los cargos de 
diputado federal y local, de senador y de integrantes de los ayuntamientos. 100 

Como parte de estas reformas relacionadas con el ejercicio de los derechos políticos, 
debemos mencionar la que introdujo las “consultas populares” como medio para conocer 
la opinión de los ciudadanos —vinculante para los poderes públicos en determinados 
supuestos— sobre temas de “trascendencia nacional” (artículo 35, fracción VIIT) y la que 
consagró constitucionalmente las llamadas “candidaturas independientes”, que 
estrictamente debieran llamarse candidaturas “sin partido” o “no partidistas” (artículo 35, 
fracción IT). 141 

Por último, en este tema se han producido al menos dos reformas más que pretenden 
generar condiciones de mayor igualdad en el ejercicio de los derechos político- 
electorales entre hombres y mujeres: la que obliga a que los partidos politicos registren 
de manera paritaria a sus candidatos a cargos de elección popular federales y locales 
(artículo 41, fracción I, segundo párrafo)! y la que garantiza la igualdad de hombres y 
mujeres indígenas en el ejercicio del derecho a votar y ser votados, así como de tener 
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acceso a los cargos públicos de sus comunidades y a desempeñarlos (artículo 2°, 
apartado A, fracción mn..% 

Otras modificaciones significativas se han referido al derecho de asociación política 
para participar en los asuntos políticos, que debe ejercerse de forma libre, individual y 
pacífica (artículo 35, fracción III de la Constitución), 104 así como a la posibilidad de que 
los mexicanos tengan otra nacionalidad, en cuyo caso, si la Constitución exige la 
nacionalidad por nacimiento para ejercer determinados cargos y funciones, éstos estarán 
reservados a quienes no hayan adquirido otra nacionalidad (artículo 32 


constitucional). na 


Libertad de posesión y portación de armas 


La libertad de posesión y portación de armas que el artículo 10 constitucional garantiza a 
los habitantes de la República para su defensa ha tenido una sola modificación. Mediante 
decreto publicado el 22 de octubre de 1971, la portación de armas en las poblaciones ya 
no está sujeta a los reglamentos de policía, sino que se puede autorizar a los habitantes 
de acuerdo con la ley federal, es decir, ya no se trata de un derecho otorgado de manera 
directa por la Constitución. 


Derechos de los reclusos en centros penitenciarios 


El artículo 18 constitucional se refiere a los lineamientos y principios por los que se 
rigen los centros penitenciarios del país. Varias reformas posteriores a 1917 han 
modificado algunas de dichas condiciones. 

Una primera reforma, publicada el 23 de marzo de 1965, modificó el segundo 
párrafo del artículo original para precisar la organización del sistema penal sobre la base 
del trabajo, “la capacitación para el mismo y la educación”, sustituyendo el concepto de 
regeneración por el de “readaptación social”. Se agregó una disposición que ordena que 
las “mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de los destinados a los 
hombres para tal efecto”. Una segunda reforma, publicada el 10 de junio de 2011, dio 
una nueva y más amplia redacción a dicho párrafo para subrayar que el sistema 
penitenciario se funda en el respeto a los derechos humanos, quedando en los siguientes 
términos: 


El sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la 
capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción del 
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sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando los beneficios que para él prevé la 
ley. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de los destinados a los hombres para tal efecto. 


La reforma de 1965 adicionó dos párrafos más: el tercero señaló que los 
gobernadores de los estados podrían celebrar convenios con la Federación para que los 
reos sentenciados por delitos del orden común pudieran extinguir sus condenas en 
establecimientos dependientes del Ejecutivo federal; 1% y el cuarto párrafo, que se refiere 
a las instituciones especiales para el tratamiento de menores infractores, a las que ya 
hemos hecho referencia más arriba. 

Una nueva reforma, de 1977,1% adicionó un párrafo quinto al artículo para prever 
que los reos de nacionalidad mexicana que se encontraran compurgando penas en el 
extranjero pudieran trasladarse a la República para cumplir sus condenas en términos de 
la misma disposición; al mismo tiempo, los reos de nacionalidad extranjera sentenciados 
por delitos del orden federal o del fuero común en el Distrito Federal, podrían ser 
trasladados a su país de origen o residencia, con sujeción a los tratados internacionales 
respectivos. Se agregó que los gobernadores de los estados podrían solicitar al Ejecutivo 
federal la inclusión de reos del orden común en dichos tratados. Por último, se indicó 
que el “traslado de los reos sólo podrá efectuarse con su consentimiento expreso”. 


Una nueva modificación, vinculada con el reconocimiento de los derechos de los 


pueblos y comunidades indígenas, 98 agregó un sexto párrafo en los siguientes términos: 


“Los sentenciados en los casos y condiciones que establezca la ley, podrán compurgar 
sus penas en los centros penitenciarios más cercanos a su domicilio, a fin de propiciar su 
reintegración a la comunidad como forma de readaptación social”. 

Conviene subrayar que, tanto en el párrafo anterior como en el párrafo segundo 
arriba citado, desaparece el concepto de “readaptación social” y se sustituye por el de 
“reinserción social”. 

Finalmente, el artículo se ha reformado también para introducir reglas específicas y 
de excepción para quienes hayan sido acusados o sentenciados por delitos asociados a la 
delincuencia organizada.” El último párrafo de la disposición establece lo siguiente: 


Para la reclusión preventiva y la ejecución de sentencias en materia de delincuencia organizada se destinarán 
centros especiales. Las autoridades competentes podrán restringir las comunicaciones de los inculpados y 
sentenciados por delincuencia organizada con terceros, salvo el acceso a su defensor, e imponer medidas de 
vigilancia especial a quienes se encuentren internos en estos establecimientos. Lo anterior podrá aplicarse a 
otros internos que requieran medidas especiales de seguridad, en términos de la ley. 


El régimen de excepción se aplica también a la posibilidad de compurgar penas en un 


establecimiento cercano al domicilio de la persona sentenciada, que ya hemos 
mencionado. 
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Garantía contra la confiscación 


El artículo 22 constitucional prohíbe la pena de confiscación de bienes, muy socorrida en 
otras épocas, por tratarse de una pena trascendental que puede afectar a otras personas 


distintas del imputado penalmente. Dos modificaciones se han introducido en el 
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artículo ~ para señalar otros tantos supuestos en los que no se considerará que ha habido 


confiscación: '!! el decomiso de los bienes en caso de enriquecimiento ilícito de 
servidores públicos, según lo dispuesto en el artículo 109 de la Constitución, y, en 
relación con la delincuencia organizada, la aplicación a favor del Estado de bienes que 
causen abandono o sobre los cuales se declare la llamada “extinción de dominio”, cuyas 


bases y procedimientos regula la misma disposición constitucional. 


Límites a las sanciones por infracción administrativa 


El artículo 21 constitucional aprobado en 1917 establecía limitaciones a la imposición de 
sanciones por infracción, de carácter administrativo, a los llamados “reglamentos de 
policía y buen gobierno”: dichas sanciones solamente podían consistir en multa o arresto 
hasta por 36 horas, y en caso de que el infractor no pagara la multa, la sanción se 
conmutaría por arresto que no podría exceder de 15 días. Se indicó también que en el 
caso de jornaleros u obreros la multa no podría exceder del importe de su jornal o sueldo 
de un día. 

Mediante decreto publicado el 3 de febrero de 1983, se actualizó el texto de esta 
disposición constitucional y se limitó la duración máxima del arresto administrativo, en 
cualquier caso, a solamente 36 horas. En el caso de trabajadores no asalariados, se limitó 
el monto de la multa a un día de sus ingresos. 


Acceso a la justicia 


El derecho de acceso a la justicia, esto es, a la jurisdicción del Estado, se encuentra 
consagrado en el artículo 17 constitucional. Varias modificaciones a este artículo han 
ampliado y precisado este derecho. La primera de esas modificaciones, publicada el 17 
de marzo de 1987, estableció explícitamente el derecho de toda persona a que se le 
administre justicia por los tribunales, precisando que éstos deben emitir sus resoluciones 
“de manera pronta, completa e imparcial”. Asimismo, se adicionó un tercer párrafo, 
conforme al cual las leyes federales y locales “establecerán los medios necesarios para 
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que se garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus 
resoluciones”. 

En relación con la reforma del sistema de justicia penal de 18 de junio de 2008, se 
agregaron varios párrafos más a este artículo: 


Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de controversias. En la materia penal regularán su 
aplicación, asegurarán la reparación del daño y establecerán los casos en los que se requerirá supervisión 
judicial. 

Las sentencias que pongan fin a los procedimientos orales deberán ser explicadas en audiencia pública 
previa citación de las partes. 


[...] 

La Federación y las entidades federativas garantizarán la existencia de un servicio de defensoría pública de 
calidad para la población y asegurarán las condiciones para un servicio profesional de carrera para los 
defensores. Las percepciones de los defensores no podrán ser inferiores a las que correspondan a los agentes 
del Ministerio Público. 


Por último, el decreto publicado el 29 de julio de 2010 adicionó un párrafo a este 
artículo para reglamentar las llamadas “acciones colectivas”, que amplían el acceso a la 
justicia en la medida que permiten que un grupo de ciudadanos participe, en calidad de 
demandantes, en un procedimiento judicial; en su caso, dichos ciudadanos se 
beneficiarán colectivamente de la sentencia que se dicte en el juicio. Estas acciones 
tienen sobre todo el propósito de proteger los denominados “intereses difusos”, como los 
relacionados con el consumo o el medio ambiente, y son de competencia exclusiva de 
los jueces y tribunales federales. 


Libertad de religión, conciencia y convicciones éticas 


Una de las reformas más trascendentes al texto original de 1917 se produjo mediante 
decreto publicado el 28 de enero de 1992, por la cual se eliminaron varias de las 
restricciones impuestas a las iglesias y ministros de culto religioso, aunque algunas de 
esas limitaciones se encontraban de hecho en suspenso luego de los acuerdos entre el 
gobierno federal y la Iglesia católica que pusieron fin a la Guerra Cristera en 1929, 
Dicha reforma modificó los artículos 3%, 5%, 24, 27 y 130, introduciendo esencialmente 
los siguientes cambios: 


e Artículo 3”. se elimina la prohibición de que las corporaciones religiosas puedan 
impartir enseñanza en todos los niveles y grados, lo que podrán hacer ahora 
sujetándose a las reglas generales que rigen para la educación a cargo de 
particulares. 
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e Artículo 5°: se elimina la prohibición de las órdenes monásticas. 

e Artículo 24: se elimina la prohibición absoluta de actos de culto público fuera de 
los templos, los que ahora pueden realizarse en el exterior de manera 
excepcional, conforme a lo dispuesto en la ley. 

e Artículo 27: se elimina el precepto que ordenaba la nacionalización ipso iure de 
los bienes de las corporaciones religiosas, aunque se mantuvo la prohibición de 
que adquieran más bienes de los necesarios para su objeto propio. 

e Artículo 130: se aceptó el reconocimiento de las iglesias y comunidades 
religiosas a través de la constitución de “asociaciones religiosas” reguladas por la 
ley, y se eliminaron diversas restricciones para los ministros de culto religioso, 
aunque se mantuvieron aquellas relacionadas con su participación en la vida 
política. 


Una reforma publicada el 19 de julio de 2013 dio una nueva redacción al artículo 
para comprender no sólo la libertad religiosa en sentido estricto, sino también la de 
conciencia y de convicciones éticas. En cuanto a la libertad religiosa, se precisa que ésta 
“incluye el derecho de participar, individual o colectivamente, tanto en público o 
privado, en las ceremonias, devociones o actos del culto respectivo, siempre que no 
constituyan un delito o falta penados por la ley”. Para reforzar la separación entre el 
ejercicio de la libertad religiosa de los asuntos políticos, se agregó en el mismo párrafo la 
siguiente prohibición: “Nadie podrá utilizar los actos públicos de expresión de esta 
libertad con fines políticos, de proselitismo o de propaganda política”. 


Intervención de comunicaciones privadas 


Como parte de los diversos cambios que se han introducido en la Constitución para 
establecer reglas — aunque principalmente de excepción— relacionadas con el 
persistente fenómeno de la delincuencia organizada, en 1996112 se reafirmó, en el 
artículo 16 de la Constitución, el principio de inviolabilidad de las comunicaciones 
privadas, por lo que la ley debe sancionar penalmente cualquier violación a su privacía y 
libertad. Al mismo tiempo, se estableció un régimen detallado para que la autoridad 
judicial federal, exclusivamente, pudiera autorizar, bajo observancia de diversos y 
estrictos requisitos, la intervención de cualquier comunicación privada. La reforma penal 
de 18 de junio de 2008 amplió y precisó estas disposiciones, quedando redactados los 
párrafos relativos en los siguientes términos: 


Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente cualquier acto que atente contra 
la libertad y privacía de las mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los 
particulares que participen en ellas. El juez valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan 
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información relacionada con la comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen 
el deber de confidencialidad que establezca la ley. 

Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del 
titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de 
cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad competente deberá fundar y motivar las causas legales 
de la solicitud, expresando además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La autoridad 
judicial federal no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, 
mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su defensor. 


Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y límites previstos en las leyes. Los resultados 
de las intervenciones que no cumplan con éstos, carecerán de todo valor probatorio. 


Reconocimiento de la jurisdicción de la Corte Penal Internacional 


El llamado Estatuto de Roma, aprobado por la comunidad internacional en 1998, crea y 
regula el funcionamiento de la Corte Penal Internacional, cuyo objeto es la persecución y 
sanción de delitos contra la humanidad que los Estados nacionales no quieran o no 
puedan perseguir. Nuestro país fue uno de los signatarios del mencionado Estatuto, que 
fue suscrito por parte de México el 7 de septiembre de 2000, pero la ratificación del 
Senado se produjo hasta el 21 de junio de 2005. Como requisito para dicha ratificación 
se consideró necesario modificar el artículo 21 de la Constitución para añadir la 
siguiente frase (actual párrafo octavo): “El Ejecutivo Federal podrá, con la aprobación 


del Senado en cada caso, reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional”. !!3 


Abolición de la pena de muerte 


Desde la Constitución de 1857, los constituyentes mexicanos tuvieron la intención de ir 
limitando la imposición de la pena de muerte, razón por la cual la suprimieron en 
principio y solamente admitieron su aplicación excepcional en algunos delitos 
especialmente graves. ! 14 Durante el siglo XX, esta pena se aplicó de manera cada vez 
menos frecuente y fue desapareciendo de los Códigos Penales, conservándose 
únicamente en el Código de Justicia Militar, y en los raros casos en que llegó a dictarse 
conforme a este ordenamiento, se conmutaba finalmente por pena de prisión. La firma y 
la ratificación de diversos instrumentos internacionales de derechos humanos trajeron 
consigo restricciones adicionales para la pena de muerte en nuestro país, al disponer que 
si se encontraba abolida, no podría restablecerse, y de no estarlo, sólo podría imponerse 
por los delitos más graves y su aplicación no podría extenderse a los delitos para los 
cuales ya no estuviera prevista. ! 15 En congruencia con esta tendencia al congelamiento e 
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incluso desaparición de la pena de muerte, su posibilidad se suprimió definitivamente de 


la Constitución mediante la reforma correspondiente a los artículos 14 y 22.!'* 


Justicia penal 


Hemos hecho anteriormente diversas menciones de la reforma a la justicia penal para 
introducir el sistema acusatorio, según decreto publicado el 18 de junio de 2008, 
principalmente en relación con los derechos de las personas imputadas, de las víctimas y 
de los ofendidos por el delito. En este inciso señalaremos escuetamente otros cambios 
que tienen efectos sobre la definición y ejercicio de diversos derechos constitucionales: 


e Toda pena deberá ser proporcional al delito que sancione y al bien jurídico 
afectado (artículo 22, primer párrafo). 

e La imposición de las penas, su modificación y duración son propias y exclusivas 
de la autoridad judicial (artículo 21, párrafo tercero). |!” 

e El Ministerio Público podrá considerar criterios de oportunidad para el ejercicio 
de la acción penal, en los supuestos y condiciones que fije la ley (artículo 21, 
párrafo séptimo). 


Otra figura importante relacionada con el sistema de justicia penal es la del arraigo, 
que permite al Ministerio Público, en casos de delincuencia organizada y mediante 
resolución judicial, retener a una persona y mantenerla privada de su libertad hasta por 
un plazo máximo, pero sin detención formal ni sujeción a un procedimiento penal: 


La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose de delitos de delincuencia organizada, 
podrá decretar el arraigo de una persona, con las modalidades de lugar y tiempo que la ley señale, sin que 
pueda exceder de cuarenta días, siempre que sea necesario para el éxito de la investigación, la protección de 
personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de la 
justicia. Este plazo podrá prorrogarse, siempre y cuando el Ministerio Público acredite que subsisten las 
causas que le dieron origen. En todo caso, la duración total del arraigo no podrá exceder los ochenta días 
(artículo 16, párrafo octavo). 


Resulta fácil entender por qué se trata de una figura controvertida y fuertemente 
cuestionada desde la perspectiva de los derechos humanos y del sistema penal 
acusatorio. Su inclusión en la Constitución tuvo claramente el propósito de evitar que su 
constitucionalidad fuera cuestionada por tales motivos. Por supuesto, su incorporación 
en el texto constitucional no obliga a su utilización, y hay indicios de que por ello su uso 
ha ido decayendo en años recientes. 
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Suspensión y restricción de derechos en situaciones de emergencia 


Como parte de la reforma constitucional en materia de derechos humanos de 2011,!!8 se 
modificó de manera importante el artículo 29 constitucional, que regulaba la llamada 
“suspensión de garantías individuales” en casos de emergencia o de grave peligro para la 
sociedad. La reforma hizo más estrictos los requisitos y el procedimiento para dicha 
suspensión, a la que agregó también la “restricción de derechos y garantías”. 

En lo esencial, el nuevo artículo especifica —como lo hacen los instrumentos 
internacionales de la materia— los derechos y garantías que no pueden restringirse ni 
suspenderse por el decreto respectivo. Agrega requisitos de fundamentación y 
motivación, así como de proporcionalidad respecto del peligro al que se haga frente, y de 
observancia en todo momento de los principios de legalidad, racionalidad, proclamación, 
publicidad y no discriminación. Se dispone que todas las medidas legales y 
administrativas adoptadas durante la emergencia quedarán de inmediato sin efectos 
cuando se ponga fin a la suspensión o restricción, señalando que el Ejecutivo no podrá 
hacer observaciones (es decir, interponer su veto) al decreto mediante el cual el 
Congreso revoque la restricción o suspensión. Por último, los decretos expedidos por el 
Ejecutivo durante la emergencia estarán sujetos al control oficioso de la Suprema Corte 
de Justicia, “la que deberá pronunciarse con la mayor prontitud sobre su 
constitucionalidad y validez”. 

Cabe agregar que la suspensión de derechos y garantías no se había utilizado en 
nuestro país desde junio de 1942, cuando México declaró la guerra a las potencias del 
Eje (Alemania, Italia y Japón), aunque posteriormente se han producido diversos 
acontecimientos (como los sismos de 1985, la rebelión del EZLN en 1994 o el combate a 
la delincuencia organizada en algunas regiones del país en años recientes) que podrían 
haber justificado su invocación. La nueva reglamentación del artículo 29 parece hacer 
aún más difícil el recurso a tal figura, lo que obliga a las autoridades a resolver estos 
casos solamente con los medios ordinarios que ofrecen la Constitución y las leyes. 


INSTRUMENTOS Y ÓRGANOS DE PROTECCIÓN 


En este apartado haremos mención —verdaderamente escueta en razón de que no se trata 
del tema central de este trabajo— de algunos cambios trascendentes en los instrumentos 
y Órganos previstos para la defensa y protección de los derechos consagrados en la 
Constitución.!'? Los principales cambios los podríamos resumir de la siguiente manera: 


e Ampliación del ámbito protector del juicio de amparo, que ahora se dirige a la 
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protección de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los 
tratados internacionales de los que México es parte; también se amplía su ámbito 
protector gracias a la incorporación del llamado “interés legítimo” y a la 
posibilidad de la “declaración general de inconstitucionalidad”; también se 
eliminaron algunos supuestos previstos por la Constitución que hacían 
improcedente el amparo y cualquier otro recurso o medio de defensa 
(principalmente artículos 103 y 107).20 

e Creación de los juicios electorales (“juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano” y “juicio de revisión constitucional 
electoral”), equivalentes a un amparo en materia electoral, ante el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación (artículo 99 de la Constitución). !?! 

e Otorgamiento de facultad a las comisiones de derechos humanos para interponer 
acciones de inconstitucionalidad —tederales o locales— de tratados que sean 
violatorios de los derechos humanos reconocidos por la Constitución y los 
tratados internacionales; igual facultad se ha reconocido a los organismos de 
transparencia y acceso a la información por lo que se refiere al derecho de acceso 
a la información y la protección de datos personales (artículo 105, fracción II, 
incisos G y Hyj = 

e Creación de organismos constitucionales autónomos encargados de proteger o 
garantizar los derechos humanos: a partir de 1992 se han creado diversos 
organismos autónomos que tienen por objeto la promoción, protección o garantía 
de diversos derechos constitucionales: organismos de derechos humanos (artículo 
102, apartado By!2 organismos de transparencia, acceso a la información y 
protección de datos personales (artículo 6°, apartado A, fracción VIII; artículo 
116, fracción VII, y artículo 122, apartado A, fracción VID; también 
podemos agregar, como organismos (autónomos) relevantes para la promoción y 
el desarrollo de los derechos constitucionales, el Instituto Nacional para la 
Evaluación de la Educación (artículo 3°, fracción DO el Sistema Público de 

126 el 
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Radiodifusión del Estado Mexicano (artículo 6°, apartado B, fracción V), 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (artículo 26, apartado B), ^ el 

Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (artículo 26, 

apartado C),!28 la Comisión Federal de Competencia Económica y el Instituto 

Federal de Telecomunicaciones (artículo 28) 

e Facultad de investigación de la Suprema Corte de Justicia: supresión de la 
facultad en materia electoral y traslado a la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos en relación con violaciones graves de los derechos humanos (artículos 


97 y 102, apartado pB) 


Como puede apreciarse fácilmente, los cambios en materia de instrumentos y 
órganos de promoción, protección y desarrollo de los derechos humanos no han sido 
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menos significativos que los cambios en el contenido y alcance de los derechos mismos. 
En el siguiente apartado proponemos una primera reflexión sobre la transición del 
modelo de derechos en la Constitución, el cual ha pasado, como hemos señalado, de las 
“garantias individuales y sociales” de 1917 a los “derechos humanos” consagrados en el 
texto constitucional del centenario. 


DE LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES Y SOCIALES A LOS DERECHOS HUMANOS 


En este apartado ofrecemos una reflexión y síntesis de lo expuesto en los anteriores 
apartados de este capítulo. La primera observación que puede deducirse es que, si bien 
los cambios en el contenido y el alcance de los derechos en la Constitución han sido muy 
numerosos y complejos —casi un rompecabezas—, prácticamente no hubo innovaciones 
significativas en esta materia sino hasta los años setenta del siglo Xx: de los 21 
“derechos nuevos” que hemos explicado más arriba,!?! tres se incorporaron en la 
Constitución en esa década; cuatro en cada una de las tres décadas siguientes, y seis 
entre los años de 2011 y 2014. Las razones para su introducción, así como para la 
ampliación de los derechos existentes, son diversas: la conveniencia de modernizar y 
actualizar un ordenamiento constitucional que se estaba quedando rezagado en el 
panorama comparado; la obligación de incorporar algunos de los compromisos 
internacionales asumidos por el país; la necesidad de compensar la crisis de legitimidad 
del régimen posrevolucionario que empezó a anunciarse desde los años sesenta, pero 
proyectando hacia el futuro las correspondientes promesas. El resultado de conjunto ha 
consistido en la redefinición de las relaciones del Estado con los ciudadanos, pero ya no 
como miembros de grupos y corporaciones, sino como personas que se desenvuelven 
tanto de manera individual como en una dimensión social (de ello son buen ejemplo 
varios de los derechos nuevos adicionados al artículo 4* constitucional). 

Apenas cabe sorprenderse de que la incorporación de derechos nuevos coincida con 
la crisis de legitimidad del régimen político presidencialista que se consolidó en nuestro 
país a partir de los años treinta. En efecto, los gobiernos posrevolucionarios se habían 
sentido comprometidos a desarrollar y poner en práctica las nuevas directrices de la 
Constitución de 1917, pero no tuvieron necesidad ni inclinación de introducir 
innovaciones constitucionales en materia de derechos, salvo algunos ajustes puntuales 
(por ejemplo, en la materia penal, aunque la electoral también fue relevante), y en 
algunos casos, más que ampliar dichos derechos, promovieron restricciones adicionales a 
los mismos, no obstante que en otras naciones y particularmente a nivel internacional ya 
había avances importantes en la materia, en los que se podía haber apoyado la paulatina 
modernización de nuestro sistema constitucional. 
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La situación cambió cuando los movimientos de inconformidad de las nuevas clases 
medias urbanas y las presiones hacia mayores grados de libertad y pluralismo políticos, 
tanto internas como externas, contribuyeron a iniciar un proceso de transición que 
culminó con el establecimiento de un nuevo orden político, asentado en la democracia 
electoral. Al mismo tiempo, fue quedando en evidencia que la Constitución de 1917 se 
había quedado rezagada, particularmente en materia de derechos. Una de las maneras en 
que los gobiernos posteriores a los años setenta trataron de responder a las expectativas y 
demandas sociales fue mediante el reconocimiento de nuevos derechos constitucionales 
o la ampliación de los existentes, no obstante que, en muchos casos, no fue posible dar 
sino un cumplimiento muy gradual a las exigencias y obligaciones que dichos derechos 
implicaban para el Estado mexicano. Además, varias de las reformas que hemos 
examinado en este capítulo estuvieron acompañadas de una creciente apertura hacia el 
exterior y una paulatina superación del fuerte nacionalismo jurídico posterior a los años 
cuarenta, según el cual, con la Constitución de 1917, México había logrado darse las 
instituciones que eran adecuadas para sus necesidades y desarrollo históricos, de modo 
que no resultaba necesario ni conveniente recurrir a figuras jurídicas extranjeras para 
innovar o reformar las nacionales, ni tampoco a teorías o ideas elaboradas en el exterior 
para explicar la naturaleza y funcionamiento de las instituciones jurídicas mexicanas. 
Gracias a la nueva apertura y a la aceptación del modelo de los derechos humanos, se 
inicia un movimiento general y cada vez más acelerado de reconocimiento, ampliación y 
restitución de la vigencia plena de los derechos de la Constitución, regresando en 
algunos casos al espíritu original de la Constitución de 1917 y en otros inclusive a la de 
1857. 

Así, pues, la transición en materia de derechos se manifestó a través del concepto de 
“derechos humanos”, hasta la consumación del cambio de paradigma en la reforma 
publicada el 10 de junio de 2011.12 El concepto fue introduciéndose paulatinamente en 
el texto constitucional. Su primera aparición se produjo con la reforma que 
constitucionalizó los organismos no jurisdiccionales de derechos humanos en el apartado 
B del artículo 102 de la Constitución.'*% El cambio implicó abrir el concepto tradicional 
de “garantías individuales y sociales” a una visión integral, que incorporaba también los 
derechos políticos, así como al movimiento internacional, que inició un vigoroso 
desarrollo a partir de la segunda posguerra mundial. 

Si bien el Estado mexicano opuso alguna resistencia a la aceptación del escrutinio 
internacional en esta materia, su actitud cambió de manera decisiva a fines de los años 
noventa: en 1998 aceptó la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y después del año 2000 inició una política más activa en este campo, 
lo que se tradujo en la ratificación de varios instrumentos internacionales y en la 
aprobación de numerosas leyes nacionales relacionadas con derechos humanos. La 
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reforma de derechos humanos de junio de 2011 consumó esta apertura, al otorgarles 
reconocimiento a nivel constitucional a los derechos contenidos en tratados y 
convenciones internacionales, así como al aceptar, en el texto del artículo 1° 
constitucional, los conceptos más actuales en la interpretación y aplicación de esos 
tratados y convenciones (por ejemplo, el llamado principio pro persona o el de 
interpretación conforme, entre otros). De este modo, quizá ya no sería estrictamente 
necesario incorporar nuevos derechos en el texto constitucional, considerando que a 
través de la interpretación definitiva de jueces y tribunales será posible mantener abierto 
y actualizado el catálogo de los derechos tutelados por el orden jurídico mexicano. Sin 
embargo, la desconfianza tradicional hacia la interpretación legislativa y judicial de la 
Constitución, así como las expectativas de la sociedad y de la clase política, constituirán 
un fuerte incentivo para seguir especificando y detallando tanto los derechos nuevos 
como los ya existentes en el texto constitucional. 

En el siguiente capítulo nos proponemos examinar de qué manera algunos derechos 
social y políticamente sensibles fueron puestos a prueba durante el régimen de los 
gobiernos posrevolucionarios, y de qué modo también se produjo un proceso de 
transición estrechamente vinculado con la revitalización de los derechos individuales — 
particularmente los de naturaleza político-electoral— y con la aceptación más o menos 
incondicional del paradigma de los “derechos humanos”. 
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III. LOS DERECHOS DE LA CONSTITUCIÓN 
A PRUEBA 


PREÁMBULO 


El propósito de este capítulo es completar y situar en su contexto político y jurídico el 
cuadro y la trayectoria de los derechos en la Constitución mexicana de 1917 que hemos 
esbozado en los dos capítulos precedentes. Se trata de delinear algunas de las 
condiciones sociopolíticas que enfrentó su vigencia y su ejercicio a partir de la 
promulgación de la nueva Constitución. En este sentido, intentaremos mostrar que la 
sociedad mexicana —tanto los individuos como los grupos que la conformaban— ya 
había hecho propios los derechos enunciados en la Constitución, por lo que intentó 
ponerlos en práctica y exigió su respeto, por diversas vías, cuando las autoridades del 
país impusieron limitaciones más o menos arbitrarias a su ejercicio. Conviene resaltar, 
pues, la importancia de que una sociedad con reducidos niveles educativos, 
regionalmente dispersa y fragmentada, y carente todavía de experiencia con gobiernos 
legítimos y eficaces, hiciera de la Constitución y de los derechos contenidos en ella un 
referente común de sus expectativas y de su acción, no menos que de su identidad 
nacional. 

A partir de los años treinta, el régimen político surgido de la Revolución mexicana 
estableció, bajo el dominio incuestionable de la Presidencia de la República, un aparato 
de Estado y un partido hegemónico cuyo funcionamiento tuvo un impacto considerable 
en la vigencia real de los derechos garantizados por la Constitución.? Por un lado, este 
régimen se abocó a hacer efectivo el programa de reforma social esbozado en la 
Constitución a través de los derechos sociales de trabajadores y campesinos, tarea en la 
que tuvo bastante éxito inicial, en razón de que tales derechos encontraban fuerte 
resonancia en las carencias de la sociedad mexicana, pero también en su estructura 
tradicional, la que el régimen posrevolucionario aprovechó a su favor. Sin embargo, 
puede dudarse que se tratara de verdaderos derechos, es decir, de expectativas 
normativas universales, autónomas y justiciables, porque su vigencia estaba circunscrita, 
casi siempre, a los grupos sociales que formaban parte de la organización corporativa del 
llamado “partido oficial”, lo que excluía la posibilidad de un ejercicio independiente de 
su titularidad.? Dicho en otras palabras: en el reconocimiento de tales “derechos” estaba 
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implícita la expectativa de reciprocidad y subordinación hacia el régimen vigente —por 
cierto, una tentación de los gobiernos en todas partes—, lo que también era contrario a 
una noción normativa estricta de los derechos y daba origen a diversas manifestaciones 
del clientelismo político. 

En consecuencia, podría decirse que hubo más bien una política pública selectiva con 
orientación social.? Aun así, se lograron avances sociales importantes —en un principio 
cuantitativamente limitados —* para diversos sectores de la población trabajadora 
organizada (en sí misma una minoría entre todos los trabajadores), pero a partir de los 
años sesenta fue cada vez más visible la existencia de grupos en crecimiento — 
principalmente las clases medias urbanas— que no encontraban claro acomodo en las 
estructuras políticas tradicionales ni se identificaban con sus bases ideológicas, que 
habían sido elaboradas sobre todo en los años veinte y treinta. Como veremos más 
adelante, estos grupos obedecen ya a una lógica basada en la autonomía y los derechos 
individuales. En algunos casos se intentó responder a sus demandas mediante la 
concesión de diversos privilegios y prestaciones, pero hubo resistencia a reconocerlos 
como derechos, incluso en el marco de los ya existentes en el texto constitucional. 
Desafortunadamente, la respuesta oficial incluyó también una represión selectiva y 
circunscrita, pero no por ello menos real. 

Por otra parte, en lo que toca a los derechos individuales, también es indudable que 
los gobiernos posrevolucionarios permitieron márgenes significativos de libertad en su 
ejercicio. A pesar de ello, sus limitaciones de hecho quedaron marcadas con claridad tan 
pronto el ejercicio de dichas libertades entró en colisión con el interés de los sucesivos 
gobiernos en el ejercicio y la conservación de un poder prácticamente monopólico, 
apoyado también en corporaciones con pretensiones monopólicas. Estas colisiones se 
multiplicarían con los movimientos y conflictos sociales de los años sesenta y setenta, 
los que influyeron decisivamente en la creciente erosión de la legitimidad del 
nacionalismo revolucionario. En las décadas subsecuentes contribuirían, además, a un 
proceso evolutivo, paulatino pero sostenido, que se caracterizó por el reconocimiento de 
la pluralidad política y por márgenes crecientes en el ejercicio de otras libertades 
fundamentales, como las de reunión, asociación y expresión. 

Este capítulo tiene, por tanto, la pretensión de vincular la llamada “transición 
democrática” con la creciente relevancia política y social de los derechos garantizados en 
la Constitución. Pensamos que el reclamo de ciertos derechos individuales fue parte del 
impulso inicial a dicha transición y que, en el largo plazo, el régimen de la Revolución 
realmente no pudo resistirse a él por una sencilla razón: los ciudadanos no parecían 
exigir otra cosa —no más y tampoco menos— que el respeto y el cumplimiento de los 
derechos y las libertades que la Constitución ya proclamaba desde 1917, es decir, de 
aquello que el régimen mismo enarbolaba como justificación de su permanencia en el 
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poder. En otros términos: estas demandas ciudadanas envolvieron al régimen 
presidencialista y a su partido en un dilema insalvable, porque su mayor carta de 
legitimidad era, precisamente, la existencia de un régimen constitucional que garantizaba 
de manera amplia, y hasta sobrada, todos los derechos y las libertades a los que podían 
aspirar los individuos, los grupos y la sociedad mexicana en su conjunto. 

Lo anterior es particularmente visible en el campo de los derechos político- 
electorales: desde 1917 la Constitución garantizaba ya el derecho al voto universal, libre, 
secreto y directo, y ello como consecuencia de la lucha contra la dictadura que había 
desencadenado a la Revolución misma. Sin embargo, a partir de 1963 fue necesario 
realizar un conjunto nutrido de reformas para realmente hacer efectivos esos derechos y 
principios contenidos en la Constitución, a través de una gradual ampliación de las vías 
de la representación política. De este modo continuó la tendencia, ya inaugurada en 1917 
—como hemos apuntado en el primer capítulo—, a que la Constitución regulara 
detalladamente su propia aplicación. 

Así, pues, la historia de la reciente liberalización, democratización y apertura del 
sistema político puede entenderse también como proceso de consonancia y resonancia 
entre los derechos constitucionales y la creciente pluralidad política e ideológica de la 
sociedad y la ciudadanía mexicanas. Un nuevo giro se produce a partir de la terminación 
de la Guerra Fría, a fines de los años ochenta y principios de los noventa, cuando el 
Estado mexicano se vio sometido, cada vez más, a un escrutinio externo que lo obligó, 
finalmente, a abandonar las tesis soberanistas y nacionalistas para abrir un espacio de 
reconocimiento y recepción a los instrumentos y los organismos internacionales, tanto 
universales como regionales, en materia de derechos humanos. La reforma constitucional 
de junio de 2011 cierra el círculo, al encargar a los jueces y tribunales la misión de 
garantizar la vigencia jurídica de estos derechos en todos los órdenes de gobierno y en 
diálogo permanente con la comunidad jurídica internacional. 

Este capítulo está dividido en tres apartados. En el primero hacemos una síntesis muy 
esquemática, de carácter político y jurídico, sobre las piezas centrales —la Presidencia 
de la República y el “partido oficial”— del régimen de gobierno que se consolidó en 
México desde los años treinta del siglo xx. En el segundo, hacemos un repaso de 
algunos derechos que pusieron a prueba la tolerancia y el compromiso de ese régimen 
con los enunciados constitucionales. Se muestra entonces que tanto los individuos como 
los grupos utilizaron diversas vías —Jjurídicas y políticas— para lograr el 
reconocimiento y respeto de esos derechos y que, a largo plazo, esta lucha tuvo 
repercusiones en la transformación del régimen autoritario. El tercer apartado delinea 
algunos elementos de la llamada “transición democrática”, iniciada en los años setenta, y 
su vinculación con los derechos constitucionales, particularmente los político- 
electorales. 
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Antes de proceder al repaso anunciado, conviene señalar que nuestra pretensión no 
es la de establecer determinadas verdades o interpretaciones históricas; por ello no 
entraremos en los debates especializados que existen al respecto, sino que nos 
apoyaremos en una visión general tanto de la historia contemporánea de nuestro país 
como de su expresión jurídica, dando por sentado que ambas son suficientemente 
conocidas.? En el epílogo a este trabajo intentaremos integrar los hilos argumentativos 
de los diversos capítulos, ofreciendo una explicación de la “crisis” que los derechos 
parecen experimentar en el centenario, así como de las perspectivas transformadoras en 
su futuro próximo, todo ello en el horizonte de la sociedad mundial. 


EL RÉGIMEN POSREVOLUCIONARIO Y EL PRESIDENCIALISMO AUTORITARIO 


Después de la conclusión de la fase armada de la Revolución mexicana y de la 
expedición de la Constitución de 1917, el país requirió todavía bastante tiempo para 
pacificarse y estabilizarse del todo. Los primeros años del nuevo régimen no presagiaban 
un destino muy distinto al sufrido por los gobiernos de la primera mitad del siglo XIX, 
siempre expuestos a las rebeliones y los golpes de Estado. El siglo XX agregó la novedad 
del asesinato político como medio para deshacerse de los gobernantes incómodos y los 
rivales políticos. La década de los años veinte estuvo caracterizada todavía por diversos 
eventos de esta naturaleza, incluyendo la llamada Guerra Cristera (1926-1929), hasta que 
la fundación del Partido Nacional Revolucionario en 1929 y la consolidación del poder 
presidencial en la década de los treinta confluyeron en la conformación del régimen 
autoritario que estuvo vigente, con vicisitudes, hasta las últimas décadas del siglo 
pasado. 

No obstante lo anterior, desde fines de los años cincuenta se producen situaciones de 
conflicto político y diversos movimientos sociales que, explícitamente o no, reclaman el 
respeto pleno de los derechos constitucionales. Así se gesta el movimiento de los 
ferrocarrileros y otros trabajadores en 1958-1959, el de los médicos en 1964-1965 y el 
de los estudiantes, con diversos episodios, entre 1960 y 1968. La represión 
gubernamental empujó a algunos grupos a iniciar una lucha guerrillera en los años 
sesenta y setenta, la cual fue reprimida violentamente (en la llamada “guerra sucia”), 
mientras que esa década atestiguó también el nacimiento y desarrollo del sindicalismo 
universitario y de otras organizaciones laborales independientes. En la década de los 
ochenta se vuelve agudo el problema de las elecciones, razón por la que se presentan las 
primeras quejas contra México ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; 
es también una década en la que proliferan diversos movimientos urbanos —impulsados 
en la ciudad de México por el sismo del 19 de septiembre de 1985—, pero ya para 
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entonces podría decirse que estaba en marcha el proceso de transición política al que nos 
referimos más adelante. 


La presidencia de la República 


De acuerdo con las propuestas de don Venustiano Carranza ante el Congreso 
Constituyente de Querétaro, la Constitución adoptó un sistema de gobierno presidencial 
en el cual, en comparación con el diseño original de la Constitución de 1857, el 
Ejecutivo se fortalecería de manera relativa frente a los otros dos poderes. Se trataba, de 
acuerdo con Carranza, de instituir un gobierno fuerte pero no tiránico,* pues el poder del 
Ejecutivo estaba sujeto a diversas limitaciones, entre las cuales una muy importante era 
el principio absoluto de no reelección, el mismo por el cual se había iniciado la rebelión 
maderista en 1910.” Y si bien el Poder Legislativo era relativamente débil en el papel — 
estaba dividido en dos cámaras, los decretos y leyes que expedía podían ser vetados por 
el Ejecutivo y se reunía solamente unos cuantos meses al año—, las primeras legislaturas 
posrevolucionarias ejercieron una efectiva resistencia y control frente al presidente de la 
República en turno. Solamente hasta fines de los años veinte y principios de la década de 
los treinta se realizaron varios cambios que terminaron por cimentar la supremacía 
constitucional del presidente. Entre ellos mencionamos los siguientes: 


e Se aumentó el periodo de gobierno presidencial de cuatro a seis años (1928). 

e Se suprimieron los ayuntamientos de elección popular en el Distrito Federal y se 
confirió al Ejecutivo federal el gobierno de esta entidad federativa, la más 
poblada y económicamente desarrollada del país (1928). 

e Se otorgó al presidente de la República la facultad de nombrar a los ministros de 
la Suprema Corte de Justicia, con ratificación del Senado, así como también de 
solicitar al Congreso la destitución de los juzgadores federales cuando incurrieran 
en mala conducta (1928). 

e Se eliminó la reelección inmediata para los senadores y diputados al Congreso de 
la Unión (1933). 


Algunas otras modificaciones constitucionales posteriores fortalecieron aún más, 
directa o indirectamente, el poder presidencial. Mencionamos, por ejemplo, las reformas 
de 1934 y 1937 al artículo 27 constitucional, que consolidaron la posición del presidente 
como autoridad agraria máxima del país; la de 1934, que introdujo la educación 
socialista y reforzó el dominio del Ejecutivo sobre todo el sistema educativo nacional, o 
la de 1951 al artículo 131 constitucional, para permitirle la modificación de las tarifas de 
los impuestos generales de importación y exportación, lo que le confería un control 
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económico muy importante en el contexto del régimen de sustitución de exportaciones 
entonces vigente. Indirectamente favorecieron al poder presidencial también todas 
aquellas reformas que trasladaron a la Federación facultades que estaban reservadas a los 
estados hasta ese momento. 

La doctrina constitucional mexicana ha examinado exhaustivamente las bases 
jurídicas y políticas del presidencialismo mexicano que podemos denominar “clásico”, 
vigente entre los años treinta y noventa del siglo xx. Nosotros señalaremos 
sencillamente, para los efectos de este trabajo, que el presidente de la República se 
convirtió en la fuente, directa o indirecta, de todo el orden jurídico mexicano. Por un 
lado, el presidente actuaba como “gran legislador”, en cuanto la casi totalidad de las 
iniciativas de ley aprobadas por el Congreso de la Unión habían sido elaboradas por el 
Ejecutivo federal. En muchas ocasiones el presidente inclusive sustituía directamente al 
Poder Legislativo, pues el Congreso de la Unión le delegaba facultades extraordinarias 
para expedir leyes y códigos, siguiendo una costumbre proveniente del siglo XIX que la 
Suprema Corte de Justicia había convalidado. Así se expidieron, por ejemplo, los 
códigos Civil y Penal federales, en 1928 y 1931 respectivamente, no obstante que el 
texto del artículo 29 constitucional no dejaba ninguna duda sobre la procedencia de tal 
delegación sólo en situaciones de emergencia. Fue necesaria una reforma constitucional 
explícita en 1938 para terminar con esa viciada práctica de manera definitiva. 

Al presidente le correspondía, además, expedir todos los reglamentos y normas 
administrativas que permitían aplicar las leyes en el ámbito federal (artículo 89, fracción 
I de la Constitución), así como negociar, firmar y ratificar —con aprobación del Senado 
— los tratados internacionales que, de acuerdo con la Constitución, son ley suprema 
(artículo 133), aunque en aquella época el impacto del derecho internacional en el 
ámbito interno era mucho más limitado. El presidente influía igualmente de manera 
importante, aunque no directa, en la jurisprudencia de los tribunales federales, por 
cuanto era facultad suya la de nombrar —con ratificación del Senado— a los ministros 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quienes designaban, a su vez, a los jueces 
y magistrados federales. 

Las relaciones del presidente de la República con el Poder Judicial de la Federación 
eran particularmente delicadas, porque a este último le correspondía definir, a través de 
sus sentencias y su jurisprudencia, la aplicación y el alcance de los derechos consagrados 
en la Constitución. Por este motivo, examinaremos con un poco más de detalle los 
diversos medios y mecanismos con que contaban el presidente y el régimen político para 
influir de manera efectiva en el comportamiento del Poder Judicial federal y, por tanto, 
en la vigencia de los derechos constitucionales. 

La vía principal por la que el presidente podía ejercer influencia sobre la Suprema 
Corte de Justicia era, como ya se dijo, el procedimiento para el nombramiento de los 
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ministros. La Constitución original de 1917 preveía que el Congreso de la Unión se 
erigiría en Colegio Electoral para decidir sobre las candidaturas que presentaran las 
legislaturas de los Estados. Los 11 ministros serían inamovibles, pero solamente a partir 
de 1923. En 1928 —año en el que se reelige como presidente el general Álvaro Obregón, 
aunque sería asesinado antes de tomar posesión del cargo— se modificó el sistema de 
nombramiento, otorgando al presidente la facultad de designación con ratificación del 
Senado, de acuerdo con el modelo de los Estados Unidos. 

En 1934 se dispuso la salida de los ministros, magistrados y jueces en funciones con 
el propósito de permitir una nueva designación por el Ejecutivo, la que duraría solamente 
seis años, coincidentes con el periodo de gobierno presidencial. La justificación explícita 
del cambio puede encontrarse en una carta que el presidente electo, general Lázaro 
Cárdenas (1895-1970), dirigió el 11 de septiembre de 1934 al presidente del Comité 
Ejecutivo del Partido Nacional Revolucionario, junto con una propuesta de iniciativa de 
reforma constitucional para ser presentada por el Bloque Nacional Revolucionario en la 
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión: 


Me veo a este propósito en el caso de reiterar los conceptos que expuse al rendir ante la Convención de 
Querétaro mi protesta como candidato, en orden a que lo esencial para que puedan realizarse en su integridad 
los postulados sociales de la Constitución General de la República y las fórmulas de coordinación social 
contenidos en el Programa de Gobierno del PNR, consiste en que se verifique una plena interpretación 
revolucionaria de las leyes, por hombres que sinceramente sientan la Revolución, que sean cabalmente 
conscientes de su responsabilidad; que tengan verdadero cariño a las masas proletarias y que perciban con 
amplitud el espíritu y las necesidades históricas que inspiraron las normas y las doctrinas que se ha dado el 
pueblo en sus generosas luchas, para que de este modo [las] ejecuten con resolución y honradez, a fin de 
lograr el progreso colectivo... 

Se propone que el periodo por el cual desempeñen sus funciones los magistrados judiciales sea de seis 
años —a semejanza de lo que la Constitución establece al presidente de la República y los senadores al 
Congreso de la Unión— porque, en esa forma, se conectará más estrechamente a la Judicatura con la marcha 
general de la Administración y se ahorrará hasta donde es posible, los inconvenientes propios del tiempo de 


experimentación con los nuevos funcionarios.” 


No podemos examinar aquí en detalle si el cambio tuvo el efecto deseado en la 
“convicción revolucionaria” de los ministros de la Suprema Corte durante el sexenio del 
presidente Cárdenas (1934-1940), particularmente en lo que toca a la interpretación de 
los derechos constitucionales. Sí podemos mencionar que la Corte apoyó la medida 
política más importante y riesgosa que tomó el gobierno cardenista, al ratificar el laudo 
que la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje había dictado en contra de las 
compañías petroleras extranjeras y cuyo incumplimiento llevó al presidente Cárdenas a 
expedir el decreto de expropiación de la industria petrolera en manos extranjeras el 18 de 
marzo de 1938. Sin embargo, la reforma cardenista tuvo escasa duración, pues la 
inamovilidad vitalicia de los ministros se restableció en 1944; no obstante, en 1951 el 
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Congreso de la Unión dictó un decreto para establecer su retiro forzoso al cumplir 70 
años de edad, norma que estuvo vigente hasta comienzos de 1995, 

A partir de los años cincuenta surge una carrera judicial informal que lleva de los 
cargos inferiores de secretario en juzgados, tribunales y en la propia Suprema Corte (los 
secretarios de Estudio y Cuenta) a la designación de jueces de distrito y magistrados de 
circuito por el tribunal pleno de la Corte. El presidente de la República podía entonces 
designar entre los funcionarios de esa carrera judicial, según su criterio y conveniencia, a 
algunos de los ministros de la Suprema Corte. No obstante, por su trayectoria anterior o 
por su destino posterior a su estancia en la Corte, una parte de los ministros formaba 
parte del circuito de posiciones políticas que el presidente podía asignar como jefe del 
partido gobernante, y de este modo lograr que, en todo momento, sus intereses y 
posturas políticas estuvieran representadas en la cúspide del aparato judicial. !? Es 
preciso señalar, en cualquier caso, que tanto para los ministros de proveniencia “judicial” 
como para los de origen “político”, el dominio absoluto de un solo partido —la ausencia 
de alternativas políticas— era el más poderoso mecanismo generador de conformidad 
con el régimen existente. ds 

En segundo lugar, el régimen podía modificar sin dificultades la competencia del 
Poder Judicial; es decir, podía impedir que los tribunales conocieran, a través del juicio 
de amparo, de cuestiones políticamente sensibles, como la concesión y revocación de 
autorizaciones a los particulares para impartir enseñanza; la impugnación de 
resoluciones dotatorias de tierras y aguas en el marco de la reforma agraria, o la revisión 
de las decisiones de los Colegios Electorales de las cámaras del Congreso de la Unión. 
El mismo efecto tuvo la rápida elevación, a nivel constitucional, de la expropiación de la 
banca privada que decretó el presidente López Portillo el 1° de septiembre de 1982, lo 
que condujo al desechamiento de los amparos interpuestos por los banqueros 
expropiados, por considerarse que el juicio de garantías no era procedente contra la 
reforma constitucional.!? Pero la manipulación competencial podía lograrse también a 
través de las leyes ordinarias. Es bien conocido el hecho de que en 1958 se modificó la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación para trasladar de las salas al pleno la 
facultad de declarar la inconstitucionalidad de las leyes, con el propósito bastante 
evidente de entorpecer la frecuente concesión de amparos en materia fiscal por la 
Segunda Sala (Administrativa) del Máximo Tribunal.!” 

En tercer término, el crecimiento del Poder Judicial de la Federación entre 1930 y la 
década de 1970 estuvo severamente limitado. El número de juzgados y tribunales 
aumentó a un ritmo mucho menor que el crecimiento de la población, la cual se triplicó 
en el periodo, pasando de 16 a 48 millones de habitantes, de acuerdo con los censos de 
población correspondientes. Durante estos mismos años, la participación del presupuesto 
judicial en el Presupuesto de Egresos de la Federación se redujo del 1.33 al 0.15%.!* 
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Además de ello, el Poder Judicial no logró la posibilidad de manejar libremente su 
presupuesto sino hasta inicios del sexenio del presidente Díaz Ordaz (1964-1970), quien 
acogió la petición de la Suprema Corte en tal sentido y dio las instrucciones 
correspondientes a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.!? 

Todas estas condiciones y limitaciones a las facultades y los recursos humanos y 
económicos del Poder Judicial en general, y de la Suprema Corte de Justicia en 
particular, contribuyeron a definir un periodo en la interpretación constitucional que José 
Ramón Cossío ha calificado como “estatista” y cuyo inicio sitúa en 1940, cuando el 
presidencialismo estába prácticamente consolidado.! A diferencia de las etapas 


17 


previas, ` en dicho periodo 


dejaron de formularse conceptos sobre las partes más relevantes de la Constitución, tales como las garantías 
individuales o los conceptos de soberanía, Estado, división de poderes o sistema federal... los criterios 
utilizados por la Corte perdieron generalidad, y se redujo también con ello sus posibilidades de aplicación. En 
este sentido, se dio una disminución de las posibilidades de control constitucional por la Corte, sencillamente 
porque entre más reducido es el criterio, más posibilidades existen para que los actos de autoridad puedan 
considerarse válidos. En cuanto a los métodos de interpretación, también se llevó a cabo un cambio 
importante, pues la Corte utilizó cada vez más el recurso de sustentar sus decisiones en la denominada 
voluntad del legislador, que terminaba por ser el contenido de la exposición de motivos de la iniciativa 
enviada por el Presidente de la República. !* 


La interpretación constitucional resultante puede calificarse de “minimalista”, es 
decir, que en esos años “la Suprema Corte redujo los contenidos y los alcances de sus 
decisiones a expresiones mínimas, comparado ello con, por ejemplo, lo que Cortes 


nacionales anteriores habían resuelto o lo que estaban resolviendo los tribunales de otros 


países”.!” 


En la materia específica de los derechos, la trayectoria de la Suprema Corte fue 
ambigua. Por un lado, no hay duda de que la Corte —principalmente por conducto de la 
Segunda Sala— trató de proteger los derechos de los ciudadanos aun en contra de fuertes 
presiones políticas y a pesar de las diversas limitaciones que le imponían la Constitución, 
las leyes y las características mismas del juicio de amparo.?? Por el otro, también es 
cierto que en algunas materias —notablemente la penal— adoptó criterios que resultaron 
excesivamente deferentes hacia las autoridades públicas, como aquel que otorgaba 
mayor valor a la primera declaración de un indiciado, la que normalmente se hacía ante 
la policía judicial o el agente del Ministerio Público sin la presencia del defensor. Como 
es fácil imaginar, semejantes criterios contribuyeron a fomentar diversos y graves 
abusos, particularmente de las autoridades policiacas. Por ello, el profesor 
norteamericano Carl Schwarz concluyó, a partir de una revisión de una muestra de 
sentencias de la Corte de los años sesenta, “que los tribunales federales mexicanos se 
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han rehusado a ejercer su jurisdicción, en materia de derechos constitucionales, del modo 
independiente, franco y amplio en que lo han hecho los tribunales federales 
norteamericanos”.?! No obstante, en una valoración más global, Schwarz atribuye un 
papel institucional bastante importante al Poder Judicial de la Federación y a la Suprema 
Corte de Justicia, particularmente en su relación con un Poder Ejecutivo federal tan 
dominante, en los siguientes términos: 


Es sorprendente... que los tribunales federales mexicanos hayan trazado con gran liberalidad el curso de su 
propio rumbo con o sin las presiones de los políticos locales o de las élites nacionales. El alto porcentaje de 
casos en que los quejosos obtuvieron el amparo y el gran volumen de juicios iniciados anualmente demuestran 


que el Poder Judicial mexicano es un importante distribuidor de valores, de recursos escasos y de sanciones 


dentro del sistema político nacional.?? 


El Partido 


La otra pieza central del régimen político posrevolucionario era el llamado “partido 
oficial”, fundado como Partido Nacional Revolucionario (PNR) en marzo de 1929, con el 
propósito de aglutinar a las diversas fuerzas surgidas del movimiento revolucionario y 
regular el acceso de las mismas al poder. Inicialmente estuvo integrado por partidos 
regionales y locales, que fueron eliminados por reforma estatutaria en 1933. En 1938 se 
reorganizó para constituirse como Partido de la Revolución Mexicana (PRM), 
conformado por cuatro sectores de estructura corporativa: el agrario, el obrero, el 
popular y el militar. La Confederación de Trabajadores de México (CTM) y las 
organizaciones agraristas afines al cardenismo pasaron a integrarse al partido, ?* dando 
origen al corporativismo que caracterizó a la vida política y social del país durante varias 
décadas, entendiendo por tal la noción de que, más que por los ciudadanos en lo 
individual, la vida política y social debía organizarse en corporaciones o sectores.? El 
corporativismo fue típico de los regímenes políticos de la época, de izquierda 
(socialismo) y de derecha (fascismo), como reacción adversa a la democracia liberal 
individualista.’ En el caso de nuestro país, resultó una forma de organización con 
modalidades propias y altamente funcional tanto para impulsar las políticas de desarrollo 
económico y social de los gobiernos posrevolucionarios, como para ejercer control sobre 
los grupos y movimientos sociales organizados. En particular, el corporativismo permitió 
asignar, de manera selectiva y sujeta a reciprocidad, el acceso a los beneficios y 
prestaciones sociales otorgados por los gobiernos posrevolucionarios.?” En enero de 
1946 el PRM se transformó en el actual Partido Revolucionario Institucional (PRI); el 
cambio implicó, principalmente, la desaparición del sector militar (a partir de ese año el 
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gobierno se transfirió definitivamente a los civiles) y la consolidación del modelo 
sectorial corporativo.” 

La otra función del partido oficial consistía en servir como brazo electoral del 
régimen político y, en particular, del presidente de la República en turno.?? En virtud de 
que el PRI mantuvo hasta fines de los años ochenta casi un monopolio sobre todos los 
cargos de elección popular —la presidencia, los diputados y senadores en el Congreso de 
la Unión, las gubernaturas y los congresos locales, los ayuntamientos—, la intervención 
del presidente en la selección de los candidatos del partido equivalía a una designación 
y, en el caso del candidato presidencial, a la virtual elección de su sucesor. Este esquema 
aseguró en lo fundamental la estabilidad y continuidad del régimen, que de este modo 
logró institucionalizar —no sin cuestionamientos ni impugnaciones periódicas— la 
transmisión ordenada y pacífica del poder, lo que no había logrado, a principios del 
siglo, el general Porfirio Díaz. Por otro lado, generó también una simbiosis tan estrecha 
entre la presidencia, el gobierno, el partido y sus organizaciones corporativas, que su 
desarticulación mediante mecanismos constitucionales y democráticos ha resultado una 
tarea de gran complejidad que todavía no concluye. 


LOS DERECHOS A PRUEBA 


En este apartado nos proponemos presentar algunos ejemplos de derechos que, por su 
relevancia política y social, pusieron a prueba el compromiso del régimen emanado de la 
Revolución con los derechos garantizados en la Constitución de 1917. No pretendemos 
hacer un recuento completo de los movimientos y los conflictos que condujeron a la 
situación apuntada. Nos interesa, en cambio, resaltar que los individuos y los grupos 
reclamantes recurrieron a diversas vías para lograr el respeto y reconocimiento de sus 
derechos: protestas, movilizaciones, paros y huelgas, sin excluir la resistencia armada, 
pero también el recurso frecuente a los tribunales. En ocasiones lograron más o menos 
pronto la modificación de las disposiciones constitucionales y legales impugnadas; en 
otras, fracasaron en su lucha, al menos en lo inmediato, y hubo que esperar a que 
cambiaran sustancialmente las condiciones políticas para que los derechos reclamados 
adquirieran plena vigencia. 

En síntesis, en los ejemplos que tratamos a continuación, y que hemos ordenado 
siguiendo una cierta secuencia cronológica, veremos que el elemento común es el 
surgimiento de tensiones y conflictos gestados alrededor del cumplimiento de ciertos 
derechos; que en varios de esos casos el régimen político no logró dar respuesta 
satisfactoria a los reclamos ciudadanos, lo que incrementó el número y la frecuencia de 
los conflictos, y que la consecuencia última fue un deterioro paulatino de las bases de 
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legitimación política del régimen, lo que requirió, con el tiempo, su remplazo efectivo. 
Éste se encontró en los procesos electorales, en el Estado de derecho y en la centralidad 
de los derechos humanos consagrados en la Constitución y en los tratados 
internacionales. 


La libertad religiosa 


Hemos señalado en los dos capítulos anteriores que la Constitución de 1917 impuso un 
régimen muy restrictivo a las corporaciones religiosas denominadas “iglesias” — 
principalmente la Iglesia católica, por ser entonces la fe católica la absolutamente 
mayoritaria del pueblo mexicano—,* así como a los ministros de culto religioso, lo que 
tuvo también repercusiones para el ejercicio de la libertad religiosa de los creyentes, 
tanto de manera individual como colectiva. En los años inmediatos a la promulgación de 
la Constitución dicho régimen se mantuvo latente,?! pero en la década de los veinte los 
gobiernos federal y de varios estados se dispusieron a reglamentar las bases 
constitucionales de la libertad religiosa, lo que provocó diversas manifestaciones de 
conflicto y de protesta. El momento más agudo sobrevino cuando, durante el gobierno 
del general Plutarco Elías Calles (1924-1928), la expedición de las leyes reglamentarias 
contribuyó a desencadenar un conflicto armado que se conoce como Guerra Cristera 
(1926-1929).*? 

El 2 de julio de 1926, en uso de facultades extraordinarias para legislar, el presidente 
Calles expidió una ley (conocida como Ley Calles) de reformas al Código Penal para el 
Distrito y Territorios Federales, la cual adicionaba a este código un capítulo sobre delitos 
de los fueros común y federal en materia de culto religioso y disciplina externa, el cual 
entraría en vigor el día 31 del mismo mes. Los obispos católicos protestaron por esta 
medida y resolvieron suspender el culto público en todos los templos de la República, en 
caso de que la ley entrara en vigor, lo que efectivamente ocurrió. El episcopado y un 
número elevado de ciudadanos se dirigieron a las cámaras del Congreso solicitando la 
modificación de las disposiciones constitucionales que consideraban agraviantes, pero el 
Congreso rechazó su petición. La suspensión del culto, la toma de los templos y su 
clausura por el gobierno tuvieron por respuesta varios levantamientos en el país. La Liga 
Defensora de la Libertad Religiosa, formada algún tiempo antes, se pronunció por la 
lucha armada —pero solamente unos cuantos obispos la apoyaron abiertamente— y 
asumió la coordinación militar de la insurrección. 

La cruenta lucha armada duró casi tres años. Durante el conflicto el Congreso de la 
Unión expidió la Ley Reglamentaria del Artículo 130 de la Constitución Federal, que fue 
publicada el 18 de enero de 1927. Después del asesinato del general Obregón y 
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ocupando la presidencia Emilio Portes Gil (1890-1978), se negoció, con la mediación del 
embajador norteamericano Dwight W. Morrow (1873-1931), un acuerdo entre el 
gobierno federal y la jerarquía eclesiástica para poner fin al conflicto armado. Como 
resultado de esos acuerdos, dados a conocer públicamente el 22 de junio de 1929, las 
leyes en la materia no se modificaban ni se derogaban, pero se suspendía su aplicación; 
la Iglesia católica aceptaba reanudar el culto público y se prometía amnistía a los 
rebeldes que depusieran y entregaran las armas. 

El conflicto permaneció latente varios años más, con algunos nuevos brotes armados 
entre 1932 y 1936, motivados por nuevas disposiciones reglamentarias, como las que 
fijaban el número de sacerdotes que podían ejercer su ministerio en las entidades 
federativas en relación con la población. Así, por ejemplo, la Ley que Reglamenta el 
Séptimo Párrafo del Artículo 130 Constitucional en el Distrito y Territorios Federales, 
publicada el 30 de diciembre de 1930, fijaba el número máximo de ministros de culto en 
el Distrito Federal y los Territorios de la Baja California en uno por 50 000 habitantes, 
por cada secta o religión (artículo 1%). Esto significaba, proyectado a la población del 
país, que sólo podía haber 320 sacerdotes católicos en todo el territorio nacional, para 
una población total de unos 16 millones de habitantes, conforme al censo de 1930. Sin 
embargo, otros estados aprobaron leyes todavía más restrictivas. Así, por ejemplo, la ley 
de Chihuahua de 1936 fijaba en uno solo el número máximo de sacerdotes católicos que 
podían oficiar en el estado.>* 

Desde el punto de vista jurídico, era difícil oponerse a las leyes y a los actos dictados 
en la materia por las autoridades públicas, ya que la Constitución establecía de manera 
clara y bastante detallada las restricciones que podían imponerse en materia religiosa, 
aun así, los tribunales federales y la Suprema Corte en particular resolvieron, entre los 
años veinte y treinta, numerosos amparos en la materia, aunque era frecuente que, si se 
suspendía provisionalmente el acto impugnado, se negara finalmente la protección de la 
justicia federal, o bien, que el juicio resultara del todo improcedente. En lo que sigue 
daremos varios ejemplos de ello. 

Un primer tema recurrente fue el de la nacionalización de los bienes eclesiásticos, 
que el artículo 27 había dispuesto de pleno derecho. Ello suscitó diversas y muy 
numerosas controversias sobre casos dudosos o en los cuales las autoridades habían 
actuado con exceso. Para declarar la nacionalización de un bien considerado eclesiástico 
era necesaria la realización de un procedimiento judicial, en el cual era frecuente que los 
jueces denegaran la petición del Ministerio Público, el cual acudía en amparo a la 
Suprema Corte de Justicia;?” en el caso contrario, eran los particulares afectados los que 
recurrían al juicio de protección constitucional. 

Así, por ejemplo, en un asunto que se refería a la clausura de un inmueble por 
encontrarse ahí un centro de enseñanza religiosa, el particular afectado alegaba que se le 
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había privado de su derecho de propiedad, pero el amparo se negó con el argumento de 
que no había privación de este derecho, sino que solamente se trataba de impedir la 
violación a la legislación de cultos. Pero en otros varios asuntos la Corte no otorgó el 
amparo solicitado por el Ministerio Público, porque éste no probó satisfactoriamente su 
acción. Así, por ejemplo, se intentó declarar la nacionalización de una hacienda y sus 
terrenos anexos, cuya propiedad se atribuía al arzobispo de Guadalajara, levantado en 
armas en ese momento. La Corte negó el amparo y confirmó la sentencia del Tribunal de 
Circuito, siguiendo el argumento de éste en el sentido de que, aun si el arzobispo fuera el 
propietario, podía serlo por herencia, por lo que no estaba probado que se tratara de un 
bien del clero. En otro caso, la Corte negó el amparo contra la sentencia del Tribunal de 
Circuito, el que no había considerado ni probado que una casa estuviera destinada a una 
comunidad religiosa solamente por pertenecer a una monja exclaustrada. En otro asunto 
más, la Corte consideró que la narración de historia sagrada en una escuela no era prueba 
suficiente de que dicha escuela estuviera destinada a la enseñanza religiosa. Por último, 
nuestro Máximo Tribunal resolvió que las instituciones de beneficencia privada que 
hicieran propaganda religiosa no debían ser nacionalizadas. 

El segundo grupo de asuntos se refiere a las diversas restricciones y sanciones que 
podían imponerse a los ministros de culto religioso, principalmente a los sacerdotes 
católicos. Así, por ejemplo, varios de ellos fueron detenidos para ser expulsados del país, 
porque, si bien alegaban ser de nacionalidad mexicana, no habían comprobado de 
manera suficiente que poseyeran esta nacionalidad. Un cura de Calvillo, Aguascalientes, 
fue condenado a pena de prisión por atacar, mediante cartas pastorales leídas en actos de 
culto público, a la educación socialista. En cambio, la Corte otorgó amparo, por inexacta 
aplicación de la ley, contra la multa y la suspensión en el ejercicio de su ministerio que 
se habían impuesto a un sacerdote católico que había oficiado en un matrimonio 
religioso antes de que los contrayentes hubieran celebrado el matrimonio civil. También 
lo otorgó al encargado de un templo de una iglesia evangélica contra la orden de la 
Secretaría de Gobernación y del Departamento del Distrito Federal que dictaba el 
cambio del encargado y la desocupación de la casa anexa al templo. 

Un tema importante en este rubro fue el del número máximo de ministros de culto 
autorizados para ejercer su ministerio en los estados. Así, por ejemplo, los amparos 
interpuestos por varios sacerdotes católicos contra la ley de Veracruz, alegando que les 
vedaba el ejercicio de su ministerio y que no tomaba en cuenta las necesidades de más de 
un millón de católicos, lo que equivalía a prohibirles la práctica de su religión, fueron 
desechados por improcedentes, ya que no atacaban ningún acto concreto de aplicación. 
En cambio, la Corte otorgó amparo contra la ley de Chihuahua, que fijaba en uno solo el 
número máximo de sacerdotes católicos que podían oficiar en el estado. En este caso, 
resulta interesante la argumentación de los juzgadores federales. De acuerdo con las 
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autoridades del estado, el número se había determinado con apoyo en las peticiones de 
organizaciones obreras y campesinas que se oponían a las actividades subversivas y 
contrarrevolucionarias del clero en su campaña contra la educación socialista. El juez de 
distrito otorgó el amparo por considerar que no se había acreditado la existencia de las 
peticiones de las organizaciones citadas, ni que se hubieran recabado los informes 
municipales acerca del número de personas que profesaban la religión católica, única 
forma de cumplir con lo prescrito por el artículo 130 constitucional respecto a la 
atención de las necesidades locales, las cuales no tenían nada que ver con la necesidad 
política de reprimir las actividades de los ministros del culto católico, aunque tal 
necesidad estuviera fundada. En todo caso, si los sacerdotes incurrían en actos delictivos, 
existían otras vías para reprimirlos. La Corte confirmó la sentencia del juez de distrito. 

Un tercer grupo de controversias tenía que ver con las limitaciones que debían 
observar los creyentes y los ministros de culto, así como con las sanciones a que podían 
hacerse acreedores si no las respetaban. Un concepto importante que tenía que ser 
definido era el de “culto público”, pues éste solamente podía realizarse en los templos. 
Así, por ejemplo, la Corte negó una suspensión en un caso en que se discutía la clausura 
de un oratorio particular; las autoridades alegaban que los actos religiosos que ahí se 
realizaban estaban abiertos al público e incluso se anunciaban de esa manera, aunque no 
se había solicitado permiso para la apertura de un nuevo templo. En otro caso, en 
cambio, se otorgó amparo contra la sanción de arresto mayor y multa impuesta a un 
sacerdote que había realizado el bautismo de un niño de tres años en la intimidad de un 
hogar, el cual las autoridades habían considerado como ceremonia de culto público. En 
otra sentencia más, relacionada con la celebración de una misa dentro de una casa, la 
Corte señaló que no había acto de culto público si los asistentes requerían autorización 
expresa del dueño de la casa para participar, pero que sí lo había si lo hacían por su 
exclusiva determinación. 

En relación con los participantes en una procesión en honor de la Virgen de 
Guadalupe, la Corte otorgó amparo a los manifestantes que habían sido aprehendidos 
unos días después, porque ninguno de ellos era ministro de culto y no había podido 
averiguarse quién había organizado la procesión, además de que ésta había tenido como 
punto de llegada un templo. En otro asunto, la Corte otorgó un amparo contra un auto de 
formal prisión, al considerar que no hacía apología de un delito el quejoso que, desde un 
periódico, opinaba que la gente debía saber defender su fe, a propósito de los habitantes 
de un pueblo que habían expulsado violentamente a unos individuos que habían entrado 
en un templo a hacer destrozos. 

Los ejemplos anteriores muestran que, a pesar de que la legislación aplicada 
correspondía en general a los preceptos constitucionales y era, por lo mismo, muy 
restrictiva, había espacios para la interpretación y, por tanto, para lograr protección en 
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supuestos de duda o abuso, pero esta protección estaba limitada a un planteamiento de 
caso por caso. Sin cuestionar las disposiciones constitucionales y legales —y sin entrar 
en conflicto con los otros poderes—, la Suprema Corte de Justicia podía racionalizar y 
fragmentar jurídicamente —otorgando y negando su protección— lo que era 
esencialmente un conflicto político; aun si éste no podía resolverse de fondo, la 
actuación de la Corte —que además no siempre era unánime— contribuía a reducir las 
tensiones subyacentes y legitimaba en su conjunto al aparato del Estado. 

En segundo lugar, es importante subrayar que en esa época los creyentes mexicanos 
que estaban en desacuerdo con el régimen constitucional de la libertad religiosa no 
podían recurrir a una legalidad superior que pudiera contrastarse con los preceptos 
jurídicos nacionales, como no fuera con la idea tradicional de los derechos naturales. En 
la protesta colectiva que los obispos mexicanos redactaron y firmaron contra las 
disposiciones de la Constitución de 1917 relativas a la libertad religiosa, se dice lo 


siguiente: ** 


El Código de 1917 hiere los derechos sacratísimos de la Iglesia Católica, de la sociedad mexicana y los 
individuales de los cristianos... arranca de cuajo los pocos derechos que la Constitución de 1857 —admitida 
en sus principios esenciales, como ley fundamental por todos los mexicanos— reconoció a la Iglesia como 
sociedad y a los católicos como individuos. 


Y en relación con el desconocimiento de la personalidad de las agrupaciones 
religiosas denominadas iglesias, la protesta argumentaba que, aun si no fuera de origen 
divino, la Iglesia católica 


tendría de suyo e independientemente de cualquier autoridad civil, personalidad y carácter propio, nacido del 
derecho individual a la creencia religiosa y a las prácticas de culto; y como ese derecho es anterior al Estado y 
en consecuencia no depende de él, la violación y atentado contra el derecho de la colectividad se convierte en 
violación y atentado contra el derecho individual. 


Esta situación había cambiado en 1992, cuando se reformó el régimen de las 
relaciones entre el Estado y las Iglesias. No es improbable que, además de 
consideraciones de política interna, para impulsar la reforma se haya tomado en cuenta la 
existencia de un sistema universal y otro regional de protección de derechos humanos, 
respecto de los cuales el régimen mexicano podía considerarse como anómalo. En cierto 
sentido, el modus vivendi de 1929 y el cambio de 1992 pusieron en evidencia que — 
independientemente de la justificación histórica que pudiera haber tenido— el régimen 
constitucional de la religión establecido en 1917 era anómalo en un sistema de libertades 
de origen liberal, pero ello no pudo ser formalmente aceptado sino hasta el momento en 
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que la reforma resultaba imperativa en un contexto de creciente pluralidad democrática y 
apertura hacia el escrutinio internacional. 


La libertad del voto 


Es mucho lo que se ha escrito sobre las elecciones en nuestro país a partir de su 
introducción en la Constitución de Cádiz de 1812. De toda esa inmensa bibliografía 
podemos desprender la conclusión de que, durante casi toda la vida independiente de 
México, las elecciones no han podido ser, como lo exige el estándar actual en la materia, 
“libres, periódicas y auténticas”.2? En lugar de ser el mecanismo regular y legítimo para 
obtener acceso a los cargos de autoridad pública, habían sido la mayoría de las veces un 
instrumento para legitimar decisiones ya tomadas por otras vías, por lo cual no es de 
sorprender que constantemente hayan sido fuente de conflictos y de violencia, cuando su 
objeto era precisamente el opuesto: la transmisión ordenada, pacífica e institucional del 
poder y el gobierno. Por supuesto que no se trata de una situación característica de 
nuestro país, sino que se extiende incluso a las naciones más avanzadas. En esos países, 
tanto como en el nuestro, solamente el desarrollo de las nociones de derechos y de 
ciudadanía, en un proceso de constante modernización, han permitido convertir a los 
procesos electorales en el núcleo de la renovación democrática de las instituciones 
públicas. Ello ha ocurrido en México, después de muchos conflictos y una ardua lucha 
ciudadana, hasta las últimas décadas del siglo XX. 

No nos detendremos a examinar —aunque son muy importantes— los antecedentes 
de las elecciones en nuestro país en el siglo XIX.’ Durante el siglo XX, y después de la 
brevísima experiencia democrática del maderismo (1911-1913), las elecciones 
posteriores a la promulgación de la Constitución de 1917 volvieron a suscitar muchos de 
los conflictos y problemas que las caracterizaron en el siglo anterior, particularmente en 
los años veinte, marcados por una fuerte inestabilidad política. +! Sin embargo, como lo 
señala el historiador Luis Medina Peña y en contraste con lo que se piensa 
habitualmente, el periodo de cierta estabilidad que se inicia en los años treinta permitió 
indudables avances en el desarrollo de la legislación y las instituciones electorales. En 
opinión de este autor: 


...estos fueron los años en que se buscó acabar con la violencia electoral y alentar a los partidos de oposición. 
De hecho, fue la época en que se definieron los perfiles generales de un incipiente sistema de partidos, en la 
que se da el tránsito de los movimientos electorales abruptos y temporaleros a los partidos permanentes y 
nacionales. 
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De manera específica, y siguiendo todavía al mismo autor, los cambios que 


permitieron este avance fueron los siguientes:** 


e Se elaboró el marco normativo que permitió la constitución de partidos políticos 
permanentes. 

e La legislación electoral se reformó para hacer efectiva la participación de dichos 
partidos en la Cámara de Diputados, estableciendo un primer esquema de 
representación proporcional (los “diputados de partido” en 1963), sobre el cual se 
apoyarían las reformas electorales a partir de los años setenta. 

e Se centralizó el proceso electoral federal y se crearon las instituciones 
fundamentales para el juego electoral en un marco de estabilidad política. 


El último punto señalado tiene un significado que conviene subrayar. Hasta 1946, la 
legislación electoral dejaba una parte muy importante de la organización de las 
elecciones federales en manos de las autoridades locales (como, por cierto, todavía 
sucede en los Estados Unidos), las competencias que —al decir de Medina Peña— más 
se prestaban para la manipulación electoral. En particular, la regla de que las casillas se 
instalarían con los primeros cinco ciudadanos que se presentaran a votar fue un factor 
promotor de la violencia, como pudo observarse con claridad en la disputada elección 
presidencial de 1940. Por ello, la creación de la Comisión Federal de Vigilancia 
Electoral —antecesora de la Comisión Federal Electoral y del Instituto Federal Electoral 
— debe considerarse un primer paso serio en el combate al fraude electoral.** 

A pesar de estos indudables progresos, durante la mayor parte del siglo Xx las 
elecciones —y, por tanto, el derecho de los ciudadanos a votar y a ser votados— 
enfrentaron fuertes obstáculos, que nosotros consideramos que son esencialmente tres. 

El primer obstáculo fue la vigencia de la idea —de origen liberal— de ciudadanía, es 
decir, la existencia de ciudadanos que, en tanto miembros autónomos e iguales de una 
comunidad política, asumieran plenamente el conjunto de derechos y obligaciones que 
les conferían la Constitución y las leyes. Se trata de una concepción estrechamente 
vinculada con el surgimiento del constitucionalismo moderno y que, por ello, al iniciarse 
nuestra vida independiente, se encontraba bastante alejada de los fundamentos culturales 
y políticos del orden colonial que estuvo vigente en el territorio de lo que ahora es 
México durante tres siglos, para no hablar ya de la continua influencia de las 


concepciones políticas de los pueblos precolombinos.*' 


Se ha hablado de que el siglo xIX fue una época de “ciudadanos imaginarios”, * para 
aludir al hecho de que la mayoría de la población se hallaba en condiciones tales que 
hacía muy difícil, si no imposible, su participación en la vida pública. Podemos imaginar 
perfectamente que los habitantes del campo, dedicados a la agricultura de subsistencia, 
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no tuvieran interés ni preocupaciones relacionadas con la modernidad política. En ese 
contexto, parecía adecuado y funcional un sistema de elecciones indirectas, que permitía 
y favorecía la concentración de las decisiones políticas en manos de una minoría 
ilustrada y activa. La situación en las primeras décadas del siglo xx no fue 
sustancialmente distinta a la que había prevalecido durante el siglo anterior, a pesar de la 
introducción del sufragio directo, en 1912, para la elección de diputados federales y 
senadores, y en 1917, para la del presidente de la República. El debate sobre el 
reconocimiento del derecho a votar de las mujeres en 1916-1917 puede leerse como 
confirmación de que, para la minoría gobernante, la mitad de la población, al menos, no 
había alcanzado todavía las condiciones suficientes para ejercer la ciudadanía. 

El crecimiento continuo de las clases medias urbanas, desde fines del siglo XIX, 
constituyó el sustrato social necesario para que la ciudadanía dejara de ser una noción 
exótica e imaginaria. Gracias a este desarrollo fue posible el surgimiento de un sistema 
de fuerzas y partidos políticos plural y competitivo. Sin embargo, resulta fácil advertir 
que la organización corporativa del “partido oficial” obstaculizó la creciente 
ciudadanización de la vida política a través de los procesos electorales, y resulta claro 
por qué, con el tiempo, fueron algunos de estos sectores medios los que enarbolaron la 
bandera de las elecciones libres y democráticas como vía preferente del cambio político. 

El segundo obstáculo ya quedó mencionado: el “partido oficial”. En su momento, la 
creación del Partido Nacional Revolucionario, antecesor del actual Partido 
Revolucionario Institucional, significó un avance importante en el proceso de 
pacificación e institucionalización de la vida política del país, pues trató de incorporar, 
de la manera más incluyente posible, a todas las fuerzas políticas relevantes. En palabras 
del historiador Luis Medina Peña, el PNR nació 


con el pluralismo instalado en su interior, lo que subrayó sus funciones de arbitraje y negociación. Buscó ser 
lo más inclusivo posible y por ello diseñaba principios ideológicos generales con los cuales todos los grupos 
estatales podían estar de acuerdo. Pero en la medida en que se propuso incorporar a toda la clase política de la 


época, empezó a actuar en un vacío caracterizado por la ausencia de pluralismo político externo.“ 


La inclusión tenía el efecto concomitante de la exclusión de otras fuerzas, las que 
automáticamente se convertían en reaccionarias y enemigas de la Revolución. 
Nuevamente Medina Peña: 


Si la Revolución triunfante organizaba su partido y éste era inclusivo, de existir la oposición, ésta sólo podría 
ser de los reaccionarios derrotados por las armas y estaría descalificada política y moralmente de entrada. De 
igual manera, esa ambición de inclusión total bajo la cual nació el PNR determinó la actitud de sus militantes 
frente a las elecciones. Si se trataba de un partido inclusivo y arbitral, lo importante eran los acuerdos internos 
para seleccionar candidatos; las elecciones eran apenas un requisito formal exigido por la ley que refrendaba 


esos acuerdos.” 
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Tan exitoso fue el partido en este sentido, que después de los años treinta 
prácticamente no surgieron partidos políticos con alguna fuerza que no fueran un 
desprendimiento del oficialismo; desde luego el más importante fue el Partido Acción 
Nacional (PAN), fundado en 1939, el cual hasta los años sesenta no lograba más que una 
presencia testimonial en la Cámara de Diputados federal. Paradójicamente, a pesar de su 
pluralidad interna y del arbitraje y la negociación constantes entre los diversos sectores y 
corrientes que lo conformaban, el PNR —al igual que sus sucesores— no era inmune a las 
escisiones y divisiones, las que podían llegar a poner bajo algún riesgo su dominio, como 
ocurrió en las elecciones presidenciales de 1940, 1946, 1952 y 1988. Por ello, Juan 
Molinar Horcasitas argumentaba que las frecuentes reformas a la legislación electoral 
después de 1946 tenían menos el propósito de obstaculizar y controlar a la oposición 
partidista, que no representaba una amenaza real, que de dificultar la competencia de 
fuerzas que se hubieran escindido del partido oficial.*% 

El tercer obstáculo fue la ausencia de mecanismos e instrumentos efectivos para 
garantizar la legalidad de los procesos electorales y resolver las controversias que se 
originaran en ellos. La Constitución de 1917 mantuvo el sistema de autocalificación de 
la elección de diputados y senadores por las mismas Cámaras del Congreso de la Unión 
(artículo 60), mientras que la elección del Presidente de la República era calificada por la 
Cámara de Diputados constituida en Colegio Electoral (artículo 74, fracción I); es decir, 
favoreció un esquema basado en la parcialidad política y no en la imparcialidad jurídica. 
Al respecto hemos de recordar, sin embargo, que la Suprema Corte (y la Ley de Amparo 
misma) había determinado que el juicio de amparo no era procedente para la protección 
de derechos políticos, por no tratarse de las garantías individuales cuya violación permite 
la procedencia del juicio de amparo conforme al artículo 103 constitucional,>! lo que no 
impedía, por otra parte, que los ciudadanos y los partidos se dirigieran a los colegios 
electorales del Congreso de la Unión para reclamar la nulidad de alguna elección 
federal.?? 

En cuanto a la facultad de investigación de la Suprema Corte en materia de violación 
del voto público, hemos apuntado ya, en el primer capítulo, que dicha facultad fue 
siempre controvertida y escasamente eficaz, a pesar de su invocación más o menos 
frecuente en los primeros años después de concluida la lucha armada. Resulta interesante 
agregar que la Ley Electoral Federal de 7 de enero de 1946 preveía la intervención de la 
Corte conforme al artículo 97 constitucional. En efecto, cuando las cámaras del 
Congreso de la Unión o el Ejecutivo federal tuvieran razones para estimar que había 
habido violaciones al voto público, estos órganos podían solicitar a la Corte la 
correspondiente investigación y, a partir de los resultados de la misma, declarar, en su 
caso, la nulidad de la elección de que se tratara, o bien, consignar el asunto ante la 


Procuraduría General de la República.” Sin embargo, la elección presidencial del 7 de 
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julio de ese año dio motivo a un intenso debate en el pleno de la Suprema Corte, a raíz 
de las peticiones de los partidos Democrático Mexicano y Nacionalista 
Constitucionalista, que habían contendido en ellas desde la oposición. La Corte resolvió, 
por mayoría de 14 votos contra seis, que dichas peticiones eran improcedentes, 
argumentando que su facultad de investigación solamente podía ejercerse para 
“mantener la paz de la nación” y que el daño irreparable a un particular no era razón 
suficiente para intervenir, dado que existían otros órganos y recursos ordinarios para 
resolver tales cuestiones.’ En todo caso, parece ser que este debate motivó la reforma de 
1949 que hizo desaparecer —preventivamente— de la Ley Electoral toda referencia a la 
intervención de la Suprema Corte en los procesos electorales federales.?? 

La creación del recurso de reclamación electoral ante la Suprema Corte de Justicia 
por la Reforma Electoral de 1977 tampoco corrió con mejor fortuna. Dicho recurso era 
procedente solamente contra las resoluciones del Colegio Electoral de la Cámara de 
Diputados, pero el fallo respectivo de la Corte no tenía carácter obligatorio, sino que 
prevalecía la decisión inatacable de la Cámara. En los casos en que llegó a interponerse 
(durante los procesos electorales federales de 1979, 1982 y 1985), la Corte declaró 
improcedentes y desechó los recursos, sin entrar a resolver el fondo. Ante esta situación 
y las repetidas objeciones de la doctrina, el recurso se suprimió en 1986.5” La reforma 
citada modificó también el artículo 97 constitucional en la parte relativa a la 
investigación por la Corte de las violaciones al voto público, quedando en los siguientes 
términos: 


La Suprema Corte está facultada para practicar de oficio la averiguación de un hecho o hechos que constituyan 
la violación del voto público, pero sólo en los casos en que a su juicio pudiera ponerse en duda la legalidad de 
todo el proceso de elección de alguno de los poderes de la Unión. Los resultados de la investigación se harán 
llegar oportunamente a los órganos competentes. 


La redacción anterior parece tener el propósito de hacer aún más inoperante la citada 
facultad de investigación, pues al poner en duda la legalidad de “todo el proceso de 
elección de alguno de los poderes de la Unión” la Suprema Corte podría haber dado un 
verdadero “golpe de Estado judicial”, como aquel del que se acusó a José María Iglesias 
en 1876.%% Podría haber sucedido, además, que simplemente no hubiera ya “órganos 
competentes” a los cuales hacer llegar “oportunamente” los resultados de la 
investigación. 

Esta situación gravemente insatisfactoria empezaría a superarse con la creación de 
una jurisdicción electoral federal en 1986, y especialmente a partir de la reforma 
electoral de 1990, pero es de justicia agregar que el Partido Acción Nacional ya había 
propuesto, desde 1947, la creación de un Tribunal Electoral Federal.?? 
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Las libertades democráticas 


En este inciso examinamos la situación de varios derechos constitucionales, como las 
libertades de asociación, reunión, pensamiento y expresión que, por estar 
interrelacionadas entre sí y directamente vinculadas con la vida política democrática en 
sentido amplio, hemos denominado “libertades democráticas”. 

Comenzamos con la que podríamos denominar “libertad ideológica”, que es una 
dimensión de la libertad de manifestación de las ideas a que se refiere el artículo 6° 
constitucional. Este derecho se puso a prueba en el contexto de la llamada “educación 
socialista”, que se introdujo como directriz de la educación en el artículo 3° 
constitucional en diciembre de 1934.% Esta reforma tuvo como prolegómeno el famoso 
debate entre Antonio Caso (1883-1946) y Vicente Lombardo Toledano (1894-1968) en 
1933, a propósito de la orientación ideológica que debía tomar, o no, la enseñanza 
universitaria. Mientras Lombardo Toledano defendía el compromiso de la enseñanza y la 
investigación universitarias con el materialismo histórico de origen marxista —como lo 
había aprobado, bajo su influencia, el Primer Congreso de Universitarios Mexicanos en 
septiembre de ese año—, Caso opinaba que, si bien la Universidad podía comprometerse 
con determinadas causas sociales, no debía hacerlo con base en una sola doctrina 
económica o filosófica, pues ello era incompatible con la búsqueda de la verdad a través 
de la enseñanza y la investigación: 


La Universidad de México es una comunidad cultural de investigación y enseñanza; por tanto, jamás 
preconizará oficialmente, como personal, moral, credo alguno filosófico, social, artístico o científico. Cada 
catedrático expondrá libre e inviolablemente, sin más limitaciones que las que las leyes consignen, su opinión 
personal filosófica, científica, artística, social y religiosa. Como institución de cultura, la Universidad de 
México, dentro de su personal criterio inalienable, tendrá el deber esencial de realizar su obra humana 
ayudando a la clase proletaria, en su obra de exaltación, dentro de los postulados de la justicia, pero sin 
preconizar una teoría económica circunscrita, porque las teorías son transitorias por su esencia; y el bien de los 


hombres es un valor eterno que la comunidad de los individuos ha de tender a conseguir por cuantos medios 


racionales se hallen a su alcance.*! 


Un sector de estudiantes y profesores de la Universidad Nacional se negó a aceptar y 
adoptar las conclusiones del Congreso de Universitarios, por lo que se desató un 
conflicto al interior de la institución que —no exento de violencia— condujo a la 
expulsión de Lombardo Toledano como director de la Escuela Nacional Preparatoria y a 
la renuncia del rector. Con el propósito de resolver el conflicto, el presidente Abelardo 
L. Rodríguez (1889-1967) envió al Congreso una iniciativa de reforma a la Ley Orgánica 
de la Universidad, la cual se discutió y se aprobó rápidamente. La nueva Ley, publicada 
en el Diario Oficial de la Federación del 23 de octubre de 1933, privó a la Universidad 
de su carácter nacional y le otorgó autonomía plena, lo que implicaba también que el 
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Estado se desentendía de su sostenimiento, iniciando así una etapa de grave penuria 
económica en la vida de la institución.? Sin embargo, dos reformas constitucionales 
posteriores acabarían, de algún modo, por dar la razón a Antonio Caso: como hemos 
dicho ya en el capítulo anterior, la “educación socialista” se suprimió del texto del 
artículo 3° constitucional en 1946 y la libertad de cátedra e investigación en las 
universidades públicas autónomas se incorporó en el mismo artículo en 1980. A esta 
reforma podemos agregar la que introdujo en 2012 la libertad de “convicciones éticas” 
en el artículo 24 de la Constitución, y todas en conjunto consagraron definitivamente el 
pluralismo ideológico como principio constitucional. 

La “educación socialista” fue quizá lo más cercano que hubo en nuestro país, durante 
el siglo xx, a una doctrina o ideología oficial y obligatoria,% s1 bien cabe dudar de que 
su definición y su aplicación fueran siempre muy rigurosas.* Su lugar lo tomó una 
especie de nacionalismo pragmático, basado en los diversos idearios que se habían 
expresado en la Revolución mexicana, los cuales podían ser interpretados y 
reinterpretados según las necesidades y los intereses momentáneos de los gobernantes en 
turno. Aun en su flexibilidad, la ideología del “nacionalismo revolucionario” sirvió de 
fundamento y justificación para la persecución de ciertas manifestaciones de la 
disidencia política y, sobre todo, para el control de los medios de comunicación. En 
relación con esto último, no debe pensarse que no existiera pluralidad y una relativa 
libertad de expresión a través de tales medios, pero sin duda su independencia estaba 
sujeta a límites más o menos precisos, y los sucesivos gobiernos contaban con diversos 
instrumentos —legales pero también ocultos— para impedir la difusión de 
informaciones y noticias contrarias a sus intereses, lo mismo que para inducir y difundir 
su particular visión de los hechos.** 

Otro de los derechos constitucionales puesto singularmente a prueba durante el largo 
periodo del presidencialismo hegemónico fue la libertad de asociación, garantizada de 
manera general en el artículo 9° de la Constitución, sobre todo en lo que se refiere a la 
constitución de sindicatos y organizaciones gremiales de diverso tipo. La razón no es 
dificil de entrever. Dada la estructura corporativista del sistema político, la lucha por la 
libertad de asociación, tanto para constituir asociaciones independientes como para 
lograr una organización interna representativa y democrática, constituía un serio desafío 
para el régimen vigente. En consecuencia, era muy frecuente la formación de corrientes 
internas disidentes dentro de las organizaciones oficiales, pero también lo era que tales 
movimientos terminaran enfrentando a la fuerza y la represión del Estado, como sucedió 
con los líderes ferrocarrileros Demetrio Vallejo (1910-1985) y Valentín Campa (1904- 
1999) en 1958, quienes fueron acusados del delito de “disolución social” y pasaron por 
ello varios años en prisión. Sin embargo, aunque también había un importante 
pluralismo externo,” las organizaciones no oficialistas subsistían en condiciones 
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precarias, pues las corporaciones oficialistas estaban empeñadas en bloquear su 
surgimiento y desarrollo. En ello contaban con el apoyo del Estado, con el cual el 
sindicalismo —y particularmente la cúpula sindical— había hecho alianza a partir del 
surgimiento del sector obrero en el PRM. El gobierno contaba con diversos 
instrumentos para controlar el movimiento obrero, sus organizaciones y dirigencias: la 
necesidad del registro (constitutivo) de los sindicatos; la posibilidad de declaración de 
ilegalidad de las huelgas; la imposición de sindicatos únicos en las dependencias 
oficiales; las cláusulas de exclusión por ingreso y por separación; el descuento directo 
de las cuotas sindicales de los salarios de los trabajadores y su canalización a las 
dirigencias sindicales, entre otros.” 

En 1958 parece iniciarse un decenio de agudos conflictos en las organizaciones 
sindicales y campesinas oficiales, en las que las cuestiones laborales iniciales se 
convierten pronto en demandas políticas más amplias de autonomía y democracia, tanto 
internas como externas, lo que inevitablemente condujo a una confrontación con la 
facción gobernante y a la represión.”! Sin embargo, en los años sesenta surgen nuevos 
movimientos sociales que están animados por una lógica distinta: se trata de algunos 
sectores medios urbanos que, como señala Ricardo Pozas Horcasitas, ya no buscan 
“purificar el sindicalismo existente, sino crear organizaciones laborales autónomas fuera 
del tejido social corporativo”. ?? El tipo de organización por el que luchaban estos nuevos 
actores sociales 


tenía un fuerte componente gremial y un sentido fundamentalmente civil y autónomo. Su proyecto de 
organización laboral era concebido como parte fundamental de los derechos civiles de los ciudadanos, y cada 
vez menos como un pacto entre las organizaciones y el Estado. En este sentido, el movimiento médico de 
1964-1965 fue el primero de una serie de movimientos sociales que buscaron abrir los espacios civiles de 
participación y autonomía de las organizaciones laborales urbanas, a las que el desarrollo del Estado mexicano 


había constreñido. /? 


En efecto, dicho movimiento médico”* fue iniciado por los médicos internos y 
residentes del ISSSTE, quienes demandaban ser reconocidos como trabajadores con 
derecho a salario, prestaciones y horarios de trabajo regulados, en sustitución de las 
reducidas becas que se les otorgaba. Lo cierto es que la situación de dichos médicos no 
tenía una inserción clara en la legislación laboral ni en la estructura sindical 
corporativista. Como medio de presión, recurrieron a la realización de varios paros. 
Pronto recibieron el apoyo de las asociaciones médicas de varios hospitales públicos y el 
movimiento creció mediante la constitución de asociaciones y alianzas (principalmente 
la Alianza de Médicos Mexicanos). El movimiento se “politizó” cuando los médicos 
inconformes trataron de convertir estas organizaciones en su representación gremial, 
desconociendo y abandonando a los sindicatos oficiales, los que naturalmente se 
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opusieron a las pretensiones de los inconformes. Interesantemente, parte del conflicto se 
desarrolló en la prensa, con la publicación de desplegados, manifiestos y declaraciones 
de una parte y de otra, dirigidos tanto al Presidente de la República como a la opinión 
pública. Justamente un elemento inédito del movimiento fue que sus dirigentes se 
entrevistaron personalmente en cuatro ocasiones con el presidente Díaz Ordaz, quien 
aprovechó la oportunidad —y también su primer informe de gobierno, el 1° de 
septiembre de 1965— para advertirles de los problemas y los límites que implicaba su 
intento de independizarse de las corporaciones oficiales y cuestionar la autoridad de su 
gobierno. Aunque éste hizo algunas concesiones, el movimiento médico fue finalmente 
desarticulado a través del cese y la persecución de un buen número de sus integrantes.” 

Sobre los movimientos estudiantiles de los años sesenta”? —y particularmente del de 
1968— se ha escrito y debatido mucho, por lo que no será necesario recapitular su 
surgimiento y desarrollo en esta oportunidad. Gilberto Guevara Niebla —distinguido 
participante del movimiento de 1968— afirma que “el objetivo de la insurgencia 
estudiantil fue, en general, la democratización política del país”. ” Aunque mucho 
depende de qué se entienda por “democracia” y “democratización”, no estamos del todo 
de acuerdo. Pensamos, en cambio, que el tema central de los movimientos estudiantiles 
—y sin que ello excluya sus motivaciones políticas y sus pretensiones democratizadoras 
— era la libertad en un sentido amplio: de pensar y de opinar, de cuestionar a toda clase 
de autoridades, de reunirse, de decidir el modo de vestir y de ocupar su tiempo libre, de 
leer libros y escuchar la música de su gusto, de llevar una vida de pareja: de gobernar 
autónomamente su vida, en una palabra.” Ciertamente, el famoso pliego petitorio del 
movimiento estudiantil de 1968, que estaba motivado por los actos de represión que le 
habían dado origen, /? puede leerse en perspectiva democrática en algunos de sus puntos; 
pero aun reconociendo que posteriormente el movimiento llevó sus demandas a un 
terreno más político, consideramos que no hay inconsistencia en interpretarlo como 
expresión de una rebelión general contra un modo de entender y ejercer la autoridad que 
no era exclusivo de nuestro país. Esto se confirma si comparamos el movimiento 
mexicano con los que se produjeron el mismo año en otras partes del mundo, 
principalmente en Francia, Alemania y los Estados Unidos, en el contexto de los 
procesos de creciente urbanización, educación y aumento del bienestar que pudo 
observarse en la mayoría de los países del llamado “mundo occidental” desde fines de la 
segunda Guerra Mundial. 

El resultado común de todos estos movimientos juveniles de rebelión e 
inconformidad fue una pérdida significativa de imagen y legitimidad de las autoridades 
de todo tipo, no solamente de las públicas, y con ello se abrió un periodo de cambio 
social que se amplió aún más con la caída del Muro de Berlín (1989) y que dura hasta 
nuestros días. Las medidas de represión aplicadas por los diversos gobiernos — 
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incluyendo el mexicano— se explican en parte como reacción de desconcierto e 
impotencia ante un cuestionamiento del “principio de autoridad” que en muchos casos se 
fundaba en los mismos derechos y principios que esa autoridad decía sostener y 
defender.5% 

En el caso de México, y como observó agudamente Pozas Horcasitas, se da un giro 
en las expectativas y demandas de la sociedad, y por ello el régimen corporativo 
posrevolucionario tuvo grandes dificultades para lidiar con el movimiento médico y 
darle una respuesta satisfactoria que no fuera de carácter coercitivo.*! Los movimientos 
médico y estudiantil, y la represión que les puso fin, dejaron en evidencia la falta de 
canales y mecanismos del sistema político de entonces para manejar y negociar las 
demandas e inconformidades de una sociedad en proceso de rápida transformación. 
Dado el absoluto predominio constitucional y político de la Presidencia de la República, 
era frecuente que tales demandas e inconformidades se dirigieran casi en primera 
instancia a ella y que rápidamente llegaran hasta el escritorio presidencial, donde 
probablemente recibirían una respuesta que sólo podía conducir a más inconformidad y 
descontento; esto es, a una pérdida de legitimidad. ? 

Así se inicia el “tiempo de los derechos” (Norberto Bobbio) en nuestro país, pues los 
derechos fueron el referente implícito o expreso que permitió ir desmontando y 
diversificando el opresivo poder presidencial y, sobre todo, generar un nuevo 
fundamento para la legitimidad de las instituciones públicas. Se trataba, en síntesis, de 
transitar pacíficamente de la legitimidad revolucionaria”? a la legitimidad constitucional, 
basada en el voto, en los derechos y, en general, en la legalidad.** Uno de los aspectos 
más sorprendentes de este tránsito ha sido la convergencia casi unánime de todos los 
actores políticos en la idea de que el cambio debía darse por vías pacíficas y de que fuera 
la Constitución y su reforma la vía privilegiada para ir diseñando las instituciones 
necesarias para su consecución. 


Los derechos a la vida y a la integridad personal 


Finalmente, y aunque resulte doloroso reconocerlo, después de la promulgación de la 
Constitución de 1917 y hasta nuestros días, también han estado a prueba los derechos 
más básicos del individuo: los derechos a la vida y a la integridad personal. Nuestro país 
cuenta con una larga historia —particularmente en el siglo xx— del uso del poder 
público para perseguir a los disidentes políticos, y dicha persecución ha recurrido —con 
harta frecuencia— no sólo a la detención y el encarcelamiento ilegales, sino también al 
uso de la tortura, el asesinato y la llamada “desaparición forzada de personas”. 


152 


Hemos señalado más arriba cómo algunos grupos políticos y sociales llegaron a la 
convicción, desde los años sesenta, de que el régimen imperante había cancelado todas 
las vías pacíficas para el cambio, y por ello tomaron la decisión —alentada además por 
algunos eventos internacionales, como el triunfo de la Revolución cubana en 1959— de 
recurrir a las armas para combatir el autoritarismo oficial. La lucha guerrillera se 
prolongó hasta los años setenta, y los gobiernos de la época —inmersos en el contexto de 
la Guerra Fría y preocupados por las amenazas a la “seguridad nacional” que derivaban 
de él— consideraron necesario utilizar todos los medios a su alcance, incluyendo los 
francamente ilegales, para acabar con la rebelión.” Por eso se ha dicho que se trató de 
una “guerra sucia”, la que ha tenido diversas consecuencias hasta el día de hoy. Un 
efecto, más o menos inmediato, se manifestó en la Reforma Política de 1977, que trató 
de abrir —con éxito— los canales legales, aunque limitados, de la representación 
política, principalmente a las fuerzas políticas de izquierda que estaban próximas a los 
“movimientos subversivos” del momento o participaban en ellos. Por ello, la Reforma de 
1977 estuvo acompañada de una Ley de Amnistía, dirigida a cancelar, con algunas 
condiciones, la acción de la justicia contra los guerrilleros, pero evidentemente este 
ordenamiento no podía resolver el problema de la actuación ilegal de las fuerzas de 
seguridad del Estado contra ellos. Esta cuestión empezaría a ser abordada, a partir de los 
años noventa, por organismos de derechos humanos, tanto públicos como no 
gubernamentales, lo mismo nacionales que extranjeros,” los cuales documentaron de 
manera exhaustiva muchas de las violaciones graves a los derechos humanos vinculadas 
con la lucha contra la “subversión” de las décadas de los sesenta y setenta. 

La confirmación simbólica de estas violaciones se produjo en la sentencia dictada 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el llamado “Caso Radilla”, que 
declaró la responsabilidad del Estado mexicano por la presunta desaparición forzada del 
señor Rosendo Radilla Pacheco a manos de elementos del Ejército en el estado de 
Guerrero en 1974.88 Esta resolución dejó en claro que si bien el gobierno mexicano 
podía tratar de justificar la persecución de los guerrilleros con el argumento de que éstos 
habían cometido diversos delitos, su obligación, ante la Constitución y el orden jurídico 
internacional, era la de detenerlos y someterlos a juicio, con respeto a todos sus derechos 
constitucionales, en particular del llamado “debido proceso legal”. 


DERECHOS Y TRANSICIÓN DEMOCRÁTICA 


En este apartado deseamos explicar la tesis, ya anunciada en otras partes de este ensayo, 
de que la llamada “transición democrática”, es decir, la apertura y transformación del 
régimen político autoritario que subsistió durante buena parte del siglo XxX, está 
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estrechamente vinculada con la lucha social a favor del respeto incondicional a los 
derechos básicos de la persona humana. Hemos señalado en apartados anteriores de qué 
modo dicha lucha se inició con diversos movimientos sociales y políticos de los años 
sesenta, los cuales intentaban lograr mayores grados de libertad y autonomía frente a los 
poderes y organizaciones oficiales, y cómo, en última instancia, tales movimientos 
trataron de fundamentar sus demandas y su actuación en los derechos ya consagrados en 
el orden constitucional vigente. 

Por supuesto, no se trata de una tesis original ni para México ni respecto de otros 
países en circunstancias similares. En todos estos casos los derechos humanos han sido 
tanto el motor de la transición como el criterio fundamental para juzgar su desarrollo y 
resultados, razón por la cual los gobiernos democráticos surgidos de ella han tenido que 
enfrentar la cuestión de cómo tratar las graves violaciones de derechos del antiguo 
régimen, con resultados casi siempre ambiguos e insatisfactorios.*? En relación con la 
primera cuestión —los derechos como motor del cambio político—, creemos que en 
nuestro país la transición, y el renacimiento de los derechos que asociamos con ella, está 
anclada de manera particular al proceso de reforma electoral. Ha sido a través de la 
creciente vigencia de los derechos políticos, alentada por sucesivas reformas a las leyes e 
instituciones electorales a partir de 1977, que los demás derechos y las libertades 
democráticas han ido ganando también crecientes espacios de relevancia social. Podría 
decirse que el reconocimiento de la pluralidad política hizo inevitable el surgimiento de 
otras manifestaciones de pluralidad social, en un proceso de reforzamiento e interacción 
mutuos que llega hasta nuestros días. Dicho en otros términos: si bien la 
democratización electoral parece ser el eje y el ancla de la revitalización de los derechos, 
existen otros factores relativamente autónomos e interrelacionados entre sí que la han 
acompañado y sin los cuales no es posible entender cabalmente la dinámica del cambio 
ocurrido. Los examinamos de manera breve en lo que sigue. 

El primer factor ya lo hemos abordado: se trata del número y la beligerancia 
crecientes de los movimientos sociales y de la llamada “sociedad civil” a partir de los 
años sesenta.?! En particular han sido las llamadas “organizaciones no gubernamentales” 
(ONG) las que han adoptado y promovido con persistencia el tema de los derechos 
humanos desde los años ochenta, y la visibilidad de este problema está claramente ligada 
al surgimiento y multiplicación de dichas organizaciones.”2 Como señalaremos en el 
epílogo a este ensayo, la creciente conciencia social sobre los derechos humanos y sobre 
las múltiples violaciones que sufren en México contribuye de algún modo también a la 
percepción de crisis en este campo que se vive en la actualidad. 

El segundo factor radica claramente en la creciente apertura de nuestro país hacia el 
ámbito internacional. Esta apertura ha sido menos el resultado de una decisión 
deliberada, al menos en un principio, que producto de múltiples presiones y necesidades, 
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razón por la cual no se ha consumado sin tropiezos ni resistencias. Puede decirse que la 
apertura se inicia tímidamente en 1982, cuando el modelo de desarrollo económico 
seguido hasta ese momento parece enfrentar una crisis final, y desemboca primero en la 
incorporación al Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT) en 
1986, y luego en la firma, ratificación y entrada en vigor, el 1° de enero de 1994, del 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), celebrado con los Estados 
Unidos y Canadá. Justamente la negociación de este tratado despertó, sobre todo en los 
Estados Unidos, fuertes resistencias de diversos grupos de interés, los que alegaron la 
violación de derechos y la ausencia de un auténtico Estado de derecho en nuestro país 
como argumento para impedir la ratificación del mismo. 

En ese contexto, se entiende por qué el presidente Ernesto Zedillo (1994-2000) 
convirtió al Estado de derecho en un concepto central de su proyecto de gobierno, 
incluso ya desde la campaña electoral. El Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000 
intituló el capítulo segundo “Por un Estado de Derecho y un país de leyes”, y los 
posteriores gobiernos le han otorgado a este concepto mayor o menor prominencia en 
sus propias versiones del PND. El mismo presidente Zedillo inauguró su gobierno 
enviando al Congreso de la Unión, a los pocos días de tomar posesión de su cargo, una 
muy importante iniciativa de reforma constitucional para la transformación del Poder 
Judicial de la Federación, la cual estuvo acompañada también de importantes 
modificaciones relacionadas con la seguridad pública.” En particular, la reforma trató de 
consolidar a la Suprema Corte de Justicia como tribunal constitucional, sentando las 
bases para que, algunos años más tarde, nuestro máximo tribunal iniciara una labor 
mucho más activa de protección y ampliación de los derechos consagrados en la 
Constitución.” 

Paralelamente a la apertura económica, y en el contexto del fin de la Guerra Fría, 
empieza a gestarse un escrutinio cada vez más riguroso de la política de nuestro país y de 
las prácticas del gobierno en relación con los derechos humanos.? Algunas de las 
primeras quejas individuales contra México que admitió la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos lo fueron en el campo electoral, a propósito de las irregularidades 
presuntamente cometidas en varias elecciones y en las leyes electorales locales entre 
1985 y 1990 (Chihuahua, Durango, Nuevo León, Estado de México). Las presentó el 
Partido Acción Nacional (PAN) por considerar que, en ese momento, no existían en 
nuestro país los instrumentos y los procedimientos para la protección efectiva de los 
derechos político-electorales. El gobierno mexicano desconoció inicialmente la 
competencia de la Comisión, alegando, por ejemplo, que las elecciones constituían un 
asunto interno en el que no podía inmiscuirse el órgano interamericano y que los 
derechos político-electorales eran derechos de cumplimiento progresivo, lo que impedía 
la descalificación de los procesos electorales impugnados. Por su parte, en su primer 
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informe la Comisión respondió que los derechos políticos eran derechos humanos en los 
términos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y que, al no haber 
interpuesto México ninguna reserva ni declaración interpretativa al ratificar dicha 
Convención, eran fuente de obligaciones para el Estado mexicano, el cual debía adoptar 
las medidas de derecho interno necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades 
que la Convención reconoce. Por otro lado, la Comisión evitó pronunciarse sobre las 
irregularidades alegadas en las quejas, señalando que no había dado seguimiento puntual 
a los procesos electorales mexicanos hasta entonces. Sin embargo, al manifestarse 
enterada de un activo proceso de reforma de la legislación electoral mexicana en curso, 
la Comisión expresó su esperanza de que tal proceso condujera “a la adopción de normas 
que protejan adecuadamente el ejercicio de los derechos políticos y a instituir un recurso 
efectivo y rápido para la protección de los mismos”, y se puso a disposición del gobierno 
mexicano para cooperar en el logro de este fin.” 

Sin duda estas recomendaciones de la Comisión Interamericana ejercieron una 
influencia indeterminada aunque cierta en las posteriores reformas electorales, lo mismo 
que el creciente número de quejas que empezaron a llegar a ese órgano por violación de 
otros derechos.?” La acumulación de quejas y la creciente presión internacional llevaron, 
también durante el gobierno del presidente Zedillo, a abandonar la defensa soberanista y 
a iniciar una apertura más decidida, aunque todavía cautelosa, hacia los instrumentos y 
las instituciones internacionales de derechos humanos. En 1996 se realizó, por 
invitación del gobierno mexicano, la primera visita in loco por la Comisión 
Interamericana, del cual derivó un extenso informe, dado a conocer en 1998, sobre la 
situación de los derechos humanos en México, algunas de cuyas recomendaciones se han 
cumplido y otras siguen pendientes de cumplimiento.?? A fines de ese año, México 
depositó el instrumento de reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, lo que ha permitido a este organismo judicial 
conocer de demandas contra nuestro país por violaciones a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, las cuales han tenido por resultado varios fallos condenatorios 
en los últimos años, el más importante de los cuales es el conocido como “Campo 
Algodonero”, relativo a la desaparición y muerte de varias mujeres en Ciudad Juárez en 
los años noventa. '% 

La apertura hacia los sistemas universal y regional de protección de los derechos 
humanos continuó, como política deliberada, durante el gobierno del presidente Vicente 
Fox (2000-2006), el primer presidente de la República postulado por un partido de 
oposición (el Partido Acción Nacional) desde 1929.10! Además de incorporar de manera 
más abierta a los derechos humanos como criterio orientador de la política exterior (por 
ejemplo, en relación con Cuba y otros países de la región), el presidente Fox realizó la 
ratificación de varios instrumentos internacionales importantes en la materia, así como el 
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retiro de reservas y la firma de protocolos facultativos, para permitir la presentación de 
quejas individuales contra nuestro país ante organismos internacionales, como los 
comités de Derechos Humanos y contra la Tortura de Naciones Unidas.'% El gobierno 
del presidente Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012) siguió en principio la misma línea 
de su antecesor. Sin embargo, la llamada “guerra contra el narcotráfico” desatada 
durante ese sexenio empezó a convertirse en motivo de crecientes críticas internas y 
externas por su impacto negativo en el respeto a los derechos humanos. Esta herencia a 
su sucesor, el presidente Enrique Peña Nieto (2012-2018), quien ha continuado 
esencialmente con la misma política del gobierno anterior en materia de seguridad 
pública y combate a la delincuencia organizada, así como algunos graves incidentes de 
violencia ocurridos durante su gobierno, como la desaparición de 43 estudiantes de la 
Escuela Normal Rural de Ayotzinapa en septiembre de 2014, han contribuido a generar 
una situación cada vez más compleja y quizá también a poner en cuestión —aunque no 
en el discurso oficial— la apertura de su gobierno hacia el escrutinio internacional. 
Llegamos así, cien años después de la Constitución de 1917, a una situación que muchos 
han calificado de verdadera “crisis de derechos humanos” y cuya solución no se avizora 
ni pronta ni sencilla. En el Epílogo haremos algunas reflexiones sobre los derechos en el 
horizonte del centenario. 
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EPÍLOGO 
Los derechos humanos en el horizonte de la 
sociedad mundial. Crisis y transformación 


En los capítulos anteriores hemos seguido algunos de los caminos y trayectos de los 
derechos consagrados en nuestra Constitución. Hemos visto que la Constitución de 1917 
recogió la herencia liberal de la Constitución de 1857, a la que actualizó y agregó el 
elemento de los derechos sociales, combinados con un modelo de Estado fuerte, capaz 
de intervenir en la vida económica y social para promover un orden social más igual y 
justo, pero también de impulsar la unidad y la identidad nacionales. Hemos apreciado de 
qué manera la alianza de estos dos elementos contribuyó a incorporar a los grupos 
socialmente desfavorecidos al desarrollo nacional, pero al mismo tiempo puso a prueba, 
si no es que subordinó, el respeto a algunos de los derechos individuales más básicos, 
como la vida, la integridad personal y la libertad en el sentido más amplio. Por último, 
hemos constatado que la dinámica de la sociedad fue un factor crucial en la 
revitalización de esos derechos, los que ahora confluyen —desde una visión integral y 
abierta hacia el mundo— en el concepto de los “derechos humanos”, tal como lo 
incorporó en nuestra Constitución la reforma de 10 de junio de 2011. Son innegables, 
pues, los avances de México en este campo, pues es probable que nunca antes haya 
habido una conciencia colectiva tan amplia sobre la importancia de estos derechos, y 
tampoco nunca antes la sociedad mexicana haya contado con tantas vías, instituciones, 
procedimientos y recursos para hacer valer sus derechos. Al mismo tiempo, tenemos la 
impresión de que nunca antes se había vivido tal clima de abuso y violencia, de 
desprecio y ataque a la dignidad de las personas y a sus derechos más elementales, y que 
nunca las instituciones habían sido tan ineficaces —Impotentes incluso— para reparar y 
sancionar las violaciones a los derechos humanos, hasta el punto de que se habla de una 
auténtica “crisis”. ¿Cómo explicamos esta paradoja, esta flagrante contradicción? En este 
breve epílogo deseamos aportar algunas reflexiones finales sobre esta situación y una 
nota de esperanza para el futuro. 

La expresión de “crisis de derechos humanos en México” la utilizó la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos en sus Observaciones preliminares de la visita in 
loco de la CIDH a México, realizada entre el 28 de septiembre y el 2 de octubre de 2015. 
El siguiente párrafo es elocuente: 
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La Comisión Interamericana constató en terreno la grave crisis de derechos humanos que vive México, 
caracterizada por una situación extrema de inseguridad y violencia; graves violaciones, en especial 
desapariciones forzadas, ejecuciones extrajudiciales y tortura; niveles críticos de impunidad y una atención 
inadecuada e insuficiente a las víctimas y familiares. El efecto de la violencia y las violaciones a los derechos 
fundamentales es especialmente grave y desproporcionado sobre personas en situación de pobreza, las 
personas migrantes, solicitantes de asilo, refugiados y desplazados internos, mujeres, niños, niñas y 
adolescentes, defensoras y defensores de derechos humanos, periodistas, pueblos indígenas, personas 
lesbianas, gay, bisexuales y trans (LGBTT), entre otros. La violencia contra familiares de víctimas, defensores 
y defensoras de derechos humanos y contra periodistas es ejercida con el objetivo de silenciar las denuncias y 
el reclamo de verdad y justicia, y perpetuar la impunidad para las graves violaciones a los derechos humanos. 
La violencia y el amedrentamiento buscan acallar las voces que más necesita México, ya que, tal como lo 
indicó una alta autoridad en reunión con la CIDH: “A los mexicanos nos hacen falta verdades sobre nuestra 
propia historia y sobre nuestras propias tragedias”. 


Hay muchos más datos y elementos de información que podríamos citar para 
documentar esta situación de crisis,? pero lo que en verdad interesa es encontrar 
elementos de explicación. Nosotros proponemos dos: la construcción del Estado y de la 
democracia y la realidad de la sociedad mundial. Antes de examinar su conexión con la 
situación de los derechos humanos en nuestro país, conviene señalar previamente algo 
que, por ser tan evidente, no siempre se toma en cuenta. 

En efecto, en una sociedad plural como la mexicana no hay consenso y menos 
unanimidad sobre el valor de los derechos humanos, aunque es común dar por 
descontado que nadie puede rechazarlos o estar en contra de ellos abiertamente. Sin 
embargo, las diversas encuestas nacionales con las que contamos nos señalan que, si 
bien hay una mayoría de ciudadanos que expresa una opinión favorable a los derechos 
humanos, hay también una minoría importante —que supera en ocasiones un tercio de la 
población entrevistada— que no se identifica con ellos o que siente indiferencia y falta 
de compromiso con su vigencia. Así, por ejemplo, puede ser motivo de algún escándalo 
que 10% de los entrevistados para la Encuesta Nacional de Derechos Humanos, 
Discriminación y Grupos Vulnerables (2015) opine que “es correcto que se prohíba la 
entrada a un lugar público a cualquier persona sólo por su aspecto” y que 16% más no 
quiera comprometerse al contestar “depende”.? O que casi 25% se manifieste “de 
acuerdo” o “muy de acuerdo” en que se penalice “a quienes den muestra en público de 
su homosexualidad”.* O que 21% —uno de cada cinco— apruebe dejar de rentar una 
habitación en su casa a una persona “exclusivamente por estar enferma de siDA”.? 

Ciertamente, muchas otras de las preguntas aplicadas en estos ejercicios obtienen una 
mayoría de respuestas “políticamente correctas “y “socialmente esperadas”, como por 
ejemplo la del 82% de entrevistados que está “muy de acuerdo” o “de acuerdo” con que 
“a las personas con alguna discapacidad se les ofrezcan oportunidades de trabajo según 


sus capacidades”. El problema es que las respuestas no necesariamente son congruentes 
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con los comportamientos reales de esos mismos entrevistados. A pesar de ello, las 
encuestas son útiles para poner al descubierto el clima general de opinión sobre 
cuestiones socialmente relevantes, captando sus “avances” y “retrocesos”, y ayudan a 
entender mejor los comportamientos de las personas y sus motivaciones, así como a 
diseñar mejores políticas para la difusión y la educación en los valores fundamentales de 
la convivencia humana. 

Hecha esta observación preliminar, pasamos a analizar el problema de la 
construcción del Estado y del Estado de derecho como fundamento de un régimen de 
derechos humanos. Para ello recurrimos a un esquema de análisis propuesto 
recientemente por Francis Fukuyama? quien postula que los órdenes políticos modernos 
se componen de tres conjuntos de instituciones: el “imperio de la ley” (rule of law)? el 
Estado (state) y la democracia (democratic accountability). La articulación y el balance 
específico de estos tres conjuntos institucionales son los que determinan el auge o la 
decadencia de los órdenes políticos contemporáneos. Más aún, según Fukuyama, la 
secuencia en que estas instituciones surgen y se desarrollan es de fundamental 
importancia. En Europa, el imperio de la ley fue la primera institución en nacer y 
consolidarse, debido al papel de la Iglesia católica romana, la cual se constituyó, a partir 
del siglo XI de nuestra era, en un actor político centralizado, jerárquico y con abundantes 
recursos, cuya conducta era capaz de afectar dramáticamente la fortuna política de reyes 
y emperadores. La construcción del Estado jerárquico y centralizado fue posterior, y 
cuando los monarcas europeos intentaron establecer el absolutismo, se vieron obligados 
a reconocer la existencia previa de un orden jurídico que limitaba su poder. El tercer 
conjunto de instituciones en establecerse ha sido el de la democracia, que se ha 
generalizado en el mundo apenas después de la segunda Guerra Mundial. 

Nuestra hipótesis es que, aplicado a nuestra realidad, el esquema de Fukuyama ayuda 
a entender los problemas y dificultades que enfrentan las instituciones en general, y la 
vigencia de los derechos humanos particularmente, en el México actual. En efecto, 
aunque ya han tenido una trayectoria y un desarrollo históricos significativos, la 
construcción de los tres conjuntos de instituciones está todavía incompleta. Si 
examinamos la etapa del México independiente, veremos que el desarrollo de las 
instituciones ha seguido a grandes rasgos la secuencia descrita por Fukuyama para 
Europa, pero con la diferencia que en México el proceso no ha concluido para ninguno 
de los tres conjuntos, por lo que siguen en construcción, pero al mismo tiempo se 
encuentran en proceso de evolución y redefinición en el plano mundial. Dicho en otras 
palabras: es el proceso inacabado de construcción de un orden político moderno y 
democrático en México en el horizonte de la sociedad mundial lo que genera gran 
complejidad y explica, en buena medida, por qué ha resultado tan difícil el 
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establecimiento de un auténtico régimen de derechos humanos. En lo que sigue 
agregamos algunas reflexiones adicionales y relevantes para este diagnóstico. 

En primer lugar, no hay Estado de derecho ni respeto de los derechos humanos sin 
Estado. Uno de los efectos negativos del presidencialismo y del poder aplastante y casi 
absoluto de que disfrutó durante décadas el presidente de la República fue el “engaño” 
de que nos hizo víctimas, en el sentido de favorecer la idea simplista de que bastaba con 
privarlo de ese poder y transferirlo a otros órganos presuntamente imparciales para 
generar una transición democrática plena y un aparato institucional legítimo y eficaz. 
Las reformas que debilitaron y redistribuyeron el poder del presidente soltaron también 
los hilos del control político y administrativo que éste concentraba en sus manos, y ello 
ha sido un elemento significativo de la crisis que se vive en algunos ámbitos (por 
ejemplo, en la seguridad pública de las entidades federativas), pues las nuevas 
instituciones no han logrado recuperar dicho control y su desempeño todavía no está 
sujeto a un escrutinio público eficaz y pleno. 

En segundo término, la construcción institucional se produce en un entorno de 
apertura e intercambio con la sociedad mundial, lo que implica, en todo caso, que los 
objetivos de la política del Estado, como los derechos humanos o el mismo Estado de 
derecho, son definidos en sus contornos y alcances fuera de nuestras fronteras, lo que 
dificulta aún más su construcción efectiva. No se trata, por tanto, de metas o de puntos 
de llegada, sino de un horizonte que se mueve de manera constante y que parece alejarse 
cuanto más tratamos de aproximarnos a él, según argumentamos más adelante. Así, el 
Estado mexicano se ve obligado a responder a una agenda de cambio y reforma cuyos 
principales ejes y exigencias tienen que negociarse y coordinarse con la comunidad 
internacional, lo que confiere, como se ha dicho, mayor complejidad a la solución de los 
problemas actuales del desarrollo institucional interno. 

En tercer lugar, se ha dicho en repetidas ocasiones que la ausencia del Estado de 
derecho en nuestro país puede explicarse por factores de tipo cultural. Sin negar 
totalmente la influencia de este factor, las encuestas de cultura de la legalidad realizadas 
hasta ahora apuntan justamente al factor del desempeño institucional. A la pregunta de 
“¿Por qué respeta y obedece las leyes?”, contestó “porque cumplir la ley nos beneficia a 
todos” el 38.1% de los entrevistados; “porque es un deber moral”, el 22.9%; “para no ser 
criticado por los demás”, “para evitar daños a mi familia y amistades” y “para evitar 
castigos”, el 8.5, el 12.1 y el 16.6%, respectivamente. Las dos primeras respuestas 
conllevan una cierta convicción a favor de la legalidad, en el primer caso de tipo 
pragmático y utilitario, y en el segundo de carácter filosófico, mientras que el tercer 
grupo de respuestas se deriva de un cierto oportunismo basado en la conveniencia y el 
interés propios. En los tres casos, sin embargo, es crucial el desempeño de las 
instituciones. En el caso de las dos primeras respuestas, el pacto social implícito en la 
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primera y la convicción moral expresada en la segunda pueden desvanecerse si la 
autoridad no es eficaz, imparcial ni justa en su actuación; en el del tercer grupo, es 
indispensable que dicha autoridad haga prevalecer los incentivos correctos para inducir o 
provocar la conducta deseada. Pero las instituciones no podrán lograr estos efectos sin 
superar la desconfianza y la ausencia relativa de legitimidad que las caracteriza en el 
momento actual. 

El segundo elemento de nuestra explicación puede resumirse, como ya dijimos, en el 
concepto de sociedad mundial,'! elaborado por algunas corrientes de la sociología 
contemporánea. !? Al respecto nos parecen pertinentes —además de la sociología 
sistémica funcionalista de Niklas Luhmann y sus discípulos, en la que no abundaremos 
— las ideas del profesor John W. Meyer, de la Universidad de Stanford, y sus 
colaboradores, quienes han desarrollado un enfoque neoinstitucionalista que concibe a la 
sociedad mundial (que inicialmente denominaron world polity) como cultura mundial.” 
Se trata de una cultura transnacional, formada esencialmente a partir de la secularización 
del cristianismo, que constituye el criterio central para evaluar la legitimidad de los 
estados nacionales. No sólo la institución estatal se ha extendido a todo el mundo, sino 
que los estados han tenido que ir ampliando su ámbito regulatorio, con independencia 
del nivel que ocupan en la escala del desarrollo, para responder de manera convergente a 
las demandas y expectativas de la sociedad mundial en los campos más diversos de la 
política, como la educación, la salud, la ciencia y la tecnología, la igualdad de género, 
pero también la Constitución y el orden jurídico. 

La cultura transnacional de la que hablamos se encuentra codificada en los tratados y 
convenios internacionales, y se hace operativa mediante programas de acción que se 
difunden en los distintos países por una densa red de organizaciones gubernamentales y 
no gubernamentales. Se trata de una cultura que promueve, como valores centrales, la 
racionalidad, la justicia, el progreso y el individualismo. Ello no significa desconocer, 
por supuesto, que las similitudes estructurales entre los Estados y sus políticas se 
encuentran en un plano formal (“isomorfismo”), mientras que las desigualdades fácticas 
ocurren en la realidad social, y que las mismas permanecen e incluso se amplían; 
empero, la constatación de la brecha no constituye un obstáculo para la difusión y la 
adopción de la cultura transnacional en el ámbito local. 

En un extenso ensayo, redactado junto con Elizabeth Heger Boyle, John W. Meyer 
desarrolla aún más las implicaciones jurídicas de su visión de la sociedad mundial:!* el 
derecho moderno se forma a partir de la secularización de principios y valores de tipo 
esencialmente religioso que surgieron históricamente en la civilización occidental y que 
se han globalizado de la mano del Estado nacional: 
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[...] los sistemas jurídicos son un elemento constitutivo de esa forma de sociedad conocida como Estado 


nacional moderno. Los dos surgieron de manera concomitante, cada uno confiriendo legitimidad al otro. Los 


sistemas jurídicos nacionales emergieron más a través del sistema global que mediante la organización local.!* 


Boyle y Meyer señalan que incurre en un error importante la visión de los estados 
nacionales como actores seculares que toman sus decisiones jurídicas de manera 
autónoma, desatendiendo el carácter supranacional del derecho: 


Es verdad que el surgimiento del Estado destruyó esencialmente la autoridad organizacional de la Iglesia, pero 
lo hizo, en nuestra opinión, mediante la absorción de una versión secularizada de la cultura más amplia de que 
era portadora la Iglesia, haciéndose así dependiente de ella. Los procesos son dialécticos y continúan 
desarrollándose a lo largo de la historia moderna. Al reclamar autonomía y soberanía conforme a los diversos 


principios secularizados de racionalidad y universalidad, tanto el Estado nacional como el derecho que es 


parcialmente su creatura intensifican su dependencia de tales principios secularizados.'* 


Meyer y Boyle subrayan que los estados generan legitimidad en la medida en que 
responden a principios universales, y el derecho se convierte en un importante símbolo 
de la aceptación de estos principios.'” La ciencia jurídica y los profesionales del derecho 
—abogados y jueces, principalmente— participan activamente en la circulación de las 
ideas y las figuras jurídicas, como por ejemplo los derechos humanos, gracias a los 
supuestos universales en que se fundamentan, y no obstante la diversidad de condiciones 
y prácticas en las que se insertan. !8 El llamado “diálogo judicial”, cualesquiera que sean 
sus efectos reales en la sociedad, no es sino una expresión visible de la equivalencia 
esencial de los órdenes jurídicos en un nivel operativo, así como de su dependencia de la 
comunicación transfronteriza. 

Siguiendo la misma línea de argumentación, en cuanto al cumplimiento del derecho 
resulta evidente que no cabe esperar que el orden jurídico alcance el nivel de eficacia que 
el ideal occidental del “imperio de la ley” le exige, particularmente en las sociedades 
cuyos ordenamientos se han formado esencialmente a través de “trasplantes” e 
“Importaciones”, como es el caso de México. Así lo señalan explicitamente Boyle y 
Meyer, para quienes la función del derecho en la sociedad mundial no es instrumental 
(funcional) ni represiva, sino que radica en la vinculación que establece con los 
principios de la cultura universal y como fuente de identidad y legitimidad tanto para los 
individuos como para las naciones; en consecuencia, no cabe esperar un elevado nivel de 
correspondencia entre el derecho y la acción, sino más bien un “desacoplamiento 
extremo” respecto de la vida social.'? El desacoplamiento no es un accidente ni 
estrictamente una “deficiencia” de la cultura jurídica, sino un elemento central del 
proyecto nacional y una característica de toda organización racionalizada en la medida 
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en que las reglas que las gobiernan, como sucede con las normas jurídicas, responden a 
ideales externos. En sus propias palabras: 


El carácter desacoplado de los sistemas jurídicos se considera en ocasiones (y de manera bastante razonable) 
como indicador de su ineficacia e insignificancia funcional. Esto puede ser realista tratándose de algunos 
sistemas jurídicos tradicionales, pero desatiende puntos importantes al abordar los sistemas jurídicos 
modernos. El sistema moderno se encuentra desacoplado precisamente en la medida en que está vinculado a 
los modelos y estándares universales, a pesar del carácter limitado y variable de la vida social local.? 


En efecto, las etapas de apertura, trasplante y transferencia de ideas e instituciones 
jurídicas foráneas necesariamente producen una amplia brecha, e incluso un 
“desacoplamiento” extremo, entre las nuevas instituciones y el ambiente social en el que 
se implantan.?! La pregunta que se suscita enseguida es la siguiente: ¿hasta qué punto el 
contacto con la cultura jurídica mundial favorece u obstaculiza la vigencia de la ley en 
diversos ámbitos sociales? Porque, si bien la adopción de ideas e instituciones asentadas 
en dicha cultura genera el “desacoplamiento” entre norma y realidad, ello no quiere decir 
que el Estado y sus instituciones no deban procurar la reducción de la brecha entre 
ambas. 

Al respecto se ofrecen varios campos de estudio, como las elecciones, el comercio 
internacional y los derechos humanos. Su evolución en las décadas recientes tiene que 
explicarse a partir de la combinación de presiones internas y externas que han permitido 
que los respectivos regímenes jurídicos logren un cierto nivel de eficacia o, al menos, de 
legitimidad social. En el caso particular de los derechos humanos, que se han vuelto 
relevantes como instrumento de intervención y manejo de la crisis de violencia y 
seguridad pública que se vive en el país, la Constitución misma se ha abierto 
formalmente a normas, decisiones e interpretaciones que no aprueba directamente el 
Estado mexicano, pero que, por virtud del nuevo texto del artículo 1” constitucional, 
tienen que ser observadas por todas las autoridades mexicanas, y de manera especial por 
las judiciales.?? Ello genera, de momento, un nuevo frente en el desacoplamiento entre 
norma y realidad, al elevarse considerablemente los estándares valorativos a los que 
tienen que ajustarse todas las autoridades públicas, pero que tratará de cerrarse a través 
del “diálogo judicial” y del llamado “control de convencionalidad”. 

Sin embargo, un régimen de respeto a los derechos humanos no puede sostenerse 
duraderamente sin un sustrato mínimo de obediencia a la legalidad ordinaria. Por tanto, 
¿qué sucede, desde esta perspectiva, en las relaciones entre la autoridad y el ciudadano y, 
sobre todo, en las relaciones entre ciudadanos? Una observación directa nos indica que 
en la vida cotidiana hay una desatención generalizada a las normas jurídicas formales, lo 
cual no implica que no existan otras reglas de carácter social que son observadas de 
manera voluntaria y que incluso son sancionadas efectivamente en caso de 
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desobediencia. Pensemos simplemente en el incumplimiento generalizado de muchas 
disposiciones del Reglamento de Tránsito (límites de velocidad, estacionamiento 
prohibido, uso de pasos peatonales, etc.), lo cual no quiere decir que el comportamiento 
de vehículos y peatones en las ciudades no observe ninguna “regla” (por ejemplo, la 
velocidad de los vehículos tampoco es ilimitada, sino que se autorregula de manera 
efectiva). La otra cara de esta moneda consiste, sin embargo, en que los ciudadanos 
también toman la ley en sus manos, comportamiento que va desde quienes cierran al 
tránsito público las calles de sus colonias o barrios con el pretexto de la seguridad, o 
bien, los que bloquean transitoriamente calles y avenidas para llamar la atención de las 
autoridades a sus demandas, hasta quienes “sancionan”, mediante linchamiento, a 
presuntos delincuentes, o vandalizan y destruyen los edificios públicos en “castigo” a la 
actuación de alguna autoridad, pasando por quienes impiden a ésta o a otros particulares 
el cumplimiento de sus obligaciones (por ejemplo, el cobro del peaje en una autopista) o 
el ejercicio de sus derechos (libertad de tránsito). En todos estos casos, tales 
comportamientos se justifican presuntamente por la inacción e ineficacia de las 
autoridades y, paradójicamente, estas últimas tienden a ser las consideradas, por el resto 
de la sociedad, como responsables de los comportamientos ilegales y no los individuos o 
grupos que los cometen directamente. 

Sin que se traduzca necesariamente en comportamientos determinados, la actitud 
ambivalente y oportunista de muchos ciudadanos ante el cumplimiento de la ley, así 
como la tolerancia generalizada hacia la ilegalidad, se reflejan claramente en las 
encuestas de opinión. Las encuestas nacionales sobre cultura jurídica, que ya hemos 
citado, revelan que un porcentaje importante de los ciudadanos manifiestan una actitud 
oportunista pero racional —esto es, gobernada por incentivos— ante el cumplimiento de 
la ley: “cumplo si me conviene cumplir, es decir, si mis familiares, mis amigos o yo, no 
sufrimos daños o castigos”. También revelan un elevado nivel de tolerancia hacia los 
comportamientos irregulares o ilegales en sociedad, pero con variaciones que tienen que 
ver con el daño que puedan causar o con las necesidades que logren satisfacer. Así, por 
ejemplo, las personas son significativamente menos tolerantes de los bares y centros 
nocturnos que funcionan sin licencia, o de los taxis con placas falsas (llamados 
““piratas”), que de quienes invaden un terreno para construir una vivienda o de quienes 
venden comida y otros productos en la vía pública sin contar con permiso formal para 
ello, pues se presume que estos últimos no tienen quizá otro modo de satisfacer una 
necesidad legítima.” En relación con los grupos que utilizan la fuerza o la violencia para 
tratar de lograr el reconocimiento o el otorgamiento de sus demandas, la población 
responde con ambigüedad respecto de la respuesta deseable del poder público: conceder 
las demandas o utilizar la fuerza pública para desalentar o sancionar los 
comportamientos ilegales. En todo caso, la población prefiere mayoritariamente las 
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soluciones de diálogo o de concesiones por parte del gobierno, antes que la aplicación 
estricta de la ley, aunque la autoridad tenga las facultades necesarias y suficientes para el 
empleo de la fuerza pública.? 

En síntesis: los estudios citados indican que los ciudadanos modulan sus actitudes y 
comportamientos de acuerdo con los incentivos que encuentran en su ambiente social, y 
ello incluye el funcionamiento de las instituciones.” Hemos visto que la cultura 
institucionalizada que permea a la sociedad mundial impone ciertos estándares 
normativos a los diversos países, los que éstos deben hacer cumplir a través de sus 
instituciones y políticas internas. Sin embargo, la informalidad y la ilegalidad cotidianas 
no son —y probablemente no lleguen a ser— objeto de la cultura jurídica mundial ni 
foco de escrutinio externo, salvo que esas prácticas se vuelvan tan disfuncionales o 
legítimas —esto es, incompatibles con la idea vigente de los derechos humanos—, que 
ese costo obligue a una intervención correctiva. 

No hay duda de que el orden jurídico encuentra límites y paradojas cuando recurre a 
la coacción y a la violencia legítima, y que en una sociedad tan desigual y asimétrica 
como la mexicana cotidianamente se ponen de manifiesto las tremendas dificultades que 
enfrenta la autoridad para lograr el cumplimiento de la ley. También es preciso 
reconocer que en un Estado constitucional democrático no puede esperarse, por diversas 
razones, que la autoridad haga cumplir las normas siempre y en toda circunstancia; en 
ocasiones resulta preciso no aplicar las normas en función de lograr un bien superior o 
de evitar un mal mayor.?? Cabe preguntarse si, a largo plazo, resulta sostenible la 
supervivencia de ámbitos sociales en los que el orden jurídico prácticamente no 
encuentra ningún respaldo institucional, es decir, un “derecho sin Estado” que se 
sostiene solamente sobre comportamientos sociales voluntarios. 

En conclusión, pensamos que la construcción inacabada de las instituciones — 
Estado, imperio de la ley, democracia—, en combinación con la cultura de la sociedad 
mundial que constantemente incide en la brecha entre norma y realidad y la 
desestabiliza, contribuyen a explicar, en parte al menos, la situación de crisis en materia 
de derechos humanos que vive México. Por supuesto, aun si estamos en lo cierto, no por 
ello se vuelve más sencillo encontrar y aplicar una solución. Por ello queremos concluir 
este ensayo con una nota de esperanza. 

Es nuestra convicción que, si logramos preservar un grado mínimo de democracia, se 
podrá superar la crisis actual y avanzar en el propósito de acercarnos a la realización del 
deseo más profundo de la ciudadanía: vivir en paz y gozar de un mínimo bienestar que 
permita a todas las personas perseguir los fines que cada una considere valiosos. Para 
lograrlo, contamos ya con un bloque amplio de derechos consagrados firmemente en 
nuestro orden jurídico; solamente tenemos que lograr que se conviertan en el eje central 
tanto de la construcción y el funcionamiento de las instituciones como de la convivencia 
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cotidiana. Desde este punto de vista, la apuesta por los “derechos del hombre” como 
base y objeto de las instituciones sociales, planteada por la Constitución de 1857 y 
retomada por la Constitución de 1917, con sus reformas acumuladas en cien años, sigue 
vigente. En términos de temporalidad histórica, podría decirse que la aventura de los 
derechos apenas está comenzando. 
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 


PROYECTO DE 


LA REPÚBLICA MEXICANA DE CONSTITUCIÓN DEL PRIMER 


5 DE FEBRERO DE 1857 


JEFE VENUSTIANO 


TEXTO ORIGINAL Y REFORMA CARRANZA l° DE DICIEMBRE 


Titulo I 
Sección I 
De los Derechos del Hombre 


Artículo 1° 


El pueblo mexicano reconoce, que 
los derechos del hombre son la base 
y el objeto de las instituciones 
sociales. En consecuencia, declara, 
que todas las leyes y todas las 
autoridades del país, deben respetar 


y sostener las garantías que otorga la 


presente Constitución. 


Artículo 2” 


En la República todos nacen libres. 
Los esclavos que pisen el territorio 
nacional recobran, por ese solo 
hecho, su libertad, y tienen derecho 
a la protección de las leyes. 


Artículo 3° 


La enseñanza es libre. La ley 
determinará qué profesiones 
necesitan título para su ejercicio, y 
con qué requisitos se deben expedir. 


DE 1916 


Título Primero 
Sección I 
De las Garantías Individuales 


Artículo 1° 


En la República Mexicana, todo 
individuo gozará de las garantías 


que otorga esta Constitución, las que 


no podrán restringirse ni 
suspenderse sino en los casos y con 
las condiciones que ella misma 
establece. 


Artículo 2° 


Está prohibida la esclavitud en los 
Estados Unidos Mexicanos. Los 
esclavos de otros países que 
entrasen al territorio nacional, 
alcanzarán por este solo hecho su 
libertad y la protección de las leyes. 


Artículo 3° 


Habrá plena libertad de enseñanza; 
pero será laica la que se dé en los 
establecimientos oficiales de 
educación, y gratuita la enseñanza 
primaria superior y elemental, que 
se imparta en los mismos 
establecimientos. 
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS 
DIARIO OFICIAL 5-11-1917 


Titulo Primero 
Capítulo I 
De las Garantias Individuales 


Artículo 1° 


En los Estados Unidos Mexicanos 
todo individuo gozará de las 
garantías que otorga esta 
Constitución, las cuales no podrán 
restringirse ni suspenderse, sino en 
los casos y con las condiciones que 
ella misma establece. 


Artículo 2° 


Está prohibida la esclavitud en los 
Estados Unidos Mexicanos. Los 
esclavos del extranjero que entren al 
territorio nacional, alcanzarán, por 
ese solo hecho, su libertad y la 
protección de las leyes. 


Artículo 3° 


La enseñanza es libre; pero será 
laica la que se dé en los 
establecimientos oficiales de 
educación, lo mismo que la 
enseñanza primaria, elemental y 
superior que se imparta en los 
establecimientos particulares. 
Ninguna corporación religiosa, ni 
ministro de algún culto, podrán 
establecer o dirigir escuelas de 
instrucción primaria. 

Las escuelas primarias particulares 
sólo podrán establecerse sujetándose 
a la vigilancia oficial. 

En los establecimientos oficiales se 
impartirá gratuitamente la enseñanza 
primaria 


Artículo 4° 


Todo hombre es libre para abrazar la 
profesión, industria o trabajo que le 
acomode, siendo útil y honesto, y 
para aprovecharse de sus productos. 
Ni uno ni otro se le podrá impedir 
sino por sentencia judicial cuando 
ataque los derechos de tercero, o por 
resolución gubernativa, dictada en 
los términos que marque la ley, 
cuando ofenda los de la sociedad. 


Artículo 5° 


Nadie puede ser obligado a prestar 
trabajos personales, sin la justa 
retribución y sin su pleno 
consentimiento. La ley no puede 
autorizar ningún contrato que tenga 
por objeto la pérdida o el 
irrevocable sacrificio de la libertad 
del hombre, ya sea por causa de 
trabajo, de educación o de voto 
religioso. Tampoco puede autorizar 
convenios en que el hombre pacte su 
proscripción o destierro. 


Reforma de 25 de septiembre de 
1873: 


Nadie puede ser obligado a prestar 
trabajos personales, sin la justa 
retribución y sin su pleno 
consentimiento. El Estado no puede 
permitir que se lleve a efecto ningún 
contrato, pacto o convenio que tenga 
por objeto el menoscabo, la pérdida 
o el irrevocable sacrificio de la 
libertad del hombre, ya sea por 
causa de trabajo, de educación o de 
voto religioso. La ley, en 
consecuencia, no reconoce órdenes 


Artículo 4° 


A ninguna persona se le podrá 
impedir que se dedique a la 
profesión, industria, comercio o 
trabajo que le acomode, siendo 
lícito, ni privarla de sus productos, 
sino por determinación judicial 
cuando ataque los derechos de 
tercero, o por resolución 
gubernativa, dictada en los términos 
que marque la ley, cuando ofenda 
los de la sociedad. 


La ley determinará en cada Estado 
cuáles son las profesiones que 
necesitan título para su ejercicio, las 
condiciones que deben llenarse para 
obtenerlo y las autoridades que han 
de expedirlo. 


Artículo 5° 
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Artículo 4° 


A ninguna persona podrá impedirse 
que se dedique a la profesión, 
industria, comercio o trabajo que le 
acomode, siendo lícitos. El ejercicio 
de esta libertad sólo podrá vedarse 
por determinación judicial, cuando 
se ataquen los derechos de tercero, o 
por resolución gubernativa, dictada 
en los términos que marque la ley, 
cuando se ofendan los derechos de 
la sociedad. Nadie puede ser privado 
del producto de su trabajo, sino por 
resolución judicial. 


La ley determinará en cada Estado 
cuáles son las profesiones que 
necesitan título para su ejercicio, las 
condiciones que deban llenarse para 
obtenerlo y las autoridades que han 
de expedirlo. 


Artículo 5° 


monásticas, ni puede permitir su 
establecimiento, cualquiera que sea 
la denominación u objeto con que 
pretendan erigirse. Tampoco puede 
admitir convenio en que el hombre 
pacte su proscripción o destierro. 


Reforma de 10 de junio de 1598 


Nadie puede ser obligado a prestar 
trabajos personales sin la justa 
retribución y sin su pleno 
consentimiento, salvo el trabajo 
impuesto como pena por la 
autoridad judicial. 


En cuanto a los servicios públicos, 
sólo podrán ser en los términos que 
establezcan las leyes respectivas, 
obligatorio el de las armas, y 


Nadie podrá ser obligado a prestar 
trabajos personales sin la justa 
retribución y sin su pleno 
consentimiento, salvo el trabajo 
impuesto como pena por la 
autoridad judicial. 


En cuanto a los servicios públicos, 
sólo podrán ser obligatorios, en los 
términos que establezcan las leyes 
respectivas, el de las armas, los de 


obligatorias y gratuitas las funciones jurado y los cargos de elección 


electorales, las cargas concejiles y 
las de jurado. 


El Estado no puede permitir que se 
lleve a efecto ningún contrato, pacto 
o convenio que tenga por objeto el 
menoscabo, la pérdida o el 
irrevocable sacrificio de la libertad 
del hombre, ya sea por causa de 
trabajo, de educación o de voto 
religioso. 

La ley, en consecuencia, no 
reconoce órdenes monásticas, ni 
puede permitir su establecimiento, 
cualquiera que sea la denominación 
u objeto con que pretendan erigirse. 
Tampoco puede admitir convenio en 
que el hombre pacte su proscripción 
o destierro. 


popular, y obligatorias y gratuitas 
las funciones electorales. 


El Estado no puede permitir que se 
lleve a efecto ningún contrato, pacto 
o convenio que tenga por objeto el 
menoscabo, la pérdida o el 
irrevocable sacrificio de la libertad 
del hombre, ya sea por causa de 
trabajo, de educación o de voto 
religioso. La ley, en consecuencia, 
no reconoce órdenes monásticas, ni 
puede permitir su establecimiento, 
cualquiera que sea la denominación 
u objeto con que pretendan erigirse. 


Tampoco puede admitirse convenio 
en que el hombre pacte su 
proscripción o destierro, o en que 
renuncie temporal o 
permanentemente a ejercer 
determinada profesión, industria o 
comercio. 


El contrato de trabajo sólo obligará 
a prestar el servicio convenido por 
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Nadie podrá ser obligado a prestar 
trabajos personales sin la justa 
retribución y sin su pleno 
consentimiento, salvo el trabajo 
impuesto como pena por la 
autoridad judicial, el cual se ajustará 
a lo dispuesto en las fracciones I y II 
del artículo 123. 


En cuanto a los servicios públicos, 
sólo podrán ser obligatorios, en los 
términos que establezcan las leyes 
respectivas, el de las armas, los de 
jurados, los cargos concejiles y los 
cargos de elección popular, directa o 
indirecta, y obligatorias y gratuitas 
las funciones electorales. 


El Estado no puede permitir que se 
lleve a efecto ningún contrato, pacto 
o convenio que tenga por objeto el 
menoscabo, la pérdida o el 
irrevocable sacrificio de la libertad 
del hombre, ya sea por causa de 
trabajo, de educación o de voto 
religioso. La ley, en consecuencia, 
no permite el establecimiento de 
órdenes monásticas, cualquiera que 
sea la denominación u objeto con 
que pretendan erigirse. 


Tampoco puede admitirse convenio 
en que el hombre pacte su 
proscripción o destierro, o en que 
renuncie temporal o 
permanentemente a ejercer 
determinada profesión, industria o 
comercio. 


El contrato de trabajo sólo obligará a 
prestar el servicio convenido por el 


Artículo 6” 


La manifestación de las ideas no 
puede ser objeto de ninguna 
inquisición judicial o administrativa, 
sino en el caso de que ataque la 
moral, los derechos de tercero, 
provoque a algún crimen o delito, o 
perturbe el orden público. 


Artículo 7° 


Es inviolable la libertad de escribir y 


publicar escritos sobre cualquiera 
materia. Ninguna ley ni autoridad 
puede establecer la previa censura, 
ni exigir fianza a los autores o 
impresores, ni coartar la libertad de 
imprenta, que no tiene más límites 
que el respeto a la vida privada, a la 
moral y a la paz pública. Los delitos 
de imprenta serán juzgados por un 
jurado que califique el hecho, y por 
otro que aplique la ley y designe la 
pena. 


Reforma de 15 de mayo de 1883: 


Es inviolable la libertad de escribir y 


publicar escritos sobre cualquiera 
materia. Ninguna ley ni autoridad 
puede establecer la previa censura, 
ni exigir fianza a los autores o 
impresores, ni coartar la libertad de 
imprenta, que no tiene más límites 
que el respeto a la vida privada, a la 
moral y a la paz pública. Los delitos 
que se cometan por medio de la 
imprenta, serán juzgados por los 


un periodo que no exceda de un año, 


y no podrá extenderse en ningún 
caso a la renuncia, pérdida o 
menoscabo de cualquiera de los 
derechos civiles y políticos. 


Artículo 6” 


La manifestación de las ideas no 
puede ser objeto de ninguna 


inquisición judicial o administrativa, 


sino en el caso de que ataque a la 
moral, los derechos de tercero, 
provoque a algún crimen o delito, o 
perturbe el orden público. 


Artículo 7° 


Es inviolable la libertad de escribir y 


publicar escritos sobre cualquiera 
materia. Ninguna ley ni autoridad 
puede establecer la previa censura, 
ni exigir fianza a los autores o 
impresores, ni coartar la libertad de 
imprenta, que no tiene más límites 
que el respeto a la vida privada, a la 
moral y a la paz pública. Los delitos 
que se cometan por medio de la 
imprenta, serán juzgados por los 
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tiempo que fije la ley, sin poder 
exceder de un año en perjuicio del 
trabajador, y no podrá extenderse, 
en ningún caso, a la renuncia, 
pérdida o menoscabo de cualquiera 
de los derechos políticos y civiles. 
La falta de cumplimiento de dicho 
contrato por lo que respecta al 
trabajador, sólo obligará a éste a la 
correspondiente responsabilidad 
civil, sin que en ningún caso pueda 
hacerse coacción sobre su persona. 


Artículo 6” 


La manifestación de las ideas no 
será objeto de ninguna inquisición 
judicial o administrativa, sino en el 
caso de que ataque a la moral, los 
derechos de tercero, provoque algún 
delito o perturbe el orden público. 


Artículo 7° 


Es inviolable la libertad de escribir y 
publicar escritos sobre cualquiera 
materia. Ninguna ley ni autoridad 
puede establecer la previa censura, 
ni exigir fianza a los autores o 
impresores, ni coartar la libertad de 
imprenta, que no tiene más límites 
que el respeto a la vida privada, a la 
moral y a la paz pública. En ningún 
caso podrá secuestrarse la imprenta 
como instrumento del delito. 


tribunales competentes de la 
Federación o por los de los Estados, 
del Distrito Federal o Territorio de 
la Baja California, conforme a su 
legislación penal. 


Artículo 8° 


Es inviolable el derecho de petición 
ejercido por escrito, de una manera 
pacífica y respetuosa; pero en 
materias políticas sólo pueden 
ejercerlo los ciudadanos de la 
República. A toda petición debe 
recaer un acuerdo escrito de la 
autoridad a quien se haya dirigido, y 
ésta tiene obligación de hacer 
conocer el resultado al peticionario. 


Artículo 9° 


A nadie se le puede coartar el 
derecho de asociarse o de reunirse 
pacíficamente con cualquier objeto 
lícito; pero solamente los 
ciudadanos de la República pueden 
hacerlo para tomar parte en los 
asuntos políticos del país. Ninguna 
reunión armada tiene derecho de 
deliberar. 


tribunales competentes de la 
Federación o por los de los Estados, 
del Distrito Federal y Territorios, 
conforme a su legislación penal; 
pero en ningún caso podrá 
secuestrarse la imprenta como 
cuerpo del delito. 


Artículo 8° 


Los funcionarios y empleados 
públicos respetarán el ejercicio del 
derecho de petición, siempre que 
ésta se formule por escrito, de una 
manera pacífica y respetuosa; pero 
en materia política, sólo podrán 
hacer uso de este derecho los 
ciudadanos de la República. 


A toda petición deberá recaer un 
acuerdo escrito de la autoridad a 
quien se haya dirigido, en el que 
tiene obligación de hacerlo conocer 
en breve término al peticionario. 


Artículo 9° 


No se podrá coartar el derecho de 
asociarse o reunirse pacíficamente 
con cualquier objeto lícito; pero 
solamente los ciudadanos de la 
República podrán hacerlo para 
tomar parte en los asuntos políticos 
del país. 

Sólo podrá considerarse como ilegal 
una reunión convocada con objeto 
ilícito y ser, en consecuencia, 
disuelta inmediatamente por la 
autoridad, cuando en ella se 


166 


Las leyes orgánicas dictarán cuantas 
disposiciones sean necesarias para 
evitar que so pretexto de las 
denuncias por delito de prensa, sean 
encarcelados los expendedores, 
“papeleros”, operarios y demás 
empleados del establecimiento de 
donde haya salido el escrito 
denunciado, a menos que se 
demuestre previamente la 
responsabilidad de aquéllos. 


Artículo 8° 


Los funcionarios y empleados 
públicos respetarán el ejercicio del 
derecho de petición, siempre que 
ésta se formule por escrito, de 
manera pacífica y respetuosa; pero 
en materia política, sólo podrán 
hacer uso de ese derecho los 
ciudadanos de la República. 


A toda petición deberá recaer un 
acuerdo escrito de la autoridad a 
quien se haya dirigido, la cual tiene 
obligación de hacerlo conocer en 
breve término al peticionario. 


Artículo 9° 


No se podrá coartar el derecho de 
asociarse o reunirse pacíficamente 
con cualquier objeto lícito; pero 
solamente los ciudadanos de la 
República podrán hacerlo para 
tomar parte en los asuntos políticos 
del país. Ninguna reunión armada 
tiene derecho de deliberar. 


Artículo 10 


Todo hombre tiene derecho de 
poseer y portar armas para su 
seguridad y legítima defensa. La ley 
señalará cuáles son las prohibidas y 
la pena en que incurren los que las 
portaren. 


Artículo 11 


Todo hombre tiene derecho para 
entrar y salir de la República, viajar 
por su territorio y mudar de 
residencia sin necesidad de carta de 
seguridad, pasaporte, salvo- 


cometieren desórdenes que alteren o 
amenacen alterar el orden público 
por medio de la fuerza o violencia 
contra las personas o propiedades, o 
por amenaza de cometer atentados, 
que puedan fácilmente ser seguidas 
de ejecución inmediata, o se cause 
fundadamente temor o alarma a los 
habitantes; o se profieran injurias o 
amenazas contra la autoridad o 
alguno o varios particulares, si la 
persona que preside la reunión o las 
que de ella formaren parte no 
redujeran al orden al responsable o 
lo expulsaren inmediatamente; o 
cuando hubiere en ella individuos 
armados, si requeridos por la 
autoridad, no dejaren las armas o se 
ausentaren de la reunión. 


No se considerará ilegal una 
asamblea o reunión que tenga por 
objeto hacer una petición a una 
autoridad, o presentar una protesta 
por algún acto, si no se profieren 
injurias contra ella, ni se hiciere uso 
de violencia o de amenazas para 
intimidarla u obligarla a resolver en 
el sentido que se desea. 


Artículo 10 


Los habitantes de la República 
Mexicana son libres de poseer 
armas de cualquier clase para su 
seguridad y legítima defensa, hecha 
excepción de las prohibidas 
expresamente por la ley, y de las 
que la nación reserve para el uso 
exclusivo del ejército, armada y 
guardia nacional; pero no podrán 
portarlas en las poblaciones sin 
sujetarse a los reglamentos de 
policía. 


Artículo 11 
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No se considerará ilegal, y no podrá 
ser disuelta una asamblea o reunión 
que tenga por objeto hacer una 
petición o presentar una protesta por 
algún acto, a una autoridad, si no se 
profieren injurias contra ésta, ni se 
hiciere uso de violencias o amenazas 
para intimidarla u obligarla a 
resolver en el sentido que se desee. 


Artículo 10 


Los habitantes de los Estados 
Unidos Mexicanos tienen libertad de 
poseer armas de cualquiera clase, 
para su seguridad y legítima 
defensa, hecha excepción de las 
prohibidas expresamente por la ley y 
de las que la Nación reserve para el 
uso exclusivo del Ejército, Armada 
y Guardia Nacional; pero no podrán 
portarlas en las poblaciones sin 
sujetarse a los reglamentos de 
policía. 


Artículo 11 


conducto u otro requisito semejante. 
El ejercicio de este derecho no 
perjudica las legítimas facultades de 
la autoridad judicial o 
administrativa, en los casos de 
responsabilidad criminal o civil. 


Reforma de 12 de noviembre de 
1908: 


Todo hombre tiene derecho para 
entrar y salir de la República, viajar 
por su territorio y mudar de 
residencia sin necesidad de carta de 
seguridad, pasaporte, salvo- 
conducto u otro requisito semejante. 
El ejercicio de este derecho estará 
subordinado a las facultades de la 
autoridad judicial y administrativa, 
en los casos de responsabilidad 
criminal y civil, y a las limitaciones 
que imponga la ley sobre 
emigración e inmigración y 
salubridad general de la República. 


Artículo 12 


No hay, ni se reconocen en la 
República títulos de nobleza, ni 
prerrogativas, ni honores 
hereditarios. Sólo el pueblo, 
legítimamente representado, puede 
decretar recompensas en honor de 
los que hayan prestado o prestaren 
servicios eminentes a la patria o a la 
humanidad. 


Artículo 13 


En la República Mexicana nadie 
puede ser juzgado por leyes 
privativas, ni por tribunales 
especiales. Ninguna persona ni 
corporación, puede tener fueros, ni 
gozar emolumentos que no sean 
compensación de un servicio 
público, y estén fijados por la ley. 
Subsiste el fuero de guerra 
solamente para los delitos y faltas 


Todo hombre tiene derecho para 
entrar a la República, salir de ella, 
viajar por su territorio y mudar de 
residencia sin necesidad de carta de 
seguridad, pasaporte, salvoconducto 
u otros requisitos semejantes. El 
ejercicio de este derecho estará 
subordinado a las facultades de la 
autoridad judicial, en los casos de 
responsabilidad criminal o civil, y 
de la autoridad administrativa, por 
lo que toca a las limitaciones que 
imponga la ley sobre inmigración, 
emigración y salubridad general de 
la República, o sobre extranjeros 
perniciosos residentes en el país. 


Artículo 12 


En los Estados Unidos Mexicanos 
no se concederán títulos de nobleza, 
ni prerrogativas y honores 
hereditarios, ni se dará efecto alguno 
a los otorgados por cualquier otro 
país. 


Artículo 13 


Nadie podrá ser juzgado por leyes 
privativas ni por tribunales 
especiales. Ninguna persona o 
corporación puede tener fuero ni 
gozar de más emolumentos que los 
que sean compensación de servicios 
públicos y estén fijados por la ley. 
Subsiste el fuero de guerra para los 
delitos y faltas contra la disciplina 
militar; pero los tribunales militares 
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Todo hombre tiene derecho para 
entrar en la República, salir de ella, 
viajar por su territorio y mudar de 
residencia sin necesidad de carta de 
seguridad, pasaporte, salvoconducto 
y otros requisitos semejantes. El 
ejercicio de este derecho estará 
subordinado a las facultades de la 
autoridad judicial, en los casos de 
responsabilidad criminal o civil, y a 
las de la autoridad administrativa, 
por lo que toca a las limitaciones 
que impongan las leyes sobre 
emigración, inmigración y 
salubridad general de la República, 
o sobre extranjeros perniciosos 
residentes en el país. 


Artículo 12 


En los Estados Unidos Mexicanos 
no se concederán títulos de nobleza, 
ni prerrogativas y honores 
hereditarios, ni se dará efecto alguno 
a los otorgados por cualquier otro 
país. 


Artículo 13 


Nadie puede ser juzgado por leyes 
privativas ni por tribunales 
especiales. Ninguna persona o 
corporación puede tener fuero, ni 
gozar más emolumentos que los que 
sean compensación de servicios 
públicos y estén fijados por la ley. 
Subsiste el fuero de guerra para los 
delitos y faltas contra la disciplina 
militar; pero los tribunales militares 


que tengan exacta conexión con la 
disciplina militar. La ley fijará con 
toda claridad los casos de 
excepción. 


Artículo 14 


No se podrá expedir ninguna ley 
retroactiva. Nadie puede ser juzgado 
ni sentenciado, sino por leyes dadas 
con anterioridad al hecho y 
exactamente aplicadas a él, por el 
tribunal que previamente haya 
establecido la ley. 


Artículo 15 


Nunca se celebrarán tratados para la 
extradición de reos políticos, ni para 
la de aquellos delincuentes del 
orden común que hayan tenido en el 
país en donde cometieron el delito la 
condición de esclavos; ni convenios 
o tratados en virtud de los que se 
alteren las garantías y derechos que 


en ningún caso y por ningún motivo 
podrán extender su jurisdicción 
sobre personas que no pertenezcan 
al Ejército. Cuando en un delito o 
falta del orden militar estuviere 
implicado un civil, conocerá del 
caso la autoridad civil que 
corresponda. 


Artículo 14 


A ninguna ley se le dará efecto 
retroactivo en perjuicio de persona 
alguna. 


Nadie podrá ser privado de la vida, 
de la libertad, o de sus propiedades, 
posesiones y derechos, sino 
mediante juicio seguido ante los 
tribunales previamente establecidos, 
en el que se cumplan las 
formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las 
leyes expedidas con anterioridad al 
hecho. 


En los juicios del orden criminal 
queda prohibido imponer, por 
simple analogía y aun por mayoría 
de razón, pena alguna que no esté 
decretada por una ley exactamente 
aplicable al delito de que se trate. 


En los juicios del orden civil, la 
sentencia definitiva deberá ser 
conforme a la letra o a la 
interpretación jurídica de la ley, y a 
falta de ésta, se fundará en los 
principios generales del derecho. 


Artículo 15 


No se autoriza la celebración de 
tratados para la extradición de reos 
políticos ni para la de aquellos 
delincuentes del orden común que 
hayan tenido en el país donde 
cometieren el delito, la condición de 
esclavos; ni convenios o tratados en 
virtud de los que se alteren las 
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en ningún caso y por ningún motivo 
podrán extender su jurisdicción 
sobre personas que no pertenezcan 
al Ejército. Cuando en un delito o 
falta del orden militar estuviese 
complicado un paisano, conocerá del 
caso la autoridad civil que 
corresponda. 


Artículo 14 


A ninguna ley se dará efecto 
retroactivo en perjuicio de persona 
alguna. 


Nadie podrá ser privado de la vida, 
de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino 
mediante juicio seguido ante los 
tribunales previamente establecidos, 
en el que se cumplan las 
formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las 
leyes expedidas con anterioridad al 
hecho. 


En los juicios del orden criminal 
queda prohibido imponer, por 
simple analogía y aun por mayoría 
de razón, pena alguna que no esté 
decretada por una ley exactamente 
aplicable al delito de que se trata. 


En los juicios del orden civil, la 
sentencia definitiva deberá ser 
conforme a la letra o a la 
interpretación jurídica de la ley, y a 
falta de ésta, se fundará en los 
principios generales del derecho. 


Artículo 15 


No se autoriza la celebración de 
tratados para la extradición de reos 
políticos, ni para la de aquellos 
delincuentes que hayan tenido en el 
país donde cometieron el delito, la 
condición de esclavos; ni de 
convenios o tratados en virtud de los 
que se alteren las garantías y 


esta Constitución otorga al hombre 
y al ciudadano. 


Artículo 16 


Nadie puede ser molestado en su 
persona, familia, domicilio, papeles 
y posesiones, sino en virtud de 
mandamiento escrito de la autoridad 
competente, que funde y motive la 
causa legal del procedimiento. En el 
caso de delito infraganti, toda 
persona puede aprehender al 
delincuente y a sus cómplices, 
poniéndolos sin demora a 
disposición de la autoridad 
inmediata. 


garantías y derechos establecidos 
por esta Constitución para el 
hombre y el ciudadano. 


Artículo 16 


No podrán librarse órdenes de 
arresto contra una persona, sino por 
la autoridad judicial y siempre que 
se haya presentado acusación en su 
contra por un hecho determinado 
que la ley castigue con pena 
corporal o alternativa de pecuniaria 
y corporal, y que esté, además, 
apoyada por declaración bajo 
protesta de persona digna de fe, o 
por otros datos que hagan probable 
su responsabilidad, hecha excepción 
de los casos de flagrante delito, en 
que cualquiera persona puede 
aprehender al delincuente y a sus 
cómplices, poniéndolos sin demora 
a disposición de la autoridad 
inmediata. Solamente en casos 
urgentes podrá la autoridad 
administrativa decretar, bajo su más 
estrecha responsabilidad, la 
detención de un acusado, 
poniéndolo inmediatamente a 
disposición de la autoridad judicial. 
En toda orden de cateo se expresará 
el lugar que ha de inspeccionarse, la 
persona o personas que hayan de 
aprehenderse, y los objetos que se 
buscan, a lo que únicamente debe 
limitarse la diligencia, levantándose 
en el acto de concluir ésta, una acta 
circunstancial, en presencia de los 
testigos que intervinieren en ella y 
que serán, cuando menos, dos 
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derechos establecidos por esta 
Constitución para el hombre y el 
ciudadano. 


Artículo 16 


Nadie podrá ser molestado en su 
persona, familia, domicilio, papeles 
O posesiones sino en virtud de 
mandamiento escrito de la autoridad 
competente, que funde y motive la 
causa legal del procedimiento. 


No podrá librarse ninguna orden de 
aprehensión o detención, a no ser 
por la autoridad judicial, sin que 
proceda denuncia, acusación o 
querella de un hecho determinado 
que la ley castigue con pena 
corporal, y sin que estén apoyadas 
aquéllas por declaración, bajo 
protesta, de persona digna de fe o 
por otros datos que hagan probable 
la responsabilidad del inculpado, 
hecha excepción de los casos de 
flagrante delito, en que cualquiera 
persona puede aprehender al 
delincuente y a sus cómplices, 
poniéndolos sin demora a 
disposición de la autoridad 
inmediata. Solamente en casos 
urgentes, cuando no haya en el lugar 
ninguna autoridad judicial, y 
tratándose de delitos que se 
persiguen de oficio, podrá la 
autoridad administrativa, bajo su 
más estrecha responsabilidad, 
decretar la detención de un acusado, 
poniéndolo inmediatamente a 
disposición de la autoridad judicial. 
En toda orden de cateo, que sólo la 
autoridad judicial podrá expedir y 
que será escrita, se expresará el 
lugar que ha de inspeccionarse, la 
persona o personas que hayan de 
aprehenderse y los objetos que se 
buscan, a lo que únicamente debe 


Artículo 17 


Nadie puede ser preso por deudas de 
un carácter puramente civil. Nadie 
puede ejercer violencia para 
reclamar su derecho. Los tribunales 
estarán siempre expeditos para 
administrar justicia. Ésta será 
gratuita, quedando en consecuencia 
abolidas las costas judiciales. 


Artículo 18 


Sólo habrá lugar a prisión por delito 
que merezca pena corporal. En 
cualquier estado del proceso en que 
aparezca que al acusado no se le 
puede imponer tal pena, se pondrá 
en libertad bajo fianza. En ningún 
caso podrá prolongarse la prisión o 
detención por falta de pago de 
honorarios, o de cualquiera otra 
ministración de dinero. 


personas honorables. La autoridad 
administrativa podrá practicar 
visitas domiciliarias, únicamente 
para cerciorarse de que se han 
cumplido los reglamentos sanitarios 
y de policía. Podrá también la 
misma autoridad exigir la exhibición 
de libros y papeles, para comprobar 
que se han cumplido las 
disposiciones fiscales. 


Artículo 17 


Nadie puede ser preso por deudas de 
carácter puramente civil. Ninguna 
persona podrá hacerse justicia por sí 
misma, ni ejercer violencia para 
reclamar su derecho. Los tribunales 
estarán expeditos para administrar 
justicia en los plazos y términos que 
fije la ley, y su servicio será 
gratuito, quedando, en 
consecuencia, prohibidas las costas 
judiciales. 


Artículo 18 


Sólo habrá lugar a prisión por delito 
que merezca pena corporal o 
alternativa de pecuniaria y corporal. 
El lugar de prevención o prisión 
preventiva será distinto y estará 
completamente separado del que se 
destinare para la extinción de las 
penas. 


Toda pena de más de dos años de 
prisión se hará efectiva en colonias 
penales o presidios que dependerán 
directamente del gobierno federal, y 
que estarán fuera de las poblaciones, 
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limitarse la diligencia, levantándose 
al concluirla una acta 
circunstanciada, en la presencia de 
dos testigos propuestos por el 
ocupante del lugar cateado o, en su 
ausencia o negativa, por la autoridad 
que practique la diligencia. La 
autoridad administrativa podrá 
practicar visitas domiciliarias 
únicamente para cerciorarse de que 
se han cumplido los reglamentos 
sanitarios y de policía; y exigir la 
exhibición de los libros y papeles 
indispensables para comprobar que 
se han acatado las disposiciones 
fiscales, sujetándose en estos casos a 
las leyes respectivas y a las 
formalidades prescritas para los 
cateos. 


Artículo 17 


Nadie puede ser aprisionado por 
deudas de carácter puramente civil. 
Ninguna persona podrá hacerse 
justicia por sí misma, ni ejercer 
violencia para reclamar su derecho. 
Los tribunales estarán expeditos 
para administrar justicia en los 
plazos y términos que fije la ley; su 
servicio será gratuito, quedando, en 
consecuencia, prohibidas las costas 
judiciales. 


Artículo 18 


Sólo por delito que merezca pena 
corporal habrá lugar a prisión 
preventiva. El sitio de ésta será 
distinto del que se destinare para la 
extinción de las penas y estarán 
completamente separados. 


Los Gobiernos de la Federación y de 
los Estados organizarán, en sus 
respectivos territorios, el sistema 
penal —colonias, penitenciarias o 


Artículo 19 


Ninguna detención podrá exceder 
del término de tres días, sin que se 
justifique con un auto motivado de 
prisión y los demás requisitos que 
establezca la ley. El solo lapso de 
este término, constituye 
responsables a la autoridad que la 
ordena o consiente, y a los agentes, 
ministros, alcaides o carceleros que 
la ejecuten. Todo maltratamiento en 
la aprehensión o en las prisiones, 
toda molestia que se infiera sin 
motivo legal, toda gabela o 
contribución en las cárceles, es un 
abuso que deben corregir las leyes y 
castigar severamente las 
autoridades. 


Artículo 20 


En todo juicio criminal, el acusado 
tendrá las siguientes garantías: 


debiendo pagar los Estados a la 
Federación los gastos que 
correspondan por el número de reos 
que tuvieren dichos 
establecimientos. 


Artículo 19 


Ninguna detención podrá exceder 
del término de tres días, sin que se 
justifique con un auto de formal 
prisión, en el que se expresarán el 
delito que se impute al acusado, los 
elementos que constituyen aquél, 
lugar, tiempo y circunstancias de 
ejecución y los datos que arroje la 
averiguación previa, los que deben 
ser bastantes para comprobar el 
cuerpo del delito y hacer probable la 
responsabilidad del acusado. La 
infracción de esta disposición hace 
responsable a la autoridad que 
ordene la detención o la consiente, y 
a los agentes, ministros, alcaides o 
carceleros que la ejecuten. 


Los hechos señalados en el auto de 
formal prisión serán forzosamente la 
materia del proceso, y no podrán 
cambiarse para alterar la naturaleza 
del delito. Si en la secuela de un 
proceso apareciere que se ha 
cometido un delito distinto, deberá 
ser objeto de acusación separada, sin 
perjuicio de que después pueda 
decretarse la acumulación, si fuere 
conducente. 


Todo maltratamiento en la 
aprehensión o en las prisiones, toda 
molestia que se infiera sin motivo 
legal, toda gabela o contribución en 
las cárceles, es un abuso que será 
corregido por las leyes y reprimido 
por las autoridades. 


Artículo 20 


En todo juicio del orden criminal 
tendrá el acusado las siguientes 
garantías: 


I. Será puesto en libertad 
inmediatamente que lo solicite, bajo 
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presidios— sobre la base del trabajo 
como medio de regeneración. 


Artículo 19 


Ninguna detención podrá exceder 
del término de tres días, sin que se 
justifique con un auto de formal 
prisión, en el que se expresarán: el 
delito que se impute al acusado; los 
elementos que constituyen aquél; 
lugar, tiempo y circunstancias de 
ejecución y los datos que arroje la 
averiguación previa, los que deben 
ser bastantes para comprobar el 
cuerpo del delito y hacer probable la 
responsabilidad del acusado. La 
infracción de esta disposición hace 
responsable a la autoridad que 
ordene la detención o la consienta, y 
a los agentes, ministros, alcaides o 
carceleros que la ejecuten. 


Todo proceso se seguirá 
forzosamente por el delito o delitos 
señalados en el auto de formal 
prisión. Si en la secuela de un 
proceso apareciere que se ha 
cometido un delito distinto del que 
se persigue, deberá aquél ser objeto 
de acusación separada, sin perjuicio 
de que después pueda decretarse la 
acumulación, si fuere conducente. 


Todo maltratamiento en la 
aprehensión o en las prisiones; toda 
molestia que se infiera sin motivo 
legal; toda gabela o contribución en 
las cárceles, son abusos que serán 
corregidos por las leyes y reprimidos 
por las autoridades. 


Artículo 20 


En todo juicio del orden criminal 
tendrá el acusado las siguientes 
garantías: 


I. Inmediatamente que lo solicite 
será puesto en libertad, bajo fianza 


I. Que se le haga saber el motivo del 
procedimiento y el nombre del 
acusador, si lo hubiere. 

TI. Que se le tome su declaración 
preparatoria dentro de cuarenta y 
ocho horas, contadas desde que esté 
a disposición de su juez. 


TI. Que se le caree con los testigos 
que depongan en su contra. 


fianza de hasta diez mil pesos, 
según sus circunstancias personales 
y la gravedad del delito que se le 
impute, siempre que dicho delito no 
merezca ser castigado con una pena 
mayor de cinco años de prisión, sin 
más requisitos que poner la suma de 
dinero respectiva a disposición de la 
autoridad, u otorgar caución 
hipotecaria o personal, bastante para 
asegurarla; 


II. No podrá ser compelido a 
declarar en su contra, por lo cual 
queda rigurosamente prohibida toda 
incomunicación o cualquier otro 
medio que tienda a aquel objeto; 


II. Se le hará saber en audiencia 
pública y dentro de las 48 horas 
siguientes a su consignación a la 
justicia, el nombre de su acusador y 
la naturaleza y causa de la 
acusación, a fin de que conozca bien 
el hecho punible que se le atribuya y 
pueda contestar el cargo, rindiendo 
en ese acto su declaración 
preparatoria; 


IV, Será careado con los testigos 
que depongan en su contra, los que 
declararán en su presencia si 
estuvieren en el lugar del juicio, 
para que pueda hacerles todas las 
preguntas conducentes a su defensa; 


V. Se le recibirán los testigos y 
demás pruebas que ofreciere, 
concediéndole el tiempo que la ley 
estime necesario al efecto, y se le 
auxiliará para obtener la 
comparecencia de las personas cuyo 
testimonio solicite, siempre que se 
encontraren en el lugar del proceso; 


VI. Será juzgado en audiencia 
pública por un juez o jurado de 
ciudadanos que sepan leer y escribir, 
vecinos del lugar y partido en que se 
cometiera el delito, siempre que éste 
pueda ser castigado con una pena 
mayor de un año de prisión; 
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de hasta diez mil pesos, según sus 
circunstancias personales y la 
gravedad del delito que se le impute, 
siempre que dicho delito no merezca 
ser castigado con una pena mayor de 
cinco años de prisión y sin más 
requisitos que poner la suma de 
dinero respectiva a disposición de la 
autoridad, u otorgar caución 
hipotecaria o personal, bastante para 
asegurarla; 


II. No podrá ser compelido a 
declarar en su contra, por lo cual 
queda rigurosamente prohibida toda 
incomunicación o cualquier otro 
medio que tienda a aquel objeto; 


II. Se le hará saber en audiencia 
pública y dentro de las cuarenta y 
ocho horas siguientes a su 
consignación a la justicia, el nombre 
de su acusador y la naturaleza y 
causa de la acusación, a fin de que 
conozca bien el hecho punible que 
se le atribuye y pueda contestar el 
cargo, rindiendo en este acto su 
declaración preparatoria; 


IV. Será careado con los testigos que 
depongan en su contra, los que 
declararán en su presencia si 
estuviesen en el lugar del juicio, 
para que pueda hacerles todas las 
preguntas conducentes a su defensa; 


V. Se le recibirán los testigos y 
demás pruebas que ofrezca, 
concediéndosele el tiempo que la ley 
estime necesario al efecto, y 
auxiliándosele para obtener la 
comparecencia de las personas cuyo 
testimonio solicite, siempre que se 
encuentren en el lugar del proceso; 


VI. Será juzgado en audiencia 
pública por un juez o jurado de 
ciudadanos que sepan leer y escribir, 
vecinos del lugar y partido en que se 
cometiere el delito, siempre que éste 
pueda ser castigado con una pena 
mayor de un año de prisión. En todo 
caso, serán juzgados por un jurado 


TV. Que se le faciliten los datos que 
necesite y consten en el proceso, 
para preparar sus descargos. 


V. Que se le oiga en defensa por sí o 
por persona de su confianza, o por 
ambos, según su voluntad. En caso 
de no tener quien lo defienda, se le 
presentará lista de los defensores de 
oficio, para que elija el que, o los 
que le convengan. 


VII. Le serán facilitados todos los 
datos que solicite para su defensa y 
que consten en el proceso; 


VIII. Será juzgado antes de cuatro 
meses si se tratare de delitos cuya 
pena máxima no exceda de dos años 
de prisión, y antes de un año si la 
pena máxima excediere de ese 
tiempo; 


IX. Se le oirá en defensa por sí o por 
persona de su confianza, o por 
ambas, según su voluntad. En caso 
de no tener quien lo defienda, se le 
presentará lista de los defensores de 
oficio, para que elija el o los que le 
convengan. Si el acusado no 
quisiere nombrar defensores, 
después de que se le requiriere para 
ello, al rendir su declaración 
preparatoria, el juez le nombrará 
uno de oficio. El acusado podrá 
nombrar defensor desde el momento 
en que sea aprehendido, y tendrá 
derecho a que éste se halle presente 
en todos los actos del juicio; pero 
tendrá obligación de hacerlo 
comparecer cuantas veces se 
necesite, y 


X. En ningún caso podrá 
prolongarse la prisión o detención, 
por falta de pago de los honorarios 
de defensores o por cualquier otra 
prestación de dinero por causa de 
responsabilidad civil o algún otro 
motivo. 


Tampoco podrá prolongarse la 
prisión preventiva por más tiempo 
del que como máximo fije la ley al 
delito que motivare el proceso. 


En toda pena de prisión que 
imponga una sentencia se computará 
el tiempo de la detención. 
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los delitos cometidos por medio de 
la prensa contra el orden público o la 
seguridad exterior o interior de la 
Nación; 

VII. Le serán facilitados todos los 
datos que solicite para su defensa y 
que consten en el proceso; 


VIII. Será juzgado antes de cuatro 
meses si se tratare de delitos cuya 
pena máxima no exceda de dos años 
de prisión; y antes de un año si la 
pena máxima excediera de ese 
tiempo; 


IX. Se le oirá en defensa por sí o por 
persona de su confianza, o por 
ambos, según su voluntad. En caso 
de no tener quien lo defienda, se le 
presentará lista de los defensores de 
oficio, para que elija el que, o los 
que le convengan. Si el acusado no 
quiere nombrar defensores, después 
de ser requerido para hacerlo, al 
rendir su declaración preparatoria el 
juez le nombrará uno de oficio. El 
acusado podrá nombrar defensor 
desde el momento en que sea 
aprehendido, y tendrá derecho a que 
éste se halle presente en todos los 
actos del juicio; pero tendrá 
obligación de hacerlo comparecer 
cuantas veces se necesite; 


X. En ningún caso podrá 
prolongarse la prisión o detención, 
por falta de pago de los honorarios 
de defensores o por cualquiera otra 
prestación de dinero por causa de 
responsabilidad civil o algún otro 
motivo análogo. 


Tampoco podrá prolongarse la 
prisión preventiva por más tiempo 
del que como máximo fije la ley al 
delito que motivare el proceso. 


En toda pena de prisión que 
imponga una sentencia se computará 
el tiempo de la detención. 


Artículo 21 


La aplicación de las penas 
propiamente tales, es exclusiva de la 
autoridad judicial. La política o 
administrativa sólo podrá imponer 
como corrección, hasta quinientos 
pesos de multa, o hasta un mes de 
reclusión, en los casos y modo que 
expresamente determine la ley. 


Artículo 22 


Quedan para siempre prohibidas las 
penas de mutilación y de infamia, la 
marca, los azotes, los palos, el 
tormento de cualquiera especie, la 
multa excesiva, la confiscación de 
bienes y cualesquiera otras penas 
inusitadas o trascendentales. 


Artículo 23 


Para la abolición de la pena de 
muerte queda a cargo del poder 
administrativo el establecer a la 
mayor brevedad, el régimen 
penitenciario. Entre tanto, queda 
abolida para los delitos políticos, y 
no podrá extenderse a otros casos 
más que al traidor a la patria en 


Artículo 21 


La imposición de las penas es propia 
y exclusiva de la autoridad judicial. 
Sólo incumbe a la autoridad 
administrativa el castigo de las 
infracciones de los reglamentos de 
policía y la persecución de los 
delitos, por medio del Ministerio 
Público y de la Policía Judicial, que 
estará a la disposición de éste. 


Artículo 22 


Quedan prohibidas las penas de 
mutilación y de infamia, la marca, 
los azotes, los palos, el tormento de 
cualquier especie, la multa excesiva, 
la confiscación de bienes y 
cualesquiera otras penas inusitadas o 
trascendentales. 


No se considerará como 
confiscación de bienes la aplicación 
parcial o total de los bienes de una 
persona, hecha por la autoridad 
judicial, para el pago de la 
responsabilidad civil resultante de la 
comisión de un delito o para el pago 
de impuestos o multas. 
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Artículo 21 


La imposición de las penas es propia 
y exclusiva de la autoridad judicial. 
La persecución de los delitos 
incumbe al Ministerio Público y a la 
policía judicial, la cual estará bajo la 
autoridad y mando inmediato de 
aquél. Compete a la autoridad 
administrativa el castigo de las 
infracciones de los reglamentos 
gubernativos y de policía, el cual 
únicamente consistirá en multa o 
arresto hasta por treinta y seis horas; 
pero si el infractor no pagare la 
multa que se le hubiese impuesto, se 
permutará ésta por el arresto 
correspondiente, que no excederá en 
ningún caso de quince días. 

Si el infractor fuese jornalero u 
obrero, no podrá ser castigado con 
multa mayor del importe de su 
jornal o sueldo de un día. 


Artículo 22 


Quedan prohibidas las penas de 
mutilación y de infamia, la marca, 
los azotes, los palos, el tormento de 
cualquiera especie, la multa 
excesiva, la confiscación de bienes y 
cualesquiera otras penas inusitadas o 
trascendentales. 


No se considerará como 
confiscación de bienes la aplicación 
total o parcial de los bienes de una 
persona, hecha por la autoridad 
judicial, para el pago de la 
responsabilidad civil resultante de la 
comisión de un delito o para el pago 
de impuestos o multas. 


guerra extranjera, al salteador de 
caminos, al incendiario, al parricida, 
al homicida con alevosía, 
premeditación o ventaja, a los 
delitos graves del orden militar y a 
los de piratería que definiere la ley. 


Reforma de 14 de mayo de 1901: 


Queda abolida la pena de muerte 
para los delitos políticos. En cuanto 
a los demás, sólo podrá imponerse 
al traidor a la patria en guerra 
extranjera, al parricida, al homicida 
con alevosía, premeditación o 
ventaja, al incendiario, al plagiario, 
al salteador de caminos, al pirata y a 
los reos de delitos graves del orden 
militar. 


Artículo 24 


Ningún juicio criminal puede tener 
más de tres instancias. Nadie puede 
ser juzgado dos veces por el mismo 
delito, ya sea que en el juicio se le 
absuelva o se le condene. Queda 
abolida la práctica de absolver de la 
instancia. 


Artículo 25 


La correspondencia que bajo 
cubierta circule por las estafetas, 
está libre de todo registro. La 


Queda también prohibida la pena de 
muerte por delitos políticos, y en 
cuanto a los demás, sólo podrá 
imponerse al traidor a la Patria en 
guerra extranjera, al homicida con 
alevosía, premeditación o ventaja, al 
incendiario, al plagiario, al salteador 
de caminos, al pirata, al violador y a 
los reos de delitos graves del orden 
militar. 


Artículo 23 


Ningún juicio criminal deberá tener 
más de tres instancias. Nadie puede 
ser juzgado dos veces por el mismo 
delito, ya sea que en el juicio se le 
absuelva o se le condene. Queda 
prohibida la práctica de absolver en 
la instancia. 


Artículo 24 


Todo hombre es libre para profesar 
la creencia religiosa que más le 
agrade, y para practicar las 
ceremonias, devociones o actos del 
culto respectivo, en los templos o en 
su domicilio particular, siempre que 
no constituya un delito o falta 
penada por la ley. 


Ningún acto religioso de culto 
público deberá celebrarse fuera del 
interior de los templos, los cuales 
estarán siempre bajo la vigilancia de 
la autoridad. 


Artículo 25 


La correspondencia que bajo 
cubierta circule por las estafetas, 
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Queda también prohibida la pena de 
muerte por delitos políticos, y en 
cuanto a los demás, sólo podrá 
imponerse al traidor a la Patria en 
guerra extranjera, al homicida con 
alevosía, premeditación o ventaja, al 
incendiario, al plagiario, al salteador 
de caminos, al pirata, al violador y a 
los reos de delitos graves del orden 
militar. 


Artículo 23 


Ningún juicio criminal deberá tener 
más de tres instancias. Nadie puede 
ser juzgado dos veces por el mismo 
delito, ya sea que en el juicio se le 
absuelva o se le condene. Queda 
prohibida la práctica de absolver de 
la instancia. 


Artículo 24 


Todo hombre es libre para profesar 
la creencia religiosa que más le 
agrade y para practicar las 
ceremonias, devociones o actos del 
culto respectivo, en los templos o en 
su domicilio particular, siempre que 
no constituyan un delito o falta 
penados por la ley. 


Todo acto religioso de culto público 
deberá celebrarse precisamente 
dentro de los templos, los cuales 
estarán siempre bajo la vigilancia de 
la autoridad. 


Artículo 25 


La correspondencia que bajo 
cubierta circule por las estafetas 


violación de esta garantía es un 
atentado que la ley castigará 
severamente. 


Artículo 26 


En tiempo de paz ningún militar 
puede exigir alojamiento, bagaje ni 
otro servicio real o personal, sin el 
consentimiento del propietario. En 
tiempo de guerra sólo podrá hacerlo 
en los términos que establezca la 
ley. 


Artículo 27 


La propiedad de las personas no 
puede ser ocupada sin su 
consentimiento, sino por causa de 
utilidad pública y previa 
indemnización. La ley determinará 
la autoridad que deba hacer la 
expropiación y los requisitos con 
que ésta haya de verificarse. 
Ninguna corporación civil o 
eclesiástica, cualquiera que sea su 
carácter, denominación u objeto, 
tendrá capacidad legal para adquirir 
en propiedad o administrar por sí 
bienes raíces, con la única 
excepción de los edificios 
destinados inmediata y directamente 
al servicio u objeto de la institución. 


Adiciones y reformas de 25 de 
septiembre de 1873: 


Artículo 3”. Ninguna institución 
religiosa puede adquirir bienes 
raíces ni capitales impuestos sobre 
éstos, con la sola excepción en el 
artículo 27 de la Constitución. 


Reforma de 14 de mayo de 1901: 


La propiedad de las personas no 
puede ser ocupada sin su 
consentimiento, sino por causa de 
utilidad pública y previa 


será libre de todo registro, y su 
violación será penada por la ley. 


Artículo 26 


En tiempo de paz ningún miembro 
del ejército podrá alojarse en casa 
particular contra la voluntad de su 
dueño; tampoco podrá exigir 
prestación alguna. En tiempo de 
guerra, los militares podrán exigir 
alojamiento, bagajes, alimentos y 
otras prestaciones en los términos 
que establezca la ley marcial 
correspondiente. 


Artículo 27 


La propiedad privada no puede 
ocuparse para uso público, sin 
previa indemnización. La necesidad 
o utilidad de la ocupación deberá ser 
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estará libre de todo registro, y su 
violación será penada por la ley. 


Artículo 26 


En tiempo de paz, ningún miembro 
del Ejército podrá alojarse en casa 
particular contra la voluntad del 
dueño, ni imponer prestación 
alguna. En tiempo de guerra, los 
militares podrán exigir alojamiento, 
bagajes, alimentos y otras 
prestaciones, en los términos que 
establezca la ley marcial 
correspondiente. 


Artículo 27 


La propiedad de las tierras y aguas 
comprendidas dentro de los límites 
del territorio nacional, corresponde 
originariamente a la Nación, la cual 
ha tenido y tiene el derecho de 
transmitir el dominio de ellas a los 
particulares, constituyendo la 
propiedad privada. 


Ésta no podrá ser expropiada sino 
por causa de utilidad pública y 
mediante indemnización. 


indemnización. La ley determinará 
la autoridad que deba hacer la 
expropiación y los requisitos con 
que ésta haya de verificarse. 


declarada por la autoridad 
administrativa correspondiente; pero 
la expropiación se hará por la 
autoridad judicial, en el caso de que 
haya desacuerdo sobre sus 
condiciones entre los interesados. 
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La Nación tendrá en todo tiempo el 
derecho de imponer a la propiedad 
privada las modalidades que dicte el 
interés público, así como el de 
regular el aprovechamiento de los 
elementos naturales susceptibles de 
apropiación, para hacer una 
distribución equitativa de la riqueza 
pública y para cuidar de su 
conservación. Con ese objeto se 
dictarán las medidas necesarias para 
el fraccionamiento de los 
latifundios; para el desarrollo de la 
pequeña propiedad; para la creación 
de nuevos centros de población 
agrícola con las tierras y aguas que 
les sean indispensables; para el 
fomento de la agricultura y para 
evitar la destrucción de los 
elementos naturales y los daños que 
la propiedad pueda sufrir en 
perjuicio de la sociedad. Los 
pueblos, rancherías y comunidades 
que carezcan de tierras y aguas, o no 
las tengan en cantidad suficiente 
para las necesidades de su 
población, tendrán derecho a que se 
les dote de ellas, tomándolas de las 
propiedades inmediatas, respetando 
siempre la pequeña propiedad. Por 
tanto, se confirman las dotaciones de 
terrenos que se hayan hecho hasta 
ahora de conformidad con el decreto 
de 6 de enero de 1915. La 
adquisición de las propiedades 
particulares necesarias para 
conseguir los objetos antes 
expresados se considerará de 
utilidad pública. 

[...] 

La capacidad para adquirir el 
dominio de las tierras y aguas de la 
Nación se regirá por las siguientes 
prescripciones: 


Las corporaciones e instituciones 
religiosas, cualesquiera que sean su 
carácter, denominación, duración u 
objeto, y las civiles cuando estén 
bajo el patronato, dirección o 
administración de aquéllas o de 
ministros de algún culto, no tendrán 
capacidad legal para adquirir en 
propiedad o administrar más bienes 
raíces que los edificios que se 
destinen inmediata o directamente al 
servicio y objeto de dichas 
corporaciones e instituciones. 
Tampoco la tendrán para adquirir o 
administrar capitales impuestos 
sobre bienes raíces. Las 
corporaciones o instituciones 
civiles, que no se encuentren en el 
caso expresado, podrán adquirir y 
administrar, además de los referidos 
edificios, los bienes inmuebles y 
capitales impuestos sobre ellos, que 
se requieran para el sostenimiento y 
fin de las mismas, pero con sujeción 
a los requisitos y limitaciones que 
establezca la ley federal que al 


Las corporaciones e instituciones 
religiosas, cualesquiera que sean su 
carácter, denominación, duración u 
objeto, y las civiles cuando estén 
bajo el patronato, dirección o 
administración de aquéllas o de 
ministros de algún culto, no tendrán 
capacidad legal para adquirir en 
propiedad o administrar más bienes 
raíces que los edificios que se 
destinen inmediata o directamente al 
servicio y objeto de dichas 
corporaciones e instituciones. 
Tampoco la tendrán para adquirir o 
administrar capitales impuestos 
sobre bienes raíces. 
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I. Sólo los mexicanos por 
nacimiento o por naturalización y las 
sociedades mexicanas, tienen 
derecho para adquirir el dominio de 
las tierras, aguas y sus accesiones, O 
para obtener concesiones de 
explotación de minas, aguas o 
combustibles minerales en la 
República Mexicana. El Estado 
podrá conceder el mismo derecho a 
los extranjeros siempre que 
convengan ante la Secretaría de 
Relaciones en considerarse como 
nacionales respecto de dichos bienes 
y en no invocar, por lo mismo, la 
protección de sus Gobiernos, por lo 
que se refiere a aquéllos; bajo la 
pena, en caso de faltar al convenio, 
de perder en beneficio de la Nación, 
los bienes que hubieren adquirido en 
virtud del mismo. En una faja de 
cien kilómetros a lo largo de las 
fronteras y de cincuenta en las 
playas, por ningún motivo podrán 
los extranjeros adquirir el dominio 
directo sobre tierras y aguas. 


IT. Las asociaciones religiosas 
denominadas iglesias, cualquiera 
que sea su credo, no podrán en 
ningún caso tener capacidad para 
adquirir, poseer o administrar bienes 
raíces, ni capitales impuestos sobre 
ellos; los que tuvieren actualmente, 
por sí o por interpósita persona, 
entrarán al dominio de la Nación, 
concediéndose acción popular para 
denunciar los bienes que se hallaren 
en tal caso. La prueba de 
presunciones será bastante para 
declarar fundada la denuncia. Los 
templos destinados al culto público 
son de la propiedad de la Nación, 
representada por el Gobierno 
Federal, quien determinará los que 
deben continuar destinados a su 
objeto. Los obispados, casas curales, 
seminarios, asilos o colegios de 
asociaciones religiosas, conventos o 
cualquier otro edificio que hubiere 
sido construido o destinado a la 
administración, propaganda o 
enseñanza de un culto religioso, 


efecto expida el Congreso de la 
Unión. 


Las instituciones de beneficencia 
pública o privada para el auxilio de 
los necesitados, la difusión de la 
enseñanza, la ayuda recíproca de los 
individuos que a ellas pertenezcan, o 
para cualquier otro objeto lícito, en 
ningún caso podrán estar bajo el 
patronato, dirección o 
administración de corporaciones 
religiosas ni de los ministros de los 
cultos, y tendrán capacidad para 
adquirir bienes raíces, pero 
únicamente los que fueren 
indispensables y que se destinen de 
una manera directa e inmediata al 
objeto de las instituciones de que se 
trata. 


También podrán tener sobre bienes 
raíces, capitales impuestos a interés, 
el que no será mayor, en ningún 
caso, del que se fije como legal y 
por un término que no exceda de 10 
años. 

Los ejidos de los pueblos, ya sea 
que los hubieren conservado 
posteriormente a la Ley de 
Desamortización, ya que se les 
restituyan o que se les den nuevos, 
conforme a las leyes, se disfrutarán 
en común por sus habitantes, 
entretanto se reparten conforme a la 
ley que al efecto se expida. 
Ninguna otra corporación civil 
podrá tener en propiedad o 
administrar por sí bienes raíces o 
capitales impuestos sobre ellos, con 
la única excepción de los edificios 
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pasarán desde luego, de pleno 
derecho, al dominio directo de la 
Nación, para destinarse 
exclusivamente a los servicios 
públicos de la Federación o de los 
Estados en sus respectivas 
jurisdicciones. Los templos que en 
lo sucesivo se erigieren para el culto 
público, serán propiedad de la 
Nación. 


HI. Las instituciones de 
beneficencia, pública o privada, que 
tengan por objeto el auxilio de los 
necesitados, la investigación 
científica, la difusión de la 
enseñanza, la ayuda recíproca de los 
asociados o cualquier otro objeto 
lícito, no podrán adquirir, tener y 
administrar capitales impuestos 
sobre bienes raíces, siempre que los 
plazos de imposición no excedan de 
diez años. En ningún caso, las 
instituciones de esta indole, podrán 
estar bajo el patronato, dirección, 
administración, cargo o vigilancia de 
corporaciones o instituciones 
religiosas, ni de ministros de los 
cultos o de sus asimilados, aunque 
éstos o aquéllos no estuvieren en 
ejercicio. 


IV. Las sociedades comerciales, por 
acciones, no podrán adquirir, poseer 
o administrar fincas rústicas. Las 
sociedades de esta clase que se 
constituyeren para explotar 
cualquier industria fabril, minera, 
petrolera o para algún otro fin que 
no sea agrícola, podrán adquirir, 
poseer o administrar terrenos 
únicamente en la extensión que sea 
estrictamente necesaria para los 
establecimientos o servicios de los 
objetos indicados, y que el Ejecutivo 
de la Unión, o de los Estados, fijará 
en cada caso. 


destinados inmediata y directamente 
al objeto de la institución. 

Las sociedades civiles y comerciales 
podrán poseer fincas urbanas y 
establecimientos fabriles o 
industriales, dentro y fuera de las 
poblaciones; lo mismo que 
explotaciones mineras, de petróleo o 
de cualquier otra clase de 
substancias que se encuentren en el 
subsuelo, así como también vías 
férreas y oleoductos; pero no podrán 
adquirir ni administrar por sí, 
propiedades rústicas en superficie 
mayor de la que sea estrictamente 
necesaria para los establecimientos 
o servicios de los objetos indicados 
y que el Ejecutivo de la Unión fijará 
en cada caso. 


Los bancos debidamente 
autorizados conforme a las leyes de 
asociaciones de crédito, podrán 
obtener capitales impuestos sobre 
propiedades urbanas y rústicas, de 
acuerdo con las prescripciones de 
dichas leyes. 
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V. Los Bancos debidamente 
autorizados, conforme a las leyes de 
instituciones de crédito, podrán tener 
capitales impuestos sobre 
propiedades urbanas y rústicas de 
acuerdo con las prescripciones de 
dichas leyes, pero no podrán tener 
en propiedad o en administración 
más bienes raíces que los 
enteramente necesarios para su 
objeto directo. 


VI. Los condueñazgos, rancherías, 
pueblos, congregaciones, tribus y 
demás corporaciones de población 
que de hecho o por derecho guarden 
el estado comunal, tendrán 
capacidad para disfrutar en común 
las tierras, bosques y aguas que les 
pertenezcan o que se les haya 
restituido o restituyeren, conforme a 
la ley de 6 de enero de 1915; entre 
tanto la ley determina la manera de 
hacer el repartimiento únicamente 
de las tierras. 


VII. Fuera de las corporaciones a 
que se refieren las fracciones II, IV, 
V y VI, ninguna otra corporación 
civil podrá tener en propiedad o 
administrar por sí, bienes raíces o 
capitales impuestos sobre ellos, con 
la única excepción de los edificios 
destinados inmediata o directamente 
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al objeto de la institución. Los 
Estados, el Distrito Federal y los 
Territorios, lo mismo que los 
Municipios de toda la República, 
tendrán plena capacidad para 
adquirir y poseer todos los bienes 
raíces necesarios para los servicios 
públicos. 

Las leyes de la Federación y de los 
Estados en sus respectivas 
jurisdicciones, determinarán los 
casos en que sea de utilidad pública, 
la ocupación de la propiedad 
privada; y de acuerdo con dichas 
leyes la autoridad administrativa, 
hará la declaración correspondiente. 
El precio que se fijará como 
indemnización a la cosa expropiada, 
se basará en la cantidad que como 
valor fiscal de ella figure, en las 
oficinas catastrales o recaudadoras, 
ya sea que este valor haya sido 
manifestado por el propietario o 
simplemente aceptado por él de un 
modo tácito, por haber pagado sus 
contribuciones con esta base, 
aumentándolo con un diez por 
ciento. El exceso de valor que haya 
tenido la propiedad particular por las 
mejoras que se le hubieren hecho 
con posterioridad a la fecha de la 
asignación del valor fiscal, será lo 
único que deberá quedar sujeto a 
juicio pericial, y a resolución 
judicial. Esto mismo se observará 
cuando se trate de objetos cuyo 
valor no esté fijado en las oficinas 
rentísticas. 

[...] 

El ejercicio de las acciones que 
correspondan a la Nación, por virtud 
de las disposiciones del presente 
artículo se hará efectivo por el 
procedimiento judicial; pero dentro 
de este procedimiento y por orden 
de los Tribunales correspondientes, 
que se dictará en el plazo máximo de 
un mes, las autoridades 
administrativas procederán desde 
luego a la ocupación, 
administración, remate o venta de 
las tierras y aguas de que se trate, y 


Artículo 28 


No habrá monopolios ni estancos de 
ninguna clase, ni prohibiciones a 
título de protección a la industria. 
Exceptúanse únicamente, los 
relativos a la acuñación de moneda, 
a los correos, a los privilegios que, 
por tiempo limitado, conceda la ley 
a los inventores o perfeccionadores 
de alguna mejora. 


Artículo 28 


En la República Mexicana no habrá 
monopolios ni estancos de ninguna 
clase, ni exención de impuestos, ni 
prohibiciones a título de protección 
a la industria, exceptuándose 
únicamente los relativos a la 
acuñación de moneda, a los correos, 
telégrafos, radiotelegrafía, y a los 
privilegios que por determinado 
tiempo se concederán a los autores y 
artistas, para la reproducción de sus 
obras, y a los inventores y 
perfeccionadores de alguna mejora, 
para el uso exclusivo de sus 
inventos. 


En consecuencia, la ley castigará 
severamente, y las autoridades 
perseguirán con eficacia, toda 
concentración o acaparamiento en 
una o pocas manos de artículos de 
consumo necesario, con el objeto de 
obtener el alza de los precios; todo 
acto o procedimiento que evite o 
tienda a evitar la libre concurrencia 
en la producción, industria o 
comercio, o servicios al público; 
todo acuerdo o combinación de 
cualquier manera que se haga, de 
productores, industriales, 
comerciantes y empresarios de 
transportes o de algún otro servicio, 
para evitar la competencia entre sí y 
obligar a los consumidores a pagar 
precios exagerados; y en general a 
todo lo que constituya una ventaja 
exclusiva indebida a favor de una o 
varias personas determinadas y con 
perjuicio del público en general o de 
determinada clase social. 
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todas sus accesiones, sin que en 
ningún caso pueda revocarse lo 
hecho por las mismas autoridades 
antes de que se dicte sentencia 
ejecutoriada. 


LA] 


Artículo 28 


En los Estados Unidos Mexicanos 
no habrá monopolios ni estancos de 
ninguna clase; ni exención de 
impuestos; ni prohibiciones a título 
de protección a la industria; 
exceptuándose únicamente los 
relativos a la acuñación de moneda, 
a los correos, telégrafos y 
radiotelegrafía, a la emisión de 
billetes por medio de un solo Banco 
que controlará el Gobierno Federal, 
y a los privilegios que por 
determinado tiempo se concedan a 
los autores y artistas para la 
reproducción de sus obras, y a los 
que, para el uso exclusivo de sus 
inventos, se otorguen a los 
inventores y perfeccionadores de 
alguna mejora. 


En consecuencia, la ley castigará 
severamente, y las autoridades 
perseguirán con eficacia, toda 
concentración o acaparamiento en 
una o pocas manos, de artículos de 
consumo necesario, y que tenga por 
objeto obtener el alza de precios; 
todo acto o procedimiento que evite 
o tienda a evitar la libre 
concurrencia en la producción, 
industria o comercio, o servicios al 
público; todo acuerdo o 
combinación, de cualquiera manera 
que se haga, de productores, 
industriales, comerciantes y 
empresarios de transportes o de 
alguno otro servicio, para evitar la 
competencia entre sí y obligar a los 
consumidores a pagar precios 
exagerados; y, en general, todo lo 
que constituya una ventaja exclusiva 
indebida a favor de una o varias 
personas determinadas y con 


Artículo 29 


En los casos de invasión, 
perturbación grave de la paz 
pública, o cualesquiera otros que 
pongan a la sociedad en grande 
peligro o conflicto, solamente el 
presidente de la República, de 
acuerdo con el consejo de ministros 
y con aprobación del Congreso de la 
Unión, y, en los recesos de éste, de 
la diputación permanente, puede 
suspender las garantías otorgadas en 
esta Constitución, con excepción de 
las que aseguran la vida del hombre; 
pero deberá hacerlo por un tiempo 
limitado, por medio de prevenciones 
generales y sin que la suspensión 
pueda contraerse á determinado 
individuo. Si la suspensión tuviere 
lugar hallándose el Congreso 
reunido, éste concederá las 


Artículo 29 


En los casos de invasión, 
perturbación grave de la paz 
pública, o de cualquiera otro que 
ponga a la sociedad en grande 
peligro o conflicto, solamente el 
Presidente de la República 
Mexicana, de acuerdo con el 
Consejo de Ministros y con 
aprobación del Congreso de la 
Unión, y, en los recesos de éste, de 
la Comisión Permanente, podrá 
suspender en todo el país o en lugar 
determinado, las garantías que 
fuesen obstáculo para hacer frente 
rápida y fácilmente a la situación; 
pero deberá hacerlo por un tiempo 
limitado, por medio de prevenciones 
generales y sin que la suspensión se 
contraiga a determinado individuo. 
Si la suspensión tuviere lugar 
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perjuicio del público en general o de 
alguna clase social. 


No constituyen monopolios las 
asociaciones de trabajadores 
formadas para proteger sus propios 
intereses. Tampoco constituyen 
monopolios las asociaciones o 
sociedades cooperativas de 
productores para que, en defensa de 
sus intereses o del interés general, 
vendan directamente en los 
mercados extranjeros los productos 
nacionales o industriales que sean la 
principal fuente de riqueza de la 
región en que se produzcan, y que 
no sean artículos de primera 
necesidad, siempre que dichas 
asociaciones estén bajo la vigilancia 
o amparo del Gobierno Federal o de 
los Estados, y previa autorización 
que al efecto se obtenga de las 
legislaturas respectivas en cada caso. 
Las mismas legislaturas por sí o a 
propuesta del Ejecutivo, podrán 
derogar, cuando las necesidades 
públicas así lo exijan, las 
autorizaciones concedidas para la 
formación de las asociaciones de 
que se trata. 


Artículo 29 


En los casos de invasión, 
perturbación grave de la paz pública, 
o de cualquiera otro que ponga a la 
sociedad en grande peligro o 
conflicto, solamente el Presidente de 
la República Mexicana, de acuerdo 
con el Consejo de Ministros, y con 
aprobación del Congreso de la 
Unión, y en los recesos de éste, de la 
Comisión Permanente, podrá 
suspender en todo el país, o en lugar 
determinado las garantías que fuesen 
obstáculo para hacer frente, rápida y 
fácilmente, a la situación; pero 
deberá hacerlo por un tiempo 
limitado, por medio de prevenciones 
generales y sin que la suspensión se 
contraiga a determinado individuo. 
Si la suspensión tuviese lugar 
hallándose el Congreso reunido, éste 


autorizaciones que estime necesarias hallándose el Congreso reunido, éste concederá las autorizaciones que 


para que el Ejecutivo haga frente a 
la situación. Si la suspensión se 
verificare en tiempo de receso, la 
diputación permanente convocará 
sin demora al Congreso para que las 
acuerde. 


SECCIÓN II 
DE LOS MEXICANOS 


Artículo 32 


Los mexicanos serán preferidos a 
los extranjeros, en igualdad de 
circunstancias, para todos los 
empleos, cargos o comisiones de 
nombramiento de las autoridades, en 
que no sea indispensable la calidad 
de ciudadanos. Se expedirán leyes 
para mejorar la condición de los 
mexicanos laboriosos, premiando a 
los que se distingan en cualquier 
ciencia ó arte, estimulando al trabajo 
y fundando colegios y escuelas 
prácticas de artes y oficios. 


SECCIÓN M 
DE LOS EXTRANJEROS 


Artículo 33 


Son extranjeros los que no posean 
las calidades determinadas en el art. 
30. Tienen derecho a las garantías 
otorgadas en la sección 1* título 1° 
de la presente Constitución, salvo en 
todo caso la facultad que el gobierno 


concederá las autorizaciones que 
estime necesarias para que el 
Ejecutivo haga frente a la situación. 
Si la suspensión se verificare en 
tiempo de receso, se convocará sin 
demora al Congreso para que las 
acuerde. 


SECCIÓN II 
DE LOS MEXICANOS 


Artículo 32 


Los mexicanos serán preferidos a 
los extranjeros en igualdad de 
circunstancias, para todos los 
empleos, cargos o comisiones de 
nombramiento del Gobierno, en que 
no sea indispensable la calidad de 


ciudadano. En tiempo de paz ningún 
extranjero podrá servir en el Ejército 


ni en las fuerzas de policía o 
seguridad pública. 


SECCIÓN M 
DE LOS EXTRANJEROS 


Artículo 33 


Son extranjeros los que no posean 
las calidades determinadas en el 
artículo 30. Tienen derecho a las 
garantías que otorga la Sección I, 
Título I de la presente Constitución; 
pero el Ejecutivo de la Unión tendrá 
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estime necesarias para que el 
Ejecutivo haga frente a la situación. 
Si la suspensión se verificase en 
tiempo de receso, se convocará sin 
demora al Congreso para que las 
acuerde. 


CAPÍTULO HI 
DE LOS MEXICANOS 


Artículo 32 


Los mexicanos serán preferidos a los 
extranjeros, en igualdad de 
circunstancias, para toda clase de 
concesiones y para todos los 
empleos, cargos o comisiones del 
Gobierno en que no sea 
indispensable la calidad de 
ciudadano. En tiempo de paz, 
ningún extranjero podrá servir en el 
Ejército, ni en las fuerzas de policía 
o seguridad pública. 


Para pertenecer a la marina nacional 
de guerra y desempeñar cualquier 
cargo o comisión en ella, se requiere 
ser mexicano por nacimiento. Esta 
misma calidad será indispensable en 
capitanes, pilotos, patrones y 
primeros maquinistas de los buques 
mercantes mexicanos, debiendo 
tenerla además, los que compongan 
las dos terceras partes de la 
tripulación. 


CAPÍTULO II 
DE LOS EXTRANJEROS 


Artículo 33 


Son extranjeros los que no posean 
las calidades determinadas en el 
artículo 30. Tienen derecho a las 
garantías que otorga el Capítulo I, 
Título Primero, de la presente 
Constitución; pero el Ejecutivo de la 


tiene para expeler al extranjero 
pernicioso. Tienen obligación de 
contribuir para los gastos públicos, 
de la manera que dispongan las 
leyes, y de obedecer y respetar las 
instituciones, leyes y autoridades del 
país, sujetándose a los fallos y 
sentencias de los tribunales, sin 
poder intentar otros recursos, que 
los que las leyes conceden a los 
mexicanos. 


SECCIÓN IV 
DE LOS CIUDADANOS 
MEXICANOS 


Artículo 34 


Son ciudadanos de la República 
todos los que, teniendo la calidad de 
mexicanos, reúnan, además, las 
siguientes: 


I. Haber cumplido dieciocho años, 
siendo casados, o veintiuno si no lo 
son, y 


TI. Tener un modo honesto de vivir. 


Artículo 35 


Son prerrogativas del ciudadano: 

I. Votar en las elecciones populares. 
II. Poder ser votado para todos los 
cargos de elección popular, y 
nombrado para cualquier otro 
empleo o comisión, teniendo las 
calidades que la ley establezca. 


la facultad exclusiva de hacer 
abandonar el territorio nacional 
inmediatamente y sin necesidad de 
juicio previo a todo extranjero cuya 
permanencia juzgue inconveniente. 
Las determinaciones que el 
Ejecutivo dictare en uso de esta 
facultad, no tendrán recurso alguno. 


Los extranjeros no podrán, de 
ninguna manera, inmiscuirse en los 
asuntos políticos del país. Tampoco 
podrán adquirir en él bienes raíces, 
si no manifiestan antes, ante la 
Secretaría de Relaciones, que 
renuncian a su calidad de 
extranjeros y a la protección de sus 
Gobiernos en todo lo que a dichos 
bienes se refiere, quedando 
enteramente sujetos, respecto de 
ellos, a las leyes y autoridades de la 
nación. 


SECCIÓN IV 
DE LOS CIUDADANOS 
MEXICANOS 


Artículo 34 


Son ciudadanos de la República 
todos los que, teniendo la calidad de 
mexicanos, reúnan, además, los 
siguientes requisitos: 


I. Haber cumplido dieciocho años, 
siendo casados, o veintiuno si no lo 
son, y 


II. Tener un modo honesto de vivir. 


Artículo 35 
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Unión tendrá la facultad exclusiva 
de hacer abandonar el territorio 
nacional, inmediatamente y sin 
necesidad de juicio previo, a todo 
extranjero cuya permanencia juzgue 
inconveniente. 


Los extranjeros no podrán de 
ninguna manera inmiscuirse en los 
asuntos políticos del país. 


CAPÍTULO IV 
DE LOS CIUDADANOS 
MEXICANOS 


Artículo 34 


Son ciudadanos de la República 
todos los que, teniendo la calidad de 
mexicanos, reúnan, además, los 
siguientes requisitos: 


I. Haber cumplido dieciocho años, 
siendo casados, o veintiuno si no lo 
son, y 


TI. Tener un modo honesto de vivir. 


Artículo 35 


HI. Asociarse para tratar los asuntos 
políticos del país. 

IV. Tomar las armas en el ejército o 
en la guardia nacional, para la 
defensa de la República y de sus 
instituciones. 

V. Ejercer en toda clase de negocios 
el derecho de petición. 


Reforma de 10 de junio de 1898: 
Son prerrogativas del ciudadano: 
I. Votar en las elecciones populares. 


II. Poder ser votado para todos los 
cargos de elección popular, y 
nombrado para cualquier otro 
empleo o comisión, teniendo las 
calidades que la ley establezca. 


HI. Asociarse para tratar los asuntos 
políticos del país. 


IV. Tomar las armas en el Ejército o 
Guardia Nacional, para la defensa 
de la República o sus instituciones, 
en los términos que prescriban las 
leyes. 


V. Ejercer en toda clase de negocios 
el derecho de petición. 


Artículo 38 


Son prerrogativas del ciudadano: 
I. Votar en las elecciones populares; 


II. Poder ser votado para todos los 
cargos de elección popular, y 
nombrado para cualquier otro 
empleo o comisión, teniendo las 
calidades que la ley establezca; 


II. Asociarse para tratar los asuntos 
políticos del país; 


IV. Tomar las armas en el Ejército o 
Guardia Nacional, para la defensa 
de la República o sus instituciones, 
en los términos que prescriben las 
leyes, y 


V. Ejercer en toda clase de negocios 
el derecho de petición. 


Artículo 38 


Los derechos o prerrogativas de los 
ciudadanos se suspenden: 


I. Por falta de cumplimiento, sin 
causa justificada, de cualquiera de 
las obligaciones que impone el 
artículo 36. Esta suspensión durará 
un año y se impondrá, además de las 
otras penas que por el mismo hecho 
señalare la ley; 


II. Por estar sujeto a un proceso 
criminal por delito que merezca 
penal corporal o alternativa de 
pecuniaria o corporal, a contar desde 
la fecha del auto de formal prisión; 


TIT. Durante la extinción de una pena 
corporal; 
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Son prerrogativas del ciudadano: 
I. Votar en las elecciones populares; 


II. Poder ser votado para todos los 
cargos de elección popular, y 
nombrado para cualquier otro 
empleo de comisión, teniendo las 
calidades que establezca la ley; 


HI. Asociarse para tratar los asuntos 
políticos del país; 


IV. Tomar las armas del Ejercito o 
Guardia Nacional, para la defensa de 
la República y de sus instituciones, 
en los términos que prescriben las 
leyes; y 


V. Ejercer en toda clase de negocios 
el derecho de petición. 


Artículo 38 


Los derechos o prerrogativas de los 
ciudadanos se suspenden: 


I. Por falta de cumplimiento, sin 
causa justificada, de cualquiera de 
las obligaciones que impone el 
artículo 36. Esta suspensión durará 
un año y se impondrá además de las 
otras penas que por el mismo hecho 
señalare la ley; 


II. Por estar sujeto a un proceso 
criminal por delito que merezca 
pena corporal, a contar desde la 
fecha del auto de formal prisión; 


HI. Durante la extinción de una pena 
corporal; 


La ley fijará los casos y la forma en 
que se pierden o suspenden los 
derechos de ciudadano, y la manera 
de hacer la rehabilitación. 


IV. Por vagancia o ebriedad 
consuetudinaria, declarada en los 
términos que prevengan las leyes; 


V. Por estar prófugo de la justicia, 
desde que se dicte la orden de 
aprehensión hasta que prescriba la 
acción penal; 

VI. Por sentencia ejecutoria que 


imponga como pena esa suspensión. 


La ley fijará los casos en que se 
pierden o suspenden los derechos de 
ciudadano y la manera de hacer la 
rehabilitación. 
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IV. Por vagancia o ebriedad 
consuetudinaria, declarada en los 
términos que prevengan las leyes; 


V. Por estar prófugo de la justicia, 
desde que se dicte la orden de 
aprehensión hasta que prescriba la 
acción penal; y 


VI. Por sentencia ejecutoria que 
imponga como pena esa suspensión. 


La ley fijará los casos en que se 
pierden, y los demás en que se 
suspenden los derechos de 
ciudadano, y la manera de hacer la 
rehabilitación. 


TÍTULO SEXTO 
DEL TRABAJO Y DE LA 
PREVISIÓN SOCIAL 


Artículo 123 


El Congreso de la Unión y las 
Legislaturas de los Estados deberán 
expedir leyes sobre el trabajo, 
fundadas en las necesidades de cada 
región, sin contravenir a las bases 
siguientes, las cuales regirán el 
trabajo de los obreros, jornaleros, 
empleados domésticos y artesanos, y 
de una manera general todo contrato 
de trabajo: 


I. La duración de la jornada máxima 
será de ocho horas; 


II. La jornada máxima de trabajo 
nocturno será de siete horas. Quedan 
prohibidas las labores insalubres o 
peligrosas para las mujeres en 
general y para los jóvenes menores 
de diez y seis años. Queda también 
prohibido a unas y otros el trabajo 
nocturno industrial; y en los 
establecimientos comerciales no 
podrán trabajar después de las diez 
de la noche; 


III. Los jóvenes mayores de doce 
años y menores de dieciséis, tendrán 
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como jornada máxima la de seis 
horas. El trabajo de los niños 
menores de doce años no podrá ser 
objeto de contrato; 


IV. Por cada seis días de trabajo 
deberá disfrutar el operario de un día 
de descanso, cuando menos; 


V. Las mujeres durante los tres 
meses anteriores al parto, no 
desempeñarán trabajos físicos que 
exijan esfuerzo material 
considerable. En el mes siguiente al 
parto disfrutarán forzosamente de 
descanso, debiendo percibir su 
salario íntegro y conservar su 
empleo y los derechos que hubieren 
adquirido por su contrato. En el 
periodo de lactancia tendrán dos 
descansos extraordinarios por día, de 
media hora cada uno, para 
amamantar a sus hijos; 


VI. El salario mínimo que deberá 
disfrutar el trabajador será el que se 
considere suficiente, atendiendo las 
condiciones de cada región, para 
satisfacer las necesidades normales 
de la vida del obrero, su educación y 
sus placeres honestos, 
considerándolo como jefe de 
familia. En toda empresa agrícola, 
comercial, fabril o minera, los 
trabajadores tendrán derecho a una 
participación en las utilidades, que 
será regulada como indica la 
fracción IX; 


VII. Para trabajo igual debe 
corresponder salario igual, sin tener 
en cuenta sexo ni nacionalidad; 


VIII. El salario mínimo quedará 
exceptuado de embargo, 
compensación o descuento; 


IX. La fijación del tipo de salario 
mínimo y de la participación en las 
utilidades a que se refiere la fracción 
VI, se hará por comisiones 
especiales que se formarán en cada 
Municipio, subordinadas a la Junta 
Central de Conciliación, que se 
establecerá en cada Estado; 
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X. El salario deberá pagarse 
precisamente en moneda de curso 
legal, no siendo permitido hacerlo 
efectivo con mercancías, ni con 
vales, fichas o cualquier otro 
representativo con que se pretenda 
substituir la moneda; 


XI. Cuando por circunstancias 
extraordinarias deban aumentarse las 
horas de jornada, se abonará como 
salario por el tiempo excedente, un 
ciento por ciento más de lo fijado 
por las horas normales. En ningún 
caso de trabajo extraordinario podrá 
exceder de tres horas diarias, ni de 
tres consecutivas. Los hombres 
menores de diez y seis años y las 
mujeres de cualquiera edad, no serán 
admitidos en esta clase de trabajos; 


XII. En toda negociación agrícola, 
industrial, minera o cualquiera otra 
clase de trabajo, los patronos estarán 
obligados a proporcionar a los 
trabajadores, habitaciones cómodas 
o higiénicas, por las que podrán 
cobrar rentas que no excederán del 
medio por ciento mensual del valor 
catastral de las fincas. Igualmente 
deberán establecer escuelas, 
enfermerías y demás servicios 
necesarios a la comunidad. Si las 
negociaciones estuvieren situadas 
dentro de las poblaciones, y 
ocuparen un número de trabajadores 
mayor de cien, tendrán la primera de 
las obligaciones mencionadas; 


XIII. Además, en estos mismos 
centros de trabajo, cuando su 
población exceda de doscientos 
habitantes, deberá reservarse un 
espacio de terreno que no será 
menor de cinco mil metros 
cuadrados, para el establecimiento 
de mercados públicos, instalación de 
edificios destinados a los servicios 
municipales y centros recreativos. 
Queda prohibido en todo centro de 
trabajo el establecimiento de 
expendios de bebidas embriagantes 
y de casas de juego de azar; 
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XIV. Los empresarios serán 
responsables de los accidentes del 
trabajo y de las enfermedades 
profesionales de los trabajadores, 
sufridas con motivo o en ejercicio de 
la profesión o trabajo que ejecuten; 
por lo tanto, los patrones deberán 
pagar la indemnización 
correspondiente, según que haya 
traído como consecuencia la muerte 
o simplemente incapacidad temporal 
o permanente para trabajar, de 
acuerdo con lo que las leyes 
determinen. Esta responsabilidad 
subsistirá aún en el caso de que el 
patrono contrate el trabajo por un 
intermediario; 


XV. El patrono estará obligado a 
observar en la instalación de sus 
establecimientos, los preceptos 
legales sobre higiene y salubridad, y 
adoptar las medidas adecuadas para 
prevenir accidentes en el uso de las 
máquinas, instrumentos y materiales 
de trabajo, así como a organizar de 
tal manera éste, que resulte para la 
salud y la vida de los trabajadores la 
mayor garantía compatible con la 
naturaleza de la negociación, bajo 
las penas que al efecto establezcan 
las leyes; 


XVI. Tanto los obreros como los 
empresarios tendrán derecho para 
coaligarse en defensa de sus 
respectivos intereses, formando 
sindicatos, asociaciones 
profesionales, etc.; 


XVII. Las leyes reconocerán como 
un derecho de los obreros y los 
patronos, las huelgas y los paros; 


XVIII. Las huelgas serán lícitas 
cuando tengan por objeto conseguir 
el equilibrio entre los diversos 
factores de la producción, 
armonizando los derechos del 
trabajo con los del capital. En los 
servicios públicos será obligatorio 
para los trabajadores dar aviso, con 
diez días de anticipación, a la Junta 
de Conciliación y Arbitraje de la 
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fecha señalada para la suspensión 
del trabajo. Las huelgas serán 
consideradas como ilícitas 
únicamente cuando la mayoría de 
los huelguistas ejerciere actos 
violentos contra las personas o las 
propiedades, o en caso de guerra, 
cuando aquéllos pertenezcan a los 
establecimientos y servicios que 
dependan del Gobierno. Los obreros 
de los establecimientos fabriles 
militares del Gobierno de la 
República, no estarán comprendidos 
en las disposiciones de esta fracción, 
por ser asimilados al Ejército 
Nacional; 


XIX. Los paros serán lícitos 
únicamente cuando el exceso de 
producción haga necesario 
suspender el trabajo para mantener 
los precios en un límite costeable, 
previa aprobación de la Junta de 
Conciliación y Arbitraje; 


XX. Las diferencias o los conflictos 
entre el capital y el trabajo, se 
sujetarán a la decisión de una Junta 
de Conciliación y Arbitraje, formada 
por igual número de representantes 
de los obreros y de los patronos, y 
uno del Gobierno; 


XXI. Si el patrono se negare a 
someter sus diferencias al Arbitraje 
o a aceptar el laudo pronunciado por 
la Junta, se dará por terminado el 
contrato de trabajo y quedará 
obligado a indemnizar al obrero con 
el importe de tres meses de salario, 
además de la responsabilidad que le 
resulte del conflicto. Si la negativa 
fuere de los trabajadores, se dará por 
terminado el contrato de trabajo; 


XXII. El patrono que despida a un 
obrero sin causa justificada, o por 
haber ingresado a una asociación o 
sindicato, o por haber tomado parte 
en una huelga lícita, estará obligado, 
a elección del trabajador, a cumplir 
el contrato o a indemnizarlo con el 
importe de tres meses de salario. 
Igualmente tendrá esta obligación 
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cuando el obrero se retire del 
servicio por falta de probidad de 
parte del patrono o por recibir de él 
malos tratamientos, ya sea en su 
persona o en la de su cónyuge, 
padres, hijos o hermanos. El patrono 
no podrá eximirse de esta 
responsabilidad, cuando los malos 
tratamientos provengan de 
dependientes o familiares que obren 
con el consentimiento o tolerancia 
de él; 


XXIII. Los créditos en favor de los 
trabajadores por salario o sueldos 
devengados en el último año, y por 
indemnizaciones, tendrán 
preferencia sobre cualquiera otros en 
los casos de concurso o de quiebra; 


XXIV. De las deudas contraídas por 
los trabajadores a favor de sus 
patronos, de sus asociados, 
familiares o dependientes, sólo será 
responsable el mismo trabajador, y 
en ningún caso y por ningún motivo 
se podrá exigir a los miembros de su 
familia, ni serán exigibles dichas 
deudas por la cantidad excedente del 
sueldo del trabajador en un mes; 


XXV. El servicio para la colocación 
de los trabajadores, será gratuito 
para éstos, ya se efectúe por oficinas 
municipales, bolsas del trabajo o por 
cualquiera otra institución oficial o 
particular; 


XXVI. Todo contrato de trabajo 
celebrado entre un mexicano y un 
empresario extranjero, deberá ser 
legalizado por la autoridad 
municipal competente y visado por 
el Cónsul de la Nación a donde el 
trabajador tenga que ir, en el 
concepto de que además de las 
cláusulas ordinarias, se especificará 
claramente que los gastos de 
repatriación quedan a cargo del 
empresario contratante; 


XXVII. Serán condiciones nulas y 
no obligarán a los contrayentes, 
aunque se expresen en el contrato: 
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a) Las que estipulen una jornada 
inhumana por lo notoriamente 
excesiva, dada la indole del trabajo. 
b) Las que fijen un salario que no 
sea remunerador a juicio de las 
Juntas de Conciliación y Arbitraje. 
c) Las que estipulen un plazo mayor 
de una semana para la percepción 
del jornal. 

d) Las que señalen un lugar de 
receso, fonda, café, taberna, cantina 
o tienda para efectuar el pago del 
salario, cuando no se trate de 
empleados en esos establecimientos. 
e) Las que entrañen obligación 
directa o indirecta de adquirir los 
artículos de consumo en tiendas o 
lugares determinados. 

f) Las que permitan retener el salario 
en concepto de multa. 

g) Las que constituyan renuncia 
hecha por el obrero de las 
indemnizaciones a que tenga 
derecho por accidente del trabajo, y 
enfermedades profesionales, 
perjuicios ocasionados por el 
incumplimiento del contrato o 
despedírsele de la obra. 

h) Todas las demás estipulaciones 
que impliquen renuncia de algún 
derecho consagrado a favor del 
obrero en las leyes de protección y 
auxilio a los trabajadores; 


XXVIII. Las leyes determinarán los 
bienes que constituyan el patrimonio 
de la familia, bienes que serán 
inalienables, no podrán sujetarse a 
gravámenes reales ni embargos, y 
serán transmisibles a título de 
herencia con simplificación de las 
formalidades de los juicios 
SUCesorios; 


XXIX. Se consideran de utilidad 
social: el establecimiento de Cajas 
de Seguros Populares, de invalidez, 
de vida, de cesación involuntaria de 
trabajo, de accidentes y otros con 
fines análogos, por lo cual, tanto el 
Gobierno Federal como el de cada 
Estado, deberán fomentar la 
organización de Instituciones de esta 


TÍTULO VI 
PREVENCIONES GENERALES 


Artículo 123 


Corresponde exclusivamente a los 
poderes federales ejercer, en 
materias de culto religioso y 
disciplina externa, la intervención 
que designen las leyes. 


TÍTULO SEXTO 
PREVENCIONES GENERALES 


Artículo 129 


Corresponde a los poderes federales 
ejercer en materias de culto 
religioso y disciplina externa, la 
intervención que designen las leyes. 


El Congreso no puede dictar leyes 
estableciendo o prohibiendo religión 
alguna. 


El matrimonio es un contrato civil. 
Éste y los demás actos del estado 
civil de las personas, son de la 
exclusiva competencia de los 
funcionarios y autoridades del orden 
civil en los términos prevenidos por 
las leyes, y tendrán la fuerza y 
validez que las mismas le atribuyen. 


La simple promesa de decir verdad 
y de cumplir las obligaciones que se 
contraen, sujeta al que la hace, en 
caso de que faltare a ella, a las penas 
que con tal motivo establece la ley. 
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índole para infundir e inculcar la 
previsión popular; 


XXX. Asimismo serán consideradas 
de utilidad social, las sociedades 
cooperativas para la construcción de 
casas baratas e higiénicas, 
destinadas a ser adquiridas en 
propiedad, por los trabajadores en 
plazos determinados. 


TÍTULO SÉPTIMO 
PREVENCIONES GENERALES 


Artículo 130 


Corresponde a los Poderes Federales 
ejercer en materia de culto religioso 
y disciplina externa, la intervención 
que designen las leyes. Las demás 
autoridades obrarán como auxiliares 
de la Federación. 


El Congreso no puede dictar leyes 
estableciendo o prohibiendo religión 
cualquiera. 


El matrimonio es un contrato civil. 
Éste y los demás actos del estado 
civil de las personas, son de la 
exclusiva competencia de los 
funcionarios y autoridades del orden 
civil, en los términos prevenidos por 
las leyes, y tendrán la fuerza y 
validez que las mismas les 
atribuyan. 


La simple promesa de decir verdad y 
de cumplir las obligaciones que se 
contraen, sujeta al que la hace, en 
caso de que faltare a ella, a las penas 
que con tal motivo establece la ley. 
La ley no reconoce personalidad 
alguna a las agrupaciones religiosas 
denominadas iglesias. 

Los ministros de los cultos serán 
considerados como personas que 
ejercen una profesión y estarán 
directamente sujetos a las leyes que 
sobre la materia se dicten. 

Las Legislaturas de los Estados 
únicamente tendrán facultad de 
determinar, según las necesidades 
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locales, el número máximo de 
ministros de los cultos. 

Para ejercer en México el ministerio 
de cualquier culto, se necesita ser 
mexicano por nacimiento. 

Los ministros de los cultos nunca 
podrán, en reunión pública o privada 
constituida en junta, ni en actos del 
culto o de propaganda religiosa, 
hacer crítica de las leyes 
fundamentales del país, de las 
autoridades en particular, o en 
general del Gobierno; no tendrán 
voto activo ni pasivo, ni derecho 
para asociarse con fines políticos. 
Para dedicar al culto nuevos locales 
abiertos al público se necesita 
permiso de la Secretaría de 
Gobernación, oyendo previamente al 
Gobierno del Estado. Debe haber en 
todo templo un encargado de él, 
responsable ante la autoridad del 
cumplimiento de las leyes de 
disciplina religiosa, en dicho templo, 
y de los objetos pertenecientes al 
culto. 

El encargado de cada templo, en 
unión de diez vecinos más, avisará 
desde luego a la autoridad 
municipal, quién es la persona que 
esté a cargo del referido templo. 
Todo cambio se avisará por el 
ministro que cese, acompañado del 
entrante y diez vecinos más. La 
autoridad municipal, bajo pena de 
destitución y multa hasta de mil 
pesos por cada caso, cuidará del 
cumplimento de esta disposición; 
bajo la misma pena llevará un libro 
de registro de los templos, y otro de 
los encargados. De todo permiso 
para abrir al público un nuevo 
templo, o del relativo a cambio de 
un encargado, la autoridad 
municipal dará noticia a la 
Secretaría de Gobernación, por 
conducto del Gobernador del 
Estado. En el interior de los templos 
podrán recaudarse donativos en 
objetos muebles. 

Por ningún motivo se revalidará, 
otorgará dispensa o se determinará 
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cualquier otro trámite que tenga por 
fin dar validez en los cursos 
oficiales, a estudios hechos en los 
establecimientos destinados a la 
enseñanza profesional de los 
ministros de los cultos. La autoridad 
que infrinja esta disposición será 
penalmente responsable, y la 
dispensa o trámite referidos, será 
nulo y traerá consigo la nulidad del 
título profesional para cuya 
obtención haya sido parte la 
infracción de este precepto. 

Las publicaciones periódicas de 
carácter confesional, ya sea por su 
propaganda, por su título o 
simplemente por sus tendencias 
ordinarias, no podrán comentar 
asuntos políticos nacionales ni 
informar sobre actos de las 
autoridades del país, o de 
particulares, que se relacionen 
directamente con el funcionamiento 
de las instituciones públicas. 

Queda estrictamente prohibida la 
formación de toda clase de 
agrupaciones políticas cuyo título 
tenga alguna palabra o indicación 
cualquiera que la relacione con 
alguna confesión religiosa. No 
podrán celebrarse en los templos 
reuniones de carácter político. 

No podrá heredar por sí ni por 
interpósita persona ni recibir por 
ningún título un ministro de 
cualquiera culto, un “inmueble”, 
ocupado por cualquiera asociación 
de propaganda religiosa o de fines 
religiosos o de beneficencia. Los 
ministros de los cultos tienen 
incapacidad legal para ser herederos, 
por testamento, de los ministros del 
mismo culto o de un particular con 
quien no tengan parentesco dentro 
del cuarto grado. 

Los bienes muebles o inmuebles del 
clero o de asociaciones religiosas, se 
regirán, para su adquisición para 
particulares, conforme al artículo 27 
de esta Constitución. 

Los procesos por infracción a las 
anteriores bases, nunca serán vistos 


en jurado. 
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l Francisco Zarco, Historia del Congreso Extraordinario Constituyente [1856-1557], El Colegio de México, 
México, 1956, pp. 306 y ss. 

? Ibidem, p. 313. 

3 Ibidem, p. 314. 

4 Véase el Anexo. 

5 Artículo 15 del proyecto de Constitución: “No se expedirá en la República ninguna ley, ni orden de autoridad 
que prohíba o impida el ejercicio de ningún culto religioso; pero habiendo sido la religión exclusiva del pueblo 
mexicano la católica, apostólica, romana, el Congreso de la Unión cuidará, por medio de leyes justas y prudentes, 
de protegerla en cuanto no se perjudiquen los intereses del pueblo, ni los derechos de la soberanía nacional”. 

é De acuerdo con la crónica de Zarco, op. cit., supra nota 1, p. 489, el texto del artículo 1°, arriba citado, se 
aprobó por 70 votos contra 23. 

7 Ibidem, p. 485. 

8 Se trataba de un problema sobre el cual ya había habido importantes reflexiones que le otorgaban la misma 
centralidad que le reconoce Arriaga. Véase, por ejemplo, el “Ensayo sobre el verdadero estado de la cuestión 
social y política que se agita en la República Mexicana”, de Mariano Otero, firmado el 1” de junio de 1842, en 
vísperas de la instalación de un Congreso Constituyente que fue desconocido y disuelto antes de concluir su labor. 
El ensayo está reproducido en José de Jesús Covarrubias Dueñas, Aportaciones al pueblo de México de Josef 
Mariano Fausto Andrés Otero (1817-1850), t. I, UNAM, México, 2014, pp. 795-889, Otra obra muy importante 
en el mismo sentido, publicada en vísperas del inicio de la Revolución Mexicana (1909), es Los grandes 
problemas nacionales, de Andrés Molina Enríquez (1868-1940). 

? Ponciano Arriaga, “Derecho de propiedad. Voto del señor Arriaga”, en Felipe Tena Ramírez, Leyes 
fundamentales de México, 1808-1957, Porrúa, México, 1957, pp. 573-574. 

10 Véase el capítulo II de esta obra. 

11 Véase el Anexo. 

12 El artículo 16 disponía lo siguiente: “Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles y 
posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal 
del procedimiento”. 

13 Véase Javier Moctezuma Barragán, José María Iglesias y la justicia electoral, UNAM, México, 1994, pp. 
81 y ss., así como Héctor Fix-Zamudio, “Ignacio Luis Vallarta. La incompetencia de origen y los derechos 
políticos”, Cuadernos del Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, México, 1994, pp. 19-39. Sobre el 
“Amparo Morelos”, véase Manuel González Oropeza y Eleal Acevedo Velázquez (coords.), El Amparo Morelos, 
Congreso del Estado de Morelos, México, 2002. 

14 Véanse Fix-Zamudio, op. cit., nota anterior, y María del Carmen Alanís Figueroa, “El histórico debate sobre 
la improcedencia del juicio de amparo para la tutela de los derechos políticos”, en Manuel González Oropeza y 
Eduardo Ferrer Mac-Gregor (coords.), El juicio de amparo. A 160 años de la primera sentencia, t. 1, UNAM, 
México, 2011, pp. 71-95. 

15 Artículo 14 de la Constitución de 1857: “No se podrá expedir ninguna ley retroactiva. Nadie puede ser 
juzgado ni sentenciado, sino por leyes dadas con anterioridad al hecho y exactamente aplicadas á él, por el tribunal 
que previamente haya establecido la ley”. 

lé Sobre la aceptación del amparo contra sentencias judiciales con fundamento en el artículo 14 de la 
Constitución de 1857, véase Julio Bustillos, Æl amparo directo en México. Evolución y realidad actual, UNAM / 
Porrúa, México, 2008, así como José Luis Soberanes Fernández, “Surgimiento del amparo judicial”, en González 
Oropeza y Ferrer Mac-Gregor, op. cit., supra nota 14, t. II, pp. 529-547. 

17 Emilio Rabasa, El artículo 14. Estudio constitucional [1906] y El juicio constitucional. Orígenes, teoría y 
extensión [1919], 6* ed., Porrúa, México, 1993. 

18 Son muy numerosos los ejemplos, ocurridos en el último tercio del siglo XIX y comienzos del XX, de la 
intervención de los jueces federales para impedir, a través del amparo, abusos frecuentes y graves de las 
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autoridades, como la aplicación de la pena de muerte o la leva forzosa por el Ejército. Véase, como ejemplo de un 
uso quizá inesperado, pero bastante efectivo del juicio de amparo, Fernando Sierra Zavala, “El juicio de amparo y 
las comunidades indígenas de Michoacán en el siglo XIX y XX. El caso de Tzitzio”, en Manuel González 
Oropeza y Eduardo Ferrer Mac-Gregor, op. cit., supra nota 14, t. II, pp. 415-428. El autor examina 29 amparos 
interpuestos por 23 comunidades indígenas de Michoacán, entre 1873 y 1909, para defender sus tierras y recursos 
naturales. Sin embargo, un buen número de ellos fueron negados, desechados o sobreseídos por diversas razones; 
en algunos casos no se puede conocer el fallo porque los expedientes se encuentran incompletos. Aun así, queda 
de manifiesto que el juicio de amparo era un instrumento al que podían recurrir inclusive los grupos más 
desfavorecidos de la sociedad, para lograr ocasional si no frecuentemente, la reparación de los agravios cometidos 
en su contra por las autoridades públicas. 

19 De manera general puede verse sobre este tema Ignacio Marván Laborde, Cómo hicieron la Constitución de 
1917, FCE / Secretaría de Cultura / CIDE, México, 2017, y José Luis Soberanes Fernández, Y la Revolución se 
hizo Constitución, Porrúa, México, 2016. Lo relativo a los derechos en la Constitución se encuentra analizado en 
las pp. 169 y ss., y 105 y ss., respectivamente. 

20 El discurso de Carranza puede consultarse en numerosas fuentes. Las citas que reproducimos en este 
capítulo están tomadas de Ignacio Marván Laborde, Nueva edición del Diario de Debates del Congreso 
Constituyente de 1916-1917, Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, 2005, t. I, pp. 1-22. 

21 Véase el Anexo, pero también María del Refugio González, Las constituciones políticas de 1857 y 1917 y el 
Proyecto de Constitución presentado por el Primer Jefe. Análisis comparativo, CIDE, México, marzo de 2016 
(División de Estudios Jurídicos, Documento de Trabajo 67). 

22 Desde el punto de vista textual, el artículo 14 del proyecto amplía y precisa su contenido, basado en su 
mayor parte en los debates de los comentaristas y críticos de la Constitución de 1857. Así, por ejemplo, ya no se 
prohíbe la “expedición” de leyes retroactivas, sino el que se les dé “efectos retroactivos en perjuicio de persona 
alguna”, lo cual constituye una fórmula mucho más correcta, pues las leyes no necesariamente son retroactivas por 
sí mismas, pero sí por su aplicación, permitiéndose la que resulte en un beneficio para la persona afectada (esto 
sucede principalmente en la materia penal; por ejemplo, la supresión de un delito tiene por efecto la liberación 
inmediata de las personas ya sentenciadas por haberlo cometido). La reglamentación del procedimiento de amparo 
a la que se refiere Carranza se incorporó en el artículo 107 de la nueva Constitución. 

23 José María Lozano, Estudio del derecho constitucional patrio en lo relativo a los derechos del hombre 
[1876], 2* edición facsimilar, Porrúa, México, 1972, pp. 124-125. Más adelante agrega: “En realidad los derechos 
del hombre pueden concretarse en muy pocas palabras: Libertad, seguridad, propiedad, igualdad” (p. 126; 
cursivas en el original). 

24 Ibidem, pp. 125-126. Otro tratado de la época sobre la materia es el de Isidro Montiel y Duarte (1821-1892), 
Estudio sobre garantías individuales, Imprenta del Gobierno en Palacio, México, 1873 (hay reedición reciente: 7* 
ed., Porrúa, México, 2006). 

25 Por ejemplo, el Congreso sustituyó la farragosa redacción que proponía Carranza para definir cuándo una 
reunión sería ilegal, por el segundo párrafo del artículo 9°, que todavía está vigente. Véase el Anexo. 

26 Entre muchos ejemplos, podemos señalar que, en la parte final del primer párrafo del artículo 7”, el texto 
aprobado por el Congreso respecto de la prohibición de secuestro de la imprenta a que ya nos hemos referido, 
sustituyó “cuerpo del delito” por “instrumento del delito”, que es una expresión mucho más correcta. 

27 Además de las obras generales en torno al Congreso Constituyente de Querétaro ya citadas, sobre el perfil y 
la trayectoria de algunos de los ideólogos y constituyentes más destacados puede verse La Constitución mexicana 
de 1917: ideólogos, el núcleo fundador y otros constituyentes, 1* reimpresión, UNAM, México, 2016. 

28 Varias de las adiciones y correcciones hechas por el Congreso Constituyente de Querétaro reflejan, de 
manera concreta, los abusos y violaciones cometidos habitualmente por las autoridades de la dictadura. En el caso 
concreto de la libertad de imprenta, fue el general Heriberto Jara quien propuso la adición citada con las siguientes 
palabras: “Estimo que quedaría más completo si nosotros adicionásemos ahí que además de no permitirse el 
secuestro de la imprenta como cuerpo del delito, no se procediese contra los empleados, contra los cajistas o 
linotipistas, no contra los papeleros. Nosotros sabemos, por dolorosa experiencia, qué amargos son esos 
procedimientos, qué crueles y qué inhumanos. Publicábamos “El Voto” en la ciudad de México, y como aquella 
hoja contenía artículos que eran verdaderamente cáusticos para el contubernio Huerta y Díaz, fue perseguida 
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nuestra hoja con encarnizamiento y hubo un día en que ciento trece pequeñuelos, ciento trece niños, de los que se 
van a ganar el pan corriendo por las calles, voceando la hoja, fueron encarcelados por vender ‘El Voto” ”. Marván 
Laborde, Nueva edición..., op. cit., supra nota 20, t. I, pp. 538-539. 

22 Así lo señaló expresamente la comisión que dictaminó el proyecto del artículo 129, que se limitaba a 
recoger los principios de las Leyes de Reforma. Véase el texto aprobado del artículo 130 en el Anexo. 

30 Dictamen citado en Marván Laborde, Nueva edición..., op. cit., supra nota 20, t. II, p. 1258. 

31 Ibidem, pp. 1267 y ss. 

32 Ibidem, p. 1282. 

33 Ibidem, pp. 1269-1270. 

34 Ibidem, p. 1258. 

35 Se trataba de una concepción heredada del siglo XIX y que contribuyó a excluir los derechos políticos de la 
protección del juicio de amparo, a que ya nos hemos referido. Lozano, op. cit., supra nota 23, p. 123, niega 
explícitamente que los derechos del hombre sean los “derechos políticos que corresponden a los ciudadanos”. 

36 Aurora Cortina G. Quijano, “Los congresos feministas de Yucatán en 1916 y su influencia en la legislación 
local y federal”, Anuario Mexicano de Historia del Derecho, X: 159-192, 1988. Véase también Patricia Galeana, 
“Un recorrido histórico por la revolución de las mujeres mexicanas”, en La revolución de las mujeres en México, 
INEHRM / SEP, México, 2014, pp. 15-32. 

37 Elvia Arcelia Quintana Adriano, “La participación política de la mujer en el ejercicio de su derecho al 
voto”, Cuestiones Constitucionales. Revista Mexicana de Derecho Constitucional, 10: 135, 2004. 

38 Este requisito se eliminó de la disposición finalmente aprobada. El diputado Palavicini resumió los 
argumentos en contra diciendo que era ridículo poner esa limitación en la Constitución; que no se ganaba nada con 
que un ciudadano supiera sólo leer y escribir, y que en un pueblo en el que la mayoría era analfabeta, habría que 
imponer el mismo requisito al presidente de la República, a los gobernadores, etc. Véase Marván Laborde, Nueva 
edición..., op. cit., supra nota 20, t. II, p. 1440. 

32 Ignacio Marván apunta, con razón, que el argumento era y es absolutamente falso, ya que el Congreso no 
tiene obligación de designar al presidente interino o sustituto entre sus miembros, y si lo hiciera, el designado 
tendría que cumplir con todos los requisitos respectivos, no sólo éste. Pero la adición se aceptó. Véase ibidem, p. 
1422. 

40 Así el diputado Martí, cubano naturalizado mexicano, en ibidem, p. 1459. 

4l Véase ibidem, p. 1442. 

42 Idem. 

43 Sobre estos temas véase Pablo Yankelevich, “Plantar la bandera de la nacionalidad. La extranjería en el 
Congreso Constituyente de 1916-1917”, en Gerardo Esquivel, Francisco Ibarra Palafox y Pedro Salazar Ugarte 
(coords.), Cien ensayos para el centenario, t. 1, UNAM / Senado de la República, México, 2017, pp. 407-428, y 
Miguel Carbonell, “La xenofobia constitucionalizada”, Revista de la Facultad de Derecho de México, 246: 189- 
204, 2006. 

44 Véase Pastor Rouaix, Génesis de los articulos 27 y 123 de la Constitución Política de 1917 [1945], 
INEHRM / Secretaría de Cultura, México, 2016. El ingeniero Pastor Rouaix (1874-1950) fue un colaborador muy 
cercano de Venustiano Carranza en asuntos agrarios e industriales. Como diputado constituyente por el estado de 
Puebla, tuvo una muy destacada participación en la redacción de los artículos 27 y 123 que aprobó el Congreso 
Constituyente de Querétaro. 

45 El artículo 2° de las adiciones citadas disponía lo siguiente: “El primer jefe de la revolución y encargado del 
Poder Ejecutivo expedirá y pondrá en vigor, durante la lucha, todas las leyes, disposiciones y medidas 
encaminadas a dar satisfacción a las necesidades económicas, sociales y políticas del país, efectuando las reformas 
que la opinión exige como indispensables para restablecer el régimen que garantice la igualdad de los mexicanos 
entre sí; leyes agrarias que favorezcan la formación de las tierras de que fueron injustamente privados; leyes 
fiscales encaminadas a obtener un sistema equitativo de impuestos a la propiedad de raíz; legislación para mejorar 
la condición del peón rural, del obrero, del minero y, en general, de las clases proletarias; establecimiento de la 
libertad municipal como institución constitucional; bases para un nuevo sistema de organización del Poder 
Judicial independiente, tanto en la federación como en los estados; revisión de las leyes relativas al matrimonio y 
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al estado civil de las personas; disposiciones que garanticen el estricto cumplimiento de las leyes de reforma; 
revisión de los códigos Civil, Penal y de Comercio; reformas del procedimiento judicial, con el propósito de hacer 
expedita y efectiva la administración de justicia; revisión de las leyes relativas a la explotación de minas, petróleo, 
aguas, bosques y demás recursos naturales del país, para destruir los monopolios creados por el antiguo régimen y 
evitar que se formen otros en lo futuro; reformas políticas que garanticen la verdadera aplicación de la 
Constitución de la República, y en general, todas las demás leyes que se estimen necesarias para asegurar a todos 
los habitantes del país la efectividad y el pleno goce de sus derechos, y la igualdad ante la ley”. 

46 Véase el debate sobre el artículo 5° en Marván Laborde, Nueva edición..., op. cit., supra nota 20, t. I, pp. 
379 y ss. 

* Ibidem, p. 386. 

48 Ibidem, p. 393. 

% Ibidem, pp. 405 y 406. 

50 Ibidem, pp. 409 y 410. 

`I Ibidem, p. 453. 

32 Rouaix, op. cit., supra nota 44, p. 179. 

5 La Ley Agraria del 6 de enero de 1915, dictada por Carranza durante el periodo preconstitucional, se 
ocupaba principalmente del problema de la restitución de tierras. Los ejidos eran tradicionalmente tierras de 
cultivo común de pueblos y comunidades, pero el proyecto supone que se repartirán para constituir parcelas 
individuales. Los cambios constitucionales en los años treinta dieron un giro, para convertir a los ejidos en una 
forma de propiedad que no podía enajenarse y en la base de todo el reparto agrario. Véase la siguiente nota. 

34 Don Luis Cabrera (1876-1954), redactor de la Ley del 6 de enero de 1915, tuvo una agria disputa con el 
presidente Cárdenas a propósito de la reforma agraria. En un ensayo intitulado “La Revolución de entonces (y la 
de ahora)”, publicado en 1937, denunciaba la reforma agraria cardenista como contraria a los principios y 
postulados de Querétaro: “La política ejidal que se sigue en estos momentos es contraria a la conveniencia 
nacional y a los principios revolucionarios. Yo la denuncio como perjudicial para los intereses agrícolas del país; 
como retardataria de la educación del campesino; como lesiva para la libertad del agricultor; como peligrosa para 
la soberanía de los estados; como hipócrita en cuanto a sus verdaderos fines; como inconstitucional y enemiga de 
la pequeña propiedad. En suma, como contraria a los principios de la Revolución” (Pensamiento y acción, estudio 
introductorio, selección y notas de Eugenia Meyer, UNAM, México, 2002, p. 367; énfasis en el original). También 
el ingeniero Rouaix manifestó su desacuerdo con las reformas y adiciones al artículo 27 de 10 de enero de 1934 y 
de 6 de diciembre de 1937, las que, en su opinión, habían destruido la Ley del 6 de enero de 1915, “en la que 
había quedado condensado el programa de reformas que ambicionaban los revolucionarios que habían combatido 
en los campos de batalla, así como los ideales del Congreso Constituyente de Querétaro que representaba al 
pueblo mexicano e interpretaba sus anhelos y aspiraciones” (Rouaix, op. cit., supra nota 44, p. 332). 

En un panorama sintético sobre el artículo 27 y la reforma agraria, Emilio Kourí señala que su resultado más 
importante y duradero fue la creación del ejido —el objeto principal de crítica de Cabrera y Rouaix—, el cual 
cubre actualmente, según algunos cálculos, la mitad del territorio nacional. La reforma de 1992, de la que se 
hablará más adelante, dio por concluido formalmente el reparto agrario y abrió las puertas a lo que Martín Díaz y 
Díaz ha llamado el “ejido voluntario”. Concluye Kourí: “La reforma constitucional de 1992 cerraba una era 
histórica durante la cual el Estado habría obrado profundos cambios en la distribución de la tenencia de la 
propiedad rural. Sería erróneo atribuirle al polifacético artículo 27 de 1917 la autoría de tales transformaciones, 
pero también lo sería no reconocer que sin los principios allí esbozados a México no le hubiera tocado vivir el 
siglo del ejido”. Emilio Kourí, “El artículo 27 y la reforma agraria”, en Gerardo Esquivel, Francisco Ibarra Palafox 
y Pedro Salazar Ugarte (coords.), Cien ensayos para el centenario, op. cit., supra nota 43, pp. 239-255 (cita en pp. 
254-255). 

55 Sobre el funcionamiento de la justicia federal en vísperas del estallido de la Revolución véase José Ramón 
Cossío Díaz, La justicia prometida. El Poder Judicial de la Federación de 1900 a 1910, FCE / Conaculta, 
México, 2014. 

56 Cita en Marván Laborde, Nueva edición..., op. cit., supra nota 20, t. II, p. 2159. 

57 El diputado Alberto González, quien intervino en contra del voto particular, reconoció que “en los Estados 
ha habido funcionarios más rectos, más justos y más liberales que los abogados que estaban en la Federación, 
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favorecidos, corrompidos al lado del dictador” (cita en ibidem, p. 2171). 

38 El diputado Pastrana Jaimes señaló lo siguiente: “[...] si no se establece la unidad del Poder Judicial federal 
que garantice nuestra Constitución, tendremos un caos en la República, habrá veintiocho poderes judiciales en la 
República; cada Estado hará lo que quiera en ese sentido; en un Estado habrá garantías individuales, en otro 
Estado no las habría [...] no tendríamos un poder que consideremos como la unidad de nuestra ley fundamental”. 
Cita en ibidem, p. 2160. 

39 El debate en el Congreso Constituyente puede leerse en ibidem, pp. 2156-2207. 

0 Así, la opinión de Marván Laborde, ibidem, t. II, p. 2100. 

él Marván Laborde señala una posible motivación: en el enfrentamiento entre Victoriano Huerta y la XXVI 
Legislatura del Congreso de la Unión que llevó a la disolución de este último, el usurpador alegaba que el 
Congreso invadía funciones judiciales al investigar la desaparición del diputado Serapio Rendón y el senador 
Belisario Domínguez (idem). Para Manuel González Oropeza, como antecedente pudo haber influido en el ánimo 
del Constituyente la investigación que se encargó en 1912 a un juez de distrito a fin de determinar la legalidad 
(concretamente, la autenticidad de un acta de nacimiento) de la elección de un presunto diputado al primer 
Congreso maderista. Véase “Función de investigación de la Suprema Corte: aportación de la primera legislatura 
revolucionaria a la Constitución de 1917”, en Congreso Internacional sobre el 75 Aniversario de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, UNAM / INEHRM / Gobierno del Estado de Querétaro, México, 1993, 
pp. 633- 663. 

2 Citado en Lucio Cabrera Acevedo, La Suprema Corte de Justicia durante los años constitucionalistas 
(1917-1920), t. I, SCJN, México, 1995, p. 83. 

63 Ibid., t. I, pp. 20, 79-82, y t. IL, pp. 197 y ss. 

pi Informe rendido a la Suprema Corte de Justicia de la Nación por su presidente el señor Licenciado D. 
Salvador Urbina al terminar el año de 1951, Antigua Imprenta de Murguía, México, 1951, pp. 37-38. 

65 Un punto de vista contrario a este cambio es el de Jorge Carpizo, “¿Es acertada la probable transferencia de 
la función de investigación de la Suprema Corte a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos?”, en Miguel 
Carbonell y Pedro Salazar (coords.), La reforma constitucional de derechos humanos. Un nuevo paradigma, 
UNAM, México, 2011, pp. 313-337. 

66 Las constituciones examinadas en este inciso pueden consultarse fácilmente en internet. 

67 Por supuesto, no se puede descartar que los constituyentes colombianos hayan conocido la Constitución 
mexicana de 1857, pero es más probable que los dos documentos incorporen la influencia de documentos 
constitucionales anteriores y comunes a ambos. En la redacción del artículo 23 colombiano y de los artículos 14 y 
16 mexicanos resuenan las palabras de la Magna Carta inglesa de 1215, que llegaron a nuestros ordenamientos por 
conducto de la Constitución de los Estados Unidos de 1787. 

68 Además de los artículos citados en lo que sigue, es relevante también el Título IV “De las relaciones entre la 
Iglesia y el Estado”, que comprende los artículos 53 a 56, los que se refieren principalmente a la libertad, los 
privilegios y las exenciones de que gozará la Iglesia católica en Colombia, así como a la facultad del gobierno para 
celebrar convenios con la Santa Sede para regular las cuestiones pendientes y “establecer y definir las relaciones 
entre la potestad civil y la eclesiástica”. 

o7 Compárese el artículo 38 de la Constitución colombiana de 1886 con el proyecto de artículo 15 de la 
Constitución mexicana de 1857, citado supra nota 5. 

70 Se estableció como requisito para ocupar los cargos de diputado federal y Presidente de la República, “no 
pertenecer al estado eclesiástico” (véanse los artículos 56 y 77 de la Constitución de 1857). 

71 Artículo 54. “El ministerio sacerdotal es incompatible en el desempeño de cargos públicos. Podrán, sin 
embargo, los sacerdotes católicos ser empleados en la instrucción o beneficencia públicas”. 

72 Esta afirmación no implica desconocer que, antes de la instauración de una jurisdicción electoral 
especializada en nuestro país, las leyes podían prever alguna intervención judicial en los procesos electorales, 
aunque la calificación última de sus resultados quedara reservada a los Colegios Electorales de las cámaras del 
Congreso de la Unión entre 1917 y 1996. Véase, por ejemplo, el artículo 14 de la Ley Electoral de 19 de 
diciembre de 1911, que otorgaba al juez letrado o a la autoridad judicial municipal local la facultad de resolver en 
definitiva sobre las impugnaciones al padrón electoral. Una disposición similar se repite en la Ley Electoral para la 
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Formación del Congreso Constituyente de 20 de septiembre de 1916, la Ley Electoral de 6 de febrero de 1917 
(artículo 9°, en ambos casos) y la Ley para la Elección de los Poderes Federales, de 2 de julio de 1918 (artículo 
23). Estos ordenamientos pueden consultarse en Antonio García Orozco, Legislación electoral mexicana, 1812- 
1988, 3 ed., Adeo-Editores, México, 1989, pp. 207 y ss. 

73 Sobre esta doctrina, formulada en sus fundamentos por el diplomático e internacionalista argentino Carlos 
Calvo (1824-1906), puede verse Francesco Tamburini, “Historia y destino de la “Doctrina Calvo”: ¿actualidad u 
obsolescencia del pensamiento de Carlos Calvo?”, Revista de Estudios Histórico- Jurídicos, 24: 81-101, 2002. 

74 La traducción del portugués es nuestra. 

75 José Antonio Aguilar Rivera ha argumentado que la ausencia de disposiciones sobre situaciones y poderes 
de emergencia en muchas de las constituciones liberales del siglo XIX, por efecto de la aversión de las doctrinas 
liberales a la concentración del poder, favorecieron la inestabilidad y las frecuentes rebeliones y asonadas que 
caracterizaron a los países latinoamericanos durante buena parte del siglo. Véase El manto liberal. Los poderes de 
emergencia en México, 1521-1576, UNAM, México, 2001. 

76 Sobre la influencia de la Constitución mexicana de 1917 en otras constituciones del mundo, principalmente 
del ámbito iberoamericano, véase Héctor Fix-Zamudio y Eduardo Ferrer Mac-Gregor (coords.), México y la 
Constitución de 1917. Influencia extranjera y trascendencia internacional, INEHRM / Secretaría de Cultura / 
Senado de la República (LXIII Legislatura) / UNAM, México, 2017. 

17 Él ensayo de Rubén Hernández Valle, “La influencia de la Constitución de Querétaro en el derecho 
constitucional costarricense”, en Fix-Zamudio y Ferrer Mac-Gregor, op. cit., supra nota anterior, pp. 327-361, no 
hace mención de esta Constitución, quizá por su cercanía temporal a la Constitución de Querétaro, pero sobre todo 
porque fue producto de un golpe de Estado y estuvo en vigor solamente dos años, restableciéndose en 1919 la 
Constitución de 1871 y declarándose nula la de 1917 por el Congreso en 1920. La influencia de la Constitución de 
Querétaro la advierte hasta las reformas de los años cuarenta. Véase, del mismo autor, Constituciones 
iberoamericanas. Costa Rica, UNAM, México, 2005, p. 7. 

78 Eduardo Gregorio Esteva Gallicchio, “Influencia de la Constitución mexicana de 1917 en la Constitución y 
constitucionalismo de Uruguay”, en Fix-Zamudio y Ferrer Mac-Gregor, op. cit., supra nota 76, pp. 199-215, 
señala, en relación con esta Constitución (producto de un pacto político de mayo de 1917 y por tanto muy próxima 
a la promulgación de la Constitución mexicana), que los constituyentes uruguayos tenían referencias del proceso 
constituyente mexicano y que incluso presentaron propuestas de enmienda al proyecto que equivalían, en materia 
de trabajo, prácticamente una transcripción del artículo 123 constitucional, pero no prosperaron (p. 204). Influyó 
sin duda el hecho de que —según este autor— el constitucionalismo social no fue tema central de la Constitución 
de 1918 y de que se consideró que bastaban las leyes ordinarias e incluso los derechos no enumerados a que se 
refiere el artículo 173 para resolver estas cuestiones. 

ld Domingo García Belaunde, “La Constitución mexicana de 1917 y su presencia en el Perú”, en Fix-Zamudio 
y Ferrer MacGregor, op. cit., supra nota 76, pp. 311-325, afirma que la Constitución mexicana de 1917 era 
conocida en el Perú, pero que su influencia fue “discreta”, si no es que “mínima”, ya que “el modelo y el contexto 
mexicano son muy distintos al peruano” (p. 316). 

80 La Constitución de Perú de 1920 incluye algunos temas que fueron discutidos en el Congreso Constituyente 
mexicano, pero que no se aprobaron por éste, como la prohibición de los juegos de apuesta. Así, por ejemplo, el 
artículo 52 dispone: “Se prohíbe en lo absoluto el juego de envite en la República. Los locales en que se practique 
serán clausurados. Se permiten las apuestas en los espectáculos públicos”. 

8l Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 10: “Toda persona tiene derecho a ser 
indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido condenada en sentencia firme por error judicial”. 

82 Véase el capítulo II de esta obra. 

83 La propuesta de reglamentar el trabajo y los derechos de los obreros ya se encontraba en el Programa del 
Partido Liberal Mexicano, de 1” de julio de 1906. Este Programa puede consultarse en la sección documental en 
Marván Laborde, Nueva edición..., op. cit., supra nota 20, t. III, 2006, pp. 2697 y ss. En cuanto a la legislación 
obrera preconstitucional, véanse los proyectos y pactos recopilados ahí mismo (pp. 3035 y ss.), en particular la 
Ley del Trabajo dictada por Salvador Alvarado (1880-1924) en Yucatán el 15 de diciembre de 1915 (pp. 3173 y 
ss.). 
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84 Sobre algunos de los puntos de contacto de la Constitución de 1917 con el régimen colonial, véase María 
del Refugio González, “La Nueva España en la Constitución de 1917”, en Congreso Internacional sobre el 75 
Aniversario de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, UNAM / INEHRM / Gobierno del 
Estado de Querétaro, México, 1993, pp. 539-555. 

85 Sobre el particular puede verse Plinio Arruda Sampaio, “La reforma agraria en América Latina: una 
revolución frustrada”, Observatorio Social de América Latina, 6 (16): 15-22, 2005, y Jacques Chonchol, “La 
reforma agraria en América Latina”, en Proceso agrario en Bolivia y América Latina, CIDES / UMSA / Plural 
Editores, La Paz, Bolivia, 2003, pp. 205-222, 

86 Se trata de un rasgo visible en el llamado “nuevo constitucionalismo latinoamericano”, representado por las 
recientes constituciones de Brasil (1988), Colombia (1991), Venezuela (1999), Ecuador (2008) y Bolivia (2009). 
Al decir de los promotores de este movimiento, el que los textos constitucionales sean extensos y detallados tiene 
el propósito de que el poder constituyente, del cual es titular el pueblo, señale con toda claridad y precisión a los 
poderes constituidos y a las demás autoridades públicas lo que tienen permitido, obligado o prohibido hacer, que 
era el mismo propósito que animaba a los constituyentes de 1917. Véase Roberto Viciano Pastor y Rubén 
Martínez Dalmau, “Aspectos generales del nuevo constitucionalismo latinoamericano”, en Luis Fernando Ávila 
Linzán (ed.), Política, justicia y Constitución, Corte Constitucional del Ecuador (Centro de Estudios y Difusión 
del Derecho Constitucional), Quito, 2012, pp. 157-186, especialmente 174 y ss. 

87 Véase el capítulo segundo de esta obra. 

88 Baste mencionar que el texto original de la Constitución de 1917 tenía aproximadamente 21 mil palabras; 
cien años después, su extensión era de casi 67 mil palabras; el crecimiento más vigoroso del texto constitucional 
se ha dado en los últimos diez años, con casi un tercio de la extensión total. Sobre los problemas formales y 
técnicos que presenta el texto constitucional en su centenario, así como sobre una propuesta de solución, véase 
“Hacia la reordenación y consolidación del texto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 
1917. Estudio introductorio”, en Héctor Fix-Fierro y Diego Valadés (coords.), Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Texto reordenado y consolidado, 2* ed., UNAM / Instituto Iberoamericano de 
Derecho Constitucional / Senado de la República / Cámara de Diputados (CEDIP-LXITI Legislatura), México, 
2017, pp. 1-41. 

89 Así lo señalaron los críticos de la Constitución de 1917, algunos de los cuales se declaraban liberales y 
partidarios de la laicidad del Estado, como por ejemplo Jorge Vera Estañol (1873-1958). Véase José Antonio 
Aguilar Rivera, “La Constitución de 1917 y sus enemigos”, en Gerardo Esquivel, Francisco Ibarra Palafox y Pedro 
Salazar Ugarte (coords.), Cien ensayos para el centenario, op. cit., supra nota 43, pp. 28 y ss. 

% Véase José Antonio Aguilar Rivera, La geometría y el mito. Un ensayo sobre la libertad y el liberalismo en 
México, 1821-1970, FCE, México, 2010, pp. 71 y ss. 

21 Martín Díaz y Díaz, “La Constitución ambivalente. Notas sobre sus polos de tensión”, en Ochenta 
aniversario. Homenaje a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, UNAM / Senado de la 
República, México, 1997, pp. 59-85; “La transición constitucional (notas sobre las condiciones del remplazo)”, en 
Hacia una nueva constitucionalidad, UNAM, México, 1999, pp. 175 y siguiente, así como “Proceso 
constitucional y relaciones de propiedad. Notas para el análisis del caso mexicano”, en Ensayos sobre la 
propiedad, compilación de Antonio Azuela, UNAM, México, 2012, pp. 9-69. 

22 Emilio Rabasa Estebanell, El derecho de propiedad y la Constitución mexicana de 1917, José Antonio 
Aguilar Rivera (ed.), FCE / CIDE / SCJN, México, 2017. 

23 Díaz y Díaz, “La Constitución ambivalente...”, op. cit., supra nota 91, p. 59. 

24 María del Refugio González y José Antonio Caballero Juárez, “El proceso de formación del Estado de 
derecho en México. Los modelos de Estado en la Constitución de 1917”, en José María Serna de la Garza y José 
Antonio Caballero Juárez (coords.), Estado de derecho y transición jurídica, UNAM, México, 2002, pp. 47-93. 

%5 Carla Huerta Ochoa, Teoría del derecho. Cuestiones relevantes, UNAM, México, 2008, p. 63. 

% Idem. 

% Ibidem, p. 64. 
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| De la relativamente abundante bibliografía cabe citar los siguientes trabajos: Diego Valadés, La Constitución 
reformada, UNAM, México, 1987; Jorge Madrazo, “El problema de la reforma constitucional”, en Reflexiones 
constitucionales, UNAM / Porrúa, México, 1994, pp. 283-294; Jaime F. Cárdenas Gracia, Transición política y 
reforma constitucional en México, 2* ed., UNAM, México, 2005; Roberto Rives Sánchez, La reforma 
constitucional en México, UNAM, México, 2010; Jacinto Héctor Pino Muñoz, Prolegómenos a la teoría y a la 
reforma constitucional, UNAM, México, 2010; Jorge Carpizo, “La reforma constitucional en México. 
Procedimiento y realidad”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, XLIV (131): 543-598, 2011; Luis René 
Guerrero Galván y Rodrigo Brito Melgarejo, La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos a 100 
años de reformas, UNAM, México, t. I (artículos 1-49), 2016, y t. II (artículos 50-136), 2017. 

2 Se contabiliza como un solo cambio las modificaciones a un artículo contenidas en un decreto de reforma al 
texto constitucional, incluyendo los artículos transitorios. Es el mismo modo de cálculo que utiliza la página web 
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión <http://www.diputados.gob.mx>. Para los efectos de esta 
obra, dedicada al centenario de la Constitución, no tomaremos en cuenta las reformas posteriores al 5 de febrero 
de 2017. 

3 Para efectos de esta contabilidad, estamos tomando en cuenta los cambios al capítulo I del Título Primero 
(artículos 1 a 29), los artículos 32 a 35, 38, 41, 102, 103 y 107, así como los artículos 123 y 130 de la 
Constitución. 

4 Valadés, La Constitución reformada, op. cit., supra nota 1, p. 21. En las páginas siguientes el autor ofrece 
ejemplos de cada uno de los tipos de reforma. 

5 Carla Huerta Ochoa, Teoría del derecho. Cuestiones relevantes, UNAM, México, 2008, p. 66. 

é Idem. 


7 Tomamos la expresión de Luis René Guerrero Galván y Carlos María Pelayo Möller (coords.), 100 años de 
la Constitución mexicana: de las garantías individuales a los derechos humanos, UNAM, México, 2016. 

8 Sobre los derechos en la Constitución mexicana de 1917, con sus sucesivas reformas, puede verse de manera 
general, además de la obra citada en la nota anterior, Miguel Carbonell, Los derechos fundamentales en México, 6* 
ed., UNAM / CNDH / Porrúa, México, 2017; Juan N. Silva Meza y Fernando Silva García, Derechos 
fundamentales. Bases para la reconstrucción de la jurisprudencia constitucional, prólogo de Luigi Ferrajoli, 
Porrúa, México, 2009; Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, José Luis Caballero Ochoa y Christian Steiner 
(coords.), Derechos humanos en la Constitución. Comentarios de jurisprudencia constitucional e interamericana, 
UNAM / SCJN / Konrad Adenauer Stiftung, México, 2013, dos tomos. También son de utilidad varias obras de 
comentario a la Constitución: Constitución de los Estados Unidos Mexicanos. Comentada y concordada, 20* ed., 
UNAM / Porrúa, México, 2009, cinco tomos; José Ramón Cossío Díaz (coord.), Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos comentada, Tirant lo Blanch, México, 2017, tres tomos; Juan Federico Arriola 
(coord.), Constitución Política Mexicana en su centenario, Trillas, México, 2017. Véase también Derechos del 
Pueblo Mexicano. México a través de sus Constituciones, 9% ed., UNAM / INE / CNDH / SCJN / TEPJF / Senado 
de la República y Cámara de Diputados (LXII Legislatura) / Miguel Ángel Porrúa, México, 2016, 12 vols. 

? Diario Oficial de la Federación (en adelante DOF) del 31 de diciembre de 1974. 

10 Se atribuye al presidente Luis Echeverria (1970-1976) haber dicho, cuando todavía era candidato a la 
Presidencia, que “poblar es gobernar”. Pero ya en el discurso de toma de posesión de su cargo el 1° de diciembre 
de 1970 subrayó expresamente la importancia y los problemas del crecimiento poblacional en relación con un 
régimen de libertades: “He manifestado en diversas ocasiones que el crecimiento demográfico no es una amenaza, 
sino un desafio que pone a prueba nuestra potencialidad creadora. Los mexicanos no aceptamos intervenciones 
coercitivas en materias que pertenecen al ámbito de libertad de la persona humana”. El discurso está reproducido 
en el Diario de Debates de la Cámara de Diputados, correspondiente a la fecha citada (XLVII Legislatura, año I, 
t. 1, núm. 39), disponible en <http://cronica.diputados.gob.mx/DDebates/48/1er/Ord/19701201.html>. 

11 Sobre esta reforma puede verse Jorge Carpizo, “La Reforma Política mexicana de 1977”, Anuario Jurídico 
VE1979, México, 1980, pp. 39-100. 
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12 Sobre estos debates puede verse Sergio López Ayllón, El derecho a la información, UNAM / Miguel Ángel 
Porrúa, México, 1984. 

13 DOF del 20 de julio de 2007. 

14 Véase el Anexo. 

15 DOF del 7 de febrero de 2014. 

16 La reforma en materia de justicia del 18 de junio de 2008 modificó levemente la parte final de dicho 
párrafo: “la organización social de trabajo, conforme a la ley”. No se ve la razón del cambio, pues no se está 
corrigiendo un error evidente o introduciendo una diferencia sustantiva; más bien cabe suponer un descuido por 
parte de quienes redactaron el decreto de reforma, pues los demás cambios al artículo no están relacionados con el 
derecho al trabajo. 

17 En el periodo que separa las reformas de 1980 y 2000 se aprobó la Convención Internacional sobre los 
Derechos del Niño, de 1989, a la cual México fue uno de los primeros países en adherirse (la ratificación por el 
Senado es del 19 de junio de 1990). 

18 Podemos señalar que, en nuestra opinión, el “interés superior de la niñez” a que se refiere la frase inicial del 
párrafo noveno no coincide con el “interés superior del niño” de que habla el inciso 1 del artículo 3° de la 
Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. A nuestro entender, el “interés superior” de que habla la 
Convención no es un concepto abstracto, sino concreto, de cada niño y niña en una situación particular. Por tal 
razón, el “interés superior de la niñez” no es un término plenamente adecuado para garantizar los derechos de 
niñas y niños. Sobre los derechos de niñas, niños y adolescentes véase el comentario de Mónica González Contró, 
“Derechos de niñas, niños y adolescentes”, en Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, José Luis Caballero Ochoa y 
Christian Steiner (coords.), Derechos humanos en la Constitución, op. cit., supra nota 8, t. I, pp. 641-666. 

19 Véase, por ejemplo, Ignacio Carrillo Prieto, Salomón Díaz Alfaro et al., El conflicto laboral en la 
Universidad Nacional Autónoma de México, UNAM, México, 1980. 

20 DOF del 7 de febrero de 1984, con numerosas reformas. 

21 Sobre esta problemática puede verse José Carbonell y Miguel Carbonell, El derecho a la salud: una 
propuesta para México, UNAM, México, 2013. 
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Sobre los derechos de los pueblos indígenas puede verse Oswaldo Chacón Rojas, Teoría de los derechos de los 
pueblos indígenas. Problemas y límites de los paradigmas políticos, UNAM, México, 2005. 

23 DOF del 28 de enero de 1992. Véase Jorge Madrazo, “Hacia un encuadramiento constitucional de la 
problemática indígena en México”, en Aspectos nacionales e internacionales sobre derecho indígena, UNAM, 
México, 1991, pp. 7-20. Conviene agregar que antes de la adición a la Constitución General, varias entidades 
federativas habían reconocido a los pueblos indígenas en sus propias constituciones: Guerrero en 1987; Chiapas, 
Oaxaca y Querétaro en 1990; Hidalgo en 1991. Después de la modificación al artículo 4” constitucional, varios 
estados más hicieron lo propio. Véase Isidro Olvera Jiménez, “Constituciones estatales y derechos indígenas”, en 
Jorge Alberto González Galván (coord.), Constitución y derechos indígenas, UNAM, México, 2002, pp. 165-182 
(166). 

24 Sobre los Acuerdos, las diversas iniciativas y la reforma finalmente aprobada puede verse José Ramón 
Cossío Díaz, Problemas del derecho indígena en México, Comisión Nacional de los Derechos Humanos, México, 
2002, pp. 43 y ss. 

25 DOF del 5 de marzo de 1993. 

26 DOF del 26 de febrero de 2013. 

27 La calidad se menciona también en el nuevo inciso d) de la fracción II: el criterio que orientará la educación 
que imparta el Estado “[s]erá de calidad, con base en el mejoramiento constante y el máximo logro académico de 
los educandos”. 

28 El concepto de “víctima” es más amplio, pues comprende a todas las personas que directa o indirectamente 
resienten los efectos o daños de un hecho delictivo, mientras que el ofendido es el sujeto pasivo, quien sufre el 
daño en los bienes jurídicos protegidos por el tipo penal. No siempre hay coincidencia entre una y otro. Sobre este 
tema puede verse en general José Zamora Grant, Derecho victimal. La víctima en el nuevo sistema penal 
mexicano, 2* ed., Inacipe, México, 2009. 
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22 Hasta 1996, la parte inicial del artículo 21 rezaba: “La imposición de las penas es propia y exclusiva de la 
autoridad judicial. La persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público y a la policía judicial, la cual estará 
bajo la autoridad y mando inmediato de aquél”. No se dice expresamente que la persecución de los delitos fuera la 
incumbencia exclusiva del Ministerio Público, como sí se afirma de la imposición de las penas por la autoridad 
judicial. Sobre esta cuestión puede verse Miguel Ángel Castillo Soberanes, El monopolio del ejercicio de la 
acción penal en México, UNAM, México, 1992, 

30 DOF del 10 de agosto de 1987. 

31 DOF del 28 de enero de 1988. 

32 DOF del 8 de febrero de 2012. 

33 DOF del 31 de diciembre de 1974. 

34 Sobre este tema, véase Carlos Martínez de la Torre (coord.), Derecho a la no discriminación, UNAM / 
Conapred / CDHDF, México, 2006, y, del mismo autor, El derecho a la no discriminación en México, CNDH / 
Porrúa, México, 2006. 

35 El texto de 2001 tuvo posteriormente una modificación menor para sustituir la expresión de “capacidades 
diferentes” por la de “discapacidades” (DOF del 4 de diciembre de 2006). Es evidente que se sustituyó un 
concepto “políticamente correcto”, pero ambiguo (¿no tienen acaso todas las personas “capacidades diferentes”?) 
por el que se utiliza actualmente en el campo de los derechos humanos (véase la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad, de 13 de diciembre de 2006; previamente a su firma y ratificación por México 
en 2007 se realizó la modificación constitucional arriba citada), pero se dejó en el texto otro término ambiguo, el 
de “preferencias”, bajo la premisa tácita de que se refería a las “preferencias sexuales”. El decreto publicado el 10 
de junio de 2011 corrigió también esta ambigiledad. 

36 DOF del 10 de junio de 2011. 

37 El artículo 33 de la Constitución de 1917 tiene su antecedente en el artículo del mismo número de la 
Constitución de 1857, el cual preveía la facultad del gobierno para expulsar a extranjeros perniciosos (esta 
expresión pasó al artículo 11). El Constituyente de Querétaro modificó el proyecto de Carranza para eliminar el 
párrafo según el cual no habría recurso alguno para combatir las determinaciones del presidente de la República. 
Véase el Anexo. 

38 La Convención Americana sobre Derechos Humanos consagra este derecho en el artículo 14 como “derecho 
de rectificación o respuesta” y dispone en el inciso 1: “Toda persona afectada por informaciones inexactas o 
agraviantes emitidas en su perjuicio a través de medios de difusión legalmente reglamentados y que se dirijan al 
público en general, tiene derecho a efectuar por el mismo órgano de difusión su rectificación o respuesta en las 
condiciones que establezca la ley”. A su vez, la Ley Reglamentaria del Artículo 6°, párrafo primero, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia del derecho de réplica, define este derecho 
(artículo 2, fracción II) en los siguientes términos: “El derecho de toda persona a que sean publicadas o difundidas 
las aclaraciones que resulten pertinentes, respecto de datos o informaciones transmitidas o publicadas por los 
sujetos obligados, relacionados con hechos que le aludan, que sean inexactos o falsos, cuya divulgación le cause 
un agravio ya sea político, económico, en su honor, vida privada y/o imagen”. 

32 La Ley sobre Delitos de Imprenta, publicada el 24 de abril de 1917, contenía un derecho de rectificación o 
réplica en su artículo 27, pero sin procedimiento para hacerlo valer; dicho artículo fue derogado por la nueva ley 
reglamentaria. Sobre el derecho de réplica en general, véase Jorge Islas L., “El derecho de réplica y la vida 
privada”, en Armando Alfonzo Jiménez (coord.), Responsabilidad social, autorregulación y legislación en radio y 
televisión, UNAM, México, 2002, pp. 77-86. Véase el comentario a la reforma constitucional de Janine Otálora 
Malassis, “El derecho de réplica. Artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, en 
Ferrer Mac-Gregor Poisot, Caballero Ochoa y Steiner (coords.), Derechos humanos en la Constitución..., op. cit., 
supra nota 8, t. I, pp. 1081-1102. 

40 DOF del 30 de abril de 2009. 

41 El artículo 3° de la ley citada considera como manifestaciones culturales “los elementos materiales e 
inmateriales pretéritos y actuales, inherentes a la historia, arte, tradiciones, prácticas y conocimientos que 
identifican a grupos, pueblos y comunidades que integran la nación, elementos que las personas, de manera 
individual o colectiva, reconocen como propios por el valor y significado que les aporta en términos de su 
identidad, formación, integridad y dignidad cultural, y a las que tienen el pleno derecho de acceder, participar, 
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practicar y disfrutar de manera activa y creativa”. Sobre los aspectos jurídicos de la cultura y el patrimonio 
cultural, puede verse Jorge Sánchez Cordero, “La reforma constitucional en materia de cultura. Las nuevas 
perspectivas del patrimonio cultural mexicano” y “El derecho a la cultura: los grandes avances, los desafíos...”, en 
Patrimonio cultural. Ensayos sobre cultura y derecho, UNAM, México, 2013, pp. 103-138 y 151-184, 
respectivamente. 

2 Sobre el concepto de “protección de datos personales” y del derecho de las personas a dicha protección, 
puede verse Alonso Gómez Robledo Verduzco y Lina Ornelas Núñez, Protección de datos personales en México: 
el caso del Poder Ejecutivo Federal, UNAM, México, 2006, pp. 14 y ss., así como Aristeo García González, “La 
protección de datos personales: derecho fundamental del siglo XXI. Un estudio comparado”, Boletín Mexicano de 
Derecho Comparado, México, nueva serie, año XL, 120: 743-778, 2007. 

43 Gómez Robledo y Ornelas Núñez, op. ult. cit., pp. 17-18. 

44 Artículo 6%, fracción II: “La información que se refiera a la vida privada y a los datos personales será 
protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes”. Esta fracción sigue vigente. 

45 DOF del 1° de junio de 2009. 

46 Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares (DOF del 5 de julio de 
2010). 

“i Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados (DOF del 26 de enero de 
2017). 

48 En el texto vigente de la Ley Fundamental alemana se mantiene ese derecho en el articulo 16a, pero se le 
han agregado varios incisos para precisar las situaciones en que puede ser invocado y concedido (por ejemplo, en 
principio no se reconoce a quien provenga de algún país miembro de las Comunidades Europeas). 

4 DOF del 27 de enero de 2011, con reformas posteriores. Un buen análisis de la reforma de 2011 al artículo 
11 y de sus problemas puede verse en Ricardo J. Sepúlveda I., “Análisis sobre los aspectos de la reforma 
constitucional relacionados con el ámbito internacional (asilo y refugio)”, en Miguel Carbonell Sánchez y Pedro 
Salazar Ugarte (coords.), La reforma constitucional en derechos humanos: un nuevo paradigma, UNAM, México, 
2011, pp. 201-220. 

50 DOF del 7 de junio de 2013. 

51 Sobre este derecho puede verse Karel Luis Pachot Zambrana, “El derecho constitucional al deporte en la 
doctrina y el derecho comparado”, Cuestiones Constitucionales. Revista Mexicana de Derecho Constitucional, 35: 
119-150, 2016. 

52 Sobre el derecho a la alimentación, puede verse Omar Gómez Trejo, “Los derechos a la alimentación, al 
agua, a la salud y a la vivienda contenidos en el artículo 4° constitucional a la luz del derecho internacional de los 
derechos humanos en México”, en Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, José Luis Caballero Ochoa y Christian 
Steiner (coords.), Derechos humanos en la Constitución..., op. cit., supra nota 8, t. L, pp. 582 y ss. 

53 Sobre el derecho humano o fundamental al agua véase Rodrigo Gutiérrez Rivas, “El derecho fundamental al 
agua en México: un instrumento de protección para las personas y los ecosistemas”, Cuestiones Constitucionales. 
Revista Mexicana de Derecho Constitucional, 18: 71-90, 2008, y “Garantías de protección del derecho 
fundamental al agua en México: un panorama”, Cuestiones Constitucionales. Revista Mexicana de Derecho 
Constitucional, 21: 149-173, 2009. 

54 Sobre las tensiones que pueden surgir en relación con la demanda de agua para la producción energética, 
véase Alejandro Posadas y Regina M. Buono, “¿Se vislumbran conflictos? Las prioridades de la reforma 
energética y el derecho humano de acceso al agua en México”, en Tony Payán, Stephen P. Zamora y José Ramón 
Cossío Díaz (coords.), Estado de derecho y reforma energética, Rice University / Houston University / ITESM / 
CIDAC /UANL / Tirant lo Blanch, México, 2016, pp. 461-497. 

55 DOF del 9 de agosto de 2012. 

56 La iniciativa ciudadana está reglamentada en los artículos 130 a 133 de la Ley Orgánica del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos, mediante adición publicada en el DOF del 20 de mayo de 2014. 

37 DOF del 17 de junio de 2014. 

58 Véase Mónica González Contró, “Reflexión sobre el derecho a la identidad de niñas, niños y adolescentes 
en México”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, XLIV (130): 107-133, 2010. 


210 


2 DOF del 4 de diciembre de 2014. 

60 Por esta razón lo presentamos de manera independiente en relación con los derechos de niñas, niños y 
adolescentes que ya abordamos más arriba. 

6l Véanse los ensayos reunidos en Guerrero Galván y Pelayo Möller, 1/00 años de la Constitución mexicana..., 
op. cit., supra nota 7, así como en el tomo I de Guerrero Galván y Brito Melgarejo, La Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos..., op. cit., supra nota 1. 

Bl Aunque se expidió una legislación laboral única, de carácter federal, se mantuvieron las autoridades 
laborales y las juntas de conciliación y arbitraje en los estados. Posteriores reformas fueron señalando y 
precisando las ramas y actividades que corresponden a la jurisdicción federal. La fracción XXXI (actualmente del 
apartado A) se incorporó mediante reforma publicada el 18 de noviembre de 1942, con varias modificaciones 
posteriores (DOF del 21 de noviembre de 1962, 6 de febrero de 1975 y 9 de enero de 1978). 

63 DOF del 31 de diciembre de 1974. 

64 El contenido de esta fracción ya se había incorporado en el artículo 10 de la Ley Agraria del 6 de enero de 
1915, mediante la reforma de 23 de diciembre de 1931. El artículo 27 original había dispuesto que dicha Ley 
continuaría en vigor como ley constitucional. La reforma de 10 de enero de 1934 incorporó en realidad las partes 
relevantes de la Ley, la cual se abrogó por un artículo transitorio. Es evidente que el propósito de esta reforma fue 
la de acelerar el reparto de tierras a ejidos y comunidades, impidiendo el uso del amparo por los propietarios, 
quienes hasta entonces tenían la posibilidad de recibir resolución favorable por parte de la Suprema Corte de 
Justicia contra las dotaciones definitivas. Como señalamos en el capítulo anterior, tanto don Luis Cabrera como el 
ingeniero Pastor Rouaix pronunciaron críticas contra estos cambios y señalaron que eran contrarios a los 
propósitos del Constituyente de Querétaro. 

65 DOF del 12 de febrero de 1947. 

66 Véase el Anexo. 

67 Véase el Anexo. 

68 La nueva fracción II estipuló que la autorización a los particulares para impartir educación no sólo podría 
ser revocada sino también negada sin ningún derecho de defensa. 

6% DOF del 20 de diciembre de 2013. 

70 DOF del 17 de junio de 1990. 

71 DOF del 3 de febrero de 1983. 

12 DOF del 21 de noviembre de 1962; véanse también el DOF de las fechas indicadas en las siguientes notas. 

73 DOF del 21 de noviembre de 1962. 

14 DOF del 17 de junio de 2014. Este cambio se realizó para ajustar nuestra norma constitucional a las 
convenciones internacionales sobre el trabajo. 

15 Véase el DOF del 23 de diciembre de 1986 y del 27 de enero de 2016. 

76 DOF del 14 de febrero de 1972. 

77 Se trata del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (Infonavit). 

18 DOF del 9 de enero de 1978. 

79 La reforma que transformó al Distrito Federal en Ciudad de México (DOF del 29 de enero de 2016) implica 
que esta entidad federativa contará con un régimen propio para regular las relaciones con sus propios trabajadores, 
pero entrará en vigor hasta el 1° de enero de 2020. 

80 DOF del 27 de noviembre de 1961. Se suprimió la referencia al Distrito Federal mediante el decreto 
publicado el 29 de enero de 2016. 

81 DOF del 11 de noviembre de 1972. 

82 DOF del 31 de diciembre de 1974. 

83 DOF del 17 de noviembre de 1982. La reforma en el DOF del 27 de junio de 1990, que permitió la 
privatización de la banca, precisó la aplicación de esta fracción a las “entidades de la Administración Pública 
Federal que formen parte del sistema bancario mexicano”. 

84 DOF del 20 de agosto de 1993. 

85 DOF del 31 de diciembre de 1994. 
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86 DOF del 8 de marzo de 1999 y del 18 de junio de 2008. 

87 DOF del 24 de agosto de 2009. 

88 Véase el Anexo. 

89 DOF del 3 de septiembre de 1993. 

% Idem. 

21 DOF del 18 de junio de 2008. 

22 DOF del 3 de septiembre de 1993, del 21 de septiembre de 2000 y del 18 de junio de 2008. 

23 La reforma de 21 de septiembre de 2000 introdujo una excepción: cuando la víctima o el ofendido fueran 
menores de edad y los delitos fueran de violación o secuestro. 

% DOF del 12 de febrero de 1947. 

25 DOF del 17 de octubre de 1953. 

26 DOF del 28 de enero de 1992. 

27 DOF del 22 de agosto de 1996. 

28 DOF del 14 de febrero de 1972. 

2 DOF del 14 de febrero de 1972 y del 29 de julio de 1999. 

190 DOF del 10 de febrero de 2014. 

101 DOF del 9 de agosto de 2012. Conviene agregar que el llamado “monopolio” de los partidos políticos para 
el registro de candidatos a cargos de elección popular no se encontraba previsto en la Constitución, por lo que el 
legislador ordinario podía introducir o no la participación de candidatos sin respaldo partidista. La reforma obliga 
ahora a que la legislación electoral la establezca, pero dándole un margen amplio al legislador para hacer más fácil 
o más difícil el registro respectivo. 

102 DOF del 10 de febrero de 2014. 

103 DOF del 22 de mayo de 2015. 

104 DOF del 6 de abril de 1990 y del 22 de agosto de 1996. 

105 DOF de 20 de marzo de 1997. 

106 A este párrafo se le dio una redacción más general en los siguientes términos: “La Federación y las 
entidades federativas podrán celebrar convenios para que los sentenciados por delitos del ámbito de su 
competencia extingan las penas en establecimientos penitenciarios dependientes de una jurisdicción diversa”. 

107 DOF del 4 de febrero de 1977. 

108 DOF del 14 de agosto de 2001. 

109 DOF del 18 de junio de 2008. 

110 DOF del 28 de diciembre de 1982, del 3 de julio de 1996, del 18 de junio de 2008 y del 27 de mayo de 
2015. 

111 El artículo original, aprobado en 1917, establecía ya dos supuestos de excepción: la aplicación total o 
parcial de los bienes de una persona que hiciera la autoridad civil para el pago de la responsabilidad civil derivada 
de la comisión de un delito o para el pago de impuestos o multas. Véase el Anexo. 

112 DOF del 3 de julio de 1996. 

113 DOF del 20 de junio de 2005.Véase el comentario de Manuel Becerra Ramírez, “México ratifica el 
Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional, después de reformar la Constitución”, Anuario Mexicano 
de Derecho Internacional, VI: 951-954, 2006, quien considera que se trata de una postura desafortunada y 
problemática desde el punto de vista del derecho internacional, ya que no se trata de un reconocimiento simple y 
llano, sino que lo sujeta en cada caso a la decisión del Senado de la República. Esto constituye —siguiendo al 
mismo autor— una reserva encubierta que el orden jurídico internacional no admite. 

114 Véase el Anexo. 

115 Véanse los incisos 2 y 3 del artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

116 DOF del 9 de diciembre de 2005. 

117 Esta disposición es importante, porque anteriormente, una vez que la persona estaba sentenciada, los 
cambios en la duración y modalidades del cumplimiento de la pena estaban en manos del Poder Ejecutivo. Ahora, 
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en virtud de su incidencia en diversos derechos individuales, se encuentran en manos de los llamados “jueces de 
ejecución”. Véanse los artículos 24 y 25 de la Ley Nacional de Ejecución Penal (DOF del 16 de junio de 2016). 

118 DOF del 10 de junio de 2011. 

119 Véase Héctor Fix-Zamudio, Introducción a la defensa de la Constitución en el ordenamiento mexicano, 2* 
ed., UNAM / Porrúa, México, 2011. 

120 Los decretos más importantes de reforma constitucional en materia de amparo son los publicados el 10 de 
agosto de 1987 y el 6 de junio de 2011. 

121 Véanse los decretos publicados el 22 de agosto de 1996 y del 13 de noviembre de 2007. 

122 DOF del 14 de septiembre de 2006 y del 7 de febrero de 2014. 

123 DOF del 28 de enero de 1992, del 13 de septiembre de 1999 y del 10 de febrero de 2014. 

124 DOF del 20 de julio de 2007, del 7 de febrero de 2014 y del 29 de enero de 2016. 

125 DOF del 26 de febrero de 2013. 

126 DOF del 11 de junio de 2013. El texto constitucional no define este nombre, el cual se encuentra en la Ley 
del Sistema de Radiodifusión del Estado Mexicano (DOF del 14 de julio de 2014). 

127 DOF del 7 de abril de 2006. 

128 DOF del 10 de febrero de 2014. 

129 DOF del 11 de junio de 2013. 

130 DOF del 13 de noviembre de 2007 y del 10 de junio de 2011. 

131 Resulta muy difícil, y por ello no lo intentamos, hacer una contabilidad de los derechos incorporados 
originalmente en la Constitución de 1917, pues hay que tomar en cuenta que algunas de sus disposiciones 
confieren derechos y libertades que no están formulados expresamente en esos términos, sino como obligaciones y 
prohibiciones a las autoridades del Estado. Además, hay algunos derechos a los que es habitual hacer referencia 
genérica, como los “derechos de los trabajadores” y los “derechos de los acusados en el proceso penal” que 
engloban a varios de ellos, sin que esté claro si deben contabilizarse de manera individual o colectiva. Sí podemos 
afirmar que los “derechos nuevos” de los que hablamos expanden de manera considerable el catálogo de 1917. 

132 Carbonell y Salazar, La reforma constitucional en derechos humanos..., op. cit., supra nota 49. 

133 DOF del 28 de enero de 1992. 
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l Como introducción a esta cuestión puede verse Miguel Carbonell, “Los derechos humanos en México 
durante el siglo XX: notas para su estudio”, Revista Mexicana de Historia del Derecho, XXVI (2): 130 y ss., 
2012. 

2 De acuerdo con Carbonell, ibid., pp. 132 y ss., los derechos sociales en la Constitución de 1917 fueron 
considerados tradicionalmente por la doctrina mexicana bajo dos enfoques: como elementos de una relación entre 
una clase social poderosa, propietaria de los medios de producción, y otra débil y desposeída de ellos, con la 
consecuencia de que al Estado solamente le tocaría un papel de vigilante y árbitro, o bien, como “normas 
programáticas” que se irían cumpliendo en la medida en que el Estado y la sociedad tuvieran recursos y 
posibilidades de hacerlo. 

Sobre los derechos sociales como normas programáticas y su crítica, véase José Ramón Cossío Díaz, “Los 
derechos sociales como normas programáticas y la comprensión política de la Constitución”, en Ochenta años de 
vida constitucional en México, Cámara de Diputados (LVII Legislatura) / UNAM, México, 1998, pp. 295-328. 
Sobre la justiciabilidad de los derechos sociales —que es un concepto relativamente reciente, no solamente en 
México— véase Miguel Carbonell y Eduardo Ferrer Mac-Gregor, Los derechos sociales y su justiciabilidad 
directa, UNAM / Editorial Flores, México, 2012, y Armando Hernández Cruz, Los derechos económicos, sociales 
y culturales y su justiciabilidad en el derecho mexicano, UNAM, México, 2010. 

3 Véase Gabriela Barajas Martínez, “Políticas de bienestar social del Estado posrevolucionario: IMSS, 1941- 
1958”, Política y Cultura, 33: 61 y ss., 2010. Esta autora subraya que, si bien los derechos sociales incluidos en la 
Constitución de 1917 tenían pretensiones universalistas, las políticas de bienestar posteriores siguieron un 
esquema dualista, pues beneficiaron sólo a los estratos de la población vinculados con las organizaciones oficiales. 
En el caso del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), los derechos sólo se otorgaban a los trabajadores 
asalariados del sector formal de la economía, quedando excluidos los demás. 

4 Ricardo Pozas Horcasitas ofrece algunas cifras sobre la limitada y lenta afiliación de trabajadores al IMSS a 
partir del gobierno del general Ávila Camacho (1940-1946). Durante el gobierno de Adolfo Ruiz Cortines (1952- 
1958) la cifra de asegurados llegó a 900 mil. (En 1960 se estimaba que el número de obreros industriales era de 
casi dos millones dentro de una población económicamente activa de 12 millones de personas.) Los conflictos y 
huelgas de 1958 convencieron al gobierno de Adolfo López Mateos (1958-1964) de la necesidad de ampliar 
considerablemente la cobertura de la seguridad social. En 1965, el número de derechohabientes del IMSS ya era 
de más de dos millones de personas. También se inició un importante programa de construcción de clínicas y 
hospitales, así como de viviendas. En 1960 se creó el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado (ISSSTE) y se reformó el artículo 123 de la Constitución para codificar los derechos 
laborales de los servidores públicos federales y del Distrito Federal. Pozas Horcasitas agrega que los beneficios 
sociales llegaron a los trabajadores mediante la organización sindical y a condición de estar adscritos a ella. Véase 
La democracia en blanco: el movimiento médico en México, 1964-1965, UNAM / Siglo XXI Editores, México, 
1993, p. 68 y nota 111, y p. 70 y ss. Barajas Martínez, op. cit. en la nota anterior, ofrece cifras algo distintas sobre 
los derechohabientes del IMSS entre 1944 y 1952, pero que no alteran el argumento aquí expuesto. En todo caso, 
esta autora hace notar que, además del IMSS, surgieron otros sistemas de seguridad social paralelos para empresas 
privadas importantes, así como para los trabajadores petroleros, electricistas y ferrocarrileros, entre otros (p. 64). 

5 Para el desarrollo de los apartados de este capítulo nos hemos apoyado principalmente en Historia general de 
México ilustrada, vol. II, El Colegio de México / Cámara de Diputados (LXI Legislatura), México, 2010, y en Illán 
Bizberg y Lorenzo Meyer (coords.), Una historia contemporánea de México, El Colegio de México / Océano, 
México, 2003-2009, cuatro tomos. Solamente de manera puntual haremos cita de algunos de los trabajos que 
integran estas dos obras colectivas. También haremos uso de la magnífica historia de la Suprema Corte de Justicia, 
en varios tomos, que nuestro máximo tribunal empezó a publicar en 1985. De manera puntual, recurriremos 
también a otros trabajos que sean de utilidad para precisar algunas de las cuestiones abordadas en el texto. Por 
último, también resulta de mucho provecho la síntesis sobre el “segundo Estado mexicano” que propone Luis 
Medina Peña en Hacia el nuevo Estado. México, 1920-2000, 3* ed., pról. de Luis González, FCE, México, 2010. 
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é Véase María Luna Argudín, “Freno a la tiranía. El presidencialismo en la Constitución de 1917”, en 
Catherine Andrews (coord.), La tradición constitucional en México (1808-1940), CIDE / SRE / AGN, México, 
2017, pp. 337-357. 

7 En 1927 se modificó la Constitución para permitir la no reelección inmediata del presidente de la República 
por una sola ocasión, con lo cual se abrió la puerta a la reelección del general Álvaro Obregón (1880-1928), quien 
ya había ocupado la presidencia durante el periodo 1920-1924, Obregón no alcanzó a tomar posesión del cargo 
pues fue asesinado, siendo presidente electo, el 17 de julio de 1928. La no reelección se restableció de manera 
absoluta en 1933. 

8 Entre otros muchos trabajos pueden verse Héctor Fix-Zamudio, “Supremacía del Ejecutivo en el derecho 
constitucional mexicano”, en Comunicaciones mexicanas al VII Congreso Internacional de Derecho Comparado, 
1966, UNAM, México, 1966, pp. 469-506, y la obra clásica de Jorge Carpizo, El presidencialismo mexicano, 
Siglo XXI Editores, México, 1979. A fines de los años ochenta el predominio presidencial enfrentaba una 
situación más compleja. Véase el volumen colectivo El sistema presidencial mexicano (algunas reflexiones), 
UNAM, México, 1988. Una visión histórica del presidencialismo a través de la biografía personal y política de los 
presidentes de la República puede verse en Enrique Krauze, La presidencia imperial. Ascenso y caida del sistema 
político mexicano (1940-1996), Tusquets, México, 1997. Por último, véase también la síntesis sobre los orígenes y 
trayectoria del Poder Ejecutivo en la Constitución de 1917 en Pedro Salazar Ugarte, El Poder Ejecutivo en la 
Constitución mexicana. Del metaconstitucionalismo a la constelación de autonomías, FCE, México, 2017. 

? Citada en Lucio Cabrera Acevedo, La Suprema Corte de Justicia durante los gobiernos de Portes Gil, Ortiz 
Rubio y Abelardo L. Rodríguez (1929-1934), t. I, SCJN, México, 1998, pp. 164-165. 

10 Véase Héctor Fix-Fierro, “Jorge Carpizo, la jurisdicción constitucional y los ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación”, en Héctor Fix-Zamudio y César Astudillo (coords.), Estatuto del juez constitucional en 
América Latina y Europa. Libro homenaje al doctor Jorge Carpizo, UNAM, México, 2012, pp. 44-47. Dado que 
varios de los ministros dejaron la función judicial para ocupar los cargos de diputado, senador, gobernador, o bien, 
elevadas posiciones administrativas en el gobierno federal, podríamos decir que la Corte ocupaba un tercer o 
cuarto nivel en términos de jerarquía política. 

11 Ibidem, p. 46. 

12 La reforma constitucional se publicó en el DOF del 17 de noviembre de 1982. 

13 Carl Schwarz, “Jueces en la penumbra: La independencia del Poder Judicial en los Estados Unidos y en 
México”, Anuario Jurídico 2, 1975, 1977, pp. 183, 186, 197-198. 

14 José Ramón Cossío Díaz, Jurisdicción federal y carrera judicial en México, UNAM, México, 1996, pp. 54 
y SS. 

IS Véase Informe rendido a la Suprema Corte de Justicia de la Nación por su presidente el señor Lic. Agapito 
Pozo al terminar el año de 1965, Antigua Imprenta de Murguía, México, 1965, pp. 28-29, 

16 José Ramón Cossío Díaz, La teoría constitucional de la Suprema Corte de Justicia, Fontamara, México, 
2002, pp. 114 y ss. 

17 Ibid., pp. 89 y ss., identifica tres periodos anteriores: el “constitutivo” (1917-1927), el “liberal” (1928-1934) 
y el “socialista” (1934-1940). Dichos periodos presentan características propias respecto del periodo “estatista”; 
particularmente, los dos primeros se caracterizan por mayores grados de libertad y creatividad de la Corte en la 
interpretación constitucional. 

18 Ibidem, p. 116. 

19 Ibidem, pp. 116-117. 

20 Sehwarz,“Jueces en la penumbra...”, op. cit., supra nota 13, pp. 180 y ss. 

21 Ibidem, p. 217. 

2 Ibidem, p. 218. 

23 Véase Medina Peña, Hacia el nuevo Estado... op. cit., supra nota 5, pp. 54 y ss. La obra clásica sobre la 
formación y primeros años del PNR-PRM es la de Luis Javier Garrido, El Partido de la Revolución 
Institucionalizada. La formación del nuevo Estado en México (1928-1945), 11* ed., Siglo XXI Editores, México, 
2005. 
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24 La Confederación Nacional de Organizaciones Populares (CNOP) se constituyó y se integró al sector 
popular del Partido hasta 1943. 

25 Luis Aboites y Engracia Loyo, “La construcción del nuevo Estado, 1920-1945”, en Historia general de 
México ilustrada, vol. II, El Colegio de México / Cámara de Diputados (LXI Legislatura), México, 2010, p. 322. 

26 Ibidem, p. 323. 

27 Tlán Bizberg sostiene que la etapa propiamente corporativista del sistema político mexicano se inicia hasta 
fines de los años cincuenta, como consecuencia de que el alemanismo modificó el pacto nacional-popular del 
cardenismo y lo limitó a los sectores obreros y populares más contestatarios, mejor organizados y situados en 
sectores económicos estratégicos, con exclusión del resto de los sectores sociales. Dicho pacto excluyente se 
desgastó en los años sesenta y setenta, pero se mantuvo vigente hasta el sexenio del presidente Miguel de la 
Madrid Hurtado (1982-1988). Véase “Auge y decadencia del corporativismo”, en Ilán Bizberg y Lorenzo Meyer 
(coords.), Una historia contemporánea de México. Transformaciones y permanencias, t. 1, El Colegio de México / 
Océano, México, 2003, pp. 313-314. 

28 Sobre la transformación del PRM en PRI, véase Soledad Loaeza, “Modernización autoritaria a la sombra de 
la superpotencia, 1944-1968”, en Historia general de México ilustrada, vol. II, El Colegio de México / Cámara de 
Diputados (LXI Legislatura), México, 2010, pp. 336-338. 

2 Véase Jean Meyer, “El PNR/PRM como la nueva maquinaria electoral”, en Luis Medina Peña (coord.), El 
siglo del sufragio. De la no reelección a la alternancia, FCE / Conaculta / IFE / Conacyt, México, 2010, pp. 115- 
137, 

30 De acuerdo con los censos de población de 1921 y 1930, la población que se declaraba de religión católica 
alcanzaba más de 97%, con una presencia muy reducida de otras confesiones cristianas. Estos datos pueden 
consultarse en la página web del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI): 
<http://www.beta.inegi.org.mx/proyectos/ccpv/1930/>, visitada el 13 de diciembre de 2017. 

31 El presidente Carranza envió al Congreso, en 1918, dos iniciativas de reforma constitucional —a los 
artículos 3 y 130—, con el propósito de moderar algunos de los aspectos más radicales de dichas disposiciones. 
En particular, proponía la derogación de la facultad de las legislaturas locales para determinar el número máximo 
de ministros de culto religioso, según las necesidades de la entidad, así como la prohibición de que los extranjeros 
y los ciudadanos mexicanos por naturalización pudieran ejercer un ministerio religioso. Las iniciativas están 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación de los días 21 de noviembre y 27 de diciembre de ese año. El 
Congreso las desechó. 

32 El estudio clásico sobre la llamada Guerra Cristera es el de Jean Meyer, La Cristiada, 7* y 9* ediciones, 
Siglo XXI Editores, México, 1985, 3 vols. Véase en particular el vol. 2: El conflicto entre la Iglesia y el Estado, 
1926-1929, pp. 232 y ss. 

33 También fueron motivo de conflicto la reforma agraria y, sobre todo, la reforma al artículo 3° constitucional, 
de diciembre de 1934, que introdujo la llamada “educación socialista”. Véase infra. 

34 Véanse varias de estas leyes, dictadas a partir de 1918 y modificadas en varias ocasiones, en Lucio Cabrera 
Acevedo, La Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del Presidente Plutarco Elías Calles (1924-1928), 
SCJN, México, 1997, pp. 131 y ss. La ley de profesiones del estado de Tabasco, de 1925, establecía como 
requisitos para ejercer el ministerio de un culto religioso (artículo 6°) el de ser tabasqueño o mexicano por 
nacimiento, con cinco años de residencia en el estado; ser mayor de cuarenta años; haber cursado los estudios 
primario y preparatorio en escuela oficial; ser de buenos antecedentes de moralidad; ser casado y no haber estado, 
ni estar sujeto, a proceso alguno. 

35 Es evidente el “apaciguamiento” de la cuestión religiosa en los años cuarenta, a partir de la declaración 
pública del presidente Ávila Camacho de que era creyente. En un estudio publicado originalmente en 1973, el 
profesor Carl Schwarz hizo una revisión de la compilación de jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia 
correspondiente al periodo 1917-1965, de los informes anuales de la misma Corte, rendidos por su presidente 
entre 1967 y 1971, y de los fallos publicados en el Semanario Judicial de la Federación durante un periodo de 33 
meses durante los años 1964-1968, y no encontró “un solo caso en el que la Corte haya resuelto en relación con 
alguna demanda civil, penal o administrativa que implicara una preferencia o discriminación gubernamental en 
contra de determinada religión”. Véase “Jueces en la penumbra. .., op. cit., supra nota 13, pp. 172-173. 
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36 No haremos una cita específica por cada uno de los ejemplos, de modo que remitimos de manera general a 
las obras donde los hemos encontrado. Véase Lucio Cabrera Acevedo, La Suprema Corte de Justicia durante los 
años constitucionalistas (1917-1920), t. II, SCJN, México, 1995, pp. 325 y ss.; idem, La Suprema Corte de 
Justicia durante el gobierno del Presidente Obregón (1920-1924), SCJN, México, 1996, pp. 35-37; idem, La 
Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del Presidente Plutarco Elías Calles..., op. cit., supra nota 34, pp. 
127 y ss.; idem, La Suprema Corte de Justicia durante los gobiernos de Portes Gil, Ortiz Rubio y Abelardo L. 
Rodriguez (1929-1934), op. cit., supra nota 9, t. L pp. 93 y ss., t. IL, pp. 279 y ss.; idem, La Suprema Corte de 
Justicia durante el gobierno del general Lázaro Cárdenas (1935-1940), t. II, SCJN, México, 1999, pp. 417 y ss. 

sd Aunque el Ministerio Público era una autoridad y por ello, en principio, no podía acudir al amparo, la 
Suprema Corte determinó que en estos procedimientos de nacionalización de bienes eclesiásticos sí estaba 
legitimado para interponer ese juicio. 

38 La protesta se publicó en México hasta el 8 de febrero de 1926 por el periódico El Universal. Véase Cabrera 
Acevedo, La Suprema Corte de Justicia durante los años constitucionalistas..., op. cit., supra nota 36, pp. 327- 
328. 

32 La Convención Americana sobre Derechos Humanos señala en su artículo 23.1, inciso b): “Todos los 
ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: [...] de votar y ser elegidos en elecciones 
periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión 
de la voluntad de los electores”. 

40 Véanse los ensayos reunidos en José Antonio Aguilar Rivera (coord.), Las elecciones y el gobierno 
representativo en México (1810-1910), FCE / Conaculta / 

IFE / Conacyt, México, 2010. 

41 Véanse los ensayos reunidos en Luis Medina Peña (coord.), El siglo del sufragio..., op. cit., supra nota 29, 

42 Medina Peña, Hacia el nuevo Estado..., op. cit., supra nota 5, p. 150. 

% Ibidem, p. 151. 

44 Ibidem, pp. 166-167. 

45 Véanse los ensayos reunidos en Enrique Florescano y José Ramón Cossío Díaz (coords.), Hacia una nación 
de ciudadanos, FCE / Conaculta, México, 2014. 

46 Sobre esta cuestión puede verse Beatriz Urías Horcasitas, Historia de una negación: la idea de igualdad en 
el pensamiento político mexicano del siglo XIX, UNAM, México, 1996. 

47 Fernando Escalante Gonzalbo, Ciudadanos imaginarios, El Colegio de México, México, 1992. Una visión 
más matizada de la cultura política del siglo XIX es la que ofrece Alicia Hernández Chávez, La tradición 
republicana del buen gobierno, El Colegio de México / FCE, México, 1993. 

48 Medina Peña, Hacia el nuevo Estado..., op. cit., supra nota 5, p. 77. 

% Ibidem, pp. 77-78. 

50 Juan Molinar Horcasitas, El tiempo de la legitimidad, Cal y Arena, México, 1991, pp. 31 y ss. 

51 Javier Moctezuma Barragán, José María lelesias y la justicia electoral, UNAM, México, 1994, pp. 305 y 
ss., recoge los precedentes de este criterio jurisprudencial. 

52 Véase, por ejemplo, el artículo 122 de la Ley Electoral Federal de 7 de enero de 1946. Dicha ley puede 
consultarse en Antonio García Orozco, Legislación electoral mexicana, 1812-1988, 3? ed., Adeo-Editores, 
México, 1989, pp. 242 y ss. 

53 Ibidem, p. 250, artículos 113 a 116. 

54 El debate está reseñado de manera detallada en Moctezuma Barragán, José María lglesias..., op. cit., supra 
nota 51, pp. 321 y ss. 

35 Molinar Horcasitas, El tiempo de la legitimidad, op. cit., supra nota 50, p. 37. 

36 Dicho artículo disponía lo siguiente: “Procede el recurso de reclamación ante la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación contra las resoluciones del Colegio Electoral de la Cámara de Diputados. Si la Suprema Corte de 
Justicia considerara que se cometieron violaciones sustanciales en el desarrollo del proceso electoral o en la 
calificación misma, lo hará del conocimiento de dicha Cámara para que emita nueva resolución, misma que tendrá 
el carácter de definitiva e inatacable”. 

57 Moctezuma Barragán, José María lglesias..., op. cit., supra nota 51, pp. 335 y ss. 
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si Estrictamente, ello no ocurrió así. En 1876, la reelección presuntamente fraudulenta del presidente Sebastián 
Lerdo de Tejada (1823-1889) llevó a José María Iglesias (1823-1891), entonces presidente de la Suprema Corte de 
Justicia y vicepresidente de la República en virtud de sus funciones judiciales, a proclamarse representante de la 
legalidad y, por tanto, titular del Poder Ejecutivo, y en esa pretensión recibió apoyo de varias entidades 
federativas. Sin embargo, ni Lerdo de Tejada ni Iglesias pudieron ocupar la presidencia, a causa del triunfo del 
Plan de Tuxtepec que llevó al general Porfirio Díaz a desempeñar ese cargo por primera vez. Véase Moctezuma 
Barragán, op. ult. cit., pp. 35-38. 

32 El Partido Acción Nacional (PAN) propuso en 1947 varias iniciativas para crear el Registro Nacional 
Ciudadano, un Tribunal Electoral integrado por ministros de la Suprema Corte de Justicia, representantes de los 
partidos y personas desligadas de los intereses políticos, así como la reglamentación de la facultad de 
investigación asentada en el párrafo tercero del artículo 97 constitucional. Véase Cabrera Acevedo, La Suprema 
Corte de Justicia durante el gobierno del Presidente de la República Miguel Alemán Valdés (1946-1952), SCJN, 
México, 2002, pp. 53-56. De acuerdo con esta misma fuente, el Pleno de la Corte discutió, el 30 de septiembre de 
1947, la propuesta del PAN para la reglamentación de la facultad de investigación, la cual no fue aceptada en 
general. El ministro Fernando de la Fuente, sin embargo, se pronunció porque la Corte actuara en política, pues de 
otro modo se convertiría en un “tribunalillo sin importancia” (pp. 49-50). 

60 Sobre la llamada “educación socialista”, puede verse Josefina Z. Vázquez de Knauth, “La educación 
socialista en los años treinta”, Historia Mexicana, 18 (3): 408-423, 1969, y Victoria Lerner, La educación 
socialista, vol. 17 (“Historia de la Revolución Mexicana, 1934-1940”, El Colegio de México, México, 1979. 

él Citado en Juan Hernández Luna, “Polémica de Caso contra Lombardo sobre la Universidad”, Historia 
Mexicana, 19 (1): 90, 1969. 

62 Una reseña del conflicto puede encontrarse en Emilio García Bonilla, “El conflicto universitario de 1933 en 
la prensa mexicana”, en María Fernanda García de los Arcos (coord.), La fuente hemerográfica en la diacronia: 
variedad de enfoques, UAM, México, 2015, pp. 259-284. 

63 A comienzos de los años sesenta se desató una nueva polémica por la introducción del libro de texto único 
en las escuelas, lo que algunas organizaciones de padres de familia consideraban un instrumento de 
adoctrinamiento por el gobierno que violaba su derecho a decidir sobre la educación de sus hijos. 

64 Héctor Fix-Zamudio cuenta en sus memorias que, a raíz de la introducción de la educación socialista, 
algunas de las materias escolares recibieron nombres estrambóticos, y uno de sus profesores en la secundaria les 
confesó a los alumnos que él no sabía que eran las “Prácticas e informaciones socialistas” que prescribía el plan de 
estudios, por lo que iba a impartirles la clase de civismo, que era lo que conocía. Véase Universitario de vida 
completa. Memorias académicas y recuerdos personales, UNAM / Porrúa, México, 2016, p. 288. 

65 Véase Enrique E. Sánchez Ruiz, “Los medios de comunicación masiva en México, 1968-2000”, en Illán 
Bizberg y Lorenzo Meyer (coords.), Una historia contemporánea de México, t. 2, El Colegio de México / Océano, 
México, 2005, pp. 403-454, 

66 El delito de disolución social se incorporó en el Código Penal en 1941, en el contexto de la inminencia de la 
entrada de nuestro país en la segunda Guerra Mundial, y su propósito era sancionar a los mexicanos o extranjeros 
que realizaran actos en contra del orden público o la soberanía nacional; pasado el conflicto bélico, evidentemente 
se utilizó para perseguir a disidentes políticos. Aunque se impugnó como inconstitucional, la Suprema Corte no lo 
declaró como tal; se suprimió en 1970 por iniciativa del presidente Díaz Ordaz. 

67 Véase, por ejemplo, el recuento de las organizaciones sindicales surgidas durante el siglo XX en José 
Manual Lastra Lastra, “El sindicalismo en México”, Anuario Mexicano de Historia del Derecho, XIV: 37-85, 
2002. 

68 Véase Illán Bizberg, Estado y sindicalismo en México, El Colegio de México, México, 1990, pp. 109 y ss. 
Para Bizberg, la alianza del sindicalismo con el Estado posrevolucionario fue la principal fuente de estabilidad y 
legitimidad en que se apoyó el proyecto industrializador del gobierno. Véase también el luminoso análisis sobre la 
relación del Estado posrevolucionario con los trabajadores en Pozas Horcasitas, La democracia en blanco..., op. 
cit., supra nota 4, pp. 23 y ss. 

6% Estas cláusulas en los contratos colectivos dan un gran poder al sindicato titular de dicho contrato. 
Significan que los patrones están obligados a contratar solamente a trabajadores que pertenezcan al sindicato 
titular, y a despedir a los que dejen de formar parte de él por cualquier motivo. La Suprema Corte de Justicia 
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declaró inconstitucional la cláusula de exclusión por separación hace algunos años. Véanse los ensayos sobre el 
tema reunidos en Patricia Kurczyn y María Carmen Macías Vázquez (coords.), Libertad sindical: cláusula de 
exclusión, UNAM, México, 2002. 

70 Lo dicho sobre los sindicatos era aplicable, mutatis mutandis, a las organizaciones campesinas. 

7l Pozas Horcasitas, La democracia en blanco..., op. ult. cit., pp. 68-69. En los años setenta se hace menos 
desfavorable el clima político para el llamado “sindicalismo independiente”, como lo demuestra el movimiento 
laboral que surge en las universidades públicas, alentado en parte por el gobierno del presidente Echeverría (1970- 
1976), pero también por la fuerza que adquieren los partidos y organizaciones de izquierda que, todavía en 
condiciones de semiclandestinidad, se refugian en esas instituciones de educación superior. Sin duda influye 
también el hecho de que las organizaciones sindicales universitarias que surgieron entonces no lo hicieron en 
competencia directa con los intereses sindicales oficialistas. 

72 Ibidem, p. 17. 

73 Idem. 


74 El libro de Ricardo Pozas Horcasitas que venimos citando constituye el análisis más completo que existe 
sobre el movimiento de los médicos. Adicionalmente conviene consultar la obra de uno de los protagonistas de 
dicho movimiento, sobre todo por su exhaustivo y por ello valioso apéndice documental: Norberto Treviño 
Zapata, El movimiento médico en México, 1964-1965. Crónica documental y reflexiones, ed. facsimilar de la 
edición de 1989, UNAM, México, 2015. 

75 En los años setenta, el mismo gobierno del presidente Echeverría alentó de algún modo, por razones 
políticas, al llamado “sindicalismo independiente”. Una expresión importante de dicho sindicalismo fue el 
movimiento de los trabajadores en las universidades públicas, que se inicia en los años sesenta, impulsado por 
miembros de los partidos y agrupaciones de izquierda, el cual tuvo éxito en parte porque no había antecedentes de 
sindicalismo “oficial” en esas instituciones. La reforma constitucional de 1980, a la que ya hemos hecho referencia 
en varias ocasiones, permitió el reconocimiento formal de la sindicalización en las universidades públicas, tanto de 
los trabajadores administrativos como de los académicos, pero separando la regulación laboral de las cuestiones 
estrictamente académicas. 

76 Un breve recuento de estos movimientos desde el año de 1958 puede encontrarse en Gilberto Guevara 
Niebla, La democracia en la calle. Crónica del movimiento estudiantil mexicano, Siglo XXI Editores, México, 
1988, pp. 22 y ss. 

17 Ibidem, p. 24. 

78 Sobre el movimiento estudiantil de 1968, nos dicen Ricardo Becerra, Pedro Salazar y José Woldenberg lo 
siguiente: “Ni la protesta masiva ni sus dirigentes hablaron jamás de sistema de partidos, de competencia electoral, 
de equilibrio de poderes ni de elecciones transparentes. El movimiento estudiantil de entonces quería lo más 
elemental: las condiciones primarias, básicas, de la vida civil, las condiciones mínimas para practicar las libertades 
democráticas. Fue un movimiento difícil de enfrentar y de entender para los usos políticos de entonces...” La 
mecánica del cambio político en México. Elecciones, partidos y reformas, 3* ed., Cal y Arena, México, 2005, p. 
17. 

7% Los famosos seis puntos de dicho pliego eran los siguientes: 1. Libertad a presos políticos, 2. Destitución de 
jefes policiacos en el Distrito Federal, 3. Extinción del cuerpo de granaderos, 4. Supresión del delito de disolución 
social, 5. Indemnización de víctimas de la represión y 6. Deslinde de responsabilidades en cuanto a los excesos 
represivos. Véase Guevara Niebla, op. ult. cit., pp. 39-40. 

80 Esto era particularmente cierto en el caso del presidente Díaz Ordaz. Véase Krauze, La presidencia 
imperial..., op. cit., supra nota 8, pp. 316 y ss. 

81 Véase Pozas Horcasitas, La democracia en blanco...., op. cit., supra nota 4, pp. 319 y ss. 

82 Sobre la situación crecientemente compleja que enfrentó el presidencialismo mexicano en la década de los 
sesenta, véase Ricardo Pozas Horcasitas, Los límites del presidencialismo en las sociedades complejas. México en 
los años sesenta, UNAM / Siglo XXI Editores, México, 2014. 

83 Fidel Velázquez (1900-1997), el sempiterno líder sindical, dijo presuntamente en alguna ocasión que los 
revolucionarios habían llegado al poder a balazos y que sólo a balazos lo abandonarían. 
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84 En palabras de Francisco Valdés Ugalde: “La democratización del sistema político se ha producido dentro 
de un proceso más abarcador, la búsqueda del principio de legalidad. A pesar de los problemas de diversos tipos 
que las circunstancias nacionales e internacionales han causado en la sociedad mexicana, el principio de legalidad 
como fuente de legitimidad se ha inscrito en los diferentes ámbitos de la acción colectiva” (las cursivas son del 
autor). Véase La regla ausente. Democracia y conflicto constitucional en México, Gedisa / Flacso /UNAM, 
México, 2010, p. 11. 

85 Véase al respecto Sergio Aguayo Quezada, “Seguridad nacional y derechos humanos en México”, Revista 
Mexicana de Ciencias Políticas y Sociales, XLI (170): 79-106, 1997. 

86 La Ley se publicó en el DOF el 28 de septiembre de 1978 y se abrogó por decreto publicado el 27 de enero 
de 2015. 

87 El gobierno federal creó en 2002 una fiscalía especializada, la Fiscalía Especial para Movimientos Sociales 
y Políticos del Pasado (Femospp), que se extinguió en 2007, sin que lograra condenas judiciales significativas. 

88 Véase Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos, 
sentencia de 23 de noviembre de 2009 (excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas), la cual es 
fácilmente consultable en la internet. Sobre este caso y sus implicaciones, puede verse Eduardo Ferrer Mac- 
Gregor y Fernando Silva García, Jurisdicción militar y derechos humanos. El Caso Radilla ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, UNAM / Porrúa, México, 2011. 

8% Sobre este tema puede verse, en relación con Chile y Argentina, José Zalaquett, “La reconstrucción de la 
unidad nacional y el legado de violaciones de los derechos humanos”, Perspectivas, 2 (número especial): 385-405, 
1999. 

% Ariadna Estévez López sostiene en apariencia una tesis contraria a la nuestra. Para ella, el discurso en favor 
de los derechos humanos era anterior y perdió integralidad en nuestro país a partir de la década de 1990, en que 
dio un giro hacia las elecciones y el respeto de los derechos políticos. Véase “Transición a la democracia y 
derechos humanos en México: la pérdida de integralidad en el discurso”, Andamios, 3(6): 7-32, 2007. En cambio, 
Becerra, Salazar y Woldenberg sostienen que el impacto de las reformas electorales, que se iniciaron antes, no se 
ha circunscrito al campo electoral, y afirman contundentemente: “Las reformas electorales concentran una buena 
parte del cambio político en México”. Véase La mecánica del cambio político..., op. cit., supra nota 78, pp. 15 y 
ss. (cita en p. 29). 

21 Véase, por ejemplo, Samuel León e Ignacio Marván, “Movimientos sociales en México (1968-1983). 
Panorama general y perspectivas”, Estudios Políticos, 3(2): 5-18, 1984. 

me Sergio Aguayo Quezada, “El activismo civil en la transición mexicana a la democracia”, en Illán Bizberg y 
Lorenzo Meyer (coords.), Una historia contemporánea de México, t. 3, El Colegio de México / Océano, México, 
2009, pp. 291-313, así como, del mismo autor, el ensayo citado en la nota 85, supra. 

23 Sobre esta reforma y las razones inmediatas y mediatas que la explican, puede verse Héctor Fix-Fierro, “La 
reforma judicial en México: ¿de dónde viene? ¿a dónde va?”, Reforma Judicial. Revista Mexicana de Justicia, 2: 
259 y ss., 2003. 

% Sobre este giro en la labor de la Suprema Corte de Justicia, véase Alberto Abad Suárez Ávila, La protección 
de los derechos fundamentales en la Novena Época de la Suprema Corte, UNAM / IMDPC / Porrúa, México, 
2014. 

id Aguayo Quezada, “Seguridad nacional...”, op. cit., supra nota 85, pp. 82 y ss., examina brevemente las 
razones por las cuales la situación de los derechos humanos en nuestro país recibió poca atención hasta los años 
ochenta. Véase en general sobre este tema Alejando Anaya Muñoz, El país bajo presión. Debatiendo el papel del 
escrutinio internacional de derechos humanos sobre México, CIDE, México, 2012. En relación con el papel de 
México en el campo internacional de los derechos humanos a partir de 1945, véase Natalia Saltalamacchia 
Ziccardi y Ana Covarrubias Velasco, “La dimensión internacional de la reforma de derechos humanos: 
antecedentes históricos”, en Miguel Carbonell Sánchez y Pedro Salazar Ugarte (coords.), La reforma 
constitucional de derechos humanos: un nuevo paradigma, UNAM, México, 2011, pp. 1-38. 

% Casos 9768, 9780 y 9828. PAN. Elecciones en Chihuahua y Durango, párrafo 102; síntesis consultable en 
María del Mar Monroy García y Fabián Sánchez Matus, Experiencia de México ante la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, Cámara de Diputados (LX Legislatura) / Konrad Adenauer Stiftung / Miguel Ángel 
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Porrúa, México, 2007, p. 103. En dicha obra puede consultarse una síntesis de quejas en materia electoral, pp. 77 y 
ss. 

27 Véase el volumen de Monroy García y Sánchez Matus citado en la nota anterior. 

% Véase Saltalamacchia Ziccardi y Covarrubias Velasco, “La dimensión internacional...”, op. cit., supra nota 
95, pp. 16 y ss. 

2 Él Informe sobre la situación de los derechos humanos en México, del 28 de septiembre de 1998, puede 
consultarse en <http://www.cidh.org/countryrep/Mexico98sp/indice.htm>, visitado el 6 de diciembre de 2017. 

100 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009 (excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas). 

101 Saltalamacchia Ziccardi y Covarrubias Velasco, “La dimensión internacional...”, op. cit., supra nota 95, 
pp. 22 y ss. 

102 Habría que mencionar también la aprobación y promulgación de varias leyes relativas a derechos 
fundamentales durante ese periodo de gobierno, como la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación 
(2003), la Ley de los Derechos de la Personas Adultas Mayores (2002) y las leyes generales de los Derechos 
Lingüísticos de los Pueblos Indígenas (2003), de Desarrollo Social (2004), de las Personas con Discapacidad 
(2005) y para la Igualdad entre Hombres y Mujeres (2006). 

103 Alejando Anaya Muñoz, “Política exterior y derechos humanos durante el gobierno de Felipe Calderón”, 
Foro Internacional, LIII (213-214): 771-793, 2013. 
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l Dichas observaciones preliminares pueden encontrarse en 
<http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2015/112A.asp>; el informe completo se intitula “Situación de 
los derechos humanos en México”, OEA, Washington, D. C., 2015, y está disponible en 
<http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Mexico2016-es.pdf>, consultados ambos documentos el 7 de 
diciembre de 2017. Véase también Ariadna Estévez, “La violencia en México como crisis de derechos humanos: 
las dinámicas violatorias de un conflicto inédito”, Contemporânea. Revista de Sociologia da UFSCar, 2(1): 21-44, 
2012. 

? Bastaría con echar una mirada a los temas que abordan las llamadas “recomendaciones generales” (RG) de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, las cuales reúnen y sintetizan los resultados de decenas de 
recomendaciones particulares, dictadas por la Comisión a propósito de las violaciones de derechos humanos más 
graves y persistentes: desorden en el sistema penitenciario, abusos de las fuerzas de seguridad pública, violencia 
obstétrica, violencia y discriminación contra niños y niñas en las escuelas, agravios contra periodistas y personas 
defensoras de derechos humanos, maltrato a las víctimas del delito, entre muchos otros. Las RG pueden 
consultarse en <https://www.cndh.org.mx/Recomendaciones_Generales>. Una síntesis y sistematización de dichas 
recomendaciones puede encontrarse en Héctor Fix-Zamudio y Héctor Fix-Fierro, Las recomendaciones generales 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, CNDH / UNAM, México, 2018. 

3 Luis de la Barreda Solórzano, La sociedad mexicana y los derechos humanos. Encuesta Nacional de 
Derechos Humanos, Discriminación y Grupos Vulnerables, UNAM, México, 2015, p. 203. 

4 Ibidem, p. 231. 

> Ibidem, p. 244. 

ê Ibidem, p. 249. 

7 Por ejemplo, desde un cierto punto de vista podríamos considerar un “avance” que, entre 2003 y 2016, haya 
disminuido, de 50 a 33%, la proporción de entrevistados que considera que las costumbres indígenas “deben 
respetarse, aunque algunas estén en contra de los derechos individuales de las personas”, con el consiguiente 
aumento (de 40 a 50%) de quienes opinan que “sólo deben respetarse las que no estén en contra de los derechos 
individuales de las personas”. Héctor Fix-Fierro, Julia Isabel Flores y Diego Valadés (coords.), Los mexicanos y 
su Constitución. Tercera Encuesta Nacional de Cultura Constitucional. Centenario de la Constitución de 1917, 
IHJ / UNAM, México, 2017, p. 117. En esta encuesta se encuentran también preguntas de gran interés sobre los 
derechos humanos, como componente de la cultura constitucional. 

8 Francis Fukuyama, The Origins of Political Order. From Prehuman Times to the French Revolution, Farrar, 
Straus and Giroux, Nueva York, 2011, y Political Order and Political Decay. From the Industrial Revolution to 
the Globalisation of Democracy, Profile Books, Londres, 2014. 

? Al hacer referencia al esquema de Fukuyama, preferimos el término de “imperio de la ley” para distinguirlo 
del concepto de Estado propiamente dicho, bajo el entendido de que se trata de un término con connotaciones 
similares a las de “Estado de derecho” en nuestra lengua. 

10 Fix-Fierro, Flores y Valadés, Los mexicanos y su Constitución..., op. cit., supra nota 7, p. 40. 

11 Como se verá enseguida, este concepto está implícito en el esquema institucional de Fukuyama explicado 
anteriormente. 

12 En lo que sigue nos apoyamos en Héctor Fix-Fierro, “Derecho y gobernanza en la sociedad mundial. 
Algunas aportaciones de la sociología del derecho, con especial referencia al cambio jurídico en México”, en José 
María Serna de la Garza (coord.), Gobernanza global y cambio estructural del sistema jurídico mexicano, UNAM, 
México, 2016, pp. 195-253. En ese ensayo se tratan las ideas que proponemos de modo más amplio y detallado. 

13 Véase John W. Meyer, John Boli, George M. Thomas y Francisco O. Ramírez, “World-Society and the 
Nation-State”, American Journal of Sociology, 103 (1): 144-181, 1997. 

14 Elizabeth Heger Boyle y John W. Meyer, “Modern Law as Secularized and Global Model: Implications for 
the Sociology of Law”, en Yves Dezalay y Bryant G. Garth (coords.), Global Prescriptions. The Production, 


222 


Exportation, and Importation of a New Legal Orthodoxy, University of Michigan Press, Ann Arbor, 2002, pp. 65- 
95. 

15 Ibidem, p. 68. 

16 Ibidem, p. 69 [traducción nuestra]. 

17 Ibidem, p. 74. 

18 Ibidem, pp. 74 y ss. 

19 Ibidem, pp. 66-67, 81 y ss. 

2 Ibidem, pp. 82-83 [las cursivas y la traducción son nuestras]. 

21 Véase Sergio López Ayllón, Las transformaciones del sistema jurídico y los significados sociales del 
derecho en México. La encrucijada entre tradición y modernidad, UNAM, México, 1997, capítulo V, 
especialmente las pp. 252 y las siguientes. La distinción que propone este autor entre la ley que “instituye” y la ley 
que “regula” hace alusión al desacoplamiento entre ley y realidad como consecuencia de que el orden jurídico en 
México no es producto de un consenso fundador sino un factor importado, impuesto por la violencia y marcado 
por diversas rupturas históricas. 

2 Sobre la apertura del Estado y el orden jurídico mexicanos, véase José María Serna de la Garza, “Soberanía 
y apertura del Estado: una perspectiva mexicana”, en Armin von Bogdandy y José María Serna de la Garza 
(coords.), Soberanía y Estado abierto en América Latina y Europa, UNAM / Instituto Max Planck de Derecho 
Público Comparado y Derecho Internacional / Instituto Iberoamericano de Derecho Comparado, México, 2014, 
pp. 1-59, especialmente pp. 17 y ss. 

23 Héctor Aguilar Camín explica que nuestra actual actitud ante la ley se remonta al pleito histórico entre la 
reforma y la conservación desencadenado por la independencia. El triunfo de la causa de la reforma, representada 
por el partido liberal, “hizo más largo el camino hacia el “país de leyes”. En vez de tener leyes conservadoras 
ajustadas a las costumbres, hubo que crear las costumbres modernas que dieran sustento a las leyes [...] La 
primera costumbre nueva que el país adquirió fue negociar el cumplimiento de sus nuevas leyes. El gobierno no 
podía aplicarlas del todo sin afrentar a su sociedad y quedarse solo en la cúspide, de espaldas a sus gobernados. Se 
vio obligado a tolerar la ilegalidad como un compromiso pragmático con el orden, pero mantuvo vigentes las leyes 
violadas con un propósito “civilizador”: crear las costumbres modernas requeridas. También con un propósito 
político: conservar en sus manos un instrumento discrecional para el ejercicio de la autoridad frente a intereses, 
ciudadanos o movimientos particulares”. “La Constitución y los sueños de la Nación. Algo sobre el espíritu de las 
leyes mexicanas”, en Gerardo Esquivel, Francisco Ibarra Palafox y Pedro Salazar Ugarte (coords.), Cien ensayos 
para el centenario, t. 4, UNAM / Senado de la República, México, 2017, pp. 1-2. 

24 Instituto Federal Electoral e Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, Segunda Encuesta Nacional 
de Cultura Constitucional. Legalidad, legitimidad de las instituciones y rediseño del Estado, UNAM / IFE, 
México, 2011, preguntas 19 a 22, consultable en 
<http//historico.juridicas.unam.mx/invest/areas/opinion/EncuestaConstitucion/>, última visita el 7 de diciembre de 
2017. 

25 Al respecto, la Tercera Encuesta Nacional de Cultura Constitucional planteó dos preguntas: “Si un grupo 
de vecinos con el propósito de que se cumplan sus demandas bloquea una autopista: ¿qué debería hacer el 
gobierno: cumplir sus demandas o usar la fuerza pública para desbloquear la autopista?”. Se pronunciaron por la 
primera alternativa 45.6% de los entrevistados y apenas 15.8% por la segunda. Casi un tercio asumió una actitud 
ambigua, ejemplificada por las respuestas espontáneas “ambas” (18%) y “depende” (13%). La segunda pregunta 
es similar: “En su opinión, cuando un grupo social exige sus derechos mediante paros, bloqueos y plantones, ¿qué 
debe hacer el gobierno?” Las opciones eran: “Dialogar con el grupo” (61.8%); “Impedir que se realicen paros y 
plantones” (14.3%); “Aceptar las demandas del grupo” (7.8%); “Indemnizar y dar apoyos a los ciudadanos 
afectados” (5.9%); “Detener a los integrantes del movimiento” (5.4%). Véase Fix-Fierro, Flores y Valadés, Los 
mexicanos y su Constitución ..., op. cit., supra nota 7, pp. 213 y 216. 

26 Lo mismo sucede en otras latitudes, por lo que no hay razón para pensar que existan diferencias esenciales 
entre México y el Estado de derecho en los países avanzados, sino sólo de grado. 
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es capaz de absorber los costos de la no aplicación de las normas cuando perjudican a terceros. 
Desafortunadamente, en México tanto la representatividad como la legitimidad de las instituciones son bastante 
precarias. 
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a Constitución de 1917 recupera la herencia 
liberal de la de 1857 e incorpora los derechos 
sociales como parte de un Estado fuerte, 
capaz de realizar intervenciones a favor de los in- 
dividuos en caso necesario. La conformación de la 
sociedad y la clarificación de sus requerimientos ha 
incidido en las modificaciones que se han introducido 
en la Carta Magna a lo largo de la historia de México. 
Los autores de este libro hacen una minuciosa re- 
visión de la génesis y la evolución del modelo de dere- 
chos en la Constitución, el cual ha pasado de las “ga- 
rantías individuales y sociales” de 1917 a los “derechos 
humanos” consagrados en el texto constitucional del 
centenario, relatando así la transición democrática 
pero también los retos que aún quedan en materia de 
derechos humanos. 
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